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ADVERTENCIA.. 

Los presentes comentarios se escribieron y publicaron 
en 1842 y 1 8 4 3 . Cuando en 1 8 4 9 se imprime y publica 
su cuarta edición ( 1 ) , este solo hecho dice en abono de 
la obra mas que cuanto podrian decir estensas considera­
ciones , recusables por interesadas. 

Se ha revisado, se ha correjido , se ha aumentado cui­
dadosamente el texto de los comentarios. Se han numerado 
sus párrafos y divisiones , á fin de poder referirse á ellos, 
y citarlos con facilidad. Por último, para completar la ma­
teria se han añadido por apéndices dos trabajos del autor; 
uno, su opinión en la cuestión política de los mayorazgos, 
como la publicó en 1 8 4 0 ; otro, su proyecto de enmiendas 
á la ley de 19 de agosto de 1 8 4 1 , como las propuso al 
discutirse dicha ley en el Congreso, del cual era'individuo. 

(1) La tercera se ha publicado en 1817, sin concurrencia ni conocimiento del 
autor. 



La acogida que ha tenido su obra entre los inteligen­
te^ , el aprecio que ha merecido en los tribunales , la con­
sideración con que la han tratado aun sus impugnadores, 
todo le ha puesto en el caso de corresponder con esas me­
joras. Precisamente consiste en eso la verdadera gratitud 
de cuantos escriben para el público; en justificar la indul­
gencia conque se les mira, haciéndose cada vez mas me­
recedores de la estimación general. 

Agosto de 1849.. 



COMENTARIO 

LAS LEYES DE DESWCCLACME 

INTRODUCCIÓN. 

i. 

1. Nos proponemos escribir un comentario jurídico, tan completo 
como nos sea dable, á las leyes de desvinculacion promulgadas desde 
octubre de 1820. hasta agosto de 1841. La importancia de la materia, la 
diversidad de opiniones que sobre ella se han enunciado, la multitud de 
litigios á que está dando ocasión, justificarán en nuestro dictamen la 
obra que emprendemos, no en el concepto de publicistas, sino en el de 

jurisconsultos. 
2. Son conocidas nuestras opiniones políticas acerca de la institución 

del mayorazgo, y no tenemos nada que añadir á lo que hemos dicho so­
bre este particulir (1). Mas ahora no tratamos absolutamente de esa cues­
tión. Meros hombres de ley, no vamos á discutir la conveniencia de los 
vínculos ni las condiciones de su posibilidad. Nuestro objeto es mas hu­
milde, y mas vulgar la esfera en que queremos movernos. Sin abando­
nar nuestras creencias como, personas públicas, podemos razonar como 
abogados en unos debates, que lo son de todos los dias en el gabinete 
y en el foro. Y si lo hiciésemos acertadamente, si expusiésemos alguna 
idea útil, si fijásemos algún punto cuestionable, si adelantásemos, en fin, 
por poco que fuere, la jurisprudencia y la práctica, parécenos que no 

(1) Veasa el apeadles A. 



habrá sido infructuoso nuestro trabajo, por mas modesta que sea su na­
turaleza, y por mas escasas que aparezcan sus pretensiones. 

II. 

3. La historia de nuestras leyes de desvinculacion ha tenido que ser, 
por desgracia, bien conocida de todos los españoles. Se ha hablado tanto 
de ellas, se ha disputado tanto sobre ellas, afectaban ellas de tal suerte la 
de un inmenso número de personas, que nadie ha podido quedar igno­
rante de su marcha ni de sus vicisitudes. 

4. Data su principio de las Cortes de 1820. Dominando plenamente 
e;i aquella época las ideas de absoluta igualdad, debió ser una conse­
cuencia necesaria de las mismas el trastorno de la antigua institución de 
los mayorazgos. Habia llegado la hora de los instintos democráticos y 
populares; y no era posible que subsistiesen en la ley los restos del es­
píritu nobiliario, que habia inspirado, mas ó menos, pero siempre nota­
blemente, á nuestra sociedad de los anteriores siglos. 

5. Concibióse, pues, y dictóse en esa legislatura de 1820 la ley ca­
pital que hacia libres los bienes vinculados. Aprobada por las Cortes en 
27 de setiembre, y sancionada en 10 de octubre por la corona, co­
menzó á tener efecto desde el instante mismo (1), y á regir unos puntos 
tan graves como los de la condición y la transmisión de la mayor parte 
de las fincas de nuestro suelo. Esa obra que por tanto tiempo acumula­
ran ó la vanidad ó el instinto de conservación, que las sociedades po­
seen como los individuos, caia desbaratada al soplo disolvente de una 
filosofía , que estos llamaron revolucionaria, aquéllos, reparadora. 

6. Desde luego apareció como de inmensa importancia la ley que 
acababa de dictarse: desde luego la dio el sentido común todo el lugar 
que era justo y necesario. El Foro entero comprendió que durante algún 
tiempo, y basta que se extinguieran las presentes generaciones, habia de 
haber pocas que ocuparan tanto sus solemnidades y sus vigilias. Inmenso 
era el trastorno que por ella se realizaba: inmensos los intereses que he­
ría: innumerables también á los que daba nacimiento. 

7. Hubiera sucedido así, aun cuando, afirmada y obedecida constan­
temente, no hubiese venido después ninguna otra ley á variar sus dis­
posiciones. Bastaba su obra misma para dar larga ocupación & nuestro 
ingenio, y alimentar abundantemente á nuestros tribunales. Pero las con­
vulsiones políticas á que estábamos condenados debian extender mas 
allá de todo límite semejante consecuencia. Las convulsiones políticas nos-
habían de traer la cédula de 1824, no solo derogatoria de la ley de 1820,. 

(1) l a sanción de esta ley liene la fecha del 10 de octubre, como acabamos de 
decir, y fué publicada en las Corles el dia 11, en la Gaceta de Madrid el 19, en los 
provincias en diferentes dias. Decimos eslos da los , porque hemos vislo un pleito era 
el que se litigaba si regia 6 no on cierta ciudad el 22. 
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jtio solo creadora nuevamente de los vínculos, sino anulatoria también de 
todos los efectos de aquella, y dirigida á borrarlos, si fuera posible, de 
m medio de los tiempos. 

8. Sábese lo que ha sucedido después, y á lo que ha dado ocasión 
ese empeño de anular actos legislativos, y de no reconocer las conse­
cuencias legítimas de lo que rigiera sin contradicción ni obstáculo. Creados 
intereses opuestos por una y otra parte, respetables unos y otros para el 
estadista y el hombre de ley, las Cortes 'de 1835 trataron de transigirlos, 
dictando con este fin la que se sancionó en 6 de junio de aquel año propio. 
El sistema de conciliación que dominaba en la política se propuso resolver 
por sus principios tan delicado problema, y desatar este nudo, como ha­
bía intentado desatar muchos otros que encontrara. Aquel sistema , que 
procuraba sacar poder de los elementos aristocráticos, mantuvo la res­
tauración de las vinculaciones decretadas por el gobierno absoluto. 

9. Pero vino en seguida la revolución de la Granja: volvieron á do­
minar las ideas de 1820; y el decreto de. 30 de agosto .restauró á su vez 
la ley de 11 de octubre. En cuanto á las consecuencias de ésta, anula­
das en 1824, reservóse á otra ley el proveer lo conveniente. 

10. Entretanto, la rigorosa doctrina constitucional, por una parte, y 
consideraciones de todo género deducidas de la situación, por otra, ha­
bían puesto en litigio el valor de ese último restablecimiento. Los tribu­
nales no seguían una jurisprudencia uniforme y común; y mientras algu­
nos fallaban con sujeción al mencionado decreto en las cuestiones que 
ante ellos se presentaron, otros, y por lo menos el mas autorizado de 
la nación, contentábanse con acudir al poder ejecutivo, pidiéndole leyes 
formales á qué atenerse. Las Cortes de 1836 habían querido' hacer una; 
pero S. M. no tuvo por conveniente sancionarla. Los ministerios de 1838 
á 1840 nada propusieron en su reemplazo. 

11. Tal era, pues, la situación á que habíamos venido, y que se pro­
longó hasta 1841. Las generaciones venideras tendrán dificultad en con­
cebir esa dilatada incertidumbre, y señalarán con la calificación merecida 
á una época y á unos gobiernos que nada hacian para ponerle fin. 

12. Se ha terminado al cabo.esta situación por la ley del presente año 
(1841); y cualquiera que sea el juicio que de ella podamos formar , es 
indispensable convenir en que ha hecho un gran bien á la sociedad es­
pañola, fijando reglas á lo que no las tenia jurídicamente. Mejor era cual­
quier resolución que aquel estado de completa incertidumbre. Ya está 
sancionada de una manera legítima la restauración que en 1836 se hizo 
por un decreto. Ya se ha dispuesto lo que se ha de verificar en la 
pugna de intereses procedentes de las tres épocas qué pueden señalarse 
en esta historia, la de 1820 á 1823, la de 1823 á 1836, la de 1836 á 
1841. Mas ó menos justo en sus disposiciones," mas ó menos arreglado á 
los buenos principios de política y legislación, tendremos siquiera uno 
qué atenernos, en lo que es debate de todos los dias, como que versa so-
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bre lacondicion y transmisión de la mayor parte de nuestros bienes rai­
ces. Habia en este punto un interés civil, no menos atendible que cual­
quiera otro, él interés de la regla y de la seguridad; y siquiera éste-, ya 
que no todos los restantes, ha quedado sin duda alguna satisfecho. 

III. 

13. Las leyes respectivas á la materia de que nos vamos á ocupar, 
son las siguientes por el orden de su promulgación. 

La ley de 11 de octubre de 1820 (1). 
2.°—El decreto de las Cortes de 15 de mayo de 1821. 
3.°—El decreto de las mismas de 19 de mayo de 1821. 
4.°—La ley de 28 "de jumo de 1821. 
5.°—La cédula de 11 de marzo de 1824. 
6.»—La ley de 6 de junio de 183S. 
7.°—El decreto de 30 de agosto de 1836. 
8.°—La ley de 19 de agosto de 1841. 
De todas ellas tratará nuestro comentario. 

(1) Esta ley se ba solida también llamar decreto de 27 de setiembre, por haber]* 
aprobado las Cortes en aquel dia, como hemos dicbo antes. 



I. 

Ley de 11 de octubre de 1SSO. 

ARTICULO I. 

«Quedan suprimidos todos los mayorazgos, fideicomisos, patronatos, 
y cualquiera otra especie de vinculaciones de bienes raices, muebles, 
semovientes, censos, juros, foros , ó de cualquiera otra naturaleza , los 
cítales se restituyen desde ahora á la clase de absolutamente libres.» 

1. Este es el artículo fundamental, la expresión del objeto y del pre­
cepto de la ley. En éste se ha querido consignar lo que había de poner 
término al sistema de amortización civil, permitido y á veces fomentado 
por nuestra legislación antigua. Todas las instituciones, todas las crea­
ciones que conducían á ella, cualesquiera que fuesen su carácter y de­
nominación, todas entran bajo la letra y el espíritu de la cláusula. 

2. No hay necesidad de advertir que es aquella especie sola de amor­
tización, la civil, á la que esa letra y ese espíritu se refieren; y que la de 
otra clase de cosas y de objetos, la que se conocía con el nombre de 
amortización eclesiástica, no entra bajo la jurisdicción de la presente ley. 
El fin á que se encamina ésta, es á la extinción de los mayorazgos, pro­
pios ó impropios, conocidos con aquel nombre, con otro de los qué 
están en el artículo, ó con alguno que no se ha previsto, pero que indi­
que el mismo carácter. Por eso se añade aquí «patronatos, fideicomisos, 
y cualquiera otra especie de vinculación de bienes raices.» Los patrona­
tos de que se habla son evidentemente los laicales ; los fideicomisos son 
los perpetuos. La última parte del período es la explicación y la limita­
ción de los primeros nombres. 

3. Esta abolición que acabamos de consignar se extiende también 
indudablemente álos destinos públicos, oficios enagenados, y derechos 
de cualquiera clase, con los que se hubiese fundado vínculo (1). Sábese 

(1) Véase, sin embargo, como cscepuion el artículo 13. 
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'jue muchos de ellos estaban unidos á mayorazgos de bienes raíces, y1 

que aun á veces los constituían por sí solos. La regla general, la supre­
sión del privilegio de primogenitura, no puede, pues, menos de aplicarse 
á semejantes casos, lo mismo que se aplica á los enunciados en la ley. 
Esos derechos, esos oficios , esos destinos públicos eran cosas de es­
timable valor, como un censo, ó una finca, y como ellos producían 
una utilidad á sus poseedores. Nada, por consiguiente, debió eximirlos de 
su sujeción al derecho común, ni de entrar en la clase general de cosas 
libres , que era ya la única ó casi la única desde aquel punto. Todo lo 
civil, de cualquier género que fuese, quedaba desvinculado, como no lo 
excluyera alguna escepcion explícita y especial. 

4. Una cosa debe notarse en este artículo, y fijarse desde luego en 
la atención de sus lectores , á saber: que la abolición ó supresión de que 
habla, ese fin y término que decreta para los mayorazgos, lo realiza y 
•efectúa en el mismo instante. No fué aquella una disposición para lo 
futuro: no fué ni una promesa ni un precepto para suprimir; fué la 
supresión misma, verificada de hecho y por ministerio de la ley. Para 
acabar con las vinculaciones podían adoptarse diferentes modos. Cu­
po señalar un plazo mas ó menos extenso, como el de una genera-" 
cion, el de dos, el de todas las que estuviesen nacidas con derecho 
Imperimible á sus bienes : cupo señalar una dilación fija y determinada: 
cupo extinguirlas y darlas por conclusas enel propio instante. Esto Ú1-' 
timo fué lo que prefirió la ley; este el sistema que adoptó. aQuedart 
suprimidos» fué su primer palabra: «los cuales bienes se restituyen des­
de ahora....» fué la comprobación de tal inteligencia. En aquel momento 
terminaron en España todos los mayorazgos. 

5. Esta observación que acabamos de hacer, no es de ningún modo 
vulgar ni inútil; antes por el contrario, pugna con muchas ideas mala­
mente recibidas , y es fecunda en importantes aplicaciones. Desde luego 
condena el pensamiento común, de que á los inmediatos sucesores se 
les reservó por la ley que analizamos la mitad de los vínculos. Hé aquí, 
por lo menos, una locución inexacta , de la que fácilmente pueden infe­
rirse consecuencia-; erróneas; y aun no son estas las únicas que tendre­
mos que contradecir, deducidas del mismo principio. Fijemos, pues, 
.exactamente el que nos ha de guiar, é insistamos en él, por mas que 
ahora parezca supérfluo. Quede consignado que los vínculos, cuales 
habían existido hasta allí, concluyeron el i i de octubre de 1820: esta 
idea nos servirá de clave para la decisión de algunas cuestiones, que en 
otro caso serian irresolubles. En adoptarla no hacemos otra cosa que 
repetir las palabras de la ley. 

6. Parécenos ahora, para seguir con nuestro comentario, que hay' 
:en el artículo que examinamos una expresión inadvertida y mas que re­
dundante, atendido el sistema que iba á seguir en los posteriores. Dícese 
.que los bienes vinculados basta allí se restituyen á la clase de absolu-
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ARTICULO II. 

« l o s poseedores actuales de las.vinculaciones suprimidas en el ar­
ticulo anterior podrán desde luego disponer libremente de la mitad 
de los bienes en que aquellas consistieren; y después de su muerte 
pasará la otra mitad al que debia suceder inmediatamente en el ma­
yorazgo , si subsistiese , para que pueda también disponer de ella libre­
mente como dueño. Esta mitad que se reserva al sucesor inmediato, no 
será nunca responsable á las deudas contraidas oque se contraigan por 
el poseedor actual.» 

I. 

i. Dos disposiciones comprende el artículo que acaba de copiarse, 
distintas verdaderamente entre sí, aunque dependa la una de la otra. 
Trata la primera de quiénes han de gozar el libre y omnímodo derecho 

tam&nte libres. Pues bien; esa espresioñ «absolutamente» puede indicar 
una mala idea. Sin ella, la de libres se opone bien á la de vinculados. 
La libertad no necesita adjetivos para ser lo contrarío de la vinculación. 
Absoluta libertad, por consiguiente, puede juzgarse que signifique mas 
que ese tránsito de una condición- á otra. Absoluta libertad quiere de­
cir una libertad que no puede ser mas lata ; y este sentido no se aplica 
bien al artículo actual, porque si los bienes que fueron vinculados que­
dan libres, pudieran quedar mas libres todavía, no conservándose la 
restitución de una parte de ellos en favor del antiguo inmediato. 

7. Faltóse, pues, á la exactitud , queriendo dar mayor fuerza expli­
cativa á la ley; pero no por esto es su inteligencia oscura ni dudosa. 
«Asolutamente libres» significa «de ningún modo vinculados», y expre­
sa con toda la energía que concibieron los legisladores (mas aun de la 
necesaria) los pensamientos que acabamos de notar. La libertad respecto 
á la vinculación es instantánea y completa. 

8. Pudiéramos entrar ahora, bien comprendida ya la inteligencia del 
artículo , á juzgar la conveniencia de su precepto , y á calificar esa abo­
lición que tan instantáneamente decretaba. Nos abstenemos, empero , de 
hacerlo, porque el examen de estas cuestiones consideradas en su prin­
cipio , pertenece exclusivamente á la politica, y consideradas en su apli­
cación corresponden mas bien á los artículos inmediatos. Por lo que 
toca al actual, bástanos con haber fijado su inteligencia, y observado 
la extensión y la naturaleza de su precepto. Esta última, sobre todo, nos 
servirá, como hemos indicado , para útiles aplicaciones. 
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de disposición respecto de los bienes desvinculados; y se ocupa la se­
gunda de la cuestión de responsabilidades por deudas, consiguientemen­
te al deslinde que en aquella se ha prevenido. 

2. I.—Admitido el principio de la desvinculacion, y decretado en el 
artículo primero que se verificara en el instante mismo , era necesario 
ocuparse de la referida disposición de los bienes. Libres ya y exentos de 
la antigua traba, reducidos á la condición común, faltaba aun decidir 
quiénes habían de estar facultados para disponer de ellos. Los bienes 
libres suelen estar afectos con vínculos temporales; y los que habían 
perdido la carga antigua y el gravamen perpetuo, podian aun quedar 
sujetos con esa otra. No hay nada mas común que ver usufru-
tos y preceptos de restitución en fincas que no se sujetaron jamás 
á mayorazgo. La ley que levantaba estos, necesitaba disipar aquella 
otra duda. 

3 . Tres sistemas podia adoptar esta ley. Consistía el primero en de­
clarar que los bienes, vinculados antes, y libres ahora , quedaban com­
pletamente , y desde el momento propio , bajo la omnímoda disposición 
de los que eran sus poseedores. Para esto no se necesitaba mas que el 
artículo que examinamos antes. La regla general, el derecho común 
respecto á bienes libres, consiste en ser enagenables por el que se titu­
la su dueño. La regla general, el derecho común del dominio, con­
siste en llevar consigo la libre disposición de los objetos sobre que se 
tiene. Cuando no se ponen á la propiedad cortapisas y escepciones, na­
die duda de que sea completa, comprendiendo todos los derechos, 
todas las facultades que la constituyen de ordinario. 

4. Este fué seguramente, á lo que se puede colegir, el pensamiento 
primordial de quien estendió el artículo primero. Por eso sin duda, se 
usó aquella expresión «absolutamente libres» que hemos indicado y ta­
chado en su comentario. 

5. Mas después ocurrió una idea, que señalaremos como el segundo 
camino que se podia adoptar. Reparóse en la posición que ocupábanlos 
inmediatos sucesores a vínculos, y se creyó que era digna de ser 
considerada. Observóse el derecho que habían recibido de la ley, el 
goce en que se encontraban de él, las esperanzas fundadas, justas, 
completamente legítimas, de que eran poseedores. Después de haberles 
puesto la ley en aquel estado, pareció cosa cruel que les arrebatase 
cuanto les habia ofrecido. Tal vez ellos habian celebrado obligaciones, y 
empeñádoso en contratos onerosos, por la espectativa en que se en­
contraban : tal vez no hábian emprendido útiles carreras, tal vez ha­
bian contraído matrimonios , por la esperanza segura que les garanti­
zaba la ley. Despojarlos de lo que en cierto modo miraban como suyo, 
pues hasta percibían alimentos como tales inmediatos de los bienes de 
la vinculación , se presentaba como una injusticia evidente, por mas que 
lo reclamasen consideraciones de otro género. 
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(1) Véanse los Diarios de Cortes de 1820. 

6. En este caso se acudió al sistema que figura en el artículo. Los 
bienes ,' se dijo , quedarán desvinculados desde luego ; pero el poseedor 
actual soló tendrá el usufruto de una parte , cuya propiedad plena y 
omnímoda se reserva al que era su inmediato sucesor. 

7. La primera idea de esta especie de transacción que fué adoptada, 
no se extendió seguramente á tanto. Antes de llevar el favor á todos los 
inmediatos, solo se llevó y se propuso para algunos. La comisión de las 
Cortes era de dictamen que se reservase una parte de los bienes á los 
sucesores extraños , ó que no fueran descendientes de los poseedores; 
mas que á los hijos ó nietos de estos no hubiese obligación de reservar 
cosa alguna. Fundábase para ello en la presunción de la eficacia y ter­
nura paterna , que no podia creerse se olvidase de sus hijos , al paso 
que podia, no solo descuidar sino aun obrar hostilmente- contra extraños 
y transversales. Mas en contra de esa consideración , que no hacia con­
sonancia en verdad con otras disposiciones de nuestro derecho , levan­
tábase el rigor de éste, no menos favorable , no menos urgente , no 
menos decisivo en favor de los primeros que de los segundos. Ese de­
recho no debia someterse y quedar abandonado á meras presunciones, 
cuando podia tener legítima garantía (1). 

8. Triunfó , pues , en la. discusión esta segunda idea , y se redactó 
consiguientemente á ella la primer parte del artículo. Dejóse solo en 
propiedad absoluta, con facultad de disponer, para los poseedores ac­
tuales , la mitad de los bienes en cuestión ; y de la otra mitad conce-
dióseles el usufruto , reservando aquella facultad para los que según 
las leyes del extinguido vínculo debieran sucederles.—Tal es la disposi­
ción que analizamos. 

9. Pero queda dicho que habia tres sistemas posibles , . y no hemos 
examinado todavía mas que dos: primero , el de conceder la disposi­
ción de los bienes al poseedor que lo fuese cuando la ley se sancionara; 
y segundo, repartirla entre ese mismo y el que fuera su inmediato según 
la fundación vincular.—El tercero consistía en no haber atendido solo á 
los derechos de éste, sino en haber respetado cuantos existían en aquel 
momento, dé tal naturaleza que no pudiesen en el orden antiguo ser 
vencidos y postergados por otros. 

10. Hó aquí nuestro pensamiento: 
11. Entre toda la inmensa muchedumbre de personas llamadas al go­

ce de las vinculaciones , la división racional no era ni podia ser, á nues­
tro juicio, la de inmediatos y no inmediatos. Esas eran categorías 
accidentales , en las que se agrupaban poseedores de muy desemejantes 
derechos. Inmediato era un hijo, al que ningún suceso podia privar de 
tal situación , é inmediato era tal vez un décimo primo, cuyo derecho 
dependía de que el poseedor no se casase, y no tuviese descendencia. 
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Por el contrario, en la clase de no inmediatos se contaban parientes 
remotos, con cien generaciones delante de ellos , á los que solo un mi­
lagro podia hacer llegar el vínculo : y se contaba también , por ejemplo, 
el hijo del hijo , el nieto único del poseedor, cuyo derecho podia ser 
tardío , pero era indispensable. Nada, pues, tenia de exacta ni de filo­
sófica esa división, que subordinaba á un hecho aparente los derechos 
reales y las relaciones necesarias. 

12. La buena y racional división entre los llamados á cualquier vín­
culo consistía, según nosotros, en los que necesariamente' tenian dere­
cho á heredarle , y los que solo accidentalmente le tenian : aquellos, á 
quienes nadie podia privar del suyo ; estos, que solo pudieran verle rea­
lizado por falta de otros que lo tuviesen de mejor orden.—En la primera 
clase se colocaban naturalmente el hijo primogénito del mayorazguista 
(suponiendo el vínculo regular), el hijo primogénito de ese hijo , el que 
á su vez lo fuese de este otro , y asi en un orden inacabable por primo-
geniíura y representación. En la segunda clase entraban todos los hijos 
y nietos segundos , todos los hermanos y sus descendencias, todas las 
líneas posteriores á estos. Aunque alguno de ellos fuera por casualidad 
inmediato , esa casualidad no era en él necesaria , siempre que pudiera 
perderla tan luego como naciese otro de mejor derecho. Los del primer 
capítulo no podrían jamás perder el suyo, imperimible, necesario, eterno, 
mientras durase la vinculación. 

13. Supuestos tales antecedentes , vése ya que en lugar de conce­
der la ley un privilegio á la inmediación , fuese esencial, fuese acciden­
tal-, pudo y debió en nuestro concepto otorgarle como de plena justicia á 
todos los que tenian ese derecho imperimible. Cuantas alegaciones de ley 
y de conveniencia pudieron militar á favor de los que én la primera se 
encontraban , otras tantas , y mas , tenian aplicación en obsequio de los 
segundos Si se atendia á un hermano del poseedor, por la esperanza 
legítima-que concibiera de sucederle; mas irrevocable esperanza'era la 
del nieto del mismo , á pesar de tener á su padre delante de sí. El her­
mano , inmediato , podia no suceder en el vínculo , teniendo hijos el 
poseedor ; el nieto, no inmediato , estaba seguro de suceder , porque 
ninguna ocurrencia podia privarle de su derecho. Si aquel podia haber 
contratado , ó conducídos.e de cualquier suerte por su esperanza, este 
segundo había tenido mas derecho para fundarse en ella, como en cosa 
mas segura. Sin embargo, la ley respetó la primera, y á esta segunda 
no la atendió en lo mas mínimo. 

14. Bastan estas indicaciones para comprenderlo que hemos denomi­
nado tercer sistema posible , en contraposición de los dos precedentes: 
un sistema en que se hubiese atendido, bien parcialmente , bien en t o ­
talidad , á todos los derechos seguros ó imperdibles que existían por la 
antigua legislación al dictarse'la del 11 de octubre. 

15. Mas este sistema ni aun fué propuesto en aquellos instantes 
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•{!) Véanse las discusionts. 

y si hemos debido hacer indicación de é l , como mas justo y equitativo 
«n nuestro juicio , debemos también dejarlo completamente á un lado, 
en nuestro comentario de la ley, pues que no se tuvo presente en ella, 
ni puede suplir á los que la inspiraron é hicieron dictar. Ese sistema 
era el que aconsejaban los buenos principios , que quieren que se res­
peten los derechos y se atienda á las legítimas esperanzas ; pero no fué 
el que se adoptó en el Congreso de 1820, ni nos puede servir por tanto 
para explicación de la misma ley. Si lo acabamos de indicar, no ha sido 
como un comentario, sino como una crítica. 

16. La inteligencia y el precepto del artículo son los que hemos di­
cho antes , y los que declaran bien explícitamente su letra. La libre dis­
posición desde el mismo momento , es decir , la libre facultad de dis­
poner , por el que era actual poseedor, de la mitad de los bienes que 
componían á la sazón el vínculo : la reserva de la otra mitad , para el 
que siendo su inmediato en el momento que muriera, hubiese debido, 
según la fundación, sucederle en el mayorazgo. 

17. II.—La segunda disposición del artículo es una consecuencia de 
lo que dispone su primera parte. Si los poseedores de la que fué vinculación 

•no recibían facultad para enagenartodos sus bienes, tampoco podían hi­
potecarlos, tampoco podían gravarlos, tampoco podían hacerlos responder 
de sus obligaciones. El que solo tiene el usufruto puede comprometer las 
rentas , pero no alcanza á la propiedad ni al capital de la finca. Todo esto 
es de derecho común, y no habría habido ni aun necesidad de declararlo 
especialmente. 

18.- Tampoco es necesario advertir que si el inmediato ha prestado su 
consentimiento para la contratación de la deuda , queda también su mi­
tad responsable al pago. El poseedor y él se encuentran enteramente en 
la situación que hemos descrito, de dos personas que tienen á su vez el 
usufruto y la propiedad, pudiendo hacer todo lo que á estas es permiti­
rlo. Pero debe advertirse que la del inmediato no es irrevocablemente 
conocida y segura hasta el momento de fallecer el poseedor: el que 
aparece como inmediato hoy , podrá morir mañana, y se trasladará aque­
lla cualidad á otro individuo, á quien no ligarán sus actos ; y por lo 
mismo podría sufrir tristes desengaños el que, creyendo que lo habia 
de ser sin falta el primero , tratase confiadamente con él, sin las precau­
ciones que inspira el buen sentido para casos semejantes. 

II. 

19. Este es el momento de examinar una pretensión de que hemos 
sido testigos en cierta división de bienes que fueron vinculados, y que 
¡podrá haber nacido, ó nacer del misino modo en muchas otras divisiones. 
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20. Sábese que con arreglo á la jurisprudencia vincular, habia en las 
sucesiones de esta especie lo que se llamaba asignación de labores y 
abono de desperfectos. No siendo dueños verdaderamente los poseedores 
en toda la extensión de la palabra, y estando obligados á mantener las 
fincas del vínculo en el propio estado en que las recibían , para entregar­
las de la misma suerte á los que les habían de suceder, hacíanse en cada 
sucesión los reconocimientos oportunos , y, apreciándose las desmejoras 
que habían padecido aquellas durante el período del difunto, se sacaba 
su importe de los bienes libres de éste, y se entregaba al sucesor, para 
que reparase los vinculados en que • sucedía. Tal era la jurisprudencia 
constante en ese punto , añadiendo que los tribunales calificaban estos 
créditos entre los mas preferentes , anteponiéndolos á la mayor parte de 
los que gravaban los bienes testamentarios. 

24. ¿ Podrá tener aún aplicación esa doctrina del abono de las des­
mejoras , cuando fallezcan los últimos poseedores , aquellos en cuyo po­
der se desvinculó , y pase la segunda mitad á poder de los qne fue­
ran sus inmediatos? ¿Deberá repararse, obrarse, recomponerse , esa 
mitad que se entrega, deduciendo sus costos de la otra mitad , que ha 
podido vender el difunto, y que por su muerte se vá á trasmitir á sus 
herederos? 

22. Lo hemos visto pretender, volvemos á decir, en algún caso; 
pero nos parece que semejante pretensión procedía solo del influjo y las 
reminiscencias de las antiguas tradiciones vinculares, y que solo traía su 
origen de no haberse penetrado el espíritu de la ley de desvinculacion. 
Obrábase bajo la inteligencia , que acabamos de señalar como harto co­
mún , de que la ley de H de octubre habia desvinculado solo la mi­
tad de los bienes , y que las otras partes no desvinculadas eran mayo­
razgos para los sucesores.—Hé aquí uno de los motivos porque hemos 
insistido tanto en la instantaneidad y en la simultaneidad de la desvin­
culacion. 

23. El mayorazgo , repetiremos otra vez , concluyó al dictarse la ley. 
Sus bienes quedaron libres. Los vínculos y obligaciones antiguas que se 
derivaban de su naturaleza, terminaron en aquel momento. Lo que se 
reservó para el inmediato sucesor, no lo debió ya este á la fundación 
primitiva, sino al artículo 2.° de la ley, al artículo que examinamos. 
Ahora bien: este artículo solo le reservó la mitad de los bienes en que 
el vínculo consistía en aquel momento , y no la mitad de aquello otro 
en que hubiera debido consistir ; lo restante, la segunda mitad, la en­
tregó plenamente á disposición de los poseedores. Ninguna palabra hay 
que indique ni que suponga que la una mitad habia de ser reparada á 
costa de la restante: ninguna palabra indica semejante derecho ni seme­
jante responsabilidad. No dice la ley «será para el sucesor la mitad de 
lo en que debió consistir el mayorazgo» ; sino que dice solo «la mitad 
de los bienes en que consistiere.» La una y la otra mitad se contrapo-
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nen como iguales , y no puede deducirse de tales palabras ningún privi­
legio ni para la una ni para la otra. 

24. Ademas. El abono privilegiado de las desmejoras tenia un ob­
jeto , un sentido , una justificación necesaria, cuando existían las vin­
culaciones: garantizábase por él la conservación de éstas. Hoy no solo 
ha concluido tal objeto , sino que seria contra la voluntad del legislador. 
Ya no puede tratarse de conservar lo 'que está concluido ; y esa reserva 
que en favor de los inmediatos se concede, y que solo tiene por causa 
el no defraudarlos en todo de lo que esperaron, traspasaría evidente­
mente su fin, si quisiera extenderse á reclamar tales indemnizaciones. 
No es, pues, ni legal ni prudencial la pretensión de abonos por tales 
desperfectos. 

28. Pero podrá decirse que nuestra doctrina induce por otro lado á 
fatales consecuencias. Podrá temerse que el poseedor deje caer sus edi­
ficios, cortar sus árboles, descuidar, abandonar, perder.sus bienes, por 
desorden , por dejadez ó por malicia. Podrá sospecharse que perjudique 
así , á sabiendas, voluntariamente , al sucesor, á quien la ley ha reser­
vado la mitad de lo que constituía su vínculo. ¿Se dejará á este desar­
mado contra semejante eventualidad? ¿No le quedará ningún derecho 
para impedir ó reclamar contra esa ruina ? 

26. Es á la verdad difícil que se realice tal suposición , porque nun­
ca es de creer que el usufructuario sacrifique sus rentas, y se perjudique 
á sí propio, para dañar al propietario de sus bienes. Mas al fin es posi­
ble, y la legislación y la jurisprudencia deben evitarlo. Algún remedio 
hemos de conceder para ese peligro. 

27. Mas para hallar este remedio no tenemos necesidad sino del de­
recho común y do los preceptos de tal ley, sin que nos veamos obli­
gados á acudir á las de vinculaciones. El derecho común le ha prevenido 
para todos los casos en que se separa el goce temporal y la disposición 
perpetua. La ley que ha fijado las relaciones del usufructuario y el pro­
pietario , nos señala el camino que , habida consideración á las circuns­
tancias , se debe seguir en el caso que proponemos. La semejanza de los 
derechos produce semejanza de resolución. Y por otra parte esta misma 
ley de H de octubre, en sus artículos posteriores1, habla de la división 
material de los [bienes que constituyeran el vínculo , y facilita así la 
ejecución del sistema que indicamos. El derecho común se puede apli­
car por tanto sin dificultad alguna, reemplazando á la jurisprudencia 
vincular; y sin necesidad de reminiscencias de lo vinculado, podrá 
consultarse todo lo que es digno de atención, para que ho sufra detri­
mento el verdadero interés de los inmediatos sucesores. Tenemos lo ne­
cesario , y no hay para qué acudir á lo que fuera falso en principio y en 
la práctica pelig roso. 
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ARTICULO III. 

«Para que pueda tener efecto lo dispuesto en el articulo precedente, 
siempre que el poseedor actual quiera enagenar el todo ó parte de su 
mitad de bienes vinculados hasta ahora, se hará formal tasación y divi­
sión de todos ellos con rigorosa igualdad y con intervención del sucesor 
inmediato, y si éste fuese desconocido ó se hallase bajo la patria po­
testad del poseedor actual, intervendrá en su nombre el Procurador Sín­
dico del pueblo donde resida el poseedor, sin exigir por esto derechos ni 
emolumento alguno. Si faltasen los requisitos expresados, será nulo el 
contrato de enagenacion que se celebren 

I. 

1. Lo primero que encontramos en este artículo es una confirma­
ción de la idea que «hemos expuesto al concluir nuestro comentario del 
precedente. No solo reconoce la igualdad de las dos mitades en que han 
de dividirse los que fueron vínculos, sino que se robustece aquella ex­
presión con el adjetivo rigorosa, empleado seguramente con intención 
entre las palabras del texto. 

2. Pero vengamos al precepto del artículo. 
3. Concedida á los últimos poseedores de bienes vinculados, á los 

que lo eran el 11 de octubre de 1820, amplia y completa autorización 
para disponer de la mitad de ellos, debia seguir naturalmente la regla 
que hubiera de observarse para dividirlos en aquella forma. Desde lue­
go se presentaba la idea de formar dos lotes, separando materialmente el 
uno del otro, distinguiendo lo que habia de ser reservable, y lo que de 
libre disposición de los poseedores. Esto era lo mas sencillo, lo mas ob­
vio; y esto fué lo que ocurrió á las Cortes , y lo que se escribió en esta ley. 

4. Mas inmediatamente & esa idea debia nacer otra, que asimismo 
fué consultada en el artículo. El poseedor no podia quedar autorizado 
para hacer la división por s í , y sin que interviniera persona alguna. 
Su interés particular no era el único en ella , pues que frente & él exis­
tia el interés del inmediato. Pudiendo, pues, la división favorecer ó per­
judicar al uno ó al otro , no cabia duda en que uno y otro debían con­
currir para realizarla. La intervención, pues , del inmediato fué nece­
saria, y la ley la consagró expresamente. 

6. Hizo mas aun este artículo. Según su letra, no bastaba que se 
practicase una división en globo de los bienes antes vinculados, sepa­
rando prudencialmente los que se habían de reservar á los inmediatos 
sucesores. Las palabras que hemos copiado indican que se quiso un 
<exámen minucioso, y una división verificada con toda exactitud, «flor-



A LAS L E Y E S D E DESVINCULACION. 19 

mal tasación y división de todos ellos", con rigorosa igualdad....» Tales 
son las expresiones de la ley. Su precepto y su espíritu no podian 
ofrecer ninguna duda. Habían de tasarse minuciosamente, y se habían 
de colocar de hecho en dos miembros ó secciones completas é iguales. 

6. Una duda puede nacer en este examen, relativamente á la divi­
sión de los bienes que fueron vinculados. ¿Deberá hacerse esta como un 
acto del todo judicial, por diligencias que tengan ese carácter, ó bastará 
celebrarla amigablemente , nombrando en particular tasadores que veri­
fiquen los justiprecios, y aviniéndose en seguida por un acuerdo privado 
á la división preceptuada en la ley ? 

7. Esta no prefija á la verdad condición alguna del primer género, 
y por tanto no puede decirse que haya necesidad de ellas. Solo indica 
por lo común la formalidad de la tasación y la exactitud de la divi­
sión ; y ya se comprende que ni para lo uno ni para lo otro se ha 
menester que intervenga la justicia. Esceptuamos el caso de los suceso­
res desconocidos, ó el de hijos no emancipados de los poseedores, en los 
que es expreso de la ley la concurrencia del Procurador Síndico del pue­
blo , y en que por tanto deberá todo verificarse con completa solemnidad. 

8. Sin embargo, no nos cansaremos de recomendar el mayor es­
crúpulo en estas diligencias de la división, para evitar posteriormente 
reclamaciones y litigios. Si el que fuera poseedor inmediato cuando ella 
se hacia, y que intervino bajo ese concepto en su realización, hubiera 
siempre y necesariamente de continuar siéndolo , ó transmitiese su per­
sonalidad á otros á quienes obligara con sus actos, no seria de seguro 
tan indispensable el esmero que'indicamos para esas diligencias. Su con­
formidad salvaría cualquier defecto , no siéndole permitido revelarse con­
tra lo que dijo y consintió. Pero semejante caso no es necesario, porque 
esa cualidad de inmediato puede variar de personas y aun de líneas ; y 
el que lo sea nuevamente cabe que no esté obligado por las concesiones 
del que le antecediera. 

9. Demos , por ejemplo , que fué un hermano , un sobrino , un pa­
riente cualquiera del poseedor de los bienes antes vineulados, el que 
intervino en la división de éstos , para separar las dos fraociones que 
reconoce la ley. Pero murió seguidamente, antes que el poseedor ac­
tual ; y su cualidad de inmediato se trasladó por la fundación, que para 
ello habia aun de regir , según 'el artículo 2.°, á otro hermano , á btro 
primo , á otro pariente. Si la división no se hizo con formalidad y con 
exactitud; si hubo en ella concesiones voluntarias é ilegales por parte 
del que á la sazón era inmediato , el que después le hubiere sucedido 
en esta cualidad tendrá sin duda derecho para reclamar en su contra. 
La investidura que la ley dio á aquel rio fué para que abandonase, sino 
para que representase intereses que creyó atendibles. Sus hechos son 
válidos , habiéndose sometido á la ley , habiendo llenado las fórmulas 
naturales para las diligencias que ella ha prescrito; no lo serán, empero, 
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si hubo culpables descuidos, y si no se observó la conducta general y 
acostumbrada en negocios de tal naturaleza. 

10. Hé aquí por qué aconsejaríamos siempre un mas bien exceso de 
solemnidad en la división de los antiguos_ bienes vinculados , como me­
dio de evitar disputas posteriores , »y para impedir que se caiga en la 
última disposición del artículo , en la nulidad de las ventas que se hu­
biesen ejecutado sin legítima autorización. 

li­

l i . Pero puede ocurrir otra duda, y presentarse otra dificultad sobre 

esta materia. 
12. Supongamos que el poseedor quiere hacer la división de las fin­

cas antes vinculadas , para adquirir el derecho de disponer de su mitad: 
supongamos verificadas las tasaciones, y conocida la suma de lo que ha 
de ser reservable, de lo que ha de ser enagenable desde luego. Mas llega 
el caso de señalar las fincas para uno y otro lote, y no hay avenencia, 
y no hay acuerdo entre los interesados. Cada uno quiere para su mitad 
tal predio de la antigua vinculación. ¿ Habrá derecho para que alguno 
de ellos elija con preferencia al otro ? ¿ Qué reglas se han de observar 
para la división, si ese derecho no se concede á ninguno ? 

13. La respuesta en este segundo caso , á esta segunda pregunta, 
dado que hubiese lugar á ella , seria sumamente fácil. Esta división se 
regiría por las reglas de todas las divisiones. Los comisarios ó arbitros, 
si los hubiera, y en otro caso la autoridad judicial, tendrían siempre el 
derecho de adjudicar cada una de las fincas al que prudencialmente de­
biera llevarlas. Lo mismo que se verifica en las particiones vulgares, de­
bería verificarse en estas. 

14. Mas la primera cuestión permanece siempre en pié, y es necesario 
resolverla , porque quizá no haya necesidad de llegar á la segunda. 

13. Nuestra opinión e s , en efecto, que el poseedor del que fué 
vínculo puede señalar para su mitad , para la fracción que desde luego 
ha de ser enagenable, aquellas fincas que tenga por conveniente. 

16. Nos fundamos para esto en el espíritu general de la ley , tal como 
hemos podido observarlo en los artículos anteriores. Nos fundamos en 
que no se verifica una partición para adjudicar la propiedad de las fincas 
á diferentes personas. El que era poseedor del vínculo queda por la ley 
en el disfrute de todas ellas; y esa misma ley solo ha querido que re ­
serve la mitad para el que era su inmediato. Dejándole la mitad, se 
cumple enteramente con el precepto, sin necesidad de ningunas otras 
condiciones. Puesto que el poseedor adquiere la facultad de disponer 
de una parte, no puede haber derecho alguno para impedirle que cuente 
en esta parte los predios que estime mas á propósito; es decir, aquellos que 
sean de mas fácil salida. Satisfácese al inmediato no rebajando su por-
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ARTICULO IV. 

«En los fideicomisos familiares, cuyas rentas se distribuyen entre fas 
parientes del fundador, aunque sean de lineas diferentes, se hará desde 
luego la tasación y repartimiento de los bienes del fideicomiso entre los 
actuales perceptores de las rentas á proporción de lo que perciban, y 
con intervención de todos ellos; y cada uno en la parte de bienes que le 
toque podrá disponer libremente de la mitad, reservando la otra al su­
cesor inmediato para que haga lo mismo, con entero arreglo á lo prescri­
to en el articulo 3.°» 

I. 

1. Se habia hablado hasta aquí, ora de los mayorazgos regulares, 

cion en cantidad alguna. A eso está reducido el derecho que le dá la ley. 
17. Reflexionando un poco sobre esta cuestión, se conoce que no 

puede ser de otra suerte. El inmediato no ha de tener facultad para im­
pedir alposeedor que enagene una finca, la cual cabe dentro del lote 
de que está autorizado para disponer; y esta verdad nos será aun mucho 
mas perceptible cuando examinemos el artículo 1 d e la ley de 28 de junio 
de 1821.—Ahora, si no tiene semejante facultad , de ningún modo puede 
tenerla para impedir, en el caso de formal división, que el poseedor in­
cluya en su primera mitad las que tenga por convenientes. Este es el pri­
mer agraciado en la ley, y sus derechos son los superiores que consagra. 
Si atiende á la justa expectativa de los inmediatos, mas atiende á la pose­
sión de los que actualmente gozan los bienes cuya vinculación suprime. 

18. Así, pues, para nosotros no llega el caso de "la segunda 
cuestión, resolviendo la primera según el interés y el derecho de los 
poseedores. 

III. 

19. Hemos indicado mas arriba la última disposición del artículo, 
según la cual toda enagenacion de bienes antes vinculados, á que no 
haya precedido la división formal prescrita anteriormente , es declarada 
aula, y de ningún valor ni efecto.—Correspondería ahora que hiciése­
mos algunas breves observaciones sobre este punto ; pero estando modi­
ficado , cuando menos en parte, por el artículo 18 de la ley de 28 de 
junio , que acabamos de citar, nos reservamos para en llegando á ella 
el presentar las dudas que pueden nacer , y el anunciar las opiniones 
<jue estimemos mas probables. 
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ora de aquellos que, aunque fuesen de irregular sucesión , conservaban 
las formas del tipo común , es á saber, el pleno disfrute en favor de 
una persona , y la transmisión por su falta á otra, en virtud de conocidas 
reglas. Pero esta especie de vinculaciones no eran las únicas en nues­
tra España : habíalas también que se separaban de su ordinario funda­
mento , y para las cuales por lo mismo no eran suficientes los artí­
culos que acabamos de examinar. Necesitábase, pues, de algunos 
otros, peculiares para éstas, y destinados á enlazarlas con el derecho 
común, ó séase á ponerlas en la posibilidad de que les fuese aplicado lo-
establecido para los vínculos comunes.—Este es el objeto del artículo» 
que examinamos ahora, y de algún otro de los siguientes. 

2. Dice relación el actual á aquellos vínculos, patronatos ó fidei­
comisos , que no eran poseídos por una persona , sino por una familia 
entera, por un gran círculo de sugetos, parientes entre sí, ó parientes 
cuando menos del fundador. Semejante caso , si por ventura no era vul­
gar , tampoco era de tal suerte singular y raro que no se le encontrase 
con alguna frecuencia. La posesión de tales vínculos era una administra­
ción solamente , y las rentas íntegras se habían de dividir en proporcio­
nes alícuotas entre todos los llamados á su goce , que eran , ellos todos, 
el verdadero poseedor. * 

3. Nada tenemos que censurar, ni aun que explicar , respecto á la 
medida adoptada para esta clase de mayorazgos. Supuesto el sistema 
concebido por las Cortes, y que acabamos de examinar en los artículos 
precedentes, es una consecuencia forzosa el consignado en este artículo-
Todos los-que percibían á prorata, según cierta regla, la totalidad de las 
rentas del vínculo , eran en rigor sus poseedores: á todos ellos debía al­
canzar el beneficio de la desvinculácion , proporcionalmente á la parte 
de la renta que percibían. El vínculo , pues , debía dividirse en tantas 
fracciones como ellos fueran, proporcionadas á los derechos de cada 
cual; y verificada esta división, encontraríanse otros tantos mayorazgos, 
sujetos á las reglas comunes que se acaban de exponer. Los tres ar ­
tículos precedentes recaerían en cada uno de ellos con toda su pleni­
tud.—Todo esto aparece sencillo y lógico : todo fué adoptado sin dificul­
tad por la ley. 

4. Así, en esta clase de vínculos ó fideicomisos podía haber dos 
órdenes de divisiones que practicar: primera, la división general det 
vínculo en tantas partes , en tantos otros vínculos , como interesados; 
segunda , la facultativa, que en cada uno de estos era posible que h u ­
biese , para señalar las dos mitades: ésta , de que podría disponer el 
poseedor, y aquella necesariamente reservable á su sucesor inmediato.— 
Sobre esa segunda división nada tenemos que añadir á lo dicho en los 
artículos precedentes: sobre la primera, nada tampoco , sino que debe­
rá practicarse por el derecho común de las particiones. 
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5. Es menester no confundir los víncufos ó fideicomisos familiares de 
tme habla el presente artículo, con los vínculos que , siendo por su na­
turaleza vulgares ú ordinarios , tienen sobre sí graves obligaciones en 
favor de familias determinadas. Estos últimos son mucho mas comunes 
que los primeros; mas no están sujetos á la decisión del artículo presen­
te. Lo que distingue los unos de los otros, es que en los primeros la 
totalidad de las rentas se ha de destribuir entre los parientes del funda­
dor , ó individuos de la familia agraciada; cuando en los segundos solo 
hay obligación de repartir cierta cantidad. Así, en los primeros todos 
los agraciados son poseedores ; en los segundos no hay mas que un po­
seedor , que tiene sobre su mayorazgo cargas mas ó menos fuertes. En 
los primeros , el mayorazgo era de todos , y en los segundos de so­
lo uno. En aquellos el que estaba hecho cargo de él era solo adminis­
trador ; en estos gozaba de la especie de propiedad que tenían los vin-
culistas. 

6. Hablaremos de los últimos, cuando examinemos lo que dispone 
la ley acerca de cargas. 

ARTICULO V. 

«En los mayorazgos, fideicomisos ó patronatos electivos, cuando la 
•elección es absolutamente libre, podrán los poseedores actuales dispo­
ner desde luego como dueños del todo de los bienes; pero si la elección 
debiese recaer precisamente entre personas de una familia ó comunidad 
•determinada, dispondrán los poseedores de sola la mitad, y reservarán 
la otra para que haga lo propio el sucesor que sea elegido; haciéndose 
con intervención del Procurador Síndico la tasación y división prescrita 
en el articulo 3.°» 

I. 

1. El caso de los mayorazgos electivos debia ser previsto por el l e ­
gislador , de la misma suerte que el de los vínculos familiares que aca­
bamos de examinar. También en ellos faltaba hasta cierto punto una de 
las personas capitales sobre que descansa el sistema de la ley , la per­
sona del inmediato ; y era forzoso por consiguiente dirigirá ellos en par­
ticular la atención, y hacerlos entrar de alguna suerte en el cuadro que 
se habían propuesto las Cortes. 
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2. Podía haber dos clases de mayorazgos efectivos. Constituían la 
una aquellas vinculaciones en que el poseedor tuviera omnímodo dere­
cho , para escoger libremente al individuo que le habia de suceder, sin 
que ninguna condición de lináge ó categoría limitada pusiese término á 
su facultad ; y formaban la otra , aquellas, en que si bien estaba autori­
zado para elegir, habia de encerrarse su elección dentro^ de alguna fa­
milia , ó limitarse por otras condiciones semejantes entre un número fijo 
y conocido de personas. Claro está desde luego que en el primer caso 
nadie podia creerse con derecho á la inmediación, porque la posibilidad 
se extendía en inmensos términos : en el segundo , por el contrario , l i ­
mitado el llamamiento , podia calcularse la probabilidad , podian conce­
birse esperanzas, habia un derecho' verdadero en el grupo de personas 
sobre que forzosamente debia recaer la citada elección. 

3. Dijeron, pues, las Cortes, respecto al primer caso:—Nuestro-
pensamiento de atender á la espectativa de los innmediatos sucesores, 
no tiene lugar en estos vínculos. Aquí, nadie concibió, nadie pudo con-
cibir esperanzas legítimas: aquí, desde el momento pueden ser ab­
solutamente libres los bienes vinculados, sin necesidad de suspender su 
enageuacion , ni de reservar parte alguna para otro que debiese poseer­
los. Aquí, no hay motivo para ese embarazo temporal, y la propiedad 
debe ser omnímoda y completa en el que se encuentra disfrutando los 
bienes que acaban de ser vinculados. Séalo, pues, sin traba ni entorpe^-
cimiento alguno. 

4. Mas al mismo tiempo dijeron respecto al segundo caso :—La con­
dición de estos otros vínculos, en cuanto á la existencia de inmediatos, 
es muy diferente. En ellos , si no hay todavía una persona que se en­
cuentre con derecho y con legítima esperanza de suceder, hay ese de­
recho indisputable en alguna familia ó comunidad; y esa esperanza, aun­
que no segura , existe realmente en cada uno de los individuos que la 
componen. No toquemos, pues, á ese derecho : no burlemos esas espe­
ranzas. Obsérvese aun la fundación al fallecer el poseedor actual, y escoja 
este su inmediato , al cual reserve la mitad de los bienes del que fué-
vínculo. 

5 . Tal es el sistema de la ley , sobre cuya inteligencia no cabe la 
menor duda, al menos en lo que toca á su principio. 

6. Cabe alguna, ó puede suscitarse dificultad, en cierto caso, que-
vamos a indicar seguidamente. 

7. Supongamos que se tratase de un vínculo en el que era absolu­
tamente libre la elección. El poseedor, autorizado para nombrar perso­
na que le sucediese, no tenia el menor deber de escojerla con ningu­
nas condiciones ni en determinada familia. Era sin ninguna duda de los 
mayorazgos electivos de la primera especie. Mas habia en él la circuns­
tancia , no tenida en cuBnta por la ley, de hallarse ya hecha la elección,, 
de haberla publicado el poseedor del vínculo, de tenerla conocida la 
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persona agraciada, ¿Qué deberá, pues", hacerse en semejante caso? 
¿Variará este hecho la disposición legal, haciendo que haya de reservar­
se la mitad de los bienes, ó la dejará subsistir, privando absolutamente 
de ellos al sucesor electivo aunque conocido? 

8. Hé aquí una duda que consideramos grave, y que bien hubieran 
podido resolver los legisladores , ya que habían adoptado el sistema que 
vamos exponiendo. Por una parte , la ley no distingue este caso; y sus 
generales palabras comprenden del mismo modo á aquellos vínculos en 
que estuviese hecha la elección , que á aquellos otros , en los cuales no 
se hubiese practicado. Los que repugnan el método interpretativo en 1 
aplicación de las leyes, los que se adhieren con fuerza á sus expresiones, 
y rehusan, cuando éstas son claras, profundizar sus motivos, su espíri­
tu, sus descuidos, esos sostendrán indudablemente que la circunstancia 
de estar hecha la elección no influye de ningún modo en el derecho que 
se ha de seguir respecto á tales mayorazgos, y que el actual, último 
poseedor de ellos, está siempre facultado por la ley para disponer de to­
das sus Cucas , sin obligación de reservar ninguna.—Por el contrario, 
empero, los que juzguen que no se pueden jamás perder de vista los 
motivos y los principios de una ley; los que en la aplicación de un ar­
tículo subalterno de ella entiendan que no se puede separar la atención 
de los artículos capitales; los que las estudien y contemplen como ex­
presión de un sistema general, y no como agregados de disposiciones 
indiferentes ó inconexas ; los que conserven en su memoria, y acepten 
plenamente en su práctica, el principio que nos enseñan en las clases 
de derecho, acerca de que la ciencia de las leyes no consiste en la inte­
ligencia de las palabras sino de la razón de los legisladores, non verba sed 
vim et potestatem; esos podrán juzgar y sostener que la facultad de ena-
genar todos los bbnes de los vínculos electivos no tiene aplicación si­
no en el caso de que la elección no estuviese hecha el H de octubre 
de 1820, en cuyo dia fueron abolidos los mayorazgos de todo género, 
debiendo por el contrario reservarse la mitad á los sucesores, cuando 
fueren estos conocidos , por estar aquella elección practicada. 

9. Francos siempre y explícitos acerca de nuestras opiniones, no 
tendremos dificultad en decir que esta última nos parece mas segura. 
Creemos que si no se consignó expresamente en la ley esa diferencia, 
consistió sin duda en no haber ocurrido la posibilidad del caso álos que, 
redactaban la misma ley. Pero su voluntad nos parece conocida, asi co­
mo las consecuencias del sistema en que marceaban. Dieron al poseedor 
la facultad de disponer de todos los bienes del antiguo mayorazgo, en 
caso de ser libremente electivo, porque no había conocido sucesor algu­
no, porque ninguna persona tenia aun derecho á gozar aquellos bienes. 
Pero estas razones faltan, y las contrarias aparecen, supuesto el caso de 
estar ya hecha la elección. El mayorazgo se encuentra entonces en la 
clase de los comunes; hay inmediato conocido, hay derechos existentes, 



26 COMENTARIO 

ARTICULO VI, 

«Asi en el caso de los dos precedentes artículos, como en el del 2.", 
se declara que en las provincias ó pueblos en que por los fueros par­
ticulares se halla establecida la comunicación en plena propiedad de los 
bienes libres entre los cónyujes, quedan sujetos a ella de la propia for­
ma los bienes hasta ahora vinculados, de que como libres pueden 
disponer los poseedores actuales, y que existan bajo su dominio cuando 
fallezcan.» 

i. Ni en la inteligencia ni en la aplicación de este artículo puede 
ofrecerse dificultad alguna; ni lo que es mas, creemos que hubiera ha-

(') i Q u ¿ diremos si la elección estaba hecha de un modo revocable ? Aquí 
Seria mayor la dificultad , y surgiría como probable la opinión contraria. 

hay legítimas esperanzas. El sucesor lo es por un título tan justo como' 
el que tendría en cualquier vínculo regular: uno y otro derivan su a c ­
ción de las leyes y déla constitución del mayorazgo; los derechos de-una 
y otro no pueden menos de ser igualmente respetables. Cabria aun de­
cir que la vinculación habia sido electiva; pero que no lo era ya, hasta-
la siguiente generación (1). 

dO. De cualquier modo, y exponiendo sencillamente nuestro parecer 
sobre este artículo, nos permitiremos censurarlo en sus disposiciones, 
supuesto el sistema que se habia adoptado como fundamental en esta ley. 
Nosotros no hubiéramos hecho la distinción que se ofrece entre víncu­
los completamente electivos, y aquellos que lo son solo en el círculo de 
una familia. No vemos entre unos y otros una diferencia tan grande que 
debiera producir, según nuestro juicio, una diversidad de derecho. 

i\. Nuestro dictamen habría sido el siguiente. En los vínculos elec­
tivos, ahora lo fuesen libremente, ahora estuviesen limitados por alguna 
circunstancia, ó se habia escojido ya irrevocablemente el sucesor & 
quien debían transmitirse sus bienes, ó no se habia hecho aun elección 
alguna de este género. En ese segundo caso hubiéramos dado al actual 
poseedor la facultad de disponer de todas las fincas: en el primero, le 
habríamos limitado á la mitad, reservando la otra al sucesor electo, cu­
yos derechos y cuyas esperanzas nos parecen iguales á las de cualquier 
inmediato de un vínculo común.—Pero no son nuestras ideas, sino las 
de las Cortes de 1820, las que han sido y han de ser ley en esta mate­
ria, y á cuya disposición han de someterse los interesados en sus preten­
siones y los tribunales en sus fallos. 
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bido ninguna necesidad de consignarlo. Su disposición es un precepto 
del derecho común, para lo cual no se requerían advertencias especia­
les. Solo nos explicamos que se haya puesto, por la circunstancia do 
haber sido el seííor Calatrava el principal individuo de la comisión que 
formó esta ley, y por ser su provincia donde se encuentra en algunos 
pueblos ese fuero á que dice relación. Ningana otra persona probable­
mente hubiera recordado un hecho, que no habia de producir escepcio-
nes sino confirmaciones de la regla. 

2. Se observa efectivamente con algunos pueblos de Extremadura esa 
costumbre, que trae su. origen de las Cartas de población, y que no 
ha variado aun el transcurso de seis siglos. Todos los bienes libres de 
uno y otro cónyuje se comunican plenamente allí, siendo de completa 
propiedad de ambos. Lo que en lo restante de Castilla sucede con los 
gananciales, acontece en aquel pais con todas las fincas y efectos que 
por cualquier causa pertenecen á marido y mujer. El matrimonio tiene 
unas consecuencias mas extensas en ese punto, que en todo lo demás 
de nuestra Península. 

3. No podia suceder esto en los bienes vinculados, y la razón era 
desde luego muy clara: esos bienes no correspondían en pleno dominio á 
la persona poseedora , y por consiguiente no cabia que los comunicase á 
su cónyuje. Tampoco el usufructuario de fincas comunes comunicaba 
<una propiedad que no existia en él. 

4. Pero en el momento en que cesasen los vínculos, y en que ha­
ciéndose libres los bienes que á ellos habian pertenecido, entraran bajo 
las leyes comunes del derecho, era natural que las locales que afec­
tan la propiedad debiesen de tener aplicación en la parte posible so­
bre esas fincas que fueron mayorazgos, y que en nada diferian ahora-de 
las fincas comunes. La comunicación que se verificaba en estas, tam­
bién en aquellas habia de realizarse. 

5. Mas si ese principio era claro, no lo era menos que semejante 
comunicación , tratándose del poseedor actual, no habia de ser sino 
de la parte de los bienes de que tuviese la libre disposición. Solo estos 
eran suyos con pleno y absoluto dominio, sin reserva en favor de otra 
persona , y de sojo estos podia hacer partícipe á alguien en virtud de su 
matrimonio. El fuero, pues, debia y habia de ser aplicable por regla gene­
ral á la mitad correspondiente en plena disposición al ex-vincu-
lista; y solo se extendería sobre el todo de lo que fué mayorazgo-,, 
en los que, habiendo sido absolutamente electivos, dejaban completameat» 
enagenables desde luego la universalidad~de sus fincas. 

6. Repetimos que ni en la inteligencia ni en la aplicación de. esto* 
puntos cabe, á nuestro juicio , ninguna dificultad. 



28 COMENTARIO 

ARTICULO VII. 

«Las cargas, asi temporales como perpetuas á que estén obligados en 
general todos los bienes de la vinculación, sin hipoteca especial, se asig­
narán con igualdad proporcionada sobre las fincas que se repartan y di­
vidan, conforme á lo que queda prevenido, si los interesados de común 
acuerdo no prefiriesen otro medio.» 

1 . Podía haber', y había en efecto , diferentes especies de cargas que 
gravasen á los bienes vinculados. Aunque por regla general no tuviesen 

• facultad para imponerlas los que eran sus poseedores, era posible, ya 
que estos las gravaran con facultad real; ya que trajesen su origen de 
la misma fundación, debiéndolo á la voluntad de los que instituían el 
vínculo ; ya en fin, que fuesen anteriores á aquella, constituyendo gra­
vámenes reales, impuestos sobre las fincas que después se amayorazgaron. 
Ejemplo de lo primero podrán ser las pensiones de viudedad, cuyo es­
tablecimiento era muy común entre cierta clase de la nobleza, verifica­
do siempre por decretos y cédulas de la Cámara : ejemplo de lo segun­
do lo serán las obras de beneficencia, impuestas por los fundadores en 
favor de institutos, de familias ó de personas (1) : ejemplo de lo tercero, 
en fin , los censos antiguos , que pesaban sobre aquellos predios en que 
consistía el mayorazgo. 

2. Otra división deberá también hacerse de las cargas ó gravámenes 
de los vínculos, diciendo que unas eran temporales y otras perpetuas. 
Todo lo relativo á pensiones debidas por viudedad, por inmediación , ó 
por alguna causa semejante, se deberá calificar en el primer extremo; 
todo lo que fuesen gravámenes reales de las fincas, ó pensiones á fami­
lias ó establecimientos, deberá referirse al segundo. Aquellas habían de 
concluir cuando falleciesen ó contrajesen nuevo matrimonio las viudas, 
cuando los inmediatos perdieran esa cualidad ; estas , por el contrario, 
no deberían extinguirse en ningún tiempo, porque, su objeto era subsis­
tente , era constante. 

3. Viniendo ahora al artículo que nos ocupa, examinemos á qué 
clase de cargas ó gravámenes se aplican sus disposiciones , y qué se ha 
de hacer en aquellas otras á las euales no se aplica. 

4. En primer lugar, su resolución no habla con las cargas reales, que 
puedan pesar sobre estos ó los otros predios de los vínculos: dícelo ex -
presamente su letra, y la razón lo decidiria aunque ella no lo previniese. 
Los gravámenes de esta naturaleza se fegian y seguirán rigiendo por 

(1) Comentario al »rt. IV , niim 6. 
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sus leyes comunes, sin que importarani importe nada el que pesen so­
bre fincas de mayorazgos. El predio que tenia un censo sobre sí, conti­
nuará teniéndole como hasta ahora; y esa circunstancia no influirá en 
un ápice en la división de los bienes del vínculo , sino para rebajar su 
capital ó importe del aprecio de la finca, lo mismo que se hace en cual­
quiera ordinaria partición. La carga censual no era verdaderamente car­
ga del mayorazgo, sino menos valor de uno de los predios en que este 
consistía. 

b. Tampoco habla el artículo de las cargas de pensiones por razón 
de alimentos. Lo que ha de hacerse respectivamente á estos últimos, 
ora ítesen debidos á viudas, ora á inmediatos, ora á cualesquiera 
otras personas, en virtud de las fundaciones , de convenios particulares, 
ó de resoluciones de justicia, está perceptuado en el artículo 10.° No es, 
pues, este en que nos ocupamos ahora , el que hay que consultar respecto 
de ese punto; no son esas cargas las que él menciona en su disposición. 

6. ¿ Cuáles son, pues, á las que se refiere, y las que han de liqui­
darse y asignarse según dispone? 

7. Naturalmente no pueden estas ser otras que las que traen su orí-
gen de la fundación misma en favor de personas, de familias , de esta­
blecimientos, á los cuales se ha querido beneficiar imponiendo gravá­
menes generales á los mayorazgos. El caso que citábamos en el comen­
tario de uno de los artículos anteriores, al hablar de los fideicomisos fa­
miliares, es el que se presenta obviamente cuando se investiga cuáles 
son estas cargas. 

8 . Tiene el poseedor de un vínculo el gravamen de destinar tal suma 
fija de sus productos á todos los descendientes de tal persona ; tiene el 
gravamen de entregar tai otra á los establecimientos de beneficencia de 
tal ciudad ; tiénelo de satisfacer tales actos piadosos, consagrados á la 
memoria de un difunto. Hé aquí cargas, ora perpetuas, ora temporales, 
que gravan el mayorazgo, que pesan en general sobre sus bienes, y que 
no tienen por hipoteca especial finca alguna á que estén afectas. El que 
las dispuso, las dejó sobre el vínculo todo, porque las hacia obligación 
del que lo poseyera , y no podia entrar en su previsión que hubiera de 
dividirse alguna vez. 

9. Pues bien : estas cargas, censo universal del vínculo, deberán con­
servarse comunmente; porque no habiendo motivo para su supresión, 
no le hay para que deje de observarse la voluntad de quien las im­
pusiera. El era dueño de sus bienes , y podia gravarlos en beneficio de 
esos objetos. La ley no consiente ya la amortización á que los sujetara; 
pero las cargas no estaban enlazadas irresolublemente con esa amortiza­
ción misma. Todo lo que habia de hacer era buscar un medio, para con­
ciliar la subsistencia del gravamen, y la posible división de lo que fué 
mayorazgo. 

10. Ese medio que acaba de indicarse, no ewi á la verdad nada difí-
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cil. Debía ocurrir sin trabajo á los legisladores , y les ocurrió efectiva­
mente, tal como lo insertaron en este artículo 7.° 

1 i. Puesto que las cargas de que se hace mención eran censos ge­
nerales del mayorazgo, evidente es quedebiari pesar sobre todos sus bie­
nes, repartiéndose ahora entre estos, á prorata de su importe. Cuando 
ellas fuesen divisibles, se podrían distribuir entre las fincas; cuando fue-
scu indivisibles, no habría otro medio sino el que pesasen sobre todas, 
á no ser que por convenios particulares se acordasen distintas transac­
ciones, entre el poseedor de los bienes gravados, y el que hubiese de 
percibir la carga. 

12. Esta posibilidad de arreglar los interesados el negocio, defa ma­
nera que tuviesen por oportuna, no podia desconocerse ni negarse por 
ninguna ley. La de que tratamos la reconoció; y nosotros solo tenemos 
que decir acerca de ella, que en su uso y en su práctica no puede me­
nos de atenderse á los preceptos del derecho común. El artículo no in­
cluye una excepción, sino una confirmación de éste; y todo lo dispuesto 
por reglas generales acerca de las personas que contratan, otro tanto es 
aplicable al asunto á que hacemos referencia. Los interesados podrán 
hacer todo aquello á que alcancen sus facultades, según la ley general; 
y lo deberán hacer, sometiéndose á las formas y disposiciones de tal 
derecho. 

13. Mas para el caso en que no existan , ó no puedan existir esos 
eficaces acuerdos de los interesados, ora porque no convengan en el me­
dio que se haya de adoptar, ora porque el representante de la parte en 
cuyo favor está la carga constituida no tenga facultad para transigir l i ­
bremente este punto , según las reglas comunes; para esos casos , deci­
mos, es para los que debía señalar la ley su resolución, y para los que 
en efecto ha dictado la que indicábamos poco hace. Las cargas se asig­
narán con igualdad proporcionada sobre las fincas, para que todas aque­
llas queden seguras, para que todas estas queden gravadas á proporción. 
La igualdad es la regla, puesto que no hay razón alguna para privi­
legios. 

14. No es necesario decir sí las operaciones de que vamos hablando 
deben verificarse solemnemente, y por medio de actos muy formales.. Se 
trata déla constitución especial de cargas, y ninguna formalidad es es-
cesiva en semejantes ocasiones. 

13. Tampoco es necesario advertir si podrán suscitarse plejtos con 
este motivo, ni cuáles serán en ellos las facultades de la autoridad j u ­
dicial. Sábese cuan extensas son , en todo lo correspondiente á particio­
nes de lo que estaba indiviso , y es menester que se distribuya ; y ca-
balmente^tratamos aquí de uno de los casos en que se aplica esa doctri­
na tan conocida y tan vulgar. 
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ARTICULO VIII. 

«Lo dispuesto en los artículos 2.°, 3.°, 4.° y 5.° no se entiende con 
respecto á los bienes hasta ahora vinculados, acerca de los cuales pen­
dan en la actualidad juicios de incorporación, ó reversión á la nación, 
tenuta, administración, posesión, propiedad, incompatibilidad, incapa­
cidad de poseer, nulidad de la fundación, ó cualquiera otro que ponga 
en duda el derecho de los poseedores actuales. Eslos, en tales casos, ni 
los que les sucedan, no podrán disponer de los bienes hasta que en úl­
tima instancia se determinen á su favor en propiedad los juicios pen­
dientes, los cuales deben arreglarse á las leyes dadas hasta este día ó 
que se dieren en adelante. Pero se declara, para evitar dilaciones malicio­
sas, que si el que perdiese el pleito de posesión ó tenuta no entablase el 
de propiedad dentro de cuatro meses precisos, contados desde el dia que 
se le notificó la sentencia, no tendrá después derecho para reclamar, y 
aquel en cuyo favor se hubiese declarado la tenuta ó posesión, será con­
siderado como poseedor en propiedad, y podrá usar de las facultades con­
cedidas por el artículo 2."» 

I. 

1 . Hasta ahora habia marchado la ley, y habíamos marchado nos­
otros comentándola, por un camino llano y común : aquella habia su­
puesto que el poseedor actual del vínculo , el que de hecho le goza­
ba al tiempo de dictar sus disposiciones, era el que legítimamente y de 
derecho le debia gozar, ó cuando menos que se hallaba en quieta y pa­
cífica posesión de su cualidad de vinculista, sin que ninguno se la dis­
putase, ni le perturbase en su disfrute. Ahora llegamos á nuevas supo­
siciones , que eran necesarias, y que no solo nos darán ocasión para 
dudas sobre el artículo de que vamos á tratar, sino que nos harán vol­
ver la vista hacia los mismos ya examinados, no sea que tenga­
mos que añadir respecto á ellos modificaciones y advertencias intere­
santes. 

2. El primer aspecto de este a'rtículo 8.° es sumamente sencillo ; y 
nada tiene de extraña la somera observación que inspira desde luego su 
lectura. La ley ha dado un derecho'á los actuales poseedores de mayo­
razgo ; pero la posesión está en pleito : es menester que este se decida 
para que conozcamos quién sea efectivamente el poseedor. Así, nada 
mas natural que aguardar á la ejecutoria, sin que puedan en el entre­
tanto llevarse á efecto la división ni la enagenacion de que hablan los ar­
tículos anteriores ; y nada tampoco mas conveniente que el fijar un tér­
mino para que los vencidos en posesión ó en tenuta presenten sus deman-
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das petitorias. Todo esto, al parecer, á primera vista, no añade nada que 
no sea vulgar y de poco momento á lo que se habia dicho antes de 
ahora. 

3. Pero á poco que se reflexione sobre estas materias, pueden nacer 
dudas importantes. Por lo menos han nacido alguna vez : por lo menos 
se han visto pleitos, en los cuales se han ventilado , y en que letrados de 
mucho mérito han seguido y. defendido de buena fé opiniones contra­
rias. Nosotros vamos á exponerlas primeras, por lo menos las que alcan­
cemos; y á manifestar y á fundar los juicios que respecto á ellas tenemos 
formados. 

4. El artículo 8.° dice expresamente que el poseedor de los bienes 
antes vinculados, al cual se venia disputando su cualidad, no puede dis­
poner de ellos hasta que venza á su contendiente; y que en caso de 
decidirse el litigio posesorio , únicamente ha de haber para entablar e. 
de propiedad el término de cuatro meses. Esto parece claro, volvemos « 
á decir: esto no puede sin sofísticas sutilezas dar lugar á dificultad al­
guna. Pero '¿ y si estuviese concluso el pleito de posesión al dictarse la 
ley, habrá también un término para poner el de propiedad? Pero , ¿y si 
no hubiese habido litigio posesorio, ni lo hubiese á la época de la ex­
tinción de los mayorazgos; si el poseedor de estos se hallase quieto y 
pacíficamente en su tenencia, podrá después ser molestado en ella, y te­
ner que sufrir un pleito sobre lo mismo que poseía ? En una palabra, 
¿ es posible que principien pleitos sobre vinculaciones después de dada 
esta ley , ó están extinguidas por ella todas las antiguas acciones vincu­
lares, á excepción de las que se estuvieran ejercitando el U de octubre 
de 1820? Y si es posible la promoción de nuevos litigios, si los actua­
les poseedores (actuales al tiempo de darse la ley) pueden ser vencidos 
en ellos, ¿qué se ha de hacer en el caso deque hubiesen llevado á eje­
cución su derecho de dividir y enagenar, y se hallasen vendidas con 
arreglo al artículo 2.° algunas de las fincas sobre que habia Versado la 
disputa ? ¿ Cuáles serian los derechos y obligaciones que naciesen de esa 
novedad no prevenida por la ley? 

5. Estas cuestiones no son gratuitas ni voluntarias: se han promo­
vido en mas de una ocasión , pueden promoverse todos los días, y los 
tribunales las han decidido , y las tendrán que decidir. Un comentario 
sobre esta ley no puede prescindir de ellas: antes por el contrario tie­
ne obligación de ordenarlas, de examinarlas, de resolverlas satisfactoria­
mente. 

II. 

6. Bajo un punto de vista común y general nos parece que deben 
considerarse todas estas cuestiones. Aunque puedan ser tantas co­
mo sean la multitud de casos diversos que se pueden suscitar, y de los 
cuales hemos indicado algunos, no tiene duda el que tHas ellas ofrecen 
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muy íntimas relaciones, y deben estar subordinadas á alguna universal. 
Esta es:—si después de la ley súpresiva de los mayorazgos, pudieron 
permanecer las antiguas acciones vinculares, tales como existían en 
nuestro derecho , para ejercitarlas en los términos y dentro de los pla­
zos que les señalaban las antiguas leyes;—ó si desde aquel punto 
se concluyeron y extinguieron también, quedando solo las que se 
hallaban instauradas, en los términos que plugo señalar á las Cortes. 

7. Fijada así la cuestión general, diremos que nuestro dictamen es 
este último que hemos indicado , sin que basten ¡t hacernos vacilar las 
razones que hemos escuchado algunas veces en contra, ni las respeta­
bles autoridades que apoyan y sostienen la opinión adversa. Creemos, 
pues, que publicada la ley del i 1 de octubre no han podido ni 
pueden promoverse , por el plazo indefinido que antes les estaba abierto, 
nuevas demandas, ni sobre la posesión ni sobro la propiedad de las que 
fueron vinculaciones. Cabrá, cuando mas, duda en nuestro juicio , sobre 
s i , por una interpretación extensiva que examinaremos mas adelante, 
se podrían promover en el preciso plazo de cuatro meses ; poro .pasado 
ese término , somos de opinión que estarán finalizadas, abolidas, todas 
las antiguas acciones sobre mayorazgos, y que los poseedores de los 
bienes que los constituyeron no podrán ser demandados en su razón por 
personas que, atendida la legislación antigua, se creyeran con derecho 
mas preferente. 

8. Para convencernos de que es así, bástanos considerar cuál ha 
sido la obra, el espíritu, el objeto general de esta ley que examinamos; 
recordar un instante lo' que dijimos en el comentario de su primor artí­
culo. Propúsose, como anunciábamos allí, abolir las vinculaciones, y no 
abolirías paulatinamente ni á largos plazos, sino todas de una vez; en 
el momento, al punto en que fuera dictada y promulgada. La facultad 
de disponer de los bienes se reservó por partes, para no herir lo que se 
llamaron justas expectativas : pero la entidad de la vinculación, ese ser 
legal que habían creado los siglos anteriores, ese lazo que unia á los 
bienes entre sí, que los relacionaba con líneas y con personas, que había 
creado acciones especiales, jurisprudencia especial, tanta multitud de 
lazos y de derechos como se comprendían en la palabra mayorazgos; 
todo eso concluyó desde aquel punto , todo eso se desvaneció , para no 
quedar sino las relaciones de la ley común entre los bienes que habían 
sido vinculados ,. y la persona, que, siendo en aquel instante su poseedor 
material, su poseedor en el sentido común , se encontró completamente 
su dueño.—Ya lo hemos notado antes de ahora, y no tenemos que hacer 
sino recordarlo. 

9. Si, pues, ésífi ,es la disposición fundamental de la ley ; si tan ex­
plícito y terminante es su precepto, como vimos en su primer artículo, 
para que desde aquel punto no hubiese mayorazgos, ¿ cómo es posible 
que se conservaran aún las acciones antiguas sobre éstos, y que sopu-
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diesen proponer demandas sobre una cosa que ya no existía ? Por ven­
tura esas acciones ¿no eran una parte de la misma vinculación? ¿No 
eran los lazos legítimos de ésta, ora entre sus bienes, ora de sus bie­
nes con las líneas llamadas á poseerlos ? Pues sí es así, ¿ cómo han 
de durar, en virtud de qué principio , deducidas de qué ley , cuándo se 
ha puesto fin á los mayorazgos ? A nosotros nos parece incomprensible 
que haya acciones vinculares, cuando ya no.haya vinculaciones. 

10. Supóngase por un momento que una nueva ley extinguiera el de­
recho de propiedad , y se verá cómo no podian durar desde aquel mo­
mento las acciones petitorias.—Pues así también, cuando nadie es vin-
culista, no son posibles, no puede haber acciones de vínculo. 

11. Dicen algunos , sosteniendo la opinión contraria, que semejan­
tes acciones no son para conservar el vínculo , sino para conocer el pro­
pietario de sus bienes: que por ellas se trata solo de decidir quién era su 
legítimo poseedor al tiempo en que fué extinguido, para que éste sea 
el dueño de la finca en que consistiera. 

12. Mas á esadoctrina oponemos nosotros esta otra : que la ley ha 
reconocido por poseedor al que lo era de hecho y materialmente en la 
actualidad , siempre que su posesión no estuviese contradicha; y que en 
el caso de estarlo ha limitado las acciones petitorias, ya indicadas por 
lo mismo que se ejercitaban las do posesión, al término de cuatro me­
ses desde el dia de haberse declarado ésta. Cuando no habia liti­
gio de ninguna, clase, lo mismo que cuando han pasado los cuatro 
meses sin proseguirlo, entablando la acción de propiedad , la ley reco­
noce por dueño al que era material tenedor de las fincas amayoraz­
gadas. 

13. Y que esa es la legítima inteligencia de la ley , y que no pue­
de absolutamente ser. otra , lo descubren con harta claridad, ora sus pa­
labras, ora sus motivos. Recuérdese que en los artículos desde el 2.° al 
7.°, dándose la facultad de disponer de los bienes, se ha concedido 
siempre á los actuales poseedores. Y ahora el artículo 8.° añade que 
esos actuales poseedores no podrán enagenarlos cuando esté en litigio su 
derecho. La expresión , pues, poseedores actuales no tiene otra inteligen­
cia que la común, ni era posible que la tuviese, cuando no se trataba de 
conservar sino de extinguir los vínculos. 

14. Por otra parte, parece imposible y aun absurdo que hubiese 
dejado la ley un término vago é indefinido para todas las disputas posi­
bles , en tanto que las que aparecían fundadas, las que ya habian dado 
ocasión á un litigio , le recibían tan corto como el de cuatro meses nada 
mas. Basta tener presente que las acciones de mayorazgo no prescribían 
nunca, según nuestra antigua jurisprudencia , para conocer, que caso 

' de no extinguirlas, habia de haber sido forzoso fijarles un límite. No es 
posible que, concediendo la ley el derecho de enagenar las fincas antes 
vinculadas, dejase al mismo tiempo insegura su suerte por un plazo in-
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definido, inacabable. A poco que se reflexione , se advertirá que , bajo 
la suposición de que hubiesen de durar después de esta ley las acciones 
antiguas, hubiera sido forzoso regularizarlas en ella, poniéndoles un 
término que les faltaba, y que fuese conveniente y racional. Una de dos, 
pues: ó se regularizaron en efecto, señalándoles el de los cuatro meses, 
ó se extinguieron desde el mismo instante. 

•IS. La verdad es que los legisladores trataban de acabar con los ma­
yorazgos , y no les ocurrió que habían de suscitarse dificultades como 
las que referimos. AI extinguir aquellos, reconocieron como señores 
de los bienes á los que en el instante se hallaban en su posesión : ni 
podia, ni debia ser otra cosa ; la ley debia presumir á los poseedores con 
derecho para poseer. Faltaba únicamente esa presunción en las sucesio­
nes que eran disputadas ; y por eso para ellas se dieron reglas y se lija­
ron condiciones. En adelante, concluso el sistema de la vinculación, la 
razón decía que no habia de ser posible promover pleitos sobre lo que 
estaba terminado. Para que esta razón se esclareciese mas, hubo aún 
el buen acaso de que un incidente de la discusión contribuyese á po­
nerla fuera de duda. El señor Romero Al puente temia en este artículo la 
prolongación de los pleitos principiados, y reclamaba que solo se pudie­
se seguir uno , el posesorio ó el petitorio , sin necesidad de duplicar 
juicios que siempre le parecían iguales. Entonces el señor Calatrava, que 
tenia la voz de la comisión, quiso conservar á los litigantes sus dere­
chos , pero tranquilizar asimismo á las Cortes sobre el peligro de los l i ­
tigios futuros. «Es necesario tener presente (dijo S. S.) que no se trata 
aquí de los pleitos que se pondrán de hoy en adelante, porque apro­
bado este decreto ya no se pondrán mas, sino de los pleitos que hay 
pendientes, etc.»—Palabras son estas, que acabaron de dejar la cuestión 
clarísima á nuestro juicio, y contra las cuales no sabemos qué. pueda 
decirse. 

16. Ellas son en efecto un comentario auténtico de la ley, y el mas 
decisivo, el mas autorizado. En el seno mismo del cuerpo que la dis­
cutía , explicábala así la comisión que la formulara y presentara. Nadie 
rechazó aquella inteligencia: nadie, ni directa ni indirectamente, trató 
de explicar el artículo de otro modo. ¿ Habrá hoy derecho para darle 
otra explicación ? Nosotros no, lo creemos. 

III. 

17. Infiérese de cuanto acabamos de decir que las antiguas acciones 
vinculares ño sobrevivieron , según su naturaleza, según sus plazos, á 
la ley de abolición de los vínculos. Pero hemos indicado mas arriba 
que podrá ser una cuestión si el término de los cuatro meses, conce­
dido para proponer la demanda de propiedad, después de fallada la de 
posesión, á los que tenian esta pendiente, deberá ó podrá ser extensivo, 
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bien á los que ya tuviesen terminado su debate á la fecha de la ley, bien 
á los que no hubiesen promovido pleito alguno; pero se creyesen con 
mejor derecho que los poseedores ó tenedores actuales.—En una pala­
bra, y para presentar esta dificultad generalmente, y en la forma que 
hemos presentado las anteriores, ¿ serán los cuatro meses de que ha­
blamos una regularizacion general de las antiguas acciones vinculares,-— 
podrán estimarse una concesión equitativa, una especie de término fa­
tal , concedido y aplicable á todos los derechos de la naturaleza que 
hemos espuesto ;—ó serán solo una reducida escepcion en favor de los 
que tuvieran litigios comenzados, y no aplicable ni aun á aquellos que 
hubiesen terminado los posesorios el dia antes de promulgarse la ley? 
¿Cuál fué la inteligencia y ía voluntad del legislador? ¿Cuál debe serla 
interpretación del jurisconsulto ? 

18. En cuanto á la previsión y á la inteligencia de los autores de la 
ley, parécenos lo mas probable que no concedían el término en cues­
tión sino á favor de los que estaban actualmente litigando. Hemos visto 
ya el espíritu que los dominaba; y que su sistema no solo era, sino 
que por precisión debia ser , considerar al poseedor de hecho como 
justo y legítimo poseedor. La escepcion á esa regla en el caso de 
un litigio era imprescindible, necesaria; mas fuera de éste, cuan­
do no estuviera siguiéndose el debate, aquella regla no debia tener 
escepciones. Caso de tenerlas, menester seria que se hubiesen ex­
presado. 

19. Verdad os que se concede el derecho, no solo de terminar el l i ­
tigio pendiente, sino el de emprender el do propiedad , á los que tuvie­
sen instaurado el posesorio; pero esta disposición nacía de la naturaleza 
correlativa de esas dos clases de demandas. La de propiedad podia mi­
rarse en los asuntos de mayorazgo , mas bien como una nueva instancia 
de lo que acababa de decidirse, que como un nuevo y distinto negocio. 
Cuando se fallaba la posesión , en la misma sentencia se remitía el pleito 
al tribunal competente, para que resolviese sobre la propiedad. Era 
ciertamente una continuación del anterior debate, el cual no estaba 
plenamente decidido sino cuando esa continuación habia terminado. Los 
cuatro meses , pues, no fueron en el ánimo de las Cortes una regulari­
zacion general de las acciones vinculares , sino la fijación de un término, 
para llevar adelante los pleitos que pendían, en su tránsito de una á otra 
naturaleza. 

29. Confirma esta manera^ de ver la expresión del señor Calatra-
va, que hemos citado en el párrafo anterior, y que es tan clara como 
terminante. «Declarada esta ley (dijo aquel señor diputado, cuyo carác­
ter hemos visto mas arriba) ya no se pondrán mas pleitos.» Promul­
gada esta ley , quiso decir, se habrán desde el instante mismo con­
cluido las acciones respectivas á todo mayorazgo sobre el cual en el 
.acto.no haya duda, todas las que no estén en el momento ejercidas. 

http://acto.no
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Promulgada esta ley, serán dueños de los bienes los que en la actuali­
dad fueren sus no contradichos poseedores. Promulgada* esta ley , es­
tarán terminados la obra y el poder de las que se han hecho en los úl­
timos siglos. Promulgada esta ley, llegará el instante , que alguna vez 
era forzoso hubiese de llegar, si se han de extinguir los mayorazgos. 
Lo pendiente , en materia de tales disputas, deberá ser decidido : lo no 
pendiente, no podrá ser suscitado. Cabrá que recaigan algunas desgra­
cias en ciertas y determinadas personas; pero esas, desgracias son las 
que siguen siempre á todo término. Hay un instante en que las accio­
nes y los derechos concluyen: hasta aquel momento se gozan; desde 
aquel momento ya no se poseen: un minuto de distancia puede levan­
tar entre dos personas que tuvieran antes la misma acción, una muralla 
infranqueable. 

21. No desconocemos que contra estas ideas pueden presentarse 
otras muy dignas de consideración. Si tal individuo llamado á la pose­
sión de un vínculo no habia propuesto demanda contra el que de hecho 
le poseía , no por eso era indispensable que hubiese abandonado su ac­
ción , ni que hubiera reconocido la legitimidad de aquella tenencia. 
Hallándose con un plazo indeterminado, según las leyes, para deducir 
su derecho , no habia tenido necesidad de apresurarse á entablarlo, pues 
no podia temer que prescribiese y se quedara sin él. Tal vez dificulta­
des pecuniarias le habían detenido en sus gestiones, y héchole dilatar 
una demanda, cuyo éxito le parecía seguro. Tal vez pendían ya recla­
maciones extrajudiciales por parte suya; y no habia acudido á gestionar 
en forma, esperando en la claridad de sus derechos, y confiando en 
obtener justicia sin necesidad de debate. ¿ No sería una fatalidad hor­
rible que á esta persona, á quien la ley habia concedido hasta una ac­
ción sin término , se viese de repente despojado de ella , sin dársele an­
tes un año , un mes, una semana, un dia, cualquier plazo , para 
ejercitarla ? ¿ No habría en esto una perturbación de todos los senti­
mientos, de todas las nociones , así morales como jurídicas? ¿No seria 
menester evitarlo , por cualquier medio , por cualquier interpretación á 
que diesen lugar las palabras de la ley ? 

22. Si esto puede decirse en favor de los que no habían comenzado 
pleito alguno, todavía cabe mas fuerza y mas razón en apoyo de los que 
habían litigado el posesorio , y le habían visto concluir en su contra. 
Respecto á estas personas , la cuestión estaba principiada, el mayorazgo 
se hallaba en litigio. Si no habian transcurrido los cuatro meses , al dic­
tarse la ley, desde que recayera la ejecutoria de posesión, parece im­
posible que pudiera disputárseles el derecho de proponer la demanda de 
propiedad: no habian de ser de peor condición, por haber principia­
do á litigar algunas semanas antes. Si los cuatro meses habian ya trans­
currido, tampoco era culpa suya el no haberse valido de un término que 
hasta entonces no existiera, que no podían presumir existiese, á no haber 
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tenido espíritu profético. La verdad era en estos casos que la posesión 
legítima del vínculo estaba controvertida, habiéndose comenzado á dis­
putar, y no estando terminadas todas las instancias posibles. ¿Cómo, 
pues , no extender á tales casos la potestad de seguir el pleito durante 
cuatro meses, los cuales deberían contarse desde el H de octubre en 
que la ley se dictó ? ¿ Qué motivo verdadero podía haber en el un ca­
so que no se aplicase natural y terminantemente al otro ? 

23. La ley sin duda ha tratado de extinguir los mayorazgos y las 
acciones que se refieren á ellos; pero esta extinción, por mas instan­
tánea quesea , no debe vulnerar los principios de justicia que brotan 
en nuestros corazones, é inspiran toda nuestra legislación. Justo era sin 
duda , supuesto el propósito de las Cortes, no dejar vagas , indeci­
sas , existentes, las antiguas acciones de mayorazgo, que no prescribían 
nunca, que siempre y en todos tiempos podian ejercitarse. Pero entro 
esa laxitud y el rigorismo que mas arriba hemos indicado , hay arbi­
trios racionales, adoptados para cierto caso en la ley, y que la jurispru­
dencia deberá extender á aquellos otros que lo reclamen con igual mo­
tivo. Importa poco que el legislador no los haya tenido presentes: su 
previsión no puede llegar nunca á verlo todo , desde la altura y la ge­
neralidad en que le es forzoso colocarse. Para eso son las reglas de la 
interpretación , que no consisten en otra cosa que en la aplicación del 
sentido común á los casos no determinados evidentemente. Lo que él 
indica, ciertamente como escepcion, mas para una determinada circuns­
tancia, como escepcion también, pero sin recelo, debe aplicarse á las 
semejantes, á fin de evitar que resulten contradicciones, absurdos , in­
justicias , en la aplicación de las leyes. 

24. Estas razones que acabamos de exponer son sumamente podero­
sas. Si no nos rendimos en un todo y absolutamente á ellas, no extra­
ñaremos de seguro que convenzan á otros letrados, que subyuguen á 
los tribunales. 

2b'. Por lo que á nosotros toca , convenimos en que respecto á aque­
llos mayorazgos en que se hubiera litigado la posesión , y estuviese con­
cluso el debate, pudo comenzarse el de propiedad, dentro do los cuatro 
meses de la promulgación de la ley. El vínculo y su legítima posesión 
estaban en efecto en duda: la serie de pleitos que la liabian de decidir 
estaba comenzada: si concluso el posesorio no se habían apresurado 
los litigantes á promover el de propiedad, culpa era de la antigua ley, 
que no les habia señalado plazo alguno para el ejercicio de tal derecho. 
No hay, no 'puede haber ninguna razón seria y valedera, para ha­
cerlos de peorjcondicion que~á los que de hecho estaban pleiteando. 
Como á estos, pues, deberá concedérseles el juicio petitorio , sin otra 
diferencia mas que la del dia, desde donde deberá contarse el plazo con­
cedido para ello. Y no solo decimos ser esta nuestra opinión , sino que 
creemos que la compartirán todos los tribunales á cuya decisión se h u -
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biesen presentado tales negocios. La ampliación de la ley se nos ofrece 
^n este punto con el carácter de absoluta evidencia. 

26. No nos resolveremos tan fácilmente en el otro caso,, á saber: 
cuando se trate de promover el litigio después de la promulgación de la 
ley, aun siendo en un dia , en una hora tan solo. Dudamos algo de la 
facultad de ampliar en un supuesto semejante. Respetamos los motivos 
de equidad y justicia que pueden aducirse en apoyo de la inter­
pretación ; pero no nos parece menos poderosa la consideración del es­
píritu de la ley, y del sistema y voluntad expresados por los que la 
dictaban. 

27. No sabemos si hay alguna ejecutoria que decida este punto, así 
como cada uno de los demás de estas diferentes cuestiones ; .pues aun­
que hemos visto pleitos en que se han agitado, han ido envueltos con 
otros medios de defensa , y no podemos decir cuál habrá sido el que 
influyera capitalmente en la decisión. Quisiéramos por tanto ver tratados 
estos debates con exclusión de otro alguno , y decididos franca y explí­
citamente por los tribunales del reino. Cabalmente en los casos en que 
la razón duda bajo el peso de argumentos encontrados , es cuando se ne­
cesita mas de la autoridad de la cosa juzgada. La jurisprudencia com­
pleta la obra de las leyes, y perfecciona su interpretación. Contra ella 
valen pocos argumentos. 

28. Nosotros, si hubiésemos necesariamente de fallar en esta materia 
que nos parece dudosa, quizá nos inclináramos á adoptar un término 
medio: rechazaríamos las demandas de posesión que se hubiesen pro­
puesto después de promulgada la ley ; mas admitiríamos las de propie­
dad , que hasta el término de los cuatro meses se intentasen. La razón 
nos parece obvia, y por tanto no nos detenemos á explicarla, cuando 
es sobre todo un juicio que no adelantamos sino en la precisión de poner 
fin á nuestra duda. 

IV. 

29. Los litigios de que habla el artículo 8.°, y de que hemos habla­
do nosotros hasta el presente , son los que tienen por objeto la reivindi­
cación de las vinculaciones, aquellos en que se disputa el derecho de 
gozarlas , en propiedad ó en posesión, deducido de las reglas que esta­
blecieron los fundadores para suceder en su disfrute. Claro está que no 
hemos mencionado ni hecho alusión á las acciones reales dirigidas e s ­
pecialmente contra una finca que corrió como del vínculo, pero de la 
cual pretende ser dueño otra tercera persona; ó que poseída por una 
tercera persona, la reivindica el evidente poseedor del vínculo, como an­
tigua parte de la dotación de éste, y ahora plena propiedad suya. Estos 
casos nada tienen de común con lo que acaba de decirse, ni se han de 
regular de ningún modo por los preceptos de esta ley. 
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30. Tales acciones reales que tengan- por objeto la reivindicación de 
una finca, por suponerse su dueño el que la pretenda, existían antes 
independientemente de los vínculos, y existirán ahora independiente­
mente de lo que con ellos se haya practicado. Corresponden tales cues­
tiones al derecho común, sin tener nada que ver con estas de que 
tratamos. La duración de las acciones correspondientes, su prescrip­
ción , su ejercicio, no son cosas de que debamos ocuparnos en este 
momento. Quien juzgue suya una finca que otro poseia como vincula­
da al dictarse la ley de supresión de mayorazgos , la demandará al que 
sea su tenedor , y la obtendrá si prueba su derecho , y si no se hubiese 
prescrito el dominio de ella, ó por el vínculo ó los que después la adqui­
rieran. Esto , volvemos á decir, nada tiene de común con las acciones 
vinculares: esto no puede confundirse con los derechos que traen su 
origen de la fundación del mayorazgo , y que se extendían á compren­
der la universalidad de este. El dueño particular de un predio no pue­
de ser confundido con el vinculista que le poseia como tal ( I ) . 

(1) La doctrina sentada en este comentario ha sido la mas contradicha de c u a n ­
tas contiene la presento obra. No podia esperarse de otro modo, siendo ella la 
que ponia un limite a m a s intereses , y la que habia de servir de escepcion para 
los pleilos mas importantes. Todas nuestras expresiones se han discutido: todos 
nuestros razonamientos se han sujetado al mas severo y minucioso análisis. Unos 
han impugnado nuestra doctrina, pretendiendo que las acciones vinculares subs is ­
ten aún : otros la han rodeado y eludido, suponiendo que no son ellas sino las 
reales, comunes de propiedad, las que se entablan al demandar los que fueron vín­
culos en otro tiempo. 

Confesamos sinceramente haber leido sin prevención todo lo que ha venido á 
nuestras manos en esta materia , deseosos de rectificar nuestra opinión , si nos 
convenciamos de ser equivocada. Mas confesamos también que el resultado ha s i ­
do confirmarnos en las primitivas ideas, y creer hoy, en t S i a , lo que creíamos ya en 
1842. l 'or lo que respeta ¡i los que juzgan permanentes las acciones vinculares, 
no tenemos que decirles sino lo que queda dicho en estas páginas. A los que creen 
que aquellas concluyeron , mas que puede hacerse uso de. las reales comunes, p a ­
ra reiyindicar los bienes de la vinculación, preguntaremos solo si han visto de 
hecho ese caso, y que diferencia encontraban entre las unas y las otras. Nosotros, 
por nuestra parte , no hemos visto nunca sino el uso de las que nacian d é l a v in­
culación misma , fundadas en las condiciones de ésta, tales como se habrían emplea­
do treinta años antes. Diremos mas : no concebimos o t ras ; si las viésemos, m o ­
dificaríamos nuestra opinión. Contra aquellas solamente hemos escr i to , y contra 
aquellas nos pronunciamos en e ld ia . (Segunda edición). 

—También hemos dicho en el texto que hubiéramos deseado ver fallos de t r i b u ­
nales , resolviendo estas dudas , y creando y ordenando una verdadera jur i spru­
dencia. Y a l-emos visto efectivamente lo primero , pero no hemos logrado lo s e ­
gundo. Los fallos son discordes. Cada tribunal ha seguido su doctrina. Unos han 
aceptado, otros han desechado nuestras ideas. E l hecho es no haber una práctica 
universal , una opinión reconocida y.'consagrada.—En semejante caso , no podemos 
menos de insistir en lo que nos dice nuestra razón. (Cuarta edición.) 
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ARTÍCULO IX. 

((También se declara que las disposiciones precedentes no perjudican 
á las demandas de incorporación y reversión que en lo sucesivo deban 
instaurarse, aunque los bienes vinculados hasta ahora hayan pasado co­
mo libres á otros dueños.» 

I. 

1. Gonocidas son las clases de demandas á que se refiere este artí­
culo , y saben nuestros lectores cuan en uso estuvieron en algunas épo­
cas. Los fiscales del consejo de hacienda rebuscaban con el mayor em­
peño cuáles estados ó bienes de grandes mayorazgos habían salido de la 
corona , y podían tornar al (¡seo por reversión, ó serle incorporados por 
cualquier otra causa. Sucedíanse los pleitos con este fin; y mediante fri­
volas indemnizaciones se desposeía por lo común á casi todos los deman­
dados en es'tos litigios, entrando sus fincas en el abismo que, ha devo­
rado tantas con bien poca utilidad pública. Apenas ha habido casa de 
grande, que no haya tenido que sufrir largamente de esa invención y 
esa jurisprudencia. 

2. Pero no es nuestro ánimo ni nuestro deber examinar detenida-
monte ahora la doctrina de las incorporaciones y las reversiones. Básta­
nos consignar que según las leyes y la práctica existían estos derechos, 
esta especie de reivindicaciones anómalas, por las cuales recobraba el Es ­
tado lo que no habia dejado de pcrtcneccrle masque con ese gravamen: 
derecho que no competía sino á é l , pero del cual se hallaba adornado 
por la jurisprudencia y la legislación. Ahora bien: el objeto de ese de­
recho , la clase de bienes sobre que recaía, eran naturalmente bienes 
de vinculaciones, porque la egresión de donde traían su origen, habia 
seguido los usos de anteriores siglos, y se habia realizado en los gran­
des mayorazgos de nuestra España. Por eso al desvincular la inmensa to­
talidad de ellos , ocurría sin duda especificar lo conveniente acerca de 
la subsistencia ó extinción de tales recursos. 

3 . Señalado de este modo el objeto del presente artículo, no podia 
dudarse tampoco cuál habia de ser la resolución que contuviera. No se 
trataba ahora do examinar, de modificar, do regularizar los juicios de 
incorporación y reversión ; no se trataba de decidir lo mas mínimo 
acerca de ellos, considerados en sí propios; tratábase solo de lo que 
habia de suceder al desvincular los bienes amayorazgados. Contra estos 
se ciaban comunmente aquellos recursos, mas ó menos justos, mas ó 
menos útiles ; pero que procedían de las leyes, y tenían organizada su 
jurisprudencia. ¿ Debia haber en ello alguna variación por el hecho de 

6 
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desvincularse las fincas , respecto á las cuales se ejercitaban? Hé aquí la 
única cuestión que competía a esta ley , y- que era forzoso resolver en 
el artículo que examinamos. 

4 . Y decimos que era forzoso resolverla , porque sin esto hubiera 
producido un litigio seguro cada demanda de reversión, acerca de si. 
podia ó no entablarse después de dictada la ley. Demandado que fuese 
bajo aquel concepto el último poseedor que lo hubiera sido del vínculo, 
indudable es que no habría dejado de contestar que la situación estaba 
cambiada , que él era ya dueño de los bienes por ministerio de esta ley, 
y que las acciones de reversión no podían progresar en las circunstan­
cias actuales. Demandado que fuese el que habia comprado la finca en 
virtud de la autorización del artículo 2.°, indudable es que tampoco ha­
bría dejado de decir que la venta se le habia hecho por una persona, á 
quien la ley declaraba legítima dueña del predio , y que por lo mismo 
no podían tener lugar las pretensiones ni la jurisprudencia antiguas. 
Cabia duda ciertamente en ese caso: podían invocarse.por un lado el 
derecho común y por otro las disposiciones de esta ley especial; y tal vez 
los tribunales habrían vacilado sin saber á qué atenerse, y habrían esta­
blecido una jurisprudencia que no fuese conforme á las intenciones del 
legislador. 

5 . Fué , pues , justo que se previniera esta eventualidad, y que se le 
consagrara un artículo, ya que no podia revisarse, ó no se trataba de va­
riar en aquel momento el derecho recibido acerca de las reversiones. 

6. Reconocida así la conveniencia de que se hiciese tal disposición, 
fáltanos examinar su justicia, y decir algunas palabras acerca dé su 
alcance. 

7. Nuestra opinión es que esa resolución fué conforme con el dere­
cho común , y que no debió ser otra , supuestas las circunstancias en 
que se dictaba. 

8. Hemos dicho ya que no era momento de someter & un examen el 
sistema de las reversiones; y hemos dicho también que consistían estas 
en una especie de reivindicación y retracto, que tocaban á la corona, 
ó bien á la nación. ¿Por qué, pues, no habia de conservar esta última 
sus derechos, sobre tal ó cual finca, solo por la circunstancia de que 
habiendo venido basta allí, como vinculada, pasara desde aquel mo­
mento á la clase de libre? ¿En qué debía afectar esa diferencia á los 
derechos fiscales, toda,la vez que esos derechos eran reconocidos y 
conservados? Por ventura, el que pudo hasta octubre de 1820 reivin­
dicar como suya cualquier finca que se tenia por de una vinculación, 
¿ no pudo reivindicarla después , ora estuviera aun en el que habia sido 
último poseedor de aquella, ora se hubiese enagenado, y la disfrutase 
cualquier otra persona? ¿No hemos consignado expresamente esa doc­
trina , como sencilla, corriente, innegable, en el final de nuestras ob­
servaciones al artículo anterior ? 
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9. Pues lo mismo debia suceder, lo mismo debia establecerse, en 
él punto de que nos ocupamos ahora. Las acciones reales no se desvir­
túan porque las fincas contra las cuales han de ejercitarse estén en po­
der de esta ó de la otra persona, ni porque las posean ya en calidad de 
bienes vinculados, ya en calidad de bienes libres. Ellas son indepen­
dientes de los individuos que poseen los predios, y se dan contra cua­
lesquiera que sean los tales poseedores. El derecho común exigia por 
consiguiente la declaración de este artículo, sin que hubiese motivo al­
guno para dictar la contraria. 

10. Y no se crea por esto que se falta á lo establecido en los artí­
culos que preceden, ni que se inutilízala facultad de enagenar concedida 
á los últimos poseedores délos vínculos. Las ventas y traspasos de cual-> 
quier clase que estos hicieren, tienen el valor natural de todas las ena-
genaciones. Si el comprador es demandado después, porque se suponga 
á la finca revertible á la corona,, asistíanle sin duda los mismos' dere­
chos que al que, habiendo adquirido otra cualquiera, vea también de­
mandársela por quien pretendiere ser su verdadero dueño. Todos cono­
cen la teoría de la eviccion, que tiene su lugar en ese como en los de-
mas casos. El comprador citará de ella al vendedor, y este tendrá que 
defenderlo y garantirlo plenamente en el disfrute de la cosa vendida, ó 
bien le indemnizará de su pérdida, si no pudiere evitarla. . 

11. En resumen: el artículo de que hacemos mérito ha sido la con­
firmación del derecho común en un punto, que, si se hubiese dejado sin 
tocar, habría podido ofrecer dificultades y vacilación. Se ha querido 
primeramente evitarlas, y después resolverlas del modo mas oportuno. 
Nosotros lo aprobamos , porque tal es siempre nuestro juicio cuando se 
observan las reglas generales del derecho. 

II. 

12. Al hablar de estos juicios de reversión aplicados á los bienes que 
fueron de vinculaciones, se puede preguntar si de esa variación que ha 
habido en ellos, de ese cambio que ha sufrido su naturaleza ¡ podrá 
resultar, no algo que impida completamente la demanda, lo cual ya 
hemos visto que no es posible , sino algo solo , que pueda producir mas 
fácilmente defensa ó escepcion contra ella. 

13. Nos explicaremos con mas claridad.—Sábese que uno de los ar­
gumentos con.que se han rechazado siempre las demandas reales, con­
siste en la doctrina de las prescripciones. Sábese que en los litigios de 
reversión se ha hecho frecuentemente uso de esta arma, oponiéndola á 
las pretensiones del fisco. Sábese por último, que su efecto ha sido es­
caso ó mas bien nulo, prosperando y aceptándose como principio la ex­
clusión de ellas, aun de.las mas latas, en los negocios de este género. 
Quizá tal vez porque los mayorazgos no daban nunca-verdadera propie-
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ARTICULO X. . 

«Entiéndase del mismo modo que lo que queda dispuesto es sin per­
juicio de los alimentos ó pensiones, que los poseedores actuales deben 
pagar á sus madres viudas , hermanos , sucesor inmediato ú otras per­
sonas, con arreglo á las fundaciones, ó,á convenios particulares , ó á de-
terminaciones en justicia,. Los bienes hasta ahora vinculados, aunque 
pasen como libres a otros dueños, quedan sujetos al pago de éstos ali­
mentos y pensiones, mientras vivan los qué en el dia los perciben, ó 
mientras conserven el derecho de iiercibir.los , excepto si los alimen­
tistas son sucesores inmediatos, en cuyo caso dejarán de disfrutarlos lue­
go que mueran los poseedores actuales. Después cesarán las obligacio­
nes que existan ahora de pagar tales pensiones y alimentos ; pero se de-

dad, quizá porque las acciones vinculares no prescribían por ningún 
número de años , quizá por otras causas que no son para examinarse en 
este momento, el hecho es que quien solo tenia para su defensa, en 
las demandas de que tratamos., un argumento de prescripción, debia 
bien dudar de obtener por su virtud la absolución que pretendiera con­
tra las solicitudes fiscales. 

14. ¿Sucederá lo mismo, convertidas las fincas en bienes libres?— 
Nuestra opinión consiste en que esta variación de su naturaleza no puede 
menos de ser importante en la materia á que nos referimos. Las leyes 
ordinarias de la prescripción , modificadas con mas ó menos justicia por 
el hecho del vínculo, volverán á aplicarse sin ninguna duda á bienes 
libres, donde faltaban las anteriores circunstancias. Estos bienes, en­
trados ya en la esfera del derecho común, sujetos ya á la propiedad 
ordinaria y omnímoda que antes no había caido en ellos, son segura­
mente' objeto de todas las prescripciones que las leyes han reconocido y 
señalado. La común de los diez y veinte años, la de los treinta, la 
centenaria, la inmemorial, todas se les aplicarán en sus casos respecti­
vos ; y el fisco , de la misma suerte que cualquiera otro litigante, ten­
drá que sufrir sus efectos, sin poderlos contradecir por escípcionales 
consideraciones. La esfera del derecho universal influirá sobre estos bie­
nes , de un modo distinto del que-influia en ellos la esfera privilegiada 
de la vinculación. 

15. Asi, los juicios de reversión fueron conservados por esta ley; 
pero sus consecuencias ya no podrán ser tantas como lo habían sido 
hasta aquel instante. La libertad de los bienes no p"úede menos de' afec­
tarlas del modo directo que acabamos de exponer, ademas de los indi­
rectos que están al alcance de cualquiera, y que no necesitarnos referir 
en estos comentarios. 
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I. 

1 . lié aqui, sin duda alguna , uno de los artículos peor redactados 
de esta ley. Al leerle, parece que habíamos vuelto á los tiempos en que 
se promulgaban las inmensas, confusas, desordenadas Cédulas, que 
han sido materia primitiva de nuestra Recopilación. Trátanse aqui puntos 
inconexos, colocados sin orden, resueltos tal vez sin la competente 
claridad. Usase de palabras vagas , no consagradas en el lenguaje técnico 
del derecho. Dase lugar, en (in, á millares de litigios, por la indeter­
minación de los deberes que se señalan; y déjase, por último , abierta 
una brocha anchísima á la arbitrariedad judicial, para que resuelva se­
gún su placer esos debates que han de presentársele. Tal es al menos 
nuestro juicio , después de haber examinado muy atentamente las pala­
bras de la disposición; y tal pensamos que será el de todos los que las 
consideren con el mismo detenimiento. 

2. El objeto de este artículo no debia ser otro que el de regularizar 
el punto de las pensiones y alimentos existentes á la época en que la ley 
se dictaba. Puesto que ella ponia fin á los mayorazgos, disponiendo lo 
que habia de verificarse en los bienes que los formaron, razón era que 
dijese también lo que se debia practicar en el punto de. esos derechos, 
de esas pensiones , de esas cargas, que sobre ellos existían á la sazón. 
Las leyes anteriores las habían consagrado, ora trajesen su origen de las 
fundaciones , ora de convenios particulares , ora de actos de justicia ; y 
la ley actual débia definir hasta qué punto, hubieran do conservarse, 
desde qué punto debían variarse ó extinguirse. De otra especie de car­
gas habia ya hablado el artículo 7.°: no era, pues, menos justo ni menos 
forzoso que se hablase también de las que son objeto de nuestro análisis 
actual. * 

3. Debia por tanto mencionarse y resolverse esta cuestión de ali­
mentos y pensiones. Debia prevenirse s i , al terminar la existencia de 
los vínculos, acababan también los derechos do las viudas , de los in­
mediatos, de los transversales, de todos los parientes mas ó menos 
próximos, á quienes alguna de las cauSts indicadas.mas%-riba pusie­
ran en el caso de pensionistas ó alimentistas de aquellos. Como se 
habian determinado los nuevos derechos del poseedor y de los que le 
debieran suceder, repartiendo entre algunos la propiedad (le los bienes,•> 

clara que si los poseedores actuales no invierten en los expresados 
alimentos y pensiones la sexta parte liquida de la renta del mayoraz­
go , están obligados á contribuir con lo que quepa en ella para dolar á 
sus hermanas y auxiliar á sus hermanos con proporción á su núme­
ro y necesidades ; é igual obligación tendrán los sucesores inmediatos por 
lo respectivo á la mitad de bienes que se les reservan.» 
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dejando! otros completamente sin esperanza ; asi también era forzoso 
dar reglas sobre esta otra cuestión , no bastando, como no bastaban, los 
principios del derecho común para resolverla atinadamente, en el trán­
sito que corríamos 'del sistema de vinculación al sistema de libertad. 

4 . Colocado el legislador en este terreno , la primer cuestión que se 
le presentaba no era ni podia ser otra que la de la subsistencia ó insub-
sistencia de los'alimentos y pensiones. Siendo ellos una derivación del 
mayorazgo, una especial consecuencia de é l , que no se verificaba en 
los bienes libres, nacia desde luego la dificultad de s i , trasladada la 
naturaleza de los que se tenían á la vista , y pasando de la primera á la 
segunda clase, debian conservarse esas pensiones, y podian continuar 
esos derechos; ó si era mas lógico y mas justo á la vez que se enten­
diesen extinguidos , quedando solo para en adelante', respecto á los ob­
jetos que atendían, los preceptos de la legislación universal. Podia du­
darse en una palabra si la lógica de la abolición habia de ser inflexible, 
concluyendo tales pensiones al concluir los mayorazgos, ó si se habia 
de tener mas cuenta con las esperanzas y los derechos existentes en 
favor de las personas alimentistas. 

5. La ley se decidió por este último extremo , y no será ese , á la 
verdad, un cargo que le hagamos en nuestro juicio. Háse visto ya que 
el respeto á las legítimas esperanzas es siempre para nosotros una- con­
sideración de muy alta categoría ; y aun es necesario añadir en este caso 
que podía tratarse de algo mas que esperanzas , de hechos de legítima 
posesión. Seria lo primero únicamente, cuando los inmediatos no hubie­
sen comenzado á percibir sus pensiones alimenticias en el instante en 
que se dictó la, ley, cuando fuese en lo sucesivo la época en que su 
derecho habia de principiar á realizarse. El poseedor, por ejemplo, cuyo 
hijo se encontraba en la infancia , no habia principiado sin duda á pa­
garle alimentos: este hijo solo se hallaba en el caso de una legítima ex­
pectación , de un derecho imperímible.—Seria por el contrario lo segun­
do , cuando el inmediato estuviese casado, separado de su padre, per­
cibiendo en realidad los alimentos á la época del H de octubre de d820. 
Este inmediato se hallaba ya poseyendo la pensión alimenticia , y tenia 
respecto á ella algo mas que una situación de -esperanza. Si el primero 
ostentaba un derecho bien poderoso, el de este segundo aparecía aun 
mas claro y terminante. * 

6. Hubiera sido , pues, duro, injusto , insostenible, el que personas 
cuyos derechos en un caso eran tan respetables, y en el otro habian lle­
gado hasta realizarse en la posesión, hubiesen sido completamente des­
atendidas po^la ley , trastornando de ese modo, ó sus seguras espe­
ranzas , ó su misma actual existencia. Hubiera sido además una com­
pleta desviación del sistema que habia querido seguir , y que en parte 
habia seguido la ley misma, en la aplicación de la propiedad de los 
bienes', y en las facultades concedidas para enagenurlos. No se dio esa 
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propiedad íntegra y completa, no se concedieron absolutamente estas 
facultades , al que era su poseedor en el momento de la extinción de 
los vínculos : la mitad de aquellos quedó reservada á los inmediatos su­
cesores , cuya justa expectativa se trató de satisfacer, ya que no con 
todo lo que aguardaran, al menos con una parte considerable de las 
fincas que hubieran poseído, caso de continuar la antigua legislación. 

7. Tanto, pues, los principios racionales que en esta materia debian 
guiar ala ley, cuanto el sistema adoptado y desenvuelto en los artí­
culos anteriores, todo exijia que se atendiese al interés de los alimen­
tistas, y que no se pusiese término de una plumada á sus esperanzas ó 
á su posesión. 

8. Pero ¿ debió llevarse la atención, de este interés hasta el punto de 
mantenerlos en el goce de sus pensiones, sin disminución ni desfalco 
alguno ? ¿ No cabía en esta materia diversidad de circunstancias entre 
alimentistas y alimentistas? ¿Entre el que estaba, por ejemplo, en po­
sesión de serlo , percibiendo su pensión en 1820 , y el que ni aun habia 
nacido en aquella fecha, ni aun se habia casado su padre cuando se 
extinguieron los mayorazgos ? ¿ No parece que el recurso tomado res­
pecto á la herencia de los inmediatos sucesores, ese sistema de transac­
ción, mas ó menos acertada , exijia aquí un proceder análogo , en lu­
gar del mantenimiento absoluto de todas las esperanzas existentes, tales 
como existieran hasta alli? ¿Debióse por último desatender la circuns­
tancia de que podrían enagenarse desde luego la mitad de las fincas que 
compusieran las vinculaciones , quedando en este caso gravada la otra 
mitad con todo el importe de los alimentos? 

8. Esa postrera consideración se nos presenta como muy importante, 
porque trae su origen de los preceptos de la misma ley. Por resultado 
de esta se podian haber disminuido en su mitad los bienes que restasen 
á los últimos poseedores de los que fueron vínculos: la otra mitad era 
muy fácil que hubiese salido legítimamente de sus manos. ¿ Cómo, pues, 
esa propia ley no se hacía cargo de esta diferencia, y no reducía á la 

» mitad las cuotas de los alimentos, en aquellos siquiera que solo con­
sistían en esperanza, que no se habían principiado á satisfacer á la época 
del 11 de octubre? Si esos alimentos , por lo menos los de los inmedia­
tos , habían sido siempre un tanto proporcional á las sumas en que ha­
bia de consistir su sucesión , ¿cómo no reducirlos á la mitad de lo que 
fueran hasta, alli, cuando la sucesión se reducía de hecho á esa mitad, 
y no otra cosa? ¿No determinaba la importancia de ellos una regla de 
partes alícuotas respectivamente al tanto del vínculo ? Pues ¿ cómo ha­
bían de permanecer idénticos, cuando ese tanto se habia reducido tan 
inmensamente? 

9. Confesamos con sinceridad que si merece nuestra aprobación el 
que se hubiesen conservado los derechos alimenticios que existían al 
dictársela ley de 1820, no la merece él haber intentado conservarlos 
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en el mismo importe en que IÍ la sazón se cifraban. Nuestra opinión 
abstracta y absoluta hubiera sido el hacer distinciones según la natura­
leza y circunstancias de los derechos: nuestra opinión ; en vista de los 
anteriores artículos de esta ley , habría consistido en seguir el sistema 
adoptado en ellos, y llevar adelante esa transacción en que está encer­
rado su espíritu fundamental. No habríamos dejado esta cuestión de au­
mentos en disonancia con las demás cuestiones que se alteraban ó se 
transigían. 

10. Este no ha sido , empero , el precepto del artículo que examina­
mos. Su primera disposición es declarar que los de los artículos ante­
riores no influyen en nada para variar el punto de las pensiones alimen­
ticias. Insiste mas aun en la propia idea , y establece que no solo se 
han de pagar tales pensiones, como hasta alli se hiciera ó se hubiera 
hecho , sino que los bienes que fueron de vinculación, aunque hubie­
sen pasado ~á terceros poseedores , quedan siempre afectos á su pago. 
No solo, pues, subsisto el gravamen total, cual si el víncujo no hubiese 
dejado de existir: no solo carga sobre el último poseedor el total de 
aquellos alimentos , aun cuando no posea sino la mitad de los bienes; 
pero aun la otra mitad, la mitad enagenable y cnagenada se mantiene 
responsable y afecta á su pago , y puede ser perseguida por los alimen­
tistas , á fin de percibir las sumas que fueren cayendo de las pensiones 
que se les. debieran. • 

t i . Estas disposiciones son terminantes en sí mismas, por mas que 
puedan producir dificultades, dudas, confusiones, en su ejecución. La 
permanencia de Jos derechos alimenticios se expresa en las palabras del 
texto , por nías que no lo apruebe un juicio recto y severo. Los que 
los gozaban'ó podían gozar respecto á los últimos poseedores , seguirán 
gozándolos como hasta aqui, por mas que estos últimos poseedores 
estén yá reducidos á la mitad de las fincas que antes disfrutaran. Se há 
querido atender en esto punto al derecho y á la esperanza, mucho mas 
que en todos los Otros: se les ha querido atender. íntegramente, por 
mas que sea una contradicción respecto al sistema gé*neral adoptado en 
los domas artículos. La ley lo quiere, y fuerza es someternos á su vo­
luntad. • 

II. 

12. Pero ¿cómo se entiende esa afección, esa responsabilidad de 
los bienes que fueron del vínculo , y que no solo han dejado de serlo, 
sino que hasta han salido del poder de su último poseedor, enagena-
dos completamente como libres á cualesquiera otras personas? ¿Es pri­
mordial y directa, ó es solo subsidiaria? ¿Constituye un gravamen sim­
ple y común, ó un gravamen hipotecario? ¿Pesa indistintamente sobre 
todos los predios., afectando cada carga, cada pensión á la universalidad 
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de las fincas, o se dividen y se reparten entre ellas, tocando cada cual 
¡i algunas que se les señalen con este particular objeto ? 

13. Hé aquí una serie de cuestiones gravísimas, y que seguramente 
no divisaron los autores de la ley de 1820, cuando las dejaron tan sin 
resolución, tan abandonadas á la discordia y al debate , sin indicar ni 
el mas mínimo principio por donde pudieran resolverse. Hé aquí una de 
las muchas pruebas de imprevisión y de ligereza singular que nos deja­
ron en su obra, para confusión de los que habíamos posteriormente de 
venir á aplicarla. 

14. Colocados en esta situación tan dificultosa, deber es nuestro el 
manifestar nuestra opinión, sometiéndola al juicio'mas ilustrado de los 
tribunales, que la confirmen ó la alteren con sus decisiones. 

15.-—I. ¿Es primordial y directa esta afección de los bienes que fue­
ron de vínculos , y que se hallan enagenados, á la responsabilidad de 
los alpentos; ó es solamente subsidiaria y accidental ? 

16. El obligado á satisfacer tales pensiones, es indudablemente, se­
gún la ley y la razón, el que fuera último poseedor del vínculo. A éste 
es al que han de reclamar sus alimentos los que tienen derecho de per­
cibirlos: éste es el que se halla en el caso de cumplir esa obligación 
que le impusieron las leyes antiguas , y que las modernas no han qui­
tado de sobre sus hombros. A él han de dirigirse los que soliciten algo 
por aquella causa; y él debe atender á satisfacerlos según el artículo 
que examinamos. La repetición, pues, para realizar tales derechos, no 
podrá encaminarse desde el principio contra el que por título y adqui­
sición particular está poseyendo una finca que fué vinculada. Antes de 
hacer á este reclamación alguna, débese proceder contra el que era vin-
culista, y posee cuando menos la mitad de los bienes del mayorazgo. 
No se concibe que se salte sobre esta persona, porque ésta es la que 
natural, primordial, legalmente debe satisfacer la obligación. 

17. Pensamos que no se nos disputarán estos ligeros principios que 
acabamos de exponer; pero si fuese indispensable explanarlos, subiría­
mos al origen de los alimentos ó pensiones , y encontraríamos en él la 
confirmación de tales juicios. Obsérvese solo que las obligaciones de 
que hacemos mérito procedían del mayorazgo, y pesaban naturalmente 
sobre el que era su poseedor; obsérvese el espíritu de la ley , y la si­
tuación en que ha colocado á éste y á la antigua entidad del vínculo; 
y se conocerá que no es posible considerar como primitivos y directos 
deudores á los que han adquirido por título especial una finca libre. 
Antes de dirigirse contra ellos, es necesario sin duda acudir al verda­
dero obligado , al verdadero deudor. 

18 . . ¿Qué sucedía, por ejemplo, en los tiempos pasados, cuando 
salia una finca de entre las demás del vínculo, enagenada por facultad 
real ? Seguro es que el caso no aparece idéntico, pero tampoco cabe 
duda en que puede darnos alguna idea, porque hallamos en él alguna 



50 COMENTARIO 

analogía. La finca separada de la vinculación no era ya responsable alas 
cargas generales de esta. Verdad es que ahora, por nuestra ley, todo el 
mayorazgo se extingue; pero queda una persona que puede continuar 
en la posesión de sus bienes todos , y que por lo menos ha dé seguir 
en la de su mitad. Allí está , sin' duda , el summa rerum , tan impor­
tante en ésas consideraciones. Allí está la sucesión del mayorazgo. Allí 
se deben satisfacer sus cargas, como allí se gozan sus beneficios. 

19. Ahora: si el que fué vinculista es el primero que debe ser de­
mandado para el pago de los alimentos, inferimos nosotros que las fin­
cas que permanecen en su poder son las primeras á que se debe acudir 
para realizar esos pagos. Procediéndose en este orden, que es el natural' 
y legítimo, solo cuando esos bienes no sean suficientes por alguna 
causa, cuando ofrezcan dificultades de verdadera consideración, es 
cuando se podrán buscar otros que los suplan y los garanticen. Lacir--
cunstancia do no poder enagenarse dicha mitad de bienes, que po­
seedor ha de reservar para su inmediato , puede ser motivo para que no 
se alcance á abonar con ellos, por lo menos en un corto plazo,'. lo que' 
por alimentos se pueda adeudar. Ese postrero poseedor, por último, 
puede fallecer , pasando la sola mitad que ya poseia al que fuera su i n ­
mediato sucesor, el cual no es responsable de sus deudas; y tanto en 
este caso como en el otro que acabamos de citar, su responsabilidad no1 

puede ser efectiva, y llega el de proceder contra las fincas enagenadas, 
que el artículo declara afectas á tales descubiertos. 

20. Pero por todo ello se vé que semejante afección es de su natu­
raleza subsidiaria, indirecta, accidental, y de ningún modo directa y 
primitiva. Se vé que no cabe. repetición contra los bienes enagenados-
que pertenecieron á un vínculo , á causa de alimentos ó pensiones, 
hasta después de haber hecho excusión en los que restau al que fué 
mayorazguista. Se vé, en fin, que los que fueron sus poseedores, no 
podrán ser demandados, sino cuando lo hayan sido los deudores princi­
pales , y cuando no se pueda obtener de estos el cumplimiento de sus 
obligaciones. Aquella responsabilidad es una garantía, una fianza. 

21.'—II. , Viene al presente la segunda cuestión que indicamos mas 
arriba, á saber, la de la clase de gravamen en que consiste tal obliga­
ción. ¿ Podrá estimarse ésta una carga hipotecaria de los mismos bie­
nes ? Y silo es, ¿en qué clase de hipoteca consiste , y cuáles han de-
ser los derechos de preferencia que produzca , al concurrir con gravá­
menes de distinto género? 

22. Ésta cuestión nos parece la mas fácil dé- las que hemos indica­
do. La carga de las pensiones alimenticias á que vamos haciendo rela­
ción , es sin duda alguna un gravamen real, y un gravamen impuesto 
por la ley. No nace de contratos , no nace de personales obligaciones, 
no nace aun de las fundaciones mismas, pues ellas nada hablan pre­
visto ni dispuesto para este caso. La ley de desvincularon es la que al 
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mismo tiempo que ha concluido con los mayorazgos, ha tenido por 
conveniente que las fincas que á ellos pertenecían queden gravadas con 
la carga de esas antiguas pensiones, y las lleven consigo, cualesquiera 
que fueren los que en adelante las posean. Hasta que la pensión alimen­
ticia se extinga, su seguridad está cifrada en ese capital recurso. 

23. Tenemos, pues, en este caso una hipoteca legal, con todas las con­
secuencias , con todos los privilegios que. corresponden á las de esta 
•clase. Su constitución data desde el momento mismo en que se dictó 
la ley de desvinculacion, y sus efe'ctos han de calcularse desde él. Los 
compradores, ó por cualquiera otro título adquirentes de fincas que 
fueron vinculadas, no deben perder de vista un solo momento seme­
jante consideración , y resguardarse en la forma oportuna, para garanti­
zar á su vez los contratos en cuya virtud las adquieren, y hacer posible 
y efectiva la eviccion que tal vez pueden verse precisados á invocar. 

24.—III. Mucho mas difícil es de decidir lo que en tercer lugar pre­
guntábamos al proponer estas cuestiones. ¿Pesará indistintamente (de­
cíamos ) cualquier pensión sobre la totalidad de los predios enagena-
dos , y cada una sobre ellos todos, supuesto el caso de que no pueden 
reintegrarse ó reclamarse del último poseedor; ó se han de repartir 
bajo algunas reglas, señalando á cada finca la que le corresponda, y 
no pudiendo demandar ningún pensionista sino precisamente al poseedor 
de la que se le hubiese destinado? ¿Gomo se,debe llevar á efecto, en 
una palabra, la disposición de. esta ley, y bajo, qué regla se debe rea­
lizar lo que en globo y sin bastante especificación se determina en el 
artículo ? 

2S. La oscuridad y falta de expresión de éste, en un punto de ta­
maña importancia, son notorias bajo todos aspectos. Él no ha señalado, 
por decirlo así, sino una base ; pero las leyes, que son para regular las 
acciones humanas, no solo en principio sino aun en sus pormenores, 
las leyes están obligadas á descender de aquella elevada ó abstracta re­
gión ,. para prevenir y ocuparse de lo que de hecho sucede. Bien no 
solo podia, sino debia la do i 1 de octubre que examinamos, haber des­
cendido algo en este punto , señalando mas reglas y mas preceptos que 
los que contiene, y no dejando á la interpretación lo que fácilmente pue­
de, caer bajo la arbitrariedad. En otros puntos se ha ocupado de minu­
ciosidades, para las que bastaba con el derecho común: en este caso no 
bastaba seguramente, tratándose de la institución de hipotecas legales, 
que son, siempre privilegios; y hé aquí que se ha limitado á un pre­
cepto positivo , s í , pero que requería algunos otros para su explicación 
y realización. 

.26. Fuerza es.limitarnos á anunciar nuestro parecer, en este des­
cuido , ó este olvido, de los que debían haberlo hecho inútil, expre­
sando su soberana voluntad. 

27. Diremos, pues, que caben dos supuestos, dos antecedentes en la 
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materia de que hablamos, y respectivamente á la seguridad de las pen­
siones alimenticias : el caso en que haya habido conciertos particulares 
entre el poseedor de lo que fuera vínculo, que debe pagarlas, y los 
que según la ley las han de percibir, señalando fincas que queden afec­
tas á su responsabilidad, bien sean éstas solo de la mitad que aquel ha 
de poseer constantemente, bien de las que desde luego son enagena-
bles; y el caso en que no haya habido semejantes conciertos, en que la 
ejecución del principio de la ley no se haya regularizado por convenios 
particulares , sino que se haya procedido con la misma imprevisión que 
en ella, sin ordenar de un modo directo el punto, sin prever y dirimir 
de una manera oportuna los motivos de discusión que mas adelante po­
drán ofrecerse. 

28. El primero de estos dos sistemas no resuelve las dificultades de 
la ley , pero las rodea y las evita. La facultad de los interesados para 
ordenar de esa suerte el ejercicio de sus derechos, el cumplimiento de 
sus obligaciones, es una facultad incuestionable. Los que podrían por 
su convenio aun dejar sin fuerza las disposiciones legislativas, mucho 
mas podrán explicar el modo de llevarlas á cabo. Su conformidad com­
pletará lo que quedó vacío y confuso : su resolución llenará ese hueco, 
y evitará para lo sucesivo todo género de dudas. Ellos podrán señalar 
cada finca como garantía de una pensión: ellos podrán cargarlas todas 
sobre una, ó extender una sobre todas. Lo que acordaren, siendo per­
sonas que se pueden obligar, y habiéndose celebrado la obligación vá­
lidamente ; lo que acordaren será ley, ó por lo menos será el medio de 
explicar esa ley que estamos examinando. 

29. Pero la dificultad queda en pie cuando no ha habido semejantes 
convenios; cuando existe solo la ley pública, no modificada, ni expli­
cada por esos acuerdos particulares. 

30. En semejante caso , fuerza es ceder á la generalidad de la dis­
posición, á la universalidad de la garantía. No habiéndose establecido 
sino eso que hemos llamado un principio, una base; no encontrando en 
el texto limitación alguna que lo modifique; parécenos que no se puede 
dudar, por mas que aparezca duro y hasta cierto punto inconveniente, 
que los pensionistas podrán dirigirse contra la finca que tuvieren á bien, 
tan luego como hayan ejercitado su acción contra el deudor principal, 
elúltimo poseedor del vínculo, y no pudiesen obtener de él la satisfac­
ción de sus créditos. En su facultad se halla entonces él proceder con­
tra el predio enagenado que tengan por conveniente. Sobre todos pesa 
la totalidad de las cargas , y ningún acto que tenga fuerza y valor las 
ha repartido, asignándolas especialmente. El gravamen es íntegro, é ín­
tegra la garantía, mientras no se ha distribuido al uno y á la otra por 
quien tuviese facultad para ello. Ahora bien: esta facultad es propia de 
la ley ó del convenio ; y ya hemos visto que én nuestro caso actual, ni 

ja ha usado la primera, ni ha existido de ninguna suerte el segundo. 
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Con derecho, pues, se procederá contra cualquier finca por cualquiera 
de los acreedores. 

31. Confesaremos, al concluir, que los casos que acaban de indicarse 
no pueden ser frecuentes. Las rentas de la mitad de las fincas, que no 
han de salir nunca del poseedor, deben sin duda bastar para el pago 
de todas las pensiones : de suerte que aun cuando enagene toda la mi­
tad restante, no es probable que deje de tener recursos para satisfa­
cerlas. Tampoeo es de creer que los alimentistas consientan en no de­
mandar por largo tiempo sus caídos, y ocasionen asi la creación de 
dificultades para su pago. Mas al cabo, la dificultad y los casos son po­
sibles, y lo que las personas prudentes deben hacer en esta materia es 
ordenarla con auticipacion por convenios preliminares, que eviten des­
pués difíciles ya que no irresolubles cuestiones. • • . 

III. 

32. Todo lo que acabamos de decir tiene lugar, y surte sus efectos, 
en tanto que vivieren las personas á quienes se han de satisfacer los ali­
mentos y pensiones, ó en tanto que conservaren el derecho de perci­
birlos. La muerte del que fuera último poseedor de los mayorazgos, y 
después dueño absoluto de la mitad de sus fincas, y usufructuario de 
la otra mitad , el tránsito de esta al inmediato sucesor, no destruyen 
por sí solos la existencia y deuda de los alimentos, que ha reconocido 
y consagrado el artículo que recorremos. Él ha querido respetar com­
pletamente todas las legítimas esperanzas, ora naciesen de fundaciones, 
ora de fallos en justicia, ora , en fin, do convenios particulares. Tanto, 
pues, lo juzgado , como lo pactado , como lo establecido en la respec­
tiva fundación , todo deberá completamente ejecutarse , aun después de 
muerta la persona en cuya posesión se extinguió el vínculo á que aquello 
se referia. Los bienes continuarán sujetos al mismo gravamen que hasta 
entonces, y pesará sobre ellos la misma universal' y legal hipoteca, á no 
ser que los interesados acuerden entre sí convenios diferentes, para ar­
reglar, según les sea cómodo , sus deberes especiales. 

33. Esta disposición que aeabamos de expresar no puede ser dudosa 
de ninguna suerte, porque las palabras del artículo son bien explícitas 
al dictarla. «Los bienes (dicen).. . . quedan sujetos al pago.... mientras 
»vivan los que en el dia los perciben, ó mientras conserven el derecho 
»de percibirlos.» Y para afirmar aun , si se necesitase, la inteligencia 
del precepto, añade en seguida una escepcion, que bien mirada no es 
otra eosa que una comprobación del mismo. «Escepto si los alimentis-
wtas son sucesores inmediatos; en cuyo caso dejarán de disfrutarlos luego 
«que mueran los poseedores actuales. » Este es por consiguiente el caso 
único etique ese fallecimiento por sí solo concluye y termina la pensión; 
pero claro está que ni aun esto mismo 6s salirse de la regla , pues á la 
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muerte del poseedor, que lo fué último del mayorazgo, el sucesor I® 
reemplaza en el disfrute de la mitad de sus bienes, y acaba de este 
modo su derecho'á percibir los alimentos que como inmediato le cor­
respondían. El precepto , por consiguiente , no tiene verdadera eseep-
cion, y es tan 'terminante como general. 

34. No discutiremos su justicia, ni tampoco las dificultades prácti­
cas á que puede dar ocasión r lo dicho en los párrafos precedentes se 
aplica del todo al punto y situación de que tratamos; advirtiendo , em­
pero', que á cada paso deben ser-mayores esas dificultades , y que si era 
posible que las hubiese cuando permanecía por necesidad unida al me­
nos la mitad de los' fondos que compusieron el vínculo > mucho mas fá ­
cilmente las habrá Cuando todos pueden haberse enagenado á .terceros 
poseedores , y no quede nada en poder del que , según hemos visto mas 
arriba, debe caracterizarse de primer deudor. Conveniente hubiera sido, 
según indicamos antes de ahora, que la ley hubiera tenido en cuenta 
esas posibilidades; mas cuando ella ó no las recordó ó no las estimó,, 
no nos queda otro arbitrio que el de someternos á su voluntad, salván­
dolas del mejor modo posible, atendidos los principios del derecho.. 

••IV. 

38. Antes de terminar esLe artículo , con el cual abrían ya Ja puerta 
á tantas dudas, á tantas contradicciones, á tantos- verdaderos pleitos, 
quisieron los legisladores de 1820 consignar una declaración, que según 
su ánimo habia de fijar reglas en este punto de pensiones alimenticias, 
arbitrario y confuso hasta allí, y que de hecho solo habrá servido y 
servirá para complicarlo más completamente, creando acciones vagas é 
indeterminadas, y confiriendo á los tribunales mas arbitrarías ó pruden­
ciales atribuciones, que las que les habia concedido nuestra antigua j u ­
risprudencia. Declaración innecesaria como nunca , ahora que se extin­
guían los mayorazgos; declaración torpemente redactada, ya por la con­
fusión de sus ideas, ya por la impropiedad de alguno de sus términos: 
declaración, en fin, que, inspirada por sentimientos humanos y gene­
rosos , no prueba menos sin embargo, que esos sentimientos no bastan 
de por sí para formar una buena ley, y que la reflexión y la ciencia 
son mas atendibles que ellos, cuando se trata de ordenar derechos y de 
prever posibilidades. 

36. La materia de los alimentos debidos en razón á la riqueza y.po­
breza respectiva de los parientes próximos, estaba regulada de antiguo 
en las leyes de la monarquía; la de aquellos otros que eran debidos, no 
por la consideración de parentesco, sino por la de mayorazgo , lo estaba 
á su vez por la antigua jurisprudencia del Consejo, de las ChanciHerías, 
de todos los tribunales. Ahora bien, cuando los mayorazgos iban á con­
cluir ; cuando sus bienes entraban de hecho en la categoría de los bie-
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nes libres; cuando ya se habia dispuesto lo que debia hacerse con los 
alimentos ó pensiones procedentes hasta allí del vínculo , ¿ qué necesi­
dad habia de añadir ni una sola palabra para en adelante , toda vez que 
las leyes comunes debian principiar á tener su aplicación, tan luego como 
la entidad del vínculo desapareciera, y quedaran libertados sus bienes 
•del lazo ó gravamen que habia pesado sobre ellos? Si el derecho común 
era bueno, ¿ para qué hacer variaciones dirigidas á este caso ? Si era 
malo el derecho común, ¿ porqué no enmendarlo y mejorarlo umver­
salmente? 

37. Quiso, sin embargo la ley , volvemos á decir , consignar su es­
pecial declaración; y dispuso : 1.°, que si los poseedores actuales no in­
vertían en alimentos y pensiones la sexta parte líquida de las rentas del 
mayorazgo, habían de estar obligados á contribuir con lo que cupiese 
•en ella, para dotar á sus hermanas y auxiliar á sus hermanos , con pro­
porción á su número ^necesidades; y 2.°, que igual obligación ten­
drían los sucesores inmediatos, por lo respectivo á la mitad de bienes 
que se les reservaban.—Hé aquí la declaración tí que aludimos, y que 
hemos censurado en las expresiones que anteceden. 

38. Su inteligencia parece á la verdad clara, cuando se la considera 
a primera vista; mas al paso que nos vamos deteniendo en su contem­
plación , vénse nacer las dificultades, y suscitarse gérmenes de disputa. 
Tenemos , por ejemplo , que él poseedor del que fué mayorazgo debe 
reservar para pensiones, dotes y auxilios (es la palabra déla ley) hasta 
la sexta parte de las rentas líquidas. Pero ¿las rentas líquidas de qué? 
¿De todo lo que constituyó el mayorazgo? ¿De solo aquello que posea, 
rebajándose lo que hubiese enagenado á virtud de las autorizaciones de 
esta ley misma ?^Tal es la primen dificultad con que tropezamos en 
este asunto. 

39. Si se dice que la sexta parte debe ser de todo lo que constituyó 
el mayorazgo, resultará que si ha vendido , como es posible , la mitad 
de los bienes , quedará de hecho gravado , no en la sexta, sino en la 
tercera parte de lo que posee. Y cuenta que no cabe aquí la razón dada 
•respecto á los alimentos que venían debiéndose por el vínculo, los cua­
les pesan y cargan aun sobre los bienes enagenados, según hemos visto 
•en los párrafos anteriores. Este nuevo gravamen, inserto en la decla­
ración que va al final del artículo , no goza de ese privilegio, que rio 
le ha dado la ley. Asi, los bienes enagenados se hallan libres de é l ; y 
refundiéndose por tanto -en los que goza el que fué vinculisía, puede 
resultar sin duda lo que acaba de decirse, y pagar éste el tercio de 
sus rentas en lugar del sexto que dice el artículo, si ese sexto se ha de 
calcular por el todo de los bienes que compusieron la vinculación. 

40. Si por el contrario no lia de ser este el cálculo, parece que 119 
se cumple el precepto del mismo artículo. «La sexta parte líquida de 
«las rentas del mayorazgo » es la terminante expresión de que usa éste. 
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Y las rentas del mayorazgo, claro está que no son las rentas de fa mitad 
de sus bienes, sino las rentas de todos ellos, las de cuantas fincas le 
'constituían-—Esta observación no tiene réplica , á nuestro entender, por 
mas que nos parezcan duras las consecuencias que de ello se siguen. 
Quizá la ley no reparó todo lo que preceptuaba ; pero ¿ cómo se ha de 
decir por eso que no lo preceptuó, cuando sus palabras están ter-, 
minantes? 

41. :Todavía es mayor la dificultad si pasamos de la primera á la 
segunda parte de la declaración ; del poseedor que fué vinculista, y 
quedó en la extinción del mayorazgo con todos sus bienes, al que, siendo 
solo inmediato , hubo y llevó después enteramente como libres la mitad 
de los antiguos bienes vinculados. También de este dice la ley que dote 
y auxilie á sus hermanos y hermanas con la sexta parte de lo que recibe: 
pero la misma ley ha dicho que puede disponer de todo ello con entera 
libertad; y si ha dispuesto efectivamente, si lo l a dado, si lo ha ena-
genado, ¿ qué recurso queda á los hermanos y á las hermanas, para ha­
cer efectivas las disposiciones tomadas en su favor ? ¿ Cómo, ni de quiere 
lian de reclamar esa sexta parte de una cantidad que ya no existe ? 

42. Repetimos nuevamente aquí que el artículo no ha constituido 
para estos casos cargas hipotecarias, como las ha ordenado en su pri­
mera parte. Solo habla en esta declaración de obligaciones personales,, 
que si dicen relación á los bienes , es exclusivamente para fijar la can­
tidad en que consistan. Fuerza es por lo mismo reconocer que pueden 
ser-eludidas con mucha facilidad, sobre todo cuando se trata del que 
solo percibe la mitad de los bienes antes vinculados , y los percibe con 
el derecho de enagenarlos libremente. Si este derecho se pone en ejer­
cicio , muy expuesto está el de los hermanos y las hermanas á quedarse 
reducido á un derecho fantástico. 

43. Pero no son todavía estas las únicas dificultades que puede pro­
ducir el artículo en cuestión. Nuestros lectores conocen toda la vague­
dad que se encierra en la frase ya citada mas de una vez , de «dotar á 
sus hermanas y auxiliar á sus hermanos , con proporción á su número 
y necesidades. » Sobre este particular es escusado el detenernos. Los 
dotes y los auxilios pueden dar ocasión á mas pleitos que personas: las 
necesidades y la proporción son magníficas palabras, para que los aboga­
dos sutilicen largamente su ingenio , y para que los tribunales corten 
A placer, y sin responsabilidad alguna, sobre estos últimos restos de 
los extinguidos mayorazgos. 
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ARTICULO XI. 

« La parte de renta de las vinculaciones, que los poseedores actuales 
tengan consignada legítimamente d sus mujeres para cuando queden 
viudas, se pagará á éstas mientras deban percibirla , según la estipu­
lación , satisfaciéndose la mitad á costa de los bienes libres que deje su 
marido, y la otra mitad por la que se reserva al sucesor inmediato.» 

I. 

{. Sabido es el derecho ó jurisprudencia particular, por que se re­
gulaban las concesiones de viudedades á las mujeres de los poseedores 
de mayorazgo; y no tenemos de seguro necesidad de consignarlo en 
estas observaciones a las leyes de desvinculacion. Las antiguas de nues­
tro pais y la práctica del Consejo de Castilla le habian dado nacimiento; 
sancionado por una costumbre de siglos , observado y guardado sin con­
tradicción en todas las provincias que no tenian algún fuero particular. 
Ahora que se extinguían las vinculaciones, habia de llegar el término á 
esa legislación privilegiada, quedando todas las viudas sujetas al dere­
cho común del Estado: mas el tránsito de uno á otro sistema, mas las 
esperanzas legítimamente adquiridas por las mujeres de los actuales po­
seedores , necesitaban de cierta ordenación ó regularizacion , que cor­
respondía dar á la presente ley, asi como lo habia hecho en otra mul­
titud de puntos igualmente necesitados de disposiciones especiales. Et 
artículo 10, que era el fundamental sobre alimentos , no se habia exten­
dido á los de que hablamos; y de aquí la precisión de consagrarles uno 
especial, donde se estableciese la regla que habia de servir para de­
cidirlos. 

2. Ño podia caber duda en cuál hubiese de ser el primer principio 
que se adoptara. Después de lo dispuesto en el artículo anterior, res­
petando , y aun ampliando la existencia de los demás alimentos y pen­
siones, necesario é indispensable era á los autores de esta ley el respe­
tar y conservar también las legítimas esperanzas que se hubiesen creado 
en el punto de que hacemos mérito. Las mujeres de los .poseedores ac­
tuales que oportunamente hubiesen adquirido derecho á viudedad, no 
podían ni debian ser privadas de ella por el hecho de la desvinculacion. 
Respetando ésta otras esperanzas , no podia herir de ningún modo las 
que eran tan santas y atendibles. 

3. Así, el artículo reconoció , confirmó, perpetuó la obligación exis­
tente. La parte de renta consignada para viudedad, deberá , según él, 
ser respetada y aplicada á este fin. La mujer de un vinculista que haya 
adquirido legítimo derecho á su disfrute , lo conservará mientras esté 

8 
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vigente según la estipulación. El principio está reconocido y proclamado. 
4. Mas en la ejecución y realización de este principio cabiaft tres 

diferentes sistemas. Esa parte de renta consignada para dicha pensión, 
pódia tomarse después del fallecimiento del poseedor actual:—1.°, de la 
mitad de los bienes antes vinculados, que correspondieron por esta ley á 
ese mismo poseedor en pleno dominio, y de que pudo disponer libre­
mente ;—2.°, de la otra mitad , que, aunque libre también, fué reser­
vada para el inmediato; 3.°, en fin, de una y otra parte, de una y 
otra mitad, de una y otra fracción, tomando de ambas en proporciones 
bien iguales , bien diferentes.—Todo ello , según ven nuestros lectores? 
era posible , por mas que no todo apareciera desde luego como igual­
mente recomendable. 

5. El segundo de los sistemas indicados, el de hacer pesar todo el 
' gravamen de tales pensiones sobre la mitad reservada al inmediato , era 
á todas luces incompatible con la equidad y la justicia. Concedida la 
viudedad por las gestiones y el personal deseo del que era actual po­
seedor , habría sido escandaloso que se Je hubiesen entregado después 

•la mitad, de los bienes del vínculo para disponer á su voluntad de ellos, 
y que ellos no hubiesen de sufrir ni una pequeña parte de semejante 
carga. La razón y el buen sentido habrían rechazado siempre tan des­
acordado propósito. 

6. Entre los otros dos sistemas de llevar adelante la consignación de 
4a viudedad , pudiera sin duda vacilarse, según la importancia que se 
diese á estas ó á las contrarias razones. Quizá parecerá á algunos mas 
racional y equitativo el primero, considerando que pues el que quiso y 
estipuló la viudedad puede satisfacerla, en virtud de la libre disposi­
ción que le corresponde de la mitad de los bienes, no hay razón alguna 
para que ese gravamen se extienda á otro, que, ó no concurrió á aquel 
contrato, ó •concurrió únicamente por respeto, por deferencia, por im­
posibilidad de impedirlo. A nuestros legisladores no debieron parecer es­
tos argumentos las mas importantes ; creyendo sin duda que la viude­
dad era una deuda de toda la vinculación , y que el medio mas justo de 
pagarla era dividirla eon igualdad entre las dos mitades en que aquella 
se habia de partir. Como quiera que sea, su disposición,' que no puede 
jamás calificarse de caprichosa, ni de contraria á los principios y al sis­
tema general adoptado en esta ley; su disposición, decimos, resulta 
clarísímamente explicada en «1 artículo que examinamos, sin dar ocasión 
á la menor dificultad, á la mas leve duda. El texto es terminante, y 
explícitas las palabras. La pensión que , como ya hemos dicho , ha de 
satisfacerse , lo debe ser por mitad, á cargo de los bienes que fueron 
disponibles por el último poseedor, y de los que , reservados á su in­
mediato , solo entraron completamente bajo éste en las condiciones co-
jnunes del pleno y omnímodo dominio. 
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II-

7. Pero si en la disposición del artículo no puede ocurrir, ó al me­
nos no alcanzamos nosotros, dificultad alguna, parécenos que pueden 
ocurrir dos con motivo de é l : las cuales no son ciertamente graves, 
pero debemos sin embargo indicar y examinar en este momento. 

8. • Habla la ley de las viudedades que estén legítimamente consigna­
das, y respecto á ellas es de las que dispone cómo ha de hacerse su 
pago. Esa legitimidad que establece como condición, claro es á todas, 
luces en lo que consiste ; viudedades legítimas son aquellas que se ha­
bían obtenido y acordado con todos los requisitos de una jurisprudencia 
inconcusa y universal. Pero ¿qué sucederá, podrá decirse, si no estu­
viesen estipuladas las viudedades, ó si no lo estuviesen de aquel modo? 
¿Qué derecho corresponderá en tales casos á las viudas de los últimos 
poseedores, cuando lleguen á verse en semejante situación ? ¿ Tendrán 
derecho , ó por ley ó por equidad, para reclamar pensiones análogas á 
las dé que habla este artículo 1 1 , ora de la mitad de los bienes que 
correspondieron plenamente á sus maridos, ora de la otra mitad reser­
vada á los inmediatos sucesores? 

9. No cabe duda, desde luego, responderemos por nuestra parte •&< 
tales preguntas, en que el artículo no habla de ellas, limitado como 
está á las viudedades legítimamente consignadas. No cabe duda tampoco, 
en nuestra opinión, de que ni el mismo ni toda la ley debian hablar de 
ellas; proponiéndose como se proponen resolver las dificultades que pro­
cedieran de derechos contra el mayorazgo, y no teniendo ninguno .las 
mujeres que no estipulaban y hacian sancionar legítimamente su opción 
á viudedades. Este caso, pues, será un caso de derecho común, que por 
él solo ha de decidirse. Si la viuda de un último poseedor obtuviese de, 
su marido cualquier promesa no vedada por las leyes , los bienes de que . 
él mismo pueda disponer estarán siempre dispuestos para garantizarla, 
según los términos en que se haya hecho: sus herederos estarán obli­
gados á cumplirla. Si la viuda de que hablamos , es madre del inme­
diato sucesor, en quien recaen la mitad de los bienes del antiguo vín­
culo , deber será de este hijo el atenderla según la riqueza y escasez en 
que respectivamente se hallaren. En una palabra, la ley común tiene en 
estos casos todo su imperio, y ella solamente es la que puede y debe 
decidirlos. La ley de des vinculación nada ha establecido, nada ha tenido 
que establecer para tales puntos. 

10. La segunda dificultad, ó mas bien la segunda pregunta que 
puede hacerse, con motivo de la disposioion de este artículo, consiste, 
en qué especie de seguridad ó garantía se ha de entender que prestan á 
esta clase de.pensiones los bienes de las dos mitades que la ley hace 
responsables á las mismas. ¿ Hay hipoteca legal, en una palabra , «k 
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ARTICULO XII. 

« También se debe entender que las disposiciones precedentes no obs­
tan para que en las provincias ó pueblos, en que por fuero particular 
se suceden los cónyujes. uno á otro en el usufructo de las vinculaciones' 
por via de viudedad, lo ejecuten así los que en el dia se hallan casa­
dos , por lo respectivo á los bienes de la vinculación que no hayan sido: 

enagenados cuando muera el cónyuje poseedor ; pasando después al su­
cesor inmediato la mitad íntegra que le corresponde, según queda pre­
venido. » 

1 . Hemos visto ya , en el comentario del artículo 6.°, el respeto y 
consideración que han debido á esta ley los fueros locales, que podían 
encontrarse en contacto con sus disposiciones. Ahora, en el caso en 
que nos hallamos, eran ese respeto y esa atención mas indispensables, 
todavía; porque no se trataba de usos encerrados en algún pequeño 
rincón de nuestro suelo , sino de costumbres conservadas en extensas 
provincias, y enlazadas mas estrechamente con la institución délos ma­
yorazgos. Sábese haberlo sido siempre en Aragón, que el cónyuge viudo-
continuara usufructuando las vinculaciones del que muriera, y que solo 
al fallecimiento de aquel pasasen á los hijos, cuyos fuesen los derechos 
de suceder en su goce. 

2. La ley ha querido respetar las legítimas esperanzas de esa cos­
tumbre, combinándola con sus disposiciones de desvinculacion. Según 
este artículo , el cónyuge superviviente recibirá en usufructo la mitad 
reservada al inmediato, y ademas aquellos bienes de la del poseedor, 
que no hubiere éste enagenado durante su vida. Seguirá así mientras 
durare la de dicho cónyuge ; y terminada, cada categoría de fincas mar­
chará á su peculiar destino : aquella, al sucesor que la esperaba ; ésta, 
í los herederos del poseedor en quien sé extinguió el mayorazgo á vir-

favor de las pensionistas, de tal suerte que aun enagenadas las fincas que 
fueron del vínculo, queden siempre sujetas & ese gravamen ? 

{ { . No puede ser, en nuestro concepto , negativa la respuesta á se­
mejante cuestión. Lo que hemos dicho respecto á otras pensiones en al­
gún artículo precedente, se aplica todavía con mas necesidad á las a c ­
tuales. La ley y la razón no dejan duda en cuanto a la cualidad de estas 
cargas ; y todos los bienes que fueron del vínculo quedarán hipotecados 
á su satisfacción, á no ser que por convenios especiales se consagren á 
ella determinadas fincas, como es sin duda lo mas provechoso* á l o s i n -
tereses de todos los que deben intervenir en este particular. 
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ARTICULO XIII. 

« Los títulos, prerogativas de honor, y cualquiera otras preeminen­
cias de esta clase , que los poseedores actuales de vinculaciones disfrutan 
como anejas ú ellas , subsistirán en el mismo pié , y seguirán el orden 
de sucesión prescrito en las concesiones, escrituras de fundaciones, ú 
otros documentos de su procedencia. Lo propio se entenderá por ahora 
con respecto á los derechos de presentar para piezas eclesiásticas ó para 
otros destinos, hasta que se determine otra cosa. Pero si'los poseedores 
actuales disfrutasen dos ó mas Grandezas de España, ó Títulos de Gas-
tilla, y tuviesen mas de un hijo , podrán distribuir entre estos las expre­
sadas dignidades , reservando la principal para el sucesor inmediato, n 

1 . El punto y objeto principal de esta ley, tal como le habian con­
cebido los legisladores de 1820, estaba terminado con los artículos de 
que hemos hecho mención hasta el presente. Ya se habia dispuesto la 
desamortización de las fincas que componían las vinculaciones, ya se 
habian dado las reglas que deberían seguirse en su disolución y extinción. 
Con mas ó menos acierto estaba concluida la obra capital á que lle­
vaba á nuestras Cortes el espíritu liberal de la época: la razón económica 
habia triunfado enteramente de las antiguas razones políticas, y Lechóse 
completo lugar en nuestra legislación española. 

2. Pero habia algo adherido á los vínculos, que no consistía en bie­
nes materiales, y que sin embargo tenia en realidad valor' é importan­
cia , en una nación como la nuestra. Sin hablar de privilegios y prero­
gativas que no estuviesen conformes con la Constitución y los principios 
de igualdad legal consignados en ella, podían ocurrir .desde luego al 
ánimo varias distinciones de honor concedidas á los poseedores de los 
vínculos, varios derechos personales perpetuados también en estos , y 
qué ni los unos ni los otros eran capaces de división entre sus hijos 
y descendientes. Las Grandezas y Títulos por un lado , los derechos 
de presentación y patronazgo por otro, correspondían sin duda á tales 
clases, y exigían por lo mismo alguna declaración, que completase el, 
cuadro de la reforma proyectada. Las Cortes lo conocieron asi, y decre­
taron el artículo que acabamos de copiar. Por él conservaron la vincu­
lación de los títulos nobiliarios, si bien facultaron á los padres que tu­
viesen mas de un hijo, para que pudieran distribuir entre todos los que 
se hallasen reunidos en sus respectivas casas; y conservaron asimismo 

tud de la ley.—Así, ningún interés quedará eludido, ningún dereclio 
quedará damnificado. 

3. Este artículo no ofrece en nuestro concepto ninguna dificultad. 
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ARTICULO XIV. 

«Nadie podrá en lo sucesivo, aunque sea por via de mejoras, ni por 
otro titulo niprelesto, fundar mayorazgo, fideicomiso, patronato, ca­
pellanía , obra pía, ni vinculación alguna, sobre ninguna clase de bienes 
ó derechos, ni prohibir directa ni indirectamente su enagenacion. Tam­
poco podrá nadie vincular acciones sobre bancos ú otros fondos ex­
tranjeros. » 

1 . Concluida la obra de desvinculacion y las aclaraciones respectivas 
á ese propósito, encontramos en este artículo una confirmación del 
principio y espíritu de la ley, cuando por él se prohibe toda vinculación 
ó amortización nueva. Tal vez no era necesario añadir este comprobante 
á lo que significaba el todo de la ley en cuestión, porque claroestá que 

(1) ¿ Pueden renunciarse los Títulos que se conservan por el artículo qué estamos 
examinando 1—Hé aquí una cuestión que naturalmente á nadie hubiera ocurrido, 
porque á nadie pudo ocurrir que las distinciones de ese género fuesen obligatorias. 
Sin embargo, en el dia es menester decirlo y preverlo, porque contra todas las posi­
bilidades hemos visto osbtáculos á tales renuncias. ¡Qué absurdo ! (Segunda edición). 

Esto» obtáculos han terminado después. Hoy no los tiene nadie para renunciar 
los Títulos de que es poseedor. (Cuarta edición}. 

los derechos de nombramientos y presentaciones bajo las leyes y for­
mas vinculares, si bien daban á entender con la expresión de por ahora 
que se habían de dictar mas adelante algunas medidas definitivas sobré 
este particular. Hé aquí la excepción al principio de la desvinculacion 
general, que indicamos en nuestro comentario al artículo 1.°, como con­
tenida en el que al presente examinamos. 

3 . Nada verdaderamente tenemos que decir sobre .este punto: mien­
tras dure el por ahora, seguirá rigiendo la antigua jurisprudencia; y 
luego que se dicte una nueva disposición, ésta será la que hayamos de 
consultar atentamente. 

4. Por lo que hace á la cuestión de los Títulos, podríamos y debe­
ríamos decir,mucho, si escribiésemos un comentario político en vez de 
estas observaciones forenses y de legislación. En aquel caso nos corres­
pondería examinar los diferentes sistemas que pudieron adoptarse res­
pecto á esas distinciones aristocráticas, compararlos con el principio de 
nuestro gobierno y con la . ley constitucional, y censurar ó aprobar lo 
hecho en aquella esfera de ideas. Pero ya dijimos desde el principio que 
no era este nuestro propósito, resueltos como lo estamos á escribir solo 
de jurisprudencia , y á no mezclar en estos comentarios otras ningunas 
consideraciones. Terminamos aquí por tanto las de este artículo, que 
en nuestra opinión ni ha dado ni puede dar motivo á debates de im­
portancia (1). 



A LAS L E Y E S DE DESVINCULARON. 63 

no se habia dé permitir se fundasen mayorazgos, cuando se acababa 
con los existentes hasta ahora ; pero no puede, sin embargo, criticarse 
un artículo que ofrece mas claridad, y completa el sentido genuino de 
lo que se intenta solo por el hecho de ser un poco redundante. Algo 
mas valdría la ley que examinamos, si no tuviese otro defecto que alguna 
repetición. 

2. Respecto á este artículo 14 , también tenemos que criticarle por 
lo que particularmente es. Juzgamos nosotros que su contexto debia ser 
en un todo correspondiente al i d e la misma ley, y que las propias 
cosas ó instituciones que en aquel se destruyen, eran las que en éste 
debían prohibirse restaurar. Así, el artículo 1.° extingue los mayoraz­
gos •, fideicomisos, patronatos y cualquiera Otra especie de vinculaciones 
civiles; y el presente, en nuestra opinión , debia emplear las mismas pa­
labras , prohibiendo sus sucesivas fundaciones. No debia haber en nin­
guno de los dos expresión que en el otro no se encontrase: no debia 
abrazar ninguno dé ellos amortizaciones de distinta índole, que las que 
comprende el que le sirve de comprobación y complemento. 

3. Parécenos , pues , poco oportuno que se haga mención en el que 
examinamos ahora de capellanías y de obras pías , que no se mencionan 
en el primero. Rómpese de este modo la unidad de la ley, y hay dis­
cordancia , cuando no oposición, entre las distintas partes que la forman. 

4. ¿No habia sido el objeto de ésta acabar con la amortización civil? 
¿No se habia prescindido completamente déla eclesiástica? ¿No se habia 
reservado de seguro esta materia en el ánimo de los legisladores , para 
tratarla en distinta ocasión, en diferente lugar? Pues ¿á qué traerla de 
golpe á estos artículos últimos, cuando en ellos no podia resolverse 
completamente, decidiendo todo lo que hubiera que hacer en tales pun­
tos ?—Se prohibe aqui la institución de capellanías y de otras fundacio­
nes ; pero ¿ no hubiera sido mas natural reservar esto, para la ley en que 
se ordenara lo que se habia de hacer con las existentes? 

5. Por lo demás, y prescindiendo de esta crítica , la explicación del 
presente artículo se halla en la que hemos dado sobre los fundamentales 
de la ley. Lo que en aquellos se extingue, es lo que en éste se prohibe 
instituir. Los fideicomisos de que aquí se habla-, los patronatos que se 
mencionan, son los propios de que nos ocupamos en el artículo i.° La 
inalienacion ó amortización que se prohibe es la perpetua: No se vaya 
á creer que trata esta ley de los fideicomisos comunes, ni de las reservas 
de propiedad que no sean vinculares. No se vaya á creer que está prohibi­
do por este articulo el separar el pleno dominio del usufructo , dejando 
el segundo á favor de una persona, y reservando aquel para otra posterior. 
Todo eso , que nada tenia que ver con los moyorazgos ni con su juris­
prudencia, subsiste como habia existido antes. La vinculación y el gra­
vamen de no enagenar que se prohiben , son la vinculación y el grava­
men perpetuos. 
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ARTICULO XV. 

«Las iglesias , monasterios, conventos , y cualesquiera comunidades* 
eclesiásticas, asi seculares como regulares, los hospitales, hospicios, ca­
sas de misericordia y enseñanza , las cofradías, hermandades, enco­
miendas y cualesquiera otros establecimientos permanentes, sean ecle­
siásticos ó laicales, conocidos-con el nombre de manos muertas , no pue­
dan desde ahora en adelante adquirir bienes algunos , raices ó inmuebles 
en provincia alguna de la monarquía', ni por testamento, ni por do­
nación , compra, permuta, decomiso en los censos enfitéuticos, adjudi­
cación en prenda pretoria, ó en pago de réditos vencidos, ni por otro tí­
tulo alguno , sea lucrativo ú oneroso.» 

ARTICULO XVI. 

«Tampoco puedan en adelante las manos muertas imponer ni adqui­
rir titulo alguno , capitales de censos de cualquiera clase impuestos sobre-
bienes raices; ni impongan ni adquieran tributos ni otra especie de gra­
vamen sobre los mismos bienes , ya consista en la prestación de alguna 
cantidad de dinero ó de cierta parte de frutos, ó de algún servicio á fa­
vor de la mano muerta , y ya en otras responsiones anuales.» 

1. Lo que hemos dicho de algunas palabras del artículo anterior, es 
completamente aplicable, en su totalidad , á los dos que acabamos de 
transcribir. Ellos hablan absolutamente de la amortización eclesiástica y 
corporativa, que ni habia sido el objeto de esta ley, ni tampoco el de-
nuestro comentario. 

2. Una gran parte de su interés ha desaparecido aún con los acon­
tecimientos posteriores. Los conventos de religiosos están suprimidos en­
teramente , y privados de sus bienes ya los de religiosas, ya el mismo 
clero secular (1). En todas las intituciones, por último , de que hablan 
estos artículos, han ocurrido cambios y trastornos muy esenciales. 

3. Inútil seria, pues, además de estar fuera de nuestro propósito, 
el detenernos á hablar sobre esta especie de amortización. Diremos úni­
camente para salvar y hacer conocer nuestras opiniones, que de ningún 
modo nos parecen acertados algunos de los preceptos que acaban de 
copiarse. No vemos el mal, que cierta clase de bienes pueden producir 
por mas que se amorticen ; y no vemos tampoco con qué derecho ni 
con qué conveniencia se quiere despojar del carácter de propietarias á 

(1) Recordemos que esto se publicaba en 1842. 
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EPILOGO. 

1. Hemos concluido el comentario de la primera ley, de la ley fun­
damental sobre desvinculacion. Hemos manifestado sus defectos y sus 
imperfecciones , el error con que procede en algunos puntos , la impre­
visión que largamente demuestra en algunos otros. Hemos puesto el 
mayor empeño en comprender su verdadero espíritu, y en darla la in­
teligencia mas genuina , mas natural. 

2. Esta ley era inspirada, en su principio, por una reacción, contra el 
abuso dé las vinculaciones; en sus medios, por un predominio de la teoría 
sobre los hechos prácticos, que se presentaban y habian de presentarse 
á todas horas. Hállase mucha ligereza en sus disposiciones. bajo el pri­
mer aspecto, y bajo este segundo no menos faltas de aplomo, y previsión. 

3.. Cuando se echa mas de ver el poco conocimiento jurídico que 
presidió á la formación de la ley, es cuando se examinan las discusiones 
del Congreso para aprobarla. Al contrario que casi todas las de este 
género, ganó mucho la actual con el debate público de las Cortes. Com­
parada tal como existe con lo que la comisión habia presentado, se des­
cubre sin duda un verdadero y efectivo progreso. Honra esto á la ver­
dad á las mismas Cortes , pero es la mayor crítica de la concepción y 
primera formación de. la ley. 

4. M son menos censura de ella los dos decretos y la nueva ley, que 
para su rectificación y aclaración tuvieron que dictar las Cortes á los 
pocos meses de publicada. Probóse así que la práctica, aun de muy 
escasos dias, manifestaba' ya evidentemente la imperfección de lo de­
cretado. Triste necesidad para.los legisladores, que apenas arrojada su 
obra tenían que poner de nuevo la mano en ella; pero mas triste sucese 
para él pais, cuyos intereses habian sido ordenados con tal precipitación 
y tal desgracia. 

V • 'v.'.;> 

ciertas instituciones legítimas, que no serán nunca nada si carecen de 
propiedad. 

9 
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II. 

SSeerct» d e l a s C o r t e s tie 85 ele tn¡sayo «Se 0 8 9 1 . 

El capitán de navio retirado , don Andrés Fernandez de Viedma, ve­
cino de Jaén, ocurrió a las Cortes pidiendo permiso para disponer del 
total délas vinculaciones que posee, mediante á no tener sucesor conoci­
do dentro del cuarto ni quinto grado ; y en atención á que- si llegase á 
verificarse su fallecimiento antes de averiguar quién hubiese de serió en 
cada una de dichas vinculaciones, resultarían tantos pleitos cuanto es 
el número de estas: y en vista de dicha exposición, se han servido conce­
der al citado don Andrés Fernandez Viedma el ¡permiso que solicita, 
con la calidad de suplir la dificultad que presenta la prueba negativa de 
no tener sucesores legítimos, por medio de una información de testigos, 
que aseguren quedar por muerte de dicho Viedma reducidos sus bienes 
á la clase de mostrencos ; fijándose edictos por el término de dos años, 
de ocho en ocho meses , tanto en el pueblo de dicho poseedor, como en los 
lugares donde se hallen sitos los bienes amayorazgados, y en la capital 
del reino, con el fin de que se publiquen en la Gaceta ministerial, y 
otros papeles públicos, que el juez de primera instancia ante quien deba 
seguirse esta causa gradúe por convenientes, y citándose y emplazán­
dose á los que se juzguen con derecho á suceder, para que comparezcan 
por si ó por sus apoderados dentro del citado término, con apercibimiento 
de que, pasado este, se procederá á la declaración de ser libres los re­
feridos bienes, y que el actual poseedor podrá disponer de ellos como 
mejor fuere su voluntad, según se ha practicado y practica en las cau­
sas de mostrencos , vacantes y abintestatos. Cuya resolución quieren las 
Cortes sea general para todos los poseedores de vinculaciones , que se ha­
llen en iguales circunstancias. 

i. 

i. Apenas habían transcurrido cinco meses desde la promulgación 
de la ley de H de octubre, en cuyo examen nos hemos ocupado hasta 
«hora, y hé aqui que se veian las mismas Cortes que la formaron , ya 
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que no precisadas , al menos impelidas por motivos poderosos, &• dictar 
esta aclaración, ó por mejor decir esta adición, á un punto de gravedad 
é importancia olvidado en su contexto. Los artículos respectivos en ella 
á la distribución de los bienes , que fueran vinculados, entre los po­
seedores y los que hs habian de suceder, suponían constantemente la 
existencia, cuando no el conocimiento , de estas últimas personas. Todo 
lo que habia ocurrido á la ley de mas avanzado acerca de su falta, era 
que podian ser desconocidas ó dudosas en el acto de la división. La 
concurrencia del síndico, en lugar de tales inmediatos ignorados, cons­
tituía el remedio que escojitara en esa posibilidad, y que habia con­
signado en los términos que hemos visto al recorrer el artículo 3.° de 
la misma. Pero no .habia llegado su previsión hasta el caso, que bien 
podia ofrecerse, de que no solo fuese desconocido el inmediato, sino 
que se supiese con certeza que semejante inmediato no existia de nin­
gún modo. Fué necesario que se presentase, una persona diciendo ser el 
último individuo de las líneas llamadas, sin que después de su falleci­
miento hubiese otra alguna con derecho á la antigua vinculación, para 
que. se reflexionara la posibilidad de este caso , y se advirtiera que no se 
habia dictado disposición alguna directa y explícita para resolverlo. 

2. Y decimos disposición directa y explícitaporque indirectamente 
y por semejanza bien podia serle aplicado el sistema del artículo 4." á -
que hemos hecho alusión. No hubiera sido desatinado creer que, pues 
en los casos de no conocerse el sucesor, estaba dispuesto por la ley 
que se dividiera el caudal con intervención del síndico , y el poseedor 
no pudiese disponer sino de la mitad de los bienes ; eso mismo debería 
verificarse cuando se pensara que de hecho no existia ningún inme­
diato , y que los del vínculo en cuestión estaban destinados á caer en 
la categoría de mostrencos. La carencia del sucesor no se diferencia por 
lo común, ni pasa mas allá de una incertidumbre; pues seria raro y 
singular que se supiera indudablemente, y sin que pudiese haber en 
ello equivocación alguna, que un poseedor de mayorazgo constituía en 
efecto.la última persona llamada á su goce.,Aun no siendo así, aun en 
los pocos casos en que podia haber esta última convicción , el Estado 
era verdaderamente heredero de los bienes que quedasen vacantes, con 
arreglo á la legislación que sin dificultad ni obstáculo dominaba. La 
concurrencia, pues, del síndico, la división, ia disposición de solo la 
mitad, eran por consiguiente, cuando no preceptos incuestionables y 
palmarios, de la ley de i i de octubre para los casos en que no hubiese 
sucesor, por lo menos ilaciones legítimas , que, según los principios 
del derecho común, hubieran podido deducir los tribunales, siempre 
que se les hubiese sometido uno de tales casos. 

; 3. Pero las Cortes no pensaban así, y cabalmente por eso es extraño 
y censurable -que no i hubiesen explicado su pensamiento desde la pri­
mer Ocasión oportuna. Cuando se -opina con arreglo á las deducciones. 
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de principios generales, no es forzoso descender á cada cuestión par-' 
ticular; cuando en alguna dé' ellas se separa nuestra opinión de lo que 
constituye la ley común, entonces es indispensable que la expliquemos 
detenidamente. Nadie hubiera tenido derecho de extrañar que las Cortes 
de i 820 no hubiesen previsto el caso de Viedma , si hubiesen juzgado 
qué se habia de resolver por el artículo 4.° de la ley de ti de octubre: 
extráñase , sí, que no lo mencionasen, y nótase su imprevisión, porque 
en el momento que les fué presentado , se apartaron de lo que habian 
dispuesto hasta aquel punto , y dieron nuevas reglas para su resolución 
y la de los que le fuesen semejantes.—Esto es, como acabamos de indi-
Car, lo primero que ocurre al leer el decreto, y lo que, debemos de­
cirlo , no forma el comentario mas satisfactorio de su espíritu y su tenor. 

i. Sigúese al pensamiento que queda manifestado , otro que tampoco 
le es muy favorable : el que arroja de sí la redacción del mismo decreto. 
Al considerarla como ella es, parece ya excelente, correcta é intacha­
ble la de los artículos mas descuidados de la ley anterior. La de esta 
orden es la mas defectuosa que ha salido, en muchos años acá, de las 
Cortes de España; no se diría si no que es obra de un escribano de 
lugar, olvidado completamente de la legislación ya decretada y obser­
vada. Las palabras que se usan son las mas impropias de que podia 
usarse en semejantes casos, y las ilaciones y los preceptos están aveces 
mas bien para adivinarlos que para cumplirlos. 

í>. No queremos criticar sin pruebas , y vamos á ofrecer unas cuan­
tas tomadas á la ventura. 

6 : ce... Ocurrió á las Cortes, pidiendo permiso para disponer del 
total délas vinculaciones que posee.....»—Esta es una inexactitud, im­
perdonable en las propias Cortes que habian suprimido las vinculaciones:' 
modismo vulgar que pudo usarse en Jaén, en una conversación, que no 
debió consignarse en un escrito, pero que ds absurdo en un decreto 
del 1S de mayo de 1821. Ya no se poseian vinculaciones en aquella fe­
cha , sino bienes que habian sido vinculados; y la ley de i i de octubre 
había cuidado con mucho esmero de ser exacta en las expresiones y los 
casos semejantes. 

7. '« Mediante á no tener sucesor conocido dentro del cuarto ni 
quinto grado » Dentro de los grados se tienen parientes, que podrán. 
ser herederos cuando se muere sin testar. Los sucesores no traen su 
causa de este parentesco: tráenla , ó traíanla por mejor decir, de la fun­
dación ; y podian ser muy ciertos, muy reales , muy conocidos, sin ha­
llarse en aquel término, inconexo con la naturaleza de los vínculos. 

8. . . . . . .No tener sucesores legítimos, por medio de una información 
de testigos que aseguren quedar reducidos, sus bienes á la clase de 
mostrencos » Aquí hay confusión de dos cosas diferentes, si bien se 
adivina lo que se quiso decir. Un vinculista podia tener sucesores para 
sus mayorazgos, y sin embargo quedar sus bienes en la clase de mos-
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trencos; porque los sucesores en aquellos podían no ser parientes que 
tuviesen el derecho de heredarlo. Así, lo importante en nuestro :caso, 
no consistía en la falta de parentesco , sino en la falta de sucesión; y el 
decreto que lo confunde demostraba una inexactitud de expresiones, que 
solo pudo nacer de otra igual confusión en las ideas. 

9. « Fijándose edictos por el término de dos a ñ o s — y en la ca­
pital del reino, con el fin de que se publiquen en la Gaceta ministerial,....» 
No parece al leer este «cora el fin» sino que todos los anuncios que se 
fijan, son por el mismo hecho insertados en los periódicos! Y si no es 
así, fuerza es confesar que la relación entre estos sucesos está expresada 
de un modo tan absurdo como extraño. 
• 10. « Se procederá i la declaración de. ser libres los referidos 

bienes.. . . . . Pues ¿qué eran por ventura antes de hacerla? ¿Eranacaso 
vinculados después de la ley de 11 de octubre? Y si lo que quiere de­
cirse es solo que serán enagenables, ¿ conviene á un acto: del poder 
legislativo el confundir cosas tan distintas, como la desvinculácion de la 
propiedad y el pleno dominio de los que son sus poseedores? 

11. « Y que el actual poseedor podrá disponer de ellos como 
mejor fuere su voluntad, según se ha practicado y practica en las cau­
sas de mostrencos , vacantes y abintestatos. » ¿Qué es lo. que. se ha 
.practicado en estas causas? ¿A qué hace relación esta cita? ¿Es por 
por ventura, como parece gramaticalmente, á que el actual poseedor 
pueda disponer de los bienes de que goza? Mas esto es un absurdo, 
pues cabalmente los bienes mostrencos son aquellos que no tienen po­
seedores. ¿Hace referencia á la fijación y publicación de los edictos? 
Aun.así, prescindiendo del disparate gramatical, carece completamente 
de exactitud, pues no es el término de dos años por el que las fincas 
mostrencas se pregonan. 

i% Y por otra parte, ¿qué necesidad habia de un ejemplo ó seme­
janza para disponer lo que se tuviera por oportuno? ¿Desde cuándo ne­
cesitan las leyes de confirmar sus preceptos con esas citas , no ya délo 
dispuesto por otras, sino de prácticas mas ó menos arregladas, mas ó 
menos abusivas ,-mas ó menos semejantes á lo que se quiere mandar? 
Sea clara y explícita la disposición, diga en verdad lo que quiere de­
cirse , y deje á un lado tan pobres y aun tan inexactas reminiscencias, 
que solo pueden servir para duda y confusión. 

13. Vése, pues, por estas ligeras indicaciones, que pudiéramos es­
tender considerablemente, si era justa nuestra censura acerca de las in­
correcciones y defectos de redacción en el decreto que vamos examinan­
do. Al considerar tales faltas, al contemplar su estilo todo , que parece 
mas bien de una diligencia curial que de un acto legislativo, se ad­
quiere un nuevo conocimiento de lo perjudicial que era á la causa pú­
blica el que se ocupasen las Cortes en esas resoluciones de casos espé­
j a l e s , en vez de dictar leyes completas y merecedoras de este nombre. 
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Hacíase aquello con una indiferencia y un descuido ,, que no podian me­
nos de producir obras semejantes á la actual. Los mismos que habían 
examinado con detención la ley de 11,de octubre, y que, si.no la h i ­
cieron* mas perfecta , fué porque no alcanzaban á mas, esos mismos 
escucharían leer, sin enterarse de sus consecuencias, el dictamen de 
que hablamos, como decisión de un caso único, y dejarían que pasase 
lo que se extendió con tan poco acierto, como hemos tenido ocasión de 
notar en los números anteriores. 

II. 

14. Pero dejemos ya las censuras sobre la forma de este decreto ; y 
ocupándonos de lo que preceptúa, procuremos investigar su inteligen­
cia y su alcance. 

15. Ante todas cosas, se puede dudar si contiene una derogación de 
la parte del artículo -3,.° de la ley de 11 de octubre , que habla de Ios-
casos en que son desconocidos los sucesores inmediatos. También la 
petición de D. Andrés Fernandez Yiedma usaba de esta misma palabra, 
diciendo que no tenia sucesor conocido dentro del cuarto, ni quinto 
grado. Pudo ocurrir, pues, á alguno, que en vez de la división con 
audiencia del síndico, que se dispuso en el artículo 3.°, lo que debia 
hacerse después de está orden , era solo, el llamamiento por edictos du-

. rante dos años, y en el caso de no parecer legítimo sucesor,.la decla­
ración oportuna del libre y omnímodo dominio en favor del que disfru­
tase las lincas antes amayorazgadas. No extrañaríamos nosotros que se 
hubiese tomado la llamada aclaración por una reforma completa, pues 
estas son las resultas de valerse sin la debida precaución de palabras 
equívocas, y de emplear unas propias en casos que son desemejantes.— 
Nuestra opinión siempre hubiera sido otra , y trataremos de exponerla 
en breves razones. 

• 16. Desde luego, en todos los casos en que sea desconocido el in­
mediato sucesor á unos bienes que fueron de vínculo, el poseedor ac-

: tual de ellos tiene facultad para hacer la división con audiencia del sín­
dico , y disponer en seguida de su mitad. El artículo 3.° antes citado 
!e concede este derecho inconcuso, de que no puede privarle el decreto 
de 15 de mayo, pues que se ha expedido para favorecerle, para am­
pliar «n ciertos casos sus facultades, pero no para restringirlas y dis­
minuirlas en ninguno. Su derecho, pues, en ese particular no tuvo 

-límite ni reforma : él pudo , lo mismo que podia , mas lo que se le ha 
coneedido de nuevo, y que vamos á-examinar en este instante: él piído 
de seguro disponer de la primera mitad , sin perjuicio de que pudiera ó 
no disponer de la segunda. 

17. Para- esto hay que atender á la clase de desconocimiento en que 
se halle el sucesor. Puede ser este ignorado ó desconocido por -varios 

http://si.no
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motivos; y según ellos sean, así procederán ó no las facultades de que 
habla el decreto de 55 de mayo. 

48 . . El sucesor puede ser desconocido, porque de hecho no exista; 
sabiéndose que no vive ninguna persona llamada, ningún representante 
de las líneas á que se concedió derecho para poseer el mayorazgo. 

19. : El sucesor puede ser desconocido, porque no se sepa si existe 
alguna de tales personas , representante de las líneas de que acabamos 
de hacer mención. 

20. El sucesor puede ser desconocido , porque se ignore á quién 
corresponderá el derecho entre los diversos individuos que pueden ale­
garlo , para obtener la vinculación de que se trata, ó los bienes que de 
su abolición hubieren resultado. 

21. En el postrero de estos tres casos, es evidente que el decreto 
de 15 demayo no ha introducido variación alguna á lo dispuesto en la 
ley de 11 de octubre. El poseedor podrá dividir los bienes con audien­
cia del síndico , y disponer de la mitad que, se le señale: la otra mitad 
quedará reservada para quien tenga mejor derecho, entre los qué goza­
ran alguno al mayorazgo de'que aquellos procedían.. 

22. El caso genuino y natural del mismo decreto ó aclaración, es 
por el contrario el primero de los que acaban de referirse. Entonces és 
cuando puede hacerse la prueba testifical negativa de que habla su te ­
nor, y cuando transcurrido él plazo de los dos años: que debe'confir-
marlá, recaerá con mayor conveniencia la declaración de dominio ab­
soluto que concede aquel á los poseedores. Tenianó podian tener de­
clarado'^ de Ja mitad, por los artículos 2.° y 3 . "de la ley de 11 de 
octubre,.y en virtud de los trámites que demarcan ; y ahora obtendrán 
por su aclaración el de la mitad restante, y se encontrarán dueños om­
nímodos del todo, para disponer de ello en vida ó muerte, según 
plegué á sus deseos. Lo que aquella ley principió, este decreto lo habrá 
consumado para las personas de quienes: se. trata. 

23. Mas difícil de decir es sí también alcanzará este beneficio á los 
que se hallen en el caso segundo', á los poseedores que no conozcan á 
sus inmediatos, ni sepan si existenpero que no puedan asegurar que 
carecen indudablemente de ellos. Parece por un lado que -.ésta; esda 
misma situación en' que de hechose hallaba Fernandez Viednia, pues 
aseguraba tan solo que no los: tenia en cuarto ni en quinto grado, y 
anadia que después de su muerte podrían suscitarse tantos pleitos Como 
eran las vinculaciones: y de aquí se puede inferir que la disposición 
del decreto comprende á los que se hallen en esa ignorancia. Mas pa­
rece también , por otro, que hay palabras en éste que indican ser in­
dispensable mayor seguridad, como lo son, por ejemplo, Jas que 
exigen una formal prueba negativa de no haber legítimos sucesores: y 
•en este caso la ilación que se debe deducir,, es absolutamente la con­
traria , no extendiendo á la segunda suposición las ventajas del decreto. 
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24. Como quiera que sea, esta dificultad desaparecerá constantemente 
en la práctica y realidad de los negocios. El poseedor que no Conozca 
á sus 'inmediatos dirá siempre que carece de ellos, y no le faltarán 
testigos para hacer una prueba negativa. Aun en muchos casos, la in­
tentarán y la harán los mismos que conozcan y estén seguros de sus 
sucesores, con arreglo á las escrituras de fundación. No se verá jamás 
que vengan diciendo que los ignoran , cuando esto puede producirles 
dificultades que se evitan con anunciar que no ios tienen. 

2b. Ese es verdaderamente un peligro de la autorización ó facultad 
concedida por el decreto. Abre él la puerta sin ninguna duda á amaños 
y á fraudes en perjuicio de verdaderos interesarlos, que se pueden ver 
fácilmente despojados de su propiedad por la malicia de sus anteceso­
res. Atendiendo la ley á que no quedasen bienes mostrencos, y dispen­
sando para este fin un mayor beneficio á los últimos poseedores de 
mayorazgos, ha descuidado esa otra razón, que no parece en verdad de 
tan poca importancia..Sábese cómo se practican tales justificaciones, y 
no es difícil concebir cómo puede ser mas ó menos completamente elu­
dida esa publicidad, que se ordena por medio de edictos y de periódicos. 

26. Deber es por tanto de los jueces que intervinieren en semejantes 
diligencias el suplir cuanto les sea dado á la insuficiencia de los medios 
legales, reforzando su sistema de publicidad con todo lo que puede 
presumirse que entró y estuvo en su espíritu. No bastará, pues, con 
un conciso y reducido anuncio , llamando á los que se crean con dere­
cho para suceder en los bienes antes vinculados que disfruta tal poseedor: 
deberá expresarse completamente la procedencia y origen de los víncu­
los, sus fundadores, y las cabezas por lo menos de todas las líneas 
llamadas. No bastará con arrojar en un oscuro rincón de la Gaceta y de 
un tal desconocido diario, y por una vez sola cada ocho meses, el 
anuncio que la ley ha prevenido: además de la extensión y especifica­
ción de que hemos hecho mérito, será forzoso insertarle algunos dias 
de seguido, y en los periódicos de mas voga y mas lectura de las di­
versas opiniones. El juez-, en una. palabra , debe considerar cuántas 
obligaciones pesan sobre él por la facultad discrecional que se le c o ­
mete ; y como tutor y defensor de todos los intereses legítimos, está 
precisado á hacer cuanto se halle á sus alcances, para advertirlos y ga­
rantizarlos. S.olo así cumplirá los altos y terribles deberes que le abru­
man : solo así disminuirá los peligros de una disposición que se presta 
admirablemente á los abusos, no ya con que prevarique de obra, sin» 
solo con que sea abandonado y perezoso. 

III. •' • . 

27. Una eosa puede suceder de resultas de las actuaciones preveni­
das en este decreto: que se presenten algunos individuos reclamando 



A L A S L E Y E S B E DESVINCULACjtOIC. 73 

10 

su cualidad de inmediación, y" que se susciten disputas, bien entre 
ellos propios, bien entre ellos y el poseedor actual, sobre la calificación 
de los derechos que alegaren. De más está decir que estos serán pleitos 
comunes, que habrán de decidirse por las leyes antiguas y las respec­
tivas fundaciones; y también está de más el hacer presente que mientras 
se litiga sobre este punto, el poseedor solo está autorizado para ena-
genar la mitad de bienes que no es dudosa, debiendo reservar la res­
tante hasta la decisión del litigio que siguiere con el que se llama su 
sucesor. 



1k COMENTARIO 

E í e c r e t © t5e l a s © « r í e s «Ee 35 «Se B M S i y » tltt JS3fl. 

Habiendo acudido á ¡as Cortes el duque de San Lorenzo en solicitud 
de que, en atención á lo prolija y costosa que le seria la tasación y divi­
sión de tocios sus bienes vinculados, para separar la mitad vendible* 
con intervención del inmediato sucesor , conforme al articulo 3 . ° de la 
ley de 1 I de octubre del culo próximo pasado, se le autorice por medio 
de una declaración general, ó de una dispensa particular, para vender 
algunas fincas, conocidamente inferiores en su valor al de la mitad 
disponible ; hs Corles se han servido declarar : que el duque de San 
Lorenzo , conforme al espíritu de la ley de 1 i de octubre citada, está 
habilitado para enagenar una parte de sus mayorazgos , que sea noto­
riamente inferior ú la mitad del valor de ellos , haciéndose designación 
de las fincas y la tasación de las que se proponga vender, con interven­
ción del sucesor inmediato, para que á su tiempo pueda lo vendido im­
putarse en la mitad que queda disponible al poseedor. 

í. Nada d i r e m o s s o b r e e s t a d i s p o s i c i ó n p a r t i c u l a r , q u e , r e s o l v i e n d o 
la d u d a p r o p u e s t a para el c a s o d e u n a so l i c i tud , ampl ió lo d i s p u e s t o 
en la ley de M d e o c t u b r e , a c e r c a de las e n a g e n a c i o n r s de b i e n e s a n t e s 
v i n c u l a d o s , f a c i l i t á n d o l a s e x t r a o r d i n a r i a m e n t e . L a ley q u e v a m o s á e x a ­
m i n a r en s e g u i d a , c o n s a g r a de u n m o d o g e n e r a l e s l a m i s m a d i s p o s i ­
c i ó n , y n o s o t r o s r e s e r v a m o s p a r a su c o m e n t a r i o lo q u e p u d i é r a m o s d e c i r 
e n el d e os le d e c r e t o . I n d i c a r e m o s s o l o q u e n o n o s p a r e c e tan i n c o n ­
t r o v e r t i b l e el a s e r t o do q u e e s t a s v e n t a s , q u e se a u t o r i z a n s in q u e 
p r e c e d a l a t a s a c i ó n , s e a n c o n f o r m e s al e s p í r i t u d e la l e y d e 11 do o c ­
t u b r e . R e c u é r d e s e n u e s t r o c o m e n l a r i o á su a r t í c u l o 3 . ° , y se a d v e r t i r á 
q u e no t a n t o se h a e x p l i c a d o c o m o se ba r e f o r m a d o lo q u e e x p l í c i t a ­
m e n t e en él s e d i s p o n í a . S i e s t e ú l t i m o e r a v e r d a d e r a m e n t e e l e s p í r i t u 
q u e p r e s i d i ó á su r e d a c c i ó n , f u e r z a s e r á c o n v e n i r en q u e no e s t u v i e r o n 
f e l i c e s ni a c e r t a d o s en el la s u s a u t o r e s . 
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Ley de S8 «le junto «le ISsSt. 

ARTICULO I. 

«El poseedor actual de bienes que estuvieron vinculados, podrá 
enatjenar los que equivalgan á la mitad ó menos de su valor , sin previa 
tasación de todos LÜOS , obteniendo el consentimiento del siguiente llamado-
en orden. Prestado el consentimiento por el inmediato, no tendrá acción 
alguna cualquiera otro que pueda suceder legalmente, fiara reclamar lo 
hecho y ejecutado por virtud del convenio de su predecesor.» 

I. 

1. La primera parle de este artículo comprende en abstracto y ge­
neral la misma disposición que para un solo caso había incluido el de­
creto precedente. Como él , modifica la del artículo 3." de la ley de 11 
de octubre: como él, extiende y amplía las facultades de los poseedo­
res , eximiéndolos de la necesidad de tasación y división en lotes igua^ 
les , siempre que los inmediatos convengan en que la finca ó fincas que 
tratan de venderse caben en la mitad, cuyo pleno dominio corresponde 
desde luego al -ex-vinculisla. 

2. Semejante modificación,-—porque para nosotros no cabe duda en° 
que lo fué , y lo justifica completamente el hecho de haberse necesitado 
para ella una ley formal ;—semejante modificación , decimos , no con­
tradecía en nada por una parte á los principios del derecho común, 
mientras que por otra facilitaba la circulación de los bienes , y evitaba á 
sus poseedores gastos innecesarios. Establecida la división formal para 
que quedasen la mitad de aquellos íntegros y seguros en favor de los 
inmediatos sucesores, no podia haber necesidad absoluta de que se lle­
vase á efecto, toda la vez que se convenia en que las fincas, cuya.enage-
nacion se solicitaba , eran inferiores á dicha mitad. El resultado natural 
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de tales'convenios y consentimientos, consistía y se cifra en evitar di­
laciones perjudiciales á los que necesiten vender, y en no gravar con 
desembolsos siempre cuantiosos, y ¡í veces muy considerables., á los 
poseedores apurados, que buscasen en aquel recurso un arbitrio para su 
situación. 

3. La práctica de algunos meses bastaba de seguro para indicar estas 
innovaciones, ya que no ocurrió su contexto al formarse la primera ley. 
Habíanse lanzado á vender un inmenso número de vinculistas, aprove­
chando el beneficio que se les dispensara ; y natural fué que semejante 
hecho descubriese la dilación y el costo que traían consigo las formali­
dades de aquella. El recurso que se adoptó debia remediar tales incon­
venientes , y los remedió sin ninguna duda. Los inmediatos, cuyo in­
terés se atendía lo bastante con exigir su consentimiento, no se opu­
sieron por lo común á ventas que no podían evitar; y los poseedores 
disfrutaron de un nuevo beneficio , ora de tiempo , ora de intereses, 
sobre los que les habia dispensado la legislación de octubre. 

4. Otra consecuencia de esta primera parte del actual artículo 1.° es 
la de dirimir de todo punto una cuestión que habíamos examinado al 
analizar el 3.° de la precedente. Ocurrió allí, tratándose de la división 
de las dos mitades , la duda de si correspondería solo al poseedor el 
señalar para sí las fincas que tuviese por oportuno ,'ó si podría dispu­
tarle este derecho el sucesor inmediato. Nosotros nos decidimos por la 
primera de estas opiniones, y la fundamos en los argumentos que nos 
parecieron de mas valor, aun sin considerar lo que preceptúa este artí­
culo ; mas al considerarlo ahora, encontramos nuestro juicio apoyado 
terminantemente en su contexto, asi como en el de los dos que le si­
guen. Si el poseedor puede enagenar cualquier finca , sin otra condición 
que la de que quepa en su mitad, claro es que puede elegirla para esta 
mitad, sin otra que la de que pueda ser contenida en ella. Así, apa­
rece mas claro que nunca, que el derecho de los inmediatos sucesores 
no es á bienes determinados, sino á una suma de valor equivalente á la 
mitad de los que fueron vínculo. Reservándoles esa suma, cumple con 
todos sus deberes el poseedor: la elección es de éste para escoger los 
que le acomoden , cumpliéndose también aqui la regla de derecho , que 
la concede por regla general á los tenedores de las cosas cuyo valor ó 
importe es debido. 

11. 

a. Generalmente y en la universalidad de los casos, confesamos nos­
otros que aparecerá justa la regla establecida en la segunda parte del 
artículo. Puesto que el inmediato, en quien estaba el derecho, con-^ 
sintió en la enagenacion que el ex-vinculista quería llevar á efecto, esa 
enagenacion se hizo válida y legalmente, y ninguna otra persona que 
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venga á ser inmediato en lugar de aquel, podrá reclamar contra ella ni 
invalidarla. Así como será subsistente la división que se hizo con su 
concurso, asi lo será la enagenacion practicada con su consentimiento. 

6. Sin embargo , no es tan universal, no es tan absoluta una ni otra 
regla, que no puedan encontrarse ó señalarse casos, en que ni la divi­
sión ni la enagenacion subsistirán , en que así la una como la otra po­
drán ser rectificadas ó anuladas. La ley supone siempre la buena fé 
para semejantes actos, y no puede cubrir con su patrocinio el dolo ó 
fraude, que es posible cometerse en ellos. Si ha habido ese fraude y ese 
dolo, no entendemos nosotros que puede haber dificultad ni en pedir 
ni en disponer la rescisión de lo practicado. 

7. Pondremos un ejemplo para hacer ver el caso que nos preocupa. 
Supongamos que un poseedor quería enagenar cierta finca, excedente á 
todas luces de la mitad del valor de sus bienes, y no pudiendo hacer 
para ello la división, porque resultaría la imposibilidad legal de su pro­
pósito , arbitra ganar el consentimiento del que era tenido por inmediato 
suyo. Este, pues, no por error, no por ignorancia, sino vencido por 
una'causa ignoble y vergonzosa, consiente en la enagenacion propuesta, 
confesando que la finca no llega á la mitad de los bienes antes vincu­
lados. Si por ventura fallece el tal inmediato después, si por cualquiera 
causa ocupa otro su lugar , ¿ puede decirse que no tendrá derecho para 
impugnar lo que su antecesor consintió , y deberá quedar perjudicado 
por su obra, como si hubiese sido legítima é inculpable ? ¿ Se sostendrá 
la enagenacion practicada, á pesar de haberse descubierto el fraude que 
la causó, y cuando ella irroga un evidente perjuicio al que se encuen­
tra por la ley inmediato á la sucesión del antiguo vínculo de que se 
trata ? 

8. Tal no ha podido ser el espíritu, tal no puede ser la inteligencia 
del artículo en que nos ocupamos. El ha supuesto al sucesor á quien se 
pide permiso para vender , defensor y custodio de los derechos respeta­
dos y reservados por la ley. El ha supuesto que habrá acudido de buena 
fe á prudenciales evaluaciones, para cerciorarse de que la finca en cues­
tión no excede del importe ó el valor vendible. El no ha podido supo­
ner un acto doloso , que no es probable en las ocurrencias ordinarias 
de la vida , para abrigarlo con su sanción, y sostenerlo, aun á pesar de 
los perjuicios que irroga. Ese fraude, esa mala fé , no pueden haber 
sido objeto de su protección. El derecho común quedará siempre vi­
gente acerca de ellos; y el nuevo inmediato , cuyo interés no puede 
ser indiferente á los ojos de la justicia , podrá reclamar de los tribunales 
lo que ni esta ley ni ninguna puede negarle sin escándalo. 
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ARTICULO II. 

« Si el inmediato fuere desconocido, ó se hallare bajo la patria po­
testad del poseedor actual, deberá prestar el consentimiento el sindico 
procurador del lugar donde resida el poseedor, con arreglo al articulo 3 ." 
del decreto de 27 de setiembre (ley de 11 de octubre), cuyo consenti­
miento prestarán igualmente por sus pupilos y menores los tutores y 
curadores ; quienes para el valor de este acto y salvar su responsabilidad-, 
cumplirán con las formalidudes prescritas por las leyes generales del 
reino, cuando se trata de un negocio de huérfanos y menores.» 

I. 

1. Volvemos á encontrar aquí el sucesor desconocido , de que nos 
hemos ocupado detenidamente en el comentario al decreto de 15 de­
mayo. La presente ley, dirigida á facilitar la enagenacion de las prime­
ras mitades , de las correspondientes á los poseedores, no debia olvidar 
este caso, en el que se comprenden para ella todos los que distingui­
mos en la citada ocasión. Sea solo dudoso, sea incierto, no haya en 
fin sucesor á los bienes ex-vinculados de que se trata, todo ello es 
igual, cuando se ocupan solo sus poseedores de enagenar esa parte que 
en pleno dominio les pertenece. El síndico del pueblo de que son veci­
nos , es el representante de la persona desconocida, cuyo es el interés 
de que no se traspasen los límites de lo facultado para enagenacion. Lo 
es igualmente cuando el inmediato se halla bajo la potestad del posee­
dor mismo ; y en uno y otro caso la ley le autoriza para que preste el 
consentimiento, que en los casos comunes se demanda al propio sucesor. 

2. Una sola circunstancia añade especialmente el artículo, relativa 
á cuando estos sucesores sean menores de edad. Los tutores ó curado­
res que los representen, y que, coíno no podia dudarse , son los que 
han de prestar su consentimiento, deberán hacerle proceder de las,for­
malidades prescritas en las leyes del reino para los casos en que se trata 
de negocios de huérfanos ó menores. Esta prescripción en nada altera 
el derecho común , antes por el contrario , lo reproduce y confirma, y 
por ello no era en rigor necesaria en la ley de que nos ocupamos. Toda 
vez que haya señalado la general algunas disposiciones para la vali­
dez de los actos que interesen á los menores ó pupilos , y que esta es ­
pecial no las haya derogado en sus preceptos, claro está que deben 
observarse, sin necesidad de repeticiones que vuelvan especialmente á 
prevenirlas. Lo que manda el derecho común no se entiende contradicho 
ni dispensado, sino cuando formalmente, ó con palabras, ó con un es-
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píritu claro y terminante, se contradice ó se dispensa. Sin embargo, no 
vemos ningún mal porque se haya repetido aquí esta disposición, en los 
términos -generales en que'está concebida. Diremos, como decíamos otra 
vez., que ojalá fuesen cargos de semejante redundancia todos los que 
tuviéramos que hacer á estas leyes ! 

3. Pero cabe hacerse aquí una pregunta á la misma ley, y á nos­
otros que nos hemos constituido sus comentadores. ¿ Cuáles son, se 
dirá, cuáles son específicamente esas formalidades á que el artículo hace 
referencia, y que no dispensa en estos negocios de mayorazgo? Es sen­
cillo decir «lo que esté prevenido por la ley; » mas ¿qué e s , en qué 
consiste lo que está prevenido por la ley, y puede naturalmente apli­
carse- á la cuestión que nos ocupa ? 

4. Desde luego no pueden ser aprecios formales y solemnes. Trátase 
aquí' precisamente de evitarlos , supliendo por el consentimiento la ne­
cesidad de la tasación y división. Si se han de apreciar, por haber me­
nores , los bienes que fueron del vínculo, antes que sus tutores con­
sientan , tendremos que ya no será menester que consientan ; porque, 
hecha la tasación , está verificado cuanto puede apetecerse: el acto de 
la división consiste en tomar la mitad de aquella suma. Entonces esta­
ría completamente de más esta ley en que nos ocupamos , y bastaría I a 

primara idea, la consignada primitivamente en la de H de octubre. 
o. La formalidad , pues , á que se refiere la última parte de este ar­

tículo , no puede ser otra sino una especie de justificación de utilidad, 
como está prevenido.que se haga en.las enagenaciones de los bienes 
raices de menores y huérfanos. Esa justificación puede hacerse , para. 
acreditar que no se les siguen niales de la concesión de este permiso» 
y por tanto, se debe practicar del mismo modo que la semejante, que se 
practica en los casos comunes. También es una formalidad posible, y 
que por lo mismo debe ejecutarse , la del aprecio ó tasación de la finca 
que se enágena, no bastando que se den por satisfechos los tutores con 
el que para la venta se la asigne convencionalménte. Ese precio se ha de 
tener en cuenta después, cuando en sü dia se haga la división; y debe por 
tanto evitarse que pueda haber reclamaciones sobre su entidad. Los inme­
diatos mayores y suijuris pueden consentir sin peligro en las cantidades 
convencionales que tengan por convenientes; los tutores de aquellos 
que están én la menor edad , deben siempre tener presente, que obran 
en hombre de personas muy atendidas y muy privilegiadas, y que as1 

para no dañarles , como para que ellas después no dañen a otros, es 
preciso verificar estas operaciones con el mayor detenimiento y con toda 
la solemnidad posible. 

II. 

<>. La parte desarticulo donde se habla de estas formalidades, hace 
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ARTICULO III. 

« En el caso de que se oponga al consentimiento para la venta el 
siguiente llamado en orden , y los tutores ó síndicos, tratándose de la 
enagenacion íntegra de la mitad de los bienes, se cumplirá con la tasa­
ción general que prescribe la ley de 21 de setiembre (11 de octubre); 
pero si solo se pretendiere vender una ó mas fincas, cuyo valor no al­
cance á la mitad , y hubiere igualmente oposición, podrá el poseedor 
ocurrir á la autoridad local, y comprobado que en el valor de otra ú 
otras queda mas de la mitad que le es permitido enagenar, se autorice 
la venta por el juez, y se proceda desde luego á ella. » 

1. El primero de los dos casos que se indican en este artículo, era 
desde luego muy fácil de concebir. Cuando quisiera enagenarse de golpe 
ja mitad entera de los bienes que habían compuesto el "vínculo , nada 
aparecía tan fácil como el que hubiese alguna diferencia entre el posee­
dor y su inmediato, para valuar y ponderar exactamente las dos mita­
des. Tampoco podia ocurrir entonces otro medio legítimo de extinguir 
la discordia, y resolver el caso , que proceder desde luego á la tasación 
y división completa, prevenida en la ley de 11 de octubre. Fallaban los 
medios de abreviación que se habían querido encontrar después, y era 

solo relación á los tutores y curadores de los inmediatos que sé hallen 
en menor edad , y bajo su autoridad y poder. No hace relación, empero, 
por lo menos en buena gramática , á los procuradores síndicos , que son 
por esta misma ley representantes de los inmediatos desconocidos, ó 
de aquellos otros que están bajo la patria potestad de los poseedores. 
Sin embargo , entre estos propios puede también haberlos que sean me­
nores de edad ; y en este caso ocurrirá la duda de si aquella disposición 
de la ley habla también con los síndicos, ó si estos se hallan exentos 
de una condición y un cargo semejantes, impuesto solo í la asistencia 
de tutores y curadores. 

7. La razón, que es completamente igual en uno y otro caso, debe 
hacer inferir en nuestro juicio, una misma consecuencia. Los síndicos, 
cuando representan á un menor, son verdaderos curadores especiales, 
curadores ad hoc nombrados por la ley. Y como no se presentará mo­
tivo alguno para distinguir este supuesto del de los curadores comunes, 
entendemos que el mismo derecho debe regir en uno que en otro, y 
que no podemos distinguirlos, procediendo en uno y otro con dos con­
ductas diversas. 
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'forzoso volverse al primero, y conducir la obra por todas las formali­
dades de la partición primitiva. Esto fué lo que se mandó. 

2. El segundo caso que supone el artículo, puede parecer á primera 
vista imaginario é imposible. ¿ Cómo se habia de oponer, dirásc , un 
sucesor inmediato á que el poseedor de los bienes enagenara una pe­
queña parte de ellos, siendo evidente que le quedaban aun reservados 
muchos mas de la mitad, para cumplir las esperanzas, y los derechos 
que le daba la ley ? Esto parecia absurdo después de las declaraciones 
de la ley anterior, y de lo que se ordenaba en los artículos precedentes 
de esta misma. 
; 3. Mas si teóricamente podia formarse ese juicio, no sucedía de la 
misma manera en la práctica , sobre todo en la época que principió á 
la fecha de esta ley. Una preocupación política, que los acontecimien­
tos posteriores demostraron no carecer de fundamento (véase la Cédula 
de 1824) , impelían á muchos inmediatos para que no consintiesen en 
la desmembración de los antiguos vínculos. Principiaba ya á faltar la 
fé en la subsistencia del régimen constitucional: entrevíase como posi­
ble una restauración monárquica; y agitadas las esperanzas en ese sen­
tido , no querían los inmediatos comprometer su futura suerte por me­
dio de un consentimiento , que, siendo al fin voluntario , podría ligar­
los mas que la división ordenada por la ley. Los consentimientos, pues, 
debían negarse por esa causa política, aunque no se hubiesen negado 
en otras circunstancias. 

4. Véase cómo debió atender á ello el legislador, y cómo en su sis­
tema no pudo menos de dictar las disposiciones de este artículo. El 
mandó abrir un expediente para justificar por los medios del derecho 
que quedaba aun salva la mitad reservable del antiguo vínculo; y jus­
tificado así, suplió con el auto judicial el consentimiento que negara 
el inmediato. 

5. Parécenos excusado el advertir que el expediente en cuestión 
debe formarse con citación de éste ,' que no solo podrá intervenir, sino 
oponerse, y contradecir las diligencias. En el caso de tal contradicción, 
se formará verdaderamente un juicio, cuyo progreso, trámites, inci­
dencias y resultados no se diferenciarán de los correspondientes á los 
juicios comunes. 

1. Considerada en general la ley, de que acabamos de hablar, apa­
rece dictada por el solo deseo de facilitar mas aún las enagenaciones y 
circulación de los bienes antes amayorazgados. La experiencia demos-
traba ya que los primeros recursos concebidos en 1820 producían lar­
cas dilaciones; y quísose poner mas sencilla la ejecución de los obje­
tos que inspiran la ley de 11 de octubre. En ésta no hay nuevas doc­
trinas ni modificación de principios capitales, si b>en se reforma, como 

á M * 
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hemos dicho, el espíritu del artículo 3.° de la primera: es , fuera de 
tal circunstancia, un precepto de ejecución, un acto reglamentario, 
mejor redactado que aquella otra, y que , concedido el supuesto en que 
marchaban sus autores, concurría útilmente á su realización. Sirvió de 
mucho en la práctica, y no puede dar ocasión á grandes disputas. 

2. Hé aquí cómo nosotros elogiamos, cuando las leyes son dignas 
de elogio. 
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V . 

Cédula «le t i de marzo «le 1S34. 

ARTICULO I. 

« A consecuencia de la declaración de nulidad de todos los actos del 
gobierno llamado constitucional, se reponen los mayorazgos y demás 
vinculaciones al ser y estado que tenián en 7 de marzo de 18215; y los 
bienes que se les desmembraron en virtud de las órdenes y decretos de 
aquel gobierno , se restituyan inmediatamente al poseedor actual de di­
chos mayorazgos ó vinculaciones.» 

ARTICULO II. , 

« La restitución se hará sin incluir los frutos percibidos hasta el dia 
en que se publique esta real cédula; pero comprenderá el resarcimiento 
de los daños y perjuicios causados en los bienes por culpa de los tene­
dores. » 

ARTICULO III. 

« Los que lo son por compra ó cualquiera otro titulo oneroso, serán 
reintegrados del precio á costa del poseedor del vínculo que enagenó los 
bienes, y en defecto á la de inmediato sucesor, si intervino en la ena-r 
genacion, ó prestó su consentimiento para que aquel enagenase los equi­
valentes á la mitad ó menos de los vinculados, sin previa tasación dé 
todos.» 

ARTICULO IV. 

« Si el poseedor del vínculo que enagenó, ó el inmediato sucesor que 
intervino en la enagenacion, ó la consintió por excusar el justiprecio, 
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no pudiesen hacer el reintegro, durante la vida de estos retendrá los 
bienes el tenedor, para reintegrarse por los frutos ó rentas que 
produzcan.» 

ARTICULO V. 

»iVo estará sujeto á esta responsabilidad el inmediato sucesor que solo 
concurrió á la tasación y división de todos los bienes.» 

ARTICULO VI. 

« En los separados del vinculo por herencia testamentaria ó intestada,-
ó por cualquiera otra causa meramente lucrativa, el tenedor solo podrá 
reclamar las mejoras necesarias que haya hecho, tomando en cuenta lo 
que por razón de ellas hubiese percibido ; y si no se le abonan, retendrá 
la finca hasta cubrirse ó reintegrarse por sus frutos, cualquiera que sea 
el poseedor de la vinculación. » 

ARTICULO VIL 

«'El reintegro de las mejoras necesarias se hará del mismo modo , y 
con igual retención de la finca al tenedor por titulo oneroso. En cuanto 
á las mejoras útiles y voluntarias que hubiere hecho el tenedor por titulo 
oneroso y lucrativo, se estará á las leyes comunes.» 

ARTICULO VIII. 

«Las transacciones que se hayan celebr'ado entre el poseedor de la 
vinculación y el tenedor de sus bienes, sobre el reintegro del precio, ó so­
bre lo* frutos percibidos, tendrán valor y efecto, como no sean enper-
juicio de la restitución de diclios bienes.» 

ARTICULO IX. 

«Quedan subsistentes las enagenaciones hechas durante el gobierno 
llamado constitucional, en virtud de cédulas ó reales facultades anterio­
res , á consulta de la Cámara, con tal que se hayan realizado conforme 
á su tenor.» 

ARTICULO X. 

« Las que se hubiesen hecho con autorización de dicho gobierno , an­
teriores á los decretos y órdenes de 27 de setiembre (ley de 11 de o c ­
tubre) de 1820, de 15 y 19 de mayo, y de 16 de junio de 1821, aun-
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<que hubiesen precedido las formalidades y precauciones que tiene adop­
tadas la Cámara, se someterán á su censura y aprobación. » 

1. La ley que acabamos do copiar no es de seguro una ley de des­
vinculacion. Lejos de serlo así, es una reacción contra ellas, y una 
reacción extremada, digna completamente de ese nombre. Aunque su 
fecha es de marzo de 1824, parece sugerida por el fervoroso espíritu 
de 1823. El mismo desacuerdo y la propia exageración , así en política 
como en justicia, que presidieron al decreto de 1.° de octubre, los 
mismos se encuentran en esta ley, no obstante de haber sido meditada, 
examinada por los Fiscales del Consejo, y discutida en la Cámara de 
Castilla como resolución importante. Traspasóse todo término racional, 
y se puso con ella principio y fundamento á otra serie de reacciones, 
altamente perjudiciales á toda clase de intereses. 

2. Una cosa podia aconsejar la verdadera política del sistema de 1824, 
á saber; la reconstitución de las vinculaciones. Pero dando esto por 
concedido, la obra de la ley se debió limitará declarar nuevamente 
de mayorazgo todos los bienes que pertenecían en 1820 á esta clase, y 
que no habian salido del poder de sus poseedores. Hasta aqui llegaba 

,su autoridad legítima, derogando para lo sucesivo las leyes y decretos 
de la época constitucional. Pero no contentarse con esto, sino anular 
también todos los actos que se habian practicado por virtud de aquellas 
leyes, desconocer su obra, negar su influjo, arrancar de en medio de 
los tiempos los tres años de su dominación, y herir para ello , no solo 
las ideas morales de toda sociedad , sino los intereses legítimos de tal 
número de personas; esta conducta, decimos, impía é impolítica, no 
puede comprenderse sino en los que habian fijado como base de la que 
debieran seguir el principio de la anulación universa], proclamado en 
i 823 , con escándalo de la nación y de la Europa entera. 

3. Excedióse pues visiblemente la ley , no solo de lo que era inte­
rés del Estado, sino aun de lo que estaba en sus facultades. Hirió los 
sentimientos de moral , y arrojó nuevo desorden sobre una sociedad con­
vulsa aún y trastornada. Y lo mas triste en semejante obra fué, que no' 
habia siquiera una viva convicción política de su necesidad, para es-
cusar, aun por ese mal medio , lo que aconsejaba la justicia. El Consejo 
de Castilla no se atrevía á resolver , y dejaba completamente á un lado 
la cuestión de si los vínculos eran ó no útiles á la causa pública. R e ­
conocía de este modo que su sistema podia no ser conveniente sino per­
judicial al Estado ; y á pesar de esta confesión , llevábalo mas allá de 
cuanto era preciso , para que de hecho se restableciese. El « se limitó 
á tratar (dice el preámbulo de esta cédula) de los decretos de las Cortos, 
en cuanto á sus efectos, ó desmembraciones de bienes vinculados he­
chas en su virtud, dando por sentada la nulidad de tales decretos por 
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el vicio de su origen, y estar ademas declarada por la Junta provisio­
nal de gobierno de España é Indias, en su manifiesto de 6 de abril del 
año próximo-pasado (1823) y sobre todo por el real decreto de 1.° de 
octubre.»—Tal fué la única razón que se tuvo presente, según la misma 
Cédula. 

4. Fué, pues, esta que hemos copiado una disposición de guerra y 
de odio, en la que no se consideró sino que eran enemigos vencidos 
los que habian hecho las leyes de 20 y 21. El principio de una legitimi­
dad dudosa, contradicha por una gran parte de la nación, y que no 
debia encerrar en sí tan exageradas consecuencias, fué lo único que se 
tuvo presente, para arrebatar lo que las leyes habian otorgado, y que 
la conciencia pública miraba como propio de sus poseedores. La justicia 
sé doblegó completamente delante de tan pobre y antisocial idea, no 
encontrando cabida sus preceptos en lo que era inspirado por un espí­
ritu tan desemejante. 

5. Una cosa, empero, se podia predecir al leer tales disposiciones. Si 
no habia duda, para cualquiera que contemplase con un poco de previ­
sión los negocios del Estado, en que su marcha general se encaminaba 
irrevocablemente á una reacción, debiendo venir algún dia en que las 
ideas liberales volvieran á apoderarse dé su gobierno; tampoco podia 
caberla en que al mismo instante seria combatida y modificada esta le­
gislación vincular, desacordada con los principios de todo derecho. Los 
intereses respetables que se habian conculcado clamarían, tan luego 
como les fuera posible, por una reparación: y el espíritu público no po­
dría negarla, porque él no sanciona jamás lo que solo trae su origen 
de tamañas injusticias. El mal que se descubría en esta posibilidad, era 
solo que la Cédula de 1824 habría creado ya á su vez otros intereses; 
y que cada vez seria mas imposible satisfacer los de un género, sin 
herir y dañar k los de otro. Mal verdaderamente grave, que deberían 
considerar y temer muy atentamente todos los gobiernos, cuando se 
lanzan en el camino de la reacción , inspirados por sentimientos hostiles, 
mas bien que por ideas do conveniencia pública. No solo trabajan para 
que sean en adelante destruidas sus obras, sino que se exponen k crear 
luchas de intereses, difíciles luego, no solo de conciliar, sino aun de 
transigir. 

6. Esta Cédula , por ejemplo, arrebataba á los compradores las fincas 
que habian sido de mayorazgo , sin concederlos en muchos casos in­
demnización alguna. ¿Cómo podia ocultarse k sus autores que habia de 
venir un tiempo en que pareciera horrible tal disposición, y en que una 
ley, digna de este nombre, hubiese de querer que semejantes fincas se 
tornaran á los que habian dado su dinero por ellas? Esto era muy fácil 
de presumir y de adivinar. Pero lo que hacia esta probabilidad mas 
amenazadora y mas terrible , es que desde luego nacerían sobre 
esos bienes mismos otros intereses también respetables, que no pudie-
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ran avenirse con el de aquellos compradores. ¿ Quién tendría la culpa 
de tal situación? ¿Cuya sería la responsabilidad, sino de esa misma Cé­
dula , que, desconociendo los primeros, habia dado motivo para que 
se creasen los otros ? 

7. Hé aqui el mayor inconveniente, el mayor mal nacido de esta 
ley, el único que nos cumple notar en estos momentos. Si ella estu­
viese vigente aun, y debiéramos escribir el comentario de cada uno 
de sus artículos, ya les señalaríamos otros defectos parciales, que de­
jasen abierto un' camino para disputas , ó que acreditasen mas el espí­
ritu , que como su generador hemos presentado. Derogada hoy comple­
tamente por las que habernos de examinar después , no es necesaria tanta 
detención , ni conduciría á ningún fin el irla analizando artículo por ar­
tículo. Consignárnosla solo como una parte histórica de esta monografía, 
como causa de las leyes, posteriores, como un hecho necesario para su 
inteligencia. Sin ella, la legislación para desvincular estaría reducida á 
lo que hemos copiado antes de ahora, y su comentario á lo que hemos 
escrito. Ella fué la que, trastornando aquella tendencia, anulando las 
disposiciones tomadas hasta allí , hiriendo los legítimos intereses que se 
habían creado , dio lugar, y necesitó las leyes que han venido después, 
ú otras que se hubiesen hecho con el mismo propósito. 

8. Por eso hemos tenido que insertarla en nuestro comentario, á 
pesar de que desdice de su título. No es ciertamente una ley de des­
vinculacion ; pero es el puente que une á las de esta clase dictadas en 
las dos épocas. Fué una reacción contra las de 1820, y ha sido la causa 
de las de 1835 y 1841.—Pasemos, pues, al examen de estas otras. 
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ARTICULO I. 

« Los compradores de bienes vinculados que se enagenaron en virtud 
del decreto de las Cortes de 27 de setiembre de 1820 (ley de 11 de octu­
bre ) , si no hubiesen sido ya reintegrados, lo serán en el modo que ex­
presan los artículos siguientes.» 

ARTICULO II. 

« Los compradores de bienes vinculados, que no han llegado á des­
prenderse de eUos, quedan asegurados en su pleno dominio. » 

ARTICULO III. ' 

« Los compradores de dichos bienes que los hubiesen devuelto á vir­
tud de la real cédula de 11 de marzo de 1 824 , tienen derecho á percibir 
integro el precio por el que los habían adquirido, con el rédito de un 
3 por 100 á contar del dia de la devolución. » 

I. 

1. Habia llegado en ñn lo que la España esperaba desde la época 
de 1824 , y lo que, como hemos dicho en el comentario precedente, 
no podia menos de llegar. Diez años eran transcurridos desde aquella 
fecha, plazo insignificante en la vida de las naciones; pero dilatado, 
inmensamente dilatado , para los que habían visto desatender sus inte­
reses , y conculcar sus mas legítimos derechos: plazo también de sufi­
ciente extensión, para que hubiesen nacido intereses y derechos nuevos, 
á la sombra de aquella legalidad. Reunidas las primeras Cortes que vol-
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vian á abrirse en España después del sistema de la monarquía pura, y 
empeñados , tanto ellas como el gobierno , en reparar las injusticias del 
decenio último , natural é indispensable era que la cuestión de los bie­
nes vinculados, de su existencia actual, de las enagenaciones realizadas 
en 1820, anuladas en 1824, se presentase inmediatamente, reclamando 
para sí una singular atención, y exigiendo nuevas disposiciones legis­
lativas , con arreglo al espíritu de este período. 

2. Consistía y se fundaba él en una especie de transacción y justo 
medio, entre las ideas democráticas de la revolución, y las monárquicas 
del último reinado. Volvíase, s í , francamente, á la intervención na­
cional en los negocios públicos; pero no se pedia esta intervención al 
pueblo solo: los restos de nuestra aristocracia recibían una consagra­
ción legal, que por tres siglos no habian tenido , y su reunión en la 
cámara de Proceres descubría un nuevo elemento que de ningún modo 
estaba en armonía con los principios de los antiguos constitucionales. 

•3. Consecuencia necesaria de esta situación habia de ser, que la 
¡existencia de los mayorazgos se encontrase enlazada con la ley política. 
Esta los habia colocado fuera del alcance de la jurisprudencia común, 
y los habia garantido para que no dejasen de ser. Formaban parte de la 
armazón política del Estado, como la formaban la transmisión de la Co­
rona y la elección de los Procuradores del pueblo. En tanto que aquella 
constitución existiese , los mayorazgos eran inviolables : una ley contra 
ellos no habría sido una ley , sino una verdadera revolución. 

4. Así, ninguna idea de desvincular, por lo menos los grandes ma­
yorazgos, era posible en 1835. La derogación del principio de la ley 
de 1820, no podia alterarse ni modificarse en ningún modo. Nadie tra­
taba, nadie podia tratar de ello. Esta parte de la cédula de 1824 estaba 
:segura por entonces de ser impugnada ni variada. 

5. Pero una cosa era esa existencia de las vinculaciones ; y otra lo 
•demás que habia hecho aquella cédula, para reintegrar á las mismas en 
los bienes que de su masa se habian separado. Ya hemos visto, y desde 
luego descubre el sentido común, que esto fué lo plenamente vitupera­
ble en la cédula de 11 de marzo. Esto era lo que habia hecho hollarlos 
intereses y los derechos: esto, lo que habia estado clamando por una 
reparación desde el punto en que se cometiera: esto , lo que exigía una 
nueva ley, y lo que ni las Cortes ni el Gobierno podían descuidar. Esto 
fué lo de que se trató; dejando á un lado la existencia de los vínculos 
-que nadie combatía, su abolición que nadie demandaba. 

6. No es , pues , una ley directa de desvinculacion la que vamos á 
transcribir y examinar. No procedió como la de 1820, extinguiendo los 
mayorazgos, ni como la de 1821, facilitando la enagenacion de la mitad 
de sus bienes. Volvemos á repetir que no era eso posible en aquellas 
circunstancias. Lo que se quiso únicamente hacer en esta disposición, 
fué reparar las injusticias que contra el derecho privado habia cometido 



90 COMENTARIO 

ia citada cédula. Las de derecho político quedaban intactas; la cédula 
misma vigente en esa parte. 

7. Aún las propias del derecho privado , aún las notorias injusticias 
de la reacción, se miraron con cierta reserva, no arrojándose á reparar­
las ó reformarlas del todo. Ya hemos indicado el miramiento con que se 
procedía ó se quería proceder en la época de que hablamos, transi­
giendo los puntos que podian enlazarse de cualquier suerte con nues­
tras discordias públicas. Recordemos el sistema de fusión , de transac­
ción , que se pugnaba por plantear entonces, y tengamos presente la 
fórmula de no haber vencedores ni vencidos entre los que seguian las 
banderas de la Reina Isabel. Queríase que todos cediesen, que todos sa­
crificasen alguna parte de su interés, y su derecho; y esa idea, que era 
general, no podia menos de tener justa aplicación al punto de los ma­
yorazgos. Transcurridos once años desde la cédula del Rey, el negocio 
no podia estar íntegro , como al dia siguiente del en que fué dictada. 
Nuevos intereses y nuevos derechos habian venido ya á atravesarse en 
medio de los derechos y los intereses antiguos. ¿ Cuándo podía ser mas 
razonable una transacción que en semejante caso? Las esperanzas que es­
tuvieran perdidas, bien debían satisfacerse con una parcial reintegración; 
y las que ademas habian visto nacer en su contra otras esperanzas no 
menos legales , ¿ con qué derecho habian de impedir que solo á ellas se 
les atendiese? 

8. Indicamos así con suma ligereza el espíritu que presidió á la for­
mación de esta ley , aprobándolo plenamente por nuestra parte. No nos 
extendemos mas, porque es un punto de política, y estamos resueltos á 
evitar esa esfera en cuanto nos sea posible, reduciéndonos solo á la legis­
lativa y judicial. 

.11. 

9. Debia llamar antes que todo la atención de los legisladores de 
1835 , en esta materia de desvinculacion , el interés de los que com­
praron bienes que habian sido de vínculo, durante la anterior época 
constitucional. Por muy respetable que fuera cualquier otro derecho des­
atendido ó herido directamente en la cédula de 1821, ninguno ad^ 
mitia comparación con el de aquella clase , ni según los principios co­
munes , ni mucho menos según el instinto ó la conciencia general. Los 
adquirentes por título gratuito y lucrativo, no pueden nunca ponerse en 
comparación con los adquirentes por título oneroso; porque aquellos 
solo representan la generosidad, cuando estos segundos ofrecen la idea 
mas pura y mas elemental de la justicia. Malo es, para la ley y para los 
sentimientos comunes , que el donante despoje al donatario de lo que 
voluntariamente le concediera; pero es sin duda alguna mas criminal 
y mas escandaloso , que el vendedor quiera recobrar lo que le fué cum­
plidamente satisfecho. Al aprontar el dinero, precio de la cosa com-
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prada , se verifica para la conciencia pública una adquisición mas res­
petable , mas irrevocable que las de cualquiera otra naturaleza. 

10. Así, lo que habia parecido mas injusto, lo que habia afectado 
mas duramente la sensatez general en la cédula de 1 824, era la falta de 
reintegración, y el crudo despojo que á infinitos compradores habia" 
hecho. Si se hubiese limitado á anular las egresiones de los vínculos, 
ó por derecho de sucesión ó por causas lucrativas, seguro es que no 
habría levantado contra sí la reprobación que la recibió , ni reclamado 
quizá reparaciones reaccionarias. Pero recobrar los vínculos aquellos 
bienes que de su masa salieran , y ni aun indemnizar á los que habian 
sido sus compradores con autorización legítima ; esto habia sido verda­
deramente escandaloso , y no podia menos de estar clamando continua­
mente por la corrección indispensable. Hé aquí el interés y el derecho 
que sobrepujan á todos los demás , y de que primera y principalmente 
tenia que ocuparse la ley de 1835. 

11. Así sucedió en efecto. La idea que desde luego nos ofrece al 
fijar en ella nuestra vista , es la idea de los compradores. Después ha­
blará de los que adquirieron semejantes fincas con otro motivo: des­
pués examinará los derechos restantes; su primer obligación, su pri­
mer cuidado se cifran y dirigen en la reintegración de los primeros. 

12. La reintegración: esta es la palabra que usa la ley en su artí­
culo 1.", y la que mejor indica su espíritu y voluntad. Como no es su 
propósito deshacer hostilmente la obra de 1824 , sino reparar las injus­
ticias cometidas en ella: como que no quiere , según se quiso en 1820, 
que los mayorazgos dejen de existir: como que está animada por las 
ideas que expresamos en los párrafos anteriores, y desea transigir los 
intereses opuestos , en cuanto lo permita la severidad de la justicia; de 
aquí es que no manda ni se propone, por principio absoluto é indeclina­
ble , la devolución de los bienes que fueron comprados en el trienio, y 
arrancados luego á sus tenedores, sino la reintegración de estos, por 
cualquier medio que sea , en los valores que aprontaron, ó en los de­
rechos que solo la injusticia les pudo arrebatar. Diferenciase en esto 
esencialmente de la cédula de 1824. Si hubiese seguido su sistema, ha­
bría principiado su obra mandando restituir todo lo que de 20 á 23 fué 
comprado, mandando que volviesen á poseerlo los compradores de aquel 
período. Pero ya vemos que no es así: ya vemos que la idea del pr i ­
mer artículo es solo la de una reintegración. «Los compradores.... 
dice , que no hubiesen sido ya reintegrados, lo serán en el modo 
que expresan los artículos siguientes.» A eso, pues, á conseguir tal 
objeto , y no á otra cosa, es á lo que justamente se dirige el legislador: 
esa reclamación de alta y eterna justicia es la que quiere atender y 
satisfacer. 

13. Nada tenia, pues, quedecir, nada tenia que innovarla ley res­
pecto alas consecuencias de 1824, cuando estas habían sido la reinte-
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gracion de los compradores. Para los casos en que la habia habido tal, na­
da se dispuso , ni podia disponerse. El comprador que al devolver su 
finca en aquella fecha, percibió del vinculista su reintegración completa 
y cabal, no adquiría ahora derecho alguno por esta nueva ley. El vincu­
lista habia hecho de por sí lo que la ley se preparaba a ejecutar: él le 
habia completamente reintegrado. 

14. Mas adviértase que usamos aquí con intención esa palabra com­
pletamente ; y téngase á la vista la idea que supone, para cuando llegue­
mos á otros artículos, en donde tendrá aplicación oportuna. 

15. Por ahora decimos solo que éste artículo 1." establécelos dos 
fundamentos capitales de la ley en que nos ocupamos. Primero, que los 
compradores de que hacemos mención nada tienen que reclamar, si es­
tuviesen completamente reintegrados de lo que dieron por sus respectivas 
fincas; segundo , que los que no lo estuviesen, habrán de serlo sin es­
cepcion por los medios que van á indicarse.—La satisfacción del derecho 
ha de ser universal; pero marchando en el camino de las transacciones,, 
reintegrando y no devolviendo. 

I E 

16. Los artículos 2.° y 3.° establecen las bases de la reintegración. 
El uno habla con los compradores que no han llegado á desprenderse de 
sus fincas; el otro con los que las hubiesen devuelto á los vínculos de 
que formaban parte. Aquellos las conservarán definitivamente; estos r e ­
cibirán el precio que aprontaron, con el rédito de un 3 por 100, á con­
tar desde el día en que las devolvieran. 

17. Parece á primera vista que la disposición del artículo 2.° es con­
traria al espíritu que hemos señalado en la ley , y sobre el que tanto 
hemos insistido en los párrafos anteriores. Dejar los bienes mismos en 
poder de los que .los compraron, no es ciertamente reintegrar, sino con­
servar la obra de 1820 , volverla á dar completo valor, seguir el movi­
miento democrático impreso en aquel período. 

18. Efectivamente, y para hablar con exactitud y lisura,, semejante 
artículo 2.° es una escepcion al sistema de esta ley, ó por mejor decir, 
es la expresión de un caso para el que no se trataba de legislar. Quería 
hacerse por lo general la reintegración de que hemos hablado, aten­
diendo á que el efecto natural y común de la cédula del Consejo no po­
dia haber sido otro que el de la reincorporación de las fincas enagena-
das ú la masa de las vinculaciones. Este era el caso ordinario, y la 
resolución que á este se le diera, es la que habia de fijar el carácter 
de la nueva ley. Mas así como hemos visto en los párrafos que prece­
den , que sus reglas generales no se podian aplicar á aquellas fincas 
reincorporadas, de las que se hizo al devolverlas completa reintegración; 
así también debo verse, y era fácil de concebir, que tampoco la habia 
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respecto de aquellas otras que no se habían devuelto , y que se encon­
traban aún en poder de los compradores. Esta aparente escepcion, lejos 
de serlo en realidad , constituía el complemento del sistema, y acababa 
de realizar la idea de transacción , que era su base. 

19. Nos'explicaremos mas claramente. 
20. De resultas déla cédula de 1824 , las compras ejecutadas en el 

trienio constitucional, podían dar ocasión, respectivamente al goce de 
las fincas , solamente á tres situaciones. Primera; devueltas las fincas, 
y los compradores completamente reintegrados. Segunda; no devueltas 
aun las fincas. Tercera; devueltas sin completo y efectivo reintegro. 
Ahora bien: para el primer caso nada dispone esta ley , como ya hemos 
notado extensamente ; las fincas quedan sin novedad en la vincula­
ción : para el segundo se dá el artículo 2." de la misma; las fincas que­
dan en poder de los compradores: para el tercero , que indudablemen­
te habia de ser el mas común , el que constituyese la casi totalidad de 
los hechos, para este se dispone el reintegro en los artículos 3.° y si-
guie ¡ites. Véase como la transacción y la reintegración fueron muy acer­
tadamente las bases de los legisladores. 

21. Las diferentes clases de reintegro, mas propia ó mas impropia­
mente dicho , considerada con mas ó menos amplitud aquella palabra, 
serán objeto de los artículos que siguen. Por ahora no saldremos de los 
tres en que nos ocupamos. 

22. Ignoramos si ocurrirá á alguno la reflexión (contrayéndonos al 2.° 
especialmente) de que era posible á aquella fecha que la finca vendida 
permaneciese aun en poder del comprador; y que éste se hallase en 
parte reintegrado , cuando no en el todo, según las disposiciones de la 
cédula. Prevenía ésta que se verificase también en ciertos casos el rein­
tegro , tomando para cubrir los precios de la enagenacion cuantos frutos 
produjese la finca, detenida en mano de los compradores. Así, las ren­
tas de once años, desde 1824 á 1835 , constituían una parte de esa 
reintegración, según el sistema del Consejo de Castilla. ¿Qué se habia 
de hacer en este caso , podrá preguntar alguno , que no se haya dete­
nido á considerar el verdadero valor que tienen las palabras de es­
ta ley? ¿Qué se ha de hacer, si la finca permanece en poder del 
comprador, pero ese está ya reintegrado en parte por semejante 
medio ? 

23. Los que propongan esta dificultad (y la indicamos, porque de 
hecho hemos visto proponerla), no han considerado con un instante de 
detención los preceptos déla ley de 1835 , ni héchose cargo del siste­
ma en que está concebida. Su reintegración no es la misma de 1824, 
ni puede hacerse, imputándose por tal las rentas de los bienes de que 
se trata. Esas rentas, según la doctrina de 1835, eran propias de los 
compradores, como las fincas de donde procedían; y no habian por 
tanto de reintegrarse con ellas, como con un dinero extraño , cuando 



9 i COMENTARIO 

eran verdaderamente un dinero propio. Por eso hemos dicho en el pre­
sente comentario «.completa reintegración», para que no se dude un ins­
tante de lo que la ley establece, y nosotros debemos explicar. 

24. Los bienes vendidos—volvemos á decir— pasaron legítimamente 
al dominio de los compradores. Tal es la doctrina de esta ley que ana­
lizamos ; la cual si ha creído oportuno transigir sobre algunas de sus 
rigorosas consecuencias , no pierde nunca de vista la justicia, para 
infringirla de un modo notorio. Si esto es , pues , así, las rentas délos 
bienes fueron de los compradores , y no han podido servir' como capital 
de reintegración. En el caso de no haber llegado á completar el precio de la 
compra , y de no haber hecho salir por lo mismo la finca de poder del 
adquirente , no hay á la verdad que decir nada sobre ellas ; nadie tiene 
derecho á imputarlas al que las percibió. En el caso de que hubiesen 
ascendido al precio de la compra, y que por tanto hubiesen hecho de­
volver la finca, ahí está el artículo 3.° que dispone lo oportuno. La rein­
tegración se verificará á pesar de ellas , pues ellas no debieron aplicarse 
á tal objeto. No se contarán como data por parte del vinculista ; porque 
el vinculista , percibiéndolas ó utilizándose de su importe , se apoderaba 
de lo que no le correspondía. 

25. Se puede aun hablar largamente sobre estos artículos; pero en 
medio de todo nos parece que no deben ofrecer ninguna dificultad. Ex­
plicado el sistema en que se fundan , se le encuentra tan racional y com­
prensivo , que la decisión de cualquier caso nace obviamente , y se pre­
senta con toda sencillez. 

26. Solo pudiera ocasionar alguna duda acerca de su justicia la*' dis­
posición que completa el artículo 3.°, acerca délos intereses que debían 
acompañar al capital que se devolviera. El principio parece altamente 
justo , y, considerada solo la cuestión en los límites del puro derecho, 
no habría nada que oponer á la resolución de que tratamos. Pero cuan­
do ha sido un principio , no el dictar reglas contra la justicia en sí pro­
pia , para terminar estas cuestiones; pero sí prescindir alguna vez de su 
rigorismo severo é inexorable, para adoptar medidas de transacción, 
creemos nosotros que se habría seguido mas de lleno en esta via, no de­
cretando el pago de ose interés , que muchas veces podrá haber sido es-
cesivo , y en todas duro y vejatorio. Harto se cicatrizaban los males de 
los once años con la reintegracion'del capital, cuando tan perdidas ha­
bian estado las esperanzas de obtenerlo. La ley nos hubiera parecido así 
mas digna de su propósito y del carácter do templanza que se quería os­
tentar en aquella época.' 
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ARTICULO IV. 

«Están en el caso de los artículos anteriores los compradores de bienes 
que habiendo pertenecido á vinculaciones, pasaron por testamento ú otro 
titulo lucrativo á manos de los vendedores.» 

I. 

1 . Hemos dicho , al principiar nuestras observaciones sobre los ar­
tículos precedentes, que el primer interés que se presentaba en la línea 
de los damnificados por la reacción de i 824 , era el interés de los que 
habian adquirido bienes por título oneroso. Así , desde sus primeras 
palabras la hemos visto dirigirse á tratar de los compradores de fincas 
vinculadas , y conforme vayamos adelantando en su examen, iremos 
siempre viendo que no se separa de este círculo , que era verdadera­
mente el capital. 

2. Pero podia ocurrir una duda, respecto a esos compradores mis­
mos, porque podia haber en ellos diferentes categorías. La ley la ha pre­
visto y la ha declarado. 

3. Los compradores de tales bienes á los que se obligó á su de­
volución en 1824 , ó lo habian sido directamente , adquiriéndolos 
de los mismos ex-vinculistas , ó 16 habian sido indirectamente, ad­
quiriéndolos de otros que los hubiesen adquirido antes que ellos , y ú su 
vez. ¿Será igual, podría preguntarse , el derecho de los unos y de los 
otros ? La disposición de los tres primeros artículos, ¿comprenderá á to­
dos igualmente ? 

4. Respecto á los que compraron á otros compradores no cabia la 
menor dificultad. Sustituidos los segundos en el lugar de los primeros, 
y dotados del mismo carácter los unos que los otros, evidente era que se­
mejante traslación no podia variar los derechos que resultaron desde 
la egresión misma , desde la enagenacion del predio por el que había sido 
poseedor del mayorazgo. 

b. La duda que podia ofrecerse era en otra suposición. El compra­
dor de tales fincas las habia obtenido de uno á quien el vinculista las 
donara ó las legara. La egresión no habia procedido por causa onero­
sa , sino por medio lucrativo ó gratuito : la persona, en cuyo lugar se 
sustituía el comprador, habia debido el goce de los bienes á la gene­
rosidad del último poseedor del mayorazgo.—Ahora bien: cuando la 
ley no se proponía conceder derecho á tales adquirentes por título lu­
crativo , ¿debería entenderse que los concediera á los que traían su re­
presentación de ellos, aunque fuese por el medio de compra ? 

6. Se advierte, pues, que cabia una verdadera dificultad en la reso-
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lucion de este punto , supuesto el sistema de la ley; dificultad que 
habría embarazado á los tribunales, y tal vez dado lugar á decisio­
nes contradictorias, si no hubiese cuidado ella misma de exponer 
claramente su voluntad. Hízolo en efecto , é igualó á los compradores 
que lo eran de terceros adquirentes por título lucrativo , con los que lo 
eran por un contrato directo de los propios vinculistas. 

7. Aquí pudiéramos examinar si fué completamente justa esa asimi­
lación, discutiendo la justicia de la ley, pero todo ello seria inútil des­
pués de la de 1841. Sobre estos puntos por los cuales marchamos aho­
ra , apenas debemos exponer otra cosa que lo necesario para su 
completa inteligencia : la de este articulo es clara , y nada tenemos que 
añadirle. 

11. 

8. Sin embargo , puesto que nos hallamos en un artículo donde se 
hace mención del caso de haber transcurrido una finca vinculada por 
las manos de diferentes poseedores , parécenos propio de examinar aquí 
lo que debería hacerse en la misma hipótesis que vamos á suponer , y 
en cualquiera otra semejante. Personalizamos el hecho , para expresar­
nos y que se nos comprenda con mas facilidad. 

9. A , último poseedor de un vínculo , cuando la ley de 1820, ena-
genó por cualquier causa una de sus fincas á B , valiéndose de las fâ -
cultades que aquella ley le concedía: B , en seguida, la vendió á 
C , el cual la adquirió legítimamente, y la poseyó por entonces , has-r 
ta la cédula de 1824. Dictada ésta, el vinculista reclamó su predio, 
y lo incorporó de nuevo al mayorazgo, sin reintegrar, según era po­
sible , á su tenedor. G, despojado de su finca, promovió una ac ­
ción de saneamiento contra B , de quien la habia habido; y B en efecto 
le devolvió la misma suma , ni mas ni menos , que por ella le habia 
entregado. 

10. ¿ Qué se debe hacer en casos semejantes , después de los artí­
culos que llevamos vistos de la ley de 6 de junio , y aun después de los 
que posteriormente veremos ? ¿ Quién tiene acción para reclamar del 
vinculista el reintegro del capital, y unido & su importe , el interés se­
ñalado en el 3.°? ¿ Qué relaciones se establecen entre las tres personas 
A, B, y C que acabarnos de mencionar ? 

11. El derecho, para reclamar la reintegración , ora se haga de la 
manera común, ora por el modo especial que leeremos en el artículo S.°, 
corresponde indudablemente á la persona C , que fué la despojada en 
1824, que es á la que se debia , y á la que concede esta ley esa repa­
ración de que nos ocupamos al presente. Ella es quien puede pedir el 
precio y el interés, tanto por derecho común, como en virtud de los ar­
tículos 2.° y 3.° Mas ella tiene también obligaciones; ella, que fué sa­
neada en su dia , tiene precisión de traspasar lo que percibe , saneando 
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ARTICULO V. 

«El poseedor actual del vinculo al que fueron devueltos los bienes, 
puede conservarlos, entregando al comprador el precio de 'la venta y los 
réditos que le correspondan, dentro del término de un año, contado 
desde la promulgación de la presente ley , agregando los intereses del pe­
ríodo que transcurra hastaque la entrega sea efectiva. Pero dentro de 
sesenta dias de como sea requerido el poseedor por el comprador ó sus 
herederos á que elija entre quedarse con la finca ó reintegrar su impor­
te , deberá hacer está elección; y no haciéndola en dicho tiempo, podrán 
ejercer aquellos los derechos que les concede el art. 3.° Si el poseedor de 
la finca eligiese entregarla, pasará desde luego á manos del comprador 
para que la disfrute como dueño, abonando, empero , los adelantos que 
aquel hubiese hecho por razón del cultivo.» 

1. El artículo 3." de esta ley habia dicho ya que los compradores de 
bienes vinculados que los hubiesen devuelto á Consecuencia de la Cé­
dula de 1 8 2 4 , tenían derecho á su reintegración, percibiendo la su­
ma que por ellos dieran, con el interés de un 3 por 100 durante el 
plazo que habían estado desposeídos de las fincas. Sin embargo , no 
ora tan indispensable este medio en el espíritu de la ley, aun cuando 
fuese muy natural, que no admitiese algún otro , para poner término 
á estas oscilaciones y disputas. Tenemos visto por el artículo 2.° que en 
el caso de no haber habido devolución, el comprador habia de conti­
nuar poseyendo lo que en su poder se encontraba. De manera que la ley 
no ponia empeño ni en que todas las fincas quedasen en poder de los 
vinculistas, ni en que quedasen algunas en el de los compradores; to­
do su conato estaba reducido á que estos se reintegrasen y acordasen 
por medios prudentes admitiendo así el uno como el otro extremo en 
que podían consistir el acuerdo y la reintegración.' 

2. Dijho, pues, en el art. 3-° lo que acaba de referirse, faltaba com-
13 

á su vez á la persona B , de quien adquirió la finca. Si la acción es su­
ya , está obligado á cederla, ó bien á entregar sus resultados. B puede 
exigirle lo que le abonó , . y el mismo interés de 3 por 100, que la ley 
ha concedido en remuneración de tal capital. Las reglas comunes lo in­
dican así, y no ha sido necesario que lo establezca expresamente la ley; 
nosotros , empero , hemos creído que no estaría de más el indicarlo en 
éstas anotaciones , aunque no sea sino como un ejemplo del modo de 
enlazarse las legislaciones especiales sobre determinadas materias, con 
el derecho común del Estado.. 
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pletar la ¡dea , explicando quiénes ; en qué término, y bajo qué San­
ción, habian de hacer la entrega del capital y de los réditos consabidos. 
Allí se habia anunciado únicamente la existencia de un derecho , y*era 
necesario decir la persona y las circunstancias correspondientes á la obli­
gación, que le era relativa. Esto ha principiado á hacerse en el art. 5.°, 
si bien bajo un orden que no era el natural, y con una errata de sen­
tido , que por fortuna es tan visible como fácil de corregir. 

8. Consta el art. S.° de tres períodos, y cada uno de ellos es una 
parte verdadera. Según el primero , el poseedor de la vinculación que 
se hallase en el disfrute de la finca antiguamente vendida, deberá en­
tregar al antiguo comprador los expresados capital y réditos , dentro de 
un año de la promulgación de la ley, contando los réditos hasta el mo­
mento de la entrega. Pero adviértase que no usa el artículo de formas 
imperativas, sino potestativas; que no impone un deber, sino concede 
una facultad. Principia ya aquí á conocerse la idea, qué se aclara en 
seguida en los otros períodos , y que constituye el espíritu y novedad 
del mismo artículo que examinamos. 

4 . Esta idea es la siguiente. El comprador desposeído de la finca 
tiene derecho para recobrar su precio ó importe con los intereses seña­
lados ; mas el vinculista poseedor puede elegir uno de dos medios pa­
ra reintegrarle , ó hacerle dicho abono en el término de un año, ó de­
volverle la finca para que la torne á poseer como si no hubiese perdido 
su goce. De suerte, que la ley aprueba ó reconoce los dos caminos, y no 
tiene inconveniente en que, por los trámites y en ios términos que se­
ñala, se recurra á cualquiera de los dos. 

í¡. Los trámites á que hacemos alusión, son los que copiamos. 
C. a. En el término de sesenta dias deberá elegir el vinculista poseedor 

entre uno y otro medio de reintegro ; ó devolver la finca, ó abandonar 
su importe. Esos sesenta dias se cuentan desde el requerimiento que le 
hicieren el comprador ó sus representantes, entendiéndose dentro del 
año de la promulgación de la ley. 

7. 6. Si escogiese devolver la linca, ésta se entregará sin demora en 
manos de dicho comprador,, salvólos derechos respectivos del mismo 
para reclamar los réditos , y del vinculista para hacer otro tanto por 
los adelantos del cultivo. 

8. c. Si eligiese reintegrar el precio , ó si tuviese esta resolución, sin 
haberla manifestado por no habérsele requerido, deberá llevarla á cabo 
en el término del año que hemos indicado antes. De suerte que los se­
senta dias del requerimiento son para elegir; el año desde la promulga­
ción de la ley es para ejecutar lo elegido, cuando consiste, no en la de­
volución sino en el abono. 

9. d. Si requerido para la elección, dejase pasar el vinculista los se­
senta dias de término , y no la hiciere , el comprador podrá ejercer los 
derechos conferidos por el artículo 3.°: es decir, podrá demandar para 
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ci pagó del precio íntegro de la linca cuestionada, mas el rédito del 
3 por 100 concedido en aquella resolución. 

10. Esto es lo que se infiere de la comparación y ordenación de los 
tres períodos , enmendada la errata del segundo , que no podrán menos 
de advertir nuestros lectores. Dícese en éste que el vinculista elegirá 
entre quedarse con la finca ó reintegrar su importe; y es notorio que 
debe decir devolver en lugar de quedarse. Precisamente cuando se que­
de con la finca, es cuando tendrá que abonar su precio ; y cuando la 
devuelva no tendrá que reintegrarlo. Quedarse con ella y reintegrar no 
son dos cosas diversas, entre las cuales se haya de elegir; son por el 
contrario una misma, ó por lo menos dos hechos consiguientes y partes 
de un -propio sistema. Fué, pues, sin duda un yerro notorio el poner 
en el artículo quedarse ó reintegrar, y es necesario entender y sustituir­
le devolver ó reintegrar. 

1 1 . Enmendado este punto, y ordenado como lo acabamos de hacer el 
precepto del artículo, que sin duda alguna está muy mal redactado, no 
pueden ya ocurrir dudas de ningún género sobre su inteligencia. Descú­
brese que la ley ha querido consultar los intereses de los poseedores, 
sin desatender los de aquellos que tenian derechos á ser reintegrados. 
Por eso ha dado á los segundos la acción de requerir, y á los prime­
ros la de escoger. El reintegro , dijo, se verificará siempre , porque es 
de rigorosa justicia; mas sobre el modo de llevarlo á cabo, débese pro-, 
curar que no se hieran intereses que son respetables. Escoja el po­
seedor entre quedar de nuevo sin la finca , ó satisfacer el precio de ella, 
que percibió ya en otro tiempo, ora él , ora un antecesor suyo en el 
vínculo. No pareee posible mayor deferencia, toda vez que se trata de 
quien adquirió su dominio con arreglo á las leyes , y solo fué despojado 
por una desapiadada reacción. 

12. En este artículo se habla del requerimiento y de la elección que 
respectivamente debían hacer el comprador y el vinculista; y cabia por 
tanto el preguntar, en qué forma y bajo qué solemnidades debieran 
practicarse tales diligencias. Nuestra opinión es que no habia inconve­
nientes, y sí ventajas notorias, en verificarlas en forma judicial; pero 
no exigiéndolo la ley, de seguro no era necesaria para su validez tal cir­
cunstancia. Siempre que constase de un modo legítimo el dia y modo 
en que se habian verificado , bastaba sin duda para el objeto que al de­
cretarlas tuvieron los legisladores-
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ARTICULO VI. 

uLos réditos de que hablan ío& artículos anteriores se reclamarán 
del poseedor actual de la finca por el tiempo que la hubiese disfrutado, 
quedando á salvo el derecho del comprador para repetir el completo 
de aquellos contra los que la hubiesen poseído ó: sus herederos.» • 

l , 

1. ¿A qué caso se refiere este artículo? ¿Cuáles son los artículos 
anteriores que cita? ¿Son por ventura todos los que hablan de réditos? 
¿ Se ha dictado para los dos casos que hemos distinguido en el comen­
tario precedente ? ¿ Se habla aquí de cuando hay devolución, ó se habla 
de cuando hay reintegro? 

2. Si los primeros artículos de esta ley se presentan como bien r e ­
dactados , no puede decirse lo mismo del 5.° que acabamos de exami­
nar ahora. 

3. Los réditos no siguen, ni podían seguir en esta ley, la misma 
suerte que los capitales ; antes bien en algún caso tenían que separarse 
de' estos. Voluntaria es la restitución ó abono del capital, pues no hay 
que hacerla cuando se restituye ó devuelve la finca ; en vez de que el 
rédito siempre hay que pagarlo , cualquiera que sea el partido que res­
pecto de aquella se adopte.—El capital , no se dice en ningún artículo 
que pueda abonarlo otro que el poseedor; en vez de que el rédito se 
distribuye , según éste , entre las personas que han poseído la finca, á 
prorata de sus respectivos disfrutes. 

4. Hé aquí, pues, volvemos á insistir, el motivo de semejante duda. 
¿ De qué caso habla este artículo 6.°, del en que el poseedor quiere con­
servar la finca , ó del en que la devuelva á su comprador de la época 
constitucional ? 

5. Que el referido artículo es plenamente aplicable á este segundo 
caso, no puedo ofrecer la menor duda. Si no lo fuera á é l , no lo seria 
ciertamente á ninguno; porque ninguno hay en que sea tan necesaria 
la distinción de los deudores. Cuando el vinculista no quiere continuar 
disfrutando la finca en cuestión; cuando la devuelve en el instante 
mismo; cuando entrega la parte de réditos ó de interés, que puede ser 
de su cargo por el tiempo en que la,ha gozado, ¿qué mas puede pedír­
sele con justicia , ni cómo se ha de querer que abone lo que no disfrutó? 
Los herederos de quienes fueran poseedores antes que é l , responderán 
por su tiempo, como él ha respondido por el suyo. 

6. No sucede lo mismo cuando ese vinculista no quiere devolver la 
finca de que se trata , sino por el contrario prefiere dar su importe para 
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quedarse con ella. En este caso entendemos que, así como apronta el 
capital, que no recibió , sino otro vinculista ya pasado , así también 
debe aprontar los réditos. Solo de esta suerte le concede el articulo S.° 
un tan importante derecho de preferencia respecto al desposeído com­
prador de la finca: solo de esta suerte puede obtener que su interés 
venza á otro interés tan respetable. A nuestro juicio , una diversa reso­
lución destruiría cuanto acabamos de sentar en los comentarios anterio­
res , al mismo tiempo que pugnaría con el 8.° en que nos hemos próxi­
mamente de ocupar. 

7. No se refiere, pues, este artículo á lodos los casos, sino habla 
en especial del en que sean devueltas las fincas, y sus compradores ha­
yan de pretender tan solo la reintegración de los réditos. 

II. 

8 . Pero aquí puede suscitarse otra cuestión. Se ba seguido un sis­
tema contrario , y se han reintegrado capital y réditos por el vinculista. 
Ha tenido que hacerlo así, para que no se les desposea de sus bienes. 

Tendrá éste ahora derecho para reclamar contra las testamentarías ó 
herederos de otros vinculistas , sus antecesores , las sumas parciales de 
réditos que á cada cual les correspondan ? ¿ Lo tendrá aún para re­
clamar el capital, precio de la finca, contra los herederos del vinculista 
que la enagenó ? 

9. Esta segunda cuestión la resolvemos negativamente ; pero decidi­
mos de un modo contrario la primera. El capital no debe reclamarse; 
mas los réditos sí se pueden reclamar. 

10. Severa comprobado lo respectivo á aquel, cuando nos ocupe­
mos del artículo próximo. Atendido á que el vinculista que reintegra al 
comprador no conserva la finca en el vínculo , sino que la adquiere para 
sí, ó cuando menos queda autorizado para considerarla libre y suya, 
no podremos menos de reconocer que seria un absurdo el que pu­
diese reclamar de otros lo que dá para conseguir una adquisición se­
mejante. El capital dado en reintegro ha de suministrarlo é l , pues 
que en él vá á quedar, ó puede quedar, el dominio de la finca que 
se refiere. 

11. Mas en los réditos no-existen tales razones. Ellos no son el pre­
cio ni el reintegro de los bienes , sino la reparación del despojo que de 
los mismos se ha sufrido. Ellos no se dan para conservar la finca, 
pues aún devolviéndola deben acompañarla. La ley , por último , y la 
razón dicen á quiénes deberán cargarse: y si el vinculista, según nues­
tro propio juicio, tiene obligación de entregarlos, adoptado por él el sis-
lema de reintegro, esto no puede en rigor entenderse sino como un ade­
lanto para satisfacer al comprador, sin perjuicio del sucesivo abono de 
que hablamos en estos instantes. 
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ARTICULO VII. 

«El poseedor actual, ya sea el vendedor ó el inmediato sucesor , ya 
sea un tercero , que en uso del articulo 5." reintegrase al comprador 
con fondos propios el precio de los bienes, como igualmente aquel que 
no siendo vendedor ni sucesor inmediato que intervino en la venta lo 
hubiese ya verificado, quedan autorizados para considerar como libres 
dichos bienes.» 

1. Hé aquí un artículo que confirma cuanto hemos dicho en los-an­
teriores acerca del espíritu de esta ley. No querían faltar sus autores á 
lo que una rigorosa justicia pudiera exigirles; pero en cuanto estuvie­
se á sus alcances deseaban conciliar sus preceptos con la subsistencia 
de los mayorazgos. La necesidad política influía con gran poder -en su 
balanza, y el artículo que nos ocupa en este instante suministrará siem­
pre de ello una de las pruebas mas concluyentes. 

2. Estaban ya dictadas las principales reglas, establecidos los ca­
pitales fundamentos para la reintegración de los compradores. Dejándose 
definitivamente en su poder lo que no habia salido del mismo para re­
tornar á las vinculaciones, no se habia hecho mas que obedecer á un 
instinto incontrastable , cuya exijencia era tan clara que no podia po­
nerse en duda. Pero en el otro caso, que debia ser mas, general, en 
el de que los vinculistas se hallasen en posesión de las fincas antes ena-
genadas; en éste ya habia sido posible conceder á alguno la preferencia, 
y se concedió de hecho álos mismos vinculistas, otorgándoles la elec­
ción para conservar ó devolver los bienes de que se trataba. No decimos 
que se hubiese obrado mal en seguir ese sistema , mucho menos cuando 
las consideraciones de la posesión venían á sancionarlo por ga parte: de­
cimos un hecho y no otra cosa. 

' 3 . Pero habia aún algo que hacer en este camino. Los antiguos 
bienes enagenados se acercaban así á los vínculos; pero no estaban 

12. Así es eomo se coneüia este artículo, tan expreso en su forma c o ­
mo justo en sus motivos, con el S." que hemos examinado antes, y con el 
7.° en que nos vamos á ocupar. Así es como se atienden los derechos 
del comprador, á quien la ley debe facilitar los reintegros y reparacio­
nes que su situación reclamaba, los intereses del actual vinculista, que 
como poseedor no podia menos de llamar la atención de la ley hacia sí, 
y las responsabilidades de los que gozaron de una finca , que ya habia 
salido legítimamente de sus mayorazgos , y consumieron una renta , de 
que no eran en verdad dueños sino por un acto de terrible arbi­
trariedad . 
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todavía ligados con ellos. Si los vinculistas actuales reintegraban á 
los compradores, sin duda que. los mismos vinculistas quedarían con 
las fincas de que se trataba; mas ¿serian por eso éstas de los ma­
yorazgos ? ¿ Se habian comprado ó rescatado por ventura con su di­
nero? ¿Por cuál título legítimo las podían ellos adquirir, tratándose 
solo de un acto voluntario de su poseedor, y debiéndose únicamente 
á sus sacrificios personales el que no hubiesen vuelto á los antiguos 
compradores? 

4. Necesitaba, pues , la ley acabar de explicarse sobre este particu­
lar ; y en esta explicación es en la que encontramos ese mérito de con­
secuencia que ha obtenido nuestro elogio. . 

5. Pudo decir la ley : los bienes conservados por los vinculistas, y 
abonados por ellos á los antiguos compradores , pertenecerán á los pri­
meros en clase de libres.—Al decretarlo así, no hubiera cometido nin­
guna injusticia, pues que ningún derecho quedaba damnificado ; pero 
habría perdido todo el objeto político en favor de las vinculaciones, que 
ya hemos visto la animaba. Para eso , quizá hubiera sido mejor y mas 
sencillo ordenar la restitución de los bienes , sin hacer distinciones en­
tre los que quisiesen y los que no quisiesen conservarse. ¿Qué impor­
taba su posesión por los vinculistas, si nada habian de tener que ver 
con los vínculos ? 

6. Pudo por el contrario decir la misma ley: los bienes conserva­
dos por los vinculistas, y abonados por ellos á sus antiguos compradores, 
formarán parte délos mayorazgos de donde traían su procedencia.—Si así 
lo hubiese dicho , habría atropellado respetos muy importantes , que ya 
hemos apuntado en breves palabras. ¿Por qué habia de adquirir un 
vínculo lo que se rescataba, no con sus fondos, sino con los de su po­
seedor?-Pase aún si este poseedor hubiera sido el mismo que trece años 
antes vendió la finca; pero si era un tercero , como quizá sucedía en la 
mayor parte de los casos , ¿ no se decretaba una verdadera injusticia, 
cuyo resultado seria retraer por todas partes del sistema del reintegro, 
y empeñar á todos los poseedores en el de la devolución ? 

7. Así, la ley no dijo ni la una ni la otra cosa; no declaró tales 
bienes libres ni vinculados. Dijo solo : los vinculistas que los adquieran 
con fondos de su propiedad, están autorizados para considerar como 
libres aquellos bienes. 

8. Están autorizados: hé aquí la palabra escogida por la ley, la 
que expresa su pensamiento. El vinculista, pues, quedaba en libertad 
para estimar libres ó para estimar vinculadas tales fincas. Si quería dis­
poner de ellas, ó por vida , ó por muerte, nadie ponia obstáculos á su 
deseo; si prefería dejarlas unidas al mayorazgo, no vendiéndolas, no do­
nándolas, no dándolas en legado ni incluyéndolas en.su herencia , no 
manifestando , en fin , de ningún modo que quisiese considerarlas como 
enagenables y desamortizadas, nadie tampoco se lo podia impedir. La 
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ARTICULO VIII. 

«No entregando dentro del término de un año el poseedor del vinculo 
las cantidades que corresponden al comprador , se trasmite á éste el 
pleno dominio de los bienes, y ademas podrá entablar contra las per­
sonas que expresa el articulo 6 ° las reclamaciones respectivas á rédi­
tos hasta el percibo de los que le correspondan.» 

1. Lo primero que encontramos en este artículo es la confirmación 
de un juicio que dejamos expresado en el comentario del artículo 6.°.' 
cuando el vinculista prefiere el medio del reintegro y la conservación 
del fundo , á su devolución , es deber suyo satisfacer las diversas can­
tidades que se han de entregar al comprador de la otra época, y estas 
cantidades son el capital ó precio, y los réditos ó intereses. Asi lo juz­
gamos nosotros, y asi lo indica sin ninguna duda el artículo que al 
presente examinamos. Quede , pues , sentado como un hecho fuera de 
cuestión , para no volvernos á ocupar en él. 

2. Ahora, vengamos á lo demás que aquí se establece. 
3. Recordaráse sin dificultad que el derecho de expresar la elección 

concedida á los vinculistas poseedores', tenia por término el de sesen­
ta dias, contados desde el requerimiento que se les hiciese por el com­
prador ; y que el plazo para efectuar el reintegro consistía en un año, á 
contarse desde la promulgación de la ley. Pues bien, ese año puede 
transcurrir, y el abono no verificarse, ya sea que dentro de él se ha-

ley autorizaba uno y otro sistema, aprobaba y daba su sanción á una y 
otra conducta. 

9. Semejante proceder de la ley no fué, de ningún modo injusto ni 
vituperable. Respetados estaban por ella los derechos de la persona, y 
facultada ésta para extenderlos todo lo posible. Mas al mismo tiempo 
se habia tenido presente la cuestión política, y se habia dejado abierto el 
camino para que una parte de tales bienes volvieran al sistema de 
la vinculación. La ley conocía á los hombres , y marchaba de un mo­
do hábil, cuando los dejaba en libertad para un punto de esa na­
turaleza. 

1 0. Este artículo pudiera darnos ocasión para cuestiones graves, si 
estuviese vigente todavía. Pero el restablecimiento de la ley de 1820, y 
la final supresión de las vinculaciones le ha despojado de su importancia, 
como á muchos otros de la ley que examinamos. Por eso somos ahora 
mas lijeros en nuestros apuntes, no queriendo decir sino lo que es ab­
solutamente preciso para la inteligencia de esta parle tan enredada de 
nuestra legislación. 
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yan hecho el requerimiento y la elección, ya se haya guardado silencio 
por uno y otro interesado; y podia ser un problema para los autores de 
la ley lo que habia de determinarse en este caso, que apareciese mas con­
forme con su espíritu, y entrase mas de llenó en el sistema por donde 
caminaban. 

4. Presentábanse aquí en efecto medios diferentes , que se pudieran 
preferir y usar á su vez. Uno de ellos seria el común en casi todos los 
casos de nuestra jurisprudencia, que quiere por regla general se lleve 
á efecto lo convenido ú ofrecido; y consiguiente á lo cual, debería 
realizarse por ejecución y apremio lo escogido por el vinculista en el acto 
de la elección. Mas la ley debió desear que ñó naciesen pleitos, ó que 
naciesen los menos posibles sobre este punto; y no quiso seguir esa re­
gla- , y estableció otra, que sin duda es mucho mas expedita. Su pre­
dilección por los poseedores-solo llegó al punto de concederles sesenta 
días para elegir, en el caso de ser requeridos , y un año para reintegrar, 
hubiérase ó no practicado aquella otra diligencia. Mas pasado ese tér­
mino sin haber hecho el abono , arrebatóles la facultad que les' otor­
gara , y los precisó á devolver la propia finca , ora suponiendo que ele­
gían este camino, ora penándolos por no haber cumplido el reintegro 
que les habia autorizado á hacer. Un año en efecto era plazo suficiente 
para procurarse los medios de cumplir la obligación que habian con­
traído, y para dejar de un modo irrevocable unidos al mayorazgo ó ad­
quiridos para sí los^bienes en cuestión. Si en él no conseguían llevar 
'•delante su empeño , ó por descuido ó por desgracia , no parecía regu­
lar que aquel ó esta recayesen sobre el comprador , y le vejasen todavía 
mas, sobre las vejaciones que ya habia experimentado. La consideración 
que les dispensaba la ley no*podia extenderse sin límites, so pena de 
tornarse una injusticia. 

5. Son notables en este artículo los términos con que está expresada 
su idea. Advertirán nuestros lectores que no dice por cierto que en e 
caso de transcurrir el año sin hacerse el abono, se hayan de entregar á los 
compradores las fincas en cuestión, sino que desde luego se trasmite á 
estos su pleno dominio. Múdase,"pues, éste por 61 propio ministerio de 
la-ley , del mismo modo que se transfería la posesión en los mayoraz­
gos, y con las consecuencias de todo género que se siguen de un he­
cho semejante. Si para llevarla cabo tal precepto encuentran los com­
pradores alguna dificultad, serán sus acciones las mismas que tiene 
cualquier señor en aquellas cosas de que es propietario. La ley los ha 
favorecido con cuanto podían apetecer de ella, derogando las formas y 
disposiciones del derecho común, y estableciendo este particular que 
tan evidentemente los favorece y ampara. 

6. En cuanto á las demás repeticiones que autoriza la ley , no ne­
cesitamos añadir ninguna larga explicación. Son y proceden estas por las 
proratas de réditos ó intereses contra los diversos vinculistas, sus tes-

1» 
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ARTICULO IX, 

uEn las permutas de bienes vinculados en que hubo sobreprecio de 
parte de aquellos que lo recibieron , tendrán los contratantes los mismos 
derechos que se conceden por esta ley á los compradores.» 

1. El presente artículo, siguiendo el principio capital de la ley, 
se propone mas bien hacer lina aclaración , que establecer una regla 
referente al modo y forma de reintegrarse los compradores de bie­
nes vinculados, en virtud de la ley de desvinculacion de i l de octubre 
de 1820. 

2. Libre la enagenacion de los bienes antes amayorazgados , claro 
es que ésta pudo verificarse por cualquiera de los títulos que las leyes 
han reconocido como hábiles para la traslación de los derechos en un 
tercero, y por lo mismo, sise hubiera limitado á fijar las reglas de rein­
tegración en las enagenaciones por compra y venta , hubiera corrido un 
corto trecho en el campo de las dudas que pudieran ofrecerse. Para evitar 
éstas, se hace cargo de las permutas de bienes vinculados en que hubo 
sobreprecio, y califica la condición de lc% contrayentes; pero no está 
concebido el artículo en términos tan claros y precisos como eran posi­
bles y apetecibles. 

3. Trata efectivamente en primer lugar de la permuta de bienes vin­
culados ; pero como en este contrato por una y otra parte se dan bienes, 
parece , atendiendo al contexto literal de sus palabras , que la permuta 
de que habla el artículo es aquella , en que uno y otro contrayentes dan 
bienes sujetos á vinculación. En segundo, puesto que habla de una 
sola permuta , y en ésta únicamente puede darse sobreprecio por una 
parte, la cláusula, tendrán los contrayentes los mismos derechos que 
se conceden por esta ley á los compradores , significa que los dos gozan 
del mismo concepto; es decir, que tanto el que dá el sobreprecio como 
el que le recibe , están en el caso de usar de la acción concedida al 
comprador. 

4. Sin embargo, ni el objeto de la ley, nidos principios generales del 
derecho , permiten que el artículo que nos ocupa pueda entenderse del 
modo expuesto en el precedente párrafo. La ley se propuso como ob-
eto principal el reintegro de los compradores 6 adquirentes por cual-

tamentarios ó herederos, que .hubiesen disfrutado desde 1 '824 acá )a 
finca de que se trata. Cada cual de ellos-está obligado, como ya se lm 
visto , á satisfacer los de su respectiva época; y los compradores , en el 
caso de que hablamos, tienen el derecho de demandarlos á cada -cual, 
por los medios usuales de la legislación. 
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quiera título oneroso , de aquel capital que desembolsaran como pre­
mio ó equivalente de la adquisición de bienes vinculados,- y descendien­
do al contrato de permuta , consideró que al volver los bienes a" poder 
de los poseedores en virtud de la ley que anuló la de ii de octubre de 
1820, volverían también los bienes libres entregados por aquella al 
tenedor del vínculo. Partiendo de esta idea , trata ahora de determina.1 
!as reglas que han de servir para la reintegración del sobreprecio, si 
le hubo. En este caso , pues , cualquiera que fuese el que le dio , y 
cualquiera que fuesen los bienes de que se tratara , la razón de. jus ­
ticia que exije el reintegro es una misma, y por tanto indiferente 
que por ambas partes se entregasen bienes vinculados, ó que fuese por 
una sola. 

5. Los casos posibles ordinariamente en esta materia son tres: 1." que 
el poseedor dé mayorazgos diese bienes de menor valor por otros libres, 
con sobreprecio para equiparar los valores: 2.° que se diesen bienes 
vinculados por otros también vinculados, y por uno de los permutantes 
sobreprecio; y 3." que el que dio el sobreprecio fuese el contrayente 
que entregaba bienes libres. 

6. El primer caso no es del que trata la ley de 6 de junio en el 
artículo 9.°; porque eomo el sobreprecio no pertenece á los bienes vin­
culados, por una parte, y por otra el dueño de lo libre tiene en su poder 
la cantidad en metálico que intervino , claro es que el poseedor del 
vínculo antes de reclamar lo vinculado y entregar lo libre que se halla­
ba en su poder, exigiría la entrega ó devolución del sobreprecio , ó de 
lo contrario no se desposeería de aquellos bienes. Ademas , como que 
en la permuta en que interviene dinero , éste es el equivalente á la por­
ción escesiva de los valores en bienes permutados , cuando no hay una 
Sey especial, deben seguirse las reglas de derecho común : y según él, 
á la manera que á ningún contrayente se le puede obligar por el otro á 
ia consumación del contrato , sin que cumpla por su parte , asimismo, 
toda vez que éste se rescinda, el que pide la rescisión no podrá obligar 
al otro á la restitución de lo que posee, sin que antes devuelva él mis­
ino lo que tiene percibido. 

7. Cuando los bienes que por una y otra parte intervienen en la 
permuta Son amayorazgados, ó solo los de aquel que habia recibido el 
sobreprecio, el que le dio se considera por la ley comprador; pero 
solo relativamente á éste , y no en cuanto á los bienes que por su par­
te habia entregado: porque la simple diversidad en la denominación le­
gal del contrato no debe ser título bastante para negar al que dio dine­
ro , dirijido á equilibrar la diferencia de valores, los derechos que se 
conceden al que adquirió bienes vinculados por compra. Esta causa 
justificativa de la disposición del artículo 9." que comentamos, única­
mente concurre en el que dá el sobreprecio ; y por tanto, cuando en el 
mismo se expresa que tendrán los contratantes los mismos derechos 
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que se conceden á los compradores por la ley, ha de entenderse solo res­
pecto ú los que dan sobreprecio, y no á los demás. 

8. Asi, pues, el permutante que dio sobreprecio por la adquisición 
de los bienes vinculados, y que á virtud de la real orden de 24 de marzo 
de 1824 los hubiese devuelto , tendrá acción á reclamar la restitución 
de los que él entregara, si es que ésta no se habia verificado , con mas 
el capital en metálico que diese, y el3 por 100 que habia de contarse, 
según el artículo 9.° de la ley de 6 de junio, desde el dia de la devo­
lución de lo vinculado. 

9. De presumir es , y tal vez la ley en este concepto nada dispuso, 
que los bienes libres fueran restituidos al mismo tiempo que el poseedor 
de los vinculados los devolviera al mayorazgo; mas como está en lo 
posible que no sucediese así, por diferentes causas , nada hubiera per­
judicado que la ley determinase lo que en tal caso debería hacerse. Sin 
embargo , examinada la causa ocasional de la ley de junio y su tenden­
c ia , parece que el contratante que no habia recobrado los bienes que 
dio en permuta, tendrá derecho para repetir los frutos de aquellos , á 
contar desde que por su parte restituyó; á la manera que el comprador 
le tiene para reclamar el 3 por 1 0 0 ; que es el premio que se calcula 
justo por interés del dinero. 

10. Tampoco determina la ley respecto al derecho que deberían go­
zar los permutantes, por bienes vinculados que no se hubieran de­
vuelto al tiempo de su promulgación. En medio de semejante silencio, 
lo mas. oportuno será , para resolver las dudas que sobre este punto se 
susciten , examinar si podrá y deberá hacerse extensivo á los permu­
tantes lo que dispone relativamente á los compradores. Ningún otro 
artículo trata de la permuta mas que. el 9.°, y éste se limita á las 
permutas en que intervino sobreprecio: para cuyo caso ordena que 
gocen los contrayentes de los mismos derechos que se conceden á los 
compradores. Ahora bien; ¿ hay identidad de razón para que los per­
mutantes disfruten de ja acción que al comprador conceden los artícu­
los 1 . ° , 2.° y 3 . ° ? Es indudable que sí ; porque si se ha creído justo 
que aquel que percibió los intereses representantes del valor de una fin­
ca, ó aquellos que le hayan sucedido , los devuelvan, cuando la hu­
bieran recobrado , esto mismo acontece en la permuta: y * i justo y 
equitativo es que al comprador , que al publicarse la ley de 6 de junio 
no hubiera devuelto lo comprado , se le asegure el dominio, también 
lo es que al permutante que se halle en igual caso , se le afiance su de­
recho de propiedad, porque igualmente que aquel ío habia adquirido 
porun título legítimo y oneroso. 
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ARTICULO X. . ' 

«Las mejoras y deterioros deben abonarse reciprocamente por com­
pradores y vendedores con arreglo á derecho.». 

1. Siguiendo la ley el principio adoptado de igualar las condiciones 
de comprador y vendedor, y partiendo de la base consistente en el 
reconocimiento de las enagenaciones hedías á virtud de la ley de 11 de 
octubre de 1820 , ha querido que ninguno de los contratantes sufra 
perjuicio , en el caso de que el poseedor del vínculo prefiera conservar 
las fincas que se le habían restituido sin devolver el precio. En efecto, 
el comprador que se consideraba justamente autorizado para disponer 
de los bienes antes vinculados , podrá muy bien haberles dado nueva 
forma, ó aumentado sus producciones, por mejoras de cualquier géne­
ro; y por lo mismo, aunque no fuera por otro concepto mas que por 
el de poseedor de buena fé , era indispensable que una ley, que recono­
cía la legitimidad de la compra, concediera al comprador mejorante los 
mismos derechos por lo menos que al poseedor de buena fé se le con­
ceden. Por el contrario , puesto que aquel podia haber deteriorado la 
finca ó fincas, y la ley obligaba al poseedor ala devolución del precio 
íntegro , y ademas el 3 por 100, justísimo era que se le restituyese lo 
suyo¿ tal como habia sido entregado. 

2. Sentada la necesidad del abono recíproco entre comprador y ven­
dedor por razón de mejoras y deterioros , natural era que se hiciese una 
clasificación de aquellas y de estos , si es que la ley no quería que los 
de toda clase estuvieran sujetos á la misma regla ; y asimismo era na­
tural que hubiese marcado el orden de proceder en la regulación de 
las unas y los otros. No descuidaron los legisladores tan interesantes 
puntos; mas los prefijaron en una cláusula de relación, en la de con 
arreglo á dereclw. Asi, pues , el que haya de saber cuándo y cómo se 
han ;de abonar las mejoras y deterioros en bienes amayorazgados , tiene 
que acudir á las reglas establecidas en el derecho general. ¿Mas será 
fácil encontrarlas? ¿Tiene el derecho establecidas reglas en la materia á 
que se refiere el art. 10.°? 

3. Lo que en nuestro juicio habrá debido hacerse, para llenar el 
objeto de la ley, es considerar al comprador de bienes vinculados como 
igual por lo menos, si no superior, al poseedor de buena fé , y de­
clarar sujetas á abono aquéllas expensas que se declaran reintegrables 
paráoste., . ' 

4. Nuestros lectores no deben estrafiar que pasemos rápidamen­
te sobre estos puntos en el presente comentario. La ley de 6 de 
junio, que fué en su época de grande importancia, no la: tiene ya 
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ARTICULO XI. 

«Si el comprador de los bienes hubiese celebrado alguna avenencia 
con el vendedor , ó con el sucesor inmediato que intervino en la venta, 
sobre el reintegro del capital, no tendrá mas derecho que el de exigir su 
cumplimiento, á no ser que justifique haber intervenido lesión en mas de 
la mitad; la cual podrá reclamar, como también los réditos que le hayan 
correspondido, y deque no estuviere reintegrado al tiempo de tener,cum­
plido efecto la avenencia.» 

1. Escrupulosa en demasíala ley de 6 de junio de 1838, quiso, 
en el artículo que insertamos ahora, determinar hasta sobre aquellos 
casos que ninguna duda podían ofrecer, porque su resolución era clara y 
terminante, atendiendo á los principios de derecho. 

2. Dos puntos abraza el artículo ; el primero relativo á las conven­
ciones hechas sobre reintegro de precio , y el otro sobre rescisión 
de estas mismas convenciones, en el caso de haber mediado lesión enor­
mísima. 

3 . Ninguna dificultad ofrecía la materia de la primera parte de la ley, 
bajo el supuesto de que el comprador estaba acorde con el vendedor 
restituido, ó sus sucesores, en la forma de hacerse efectiva la res­
titución del precio; porque sabido es que la ley no tiene efectos re-

después de dictada la de 19 de agosto de 1841. En el extunen de 
«sta tendremos ocasión de volver á ocuparnos de lo que ahora apenas 
se indica. 

5. El extremo ó condición mas difícil para proceder al reintegro, 
tanto de las mejoras como de los deterioros, es sin duda alguna la 
regulación. Es necesario tener presente que el artículo 10.° solo tiene 
lugar cuando el poseedor del vínculo hubiere vuelto á la posesión de 
los bienes enagenados en los años del 20 al 2 3 , y. no hubiese pagado 
su valor en 1824 al invalidarse el contrato, y entrar de nuevo en pose­
sión , y que la compensación ó paga de mejoras ó daños se ha de re­
clamar después de la ley de 6 de junio de 1835: porque si no habia 
recobrado la posesión el comprador , no estaba obligado á devolver los 
bienes, ni si estaban restituidos pudo reclamar hasta después de esta 
ley. En tal situación, no queda otro recurso mas expedito que el de la ta ­
sación por peritos conocedores de los bienes, al efectuarse la venta y al 
tiempo de la restitución. 

6. El abono de mejoras y deterioros de que trata el art. 10.°, y es 
referente á la compra y venta, debe también extenderse en su caso por 
ia identidad de razón a l a permuta. 
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Iroactivos, y porque en todas aquellas materias que pertenecen a! 
derecho privado , y con especialidad la de contratos, la voluntad de 
las partes expresadas en la convención, prevalece sobre la común 
regla legal. Ligados por tanto comprador y Vendedor con la obligación 
celebrada anteriormente , aunque después se concedieran á alguno de 
ellos derechos que pudieran serle mas beneficiosos , no podría retroceder 
de lo que pactaran sin oponerse abiertamente á las reglas de derecho. 

4. El segundo punto que resuelve el artículo, tal vez no sea tan 
conforme á las doctrinas legales. Trátase de una convención espontá­
neamente celebrada entré comprador y vendedor, por la que han 
arreglado el modo de restituir el precio y la cantidad que ha de de­
volverse. 

5. En tal hipótesis, ó esta corjvencion se considera como un sim­
ple contrato, ó como una transacción ; y en uno y otro caso , ó hubo 
engaño ó no lo hubo. Si se considera como simple contrato, y la lesión 
procedió de dolo , en buen hora que se conceda la restitución ó de­
recho alternativo de pedir esta, ó que se supla el déficit hasta el pre­
cio justo ; pero si no hubo engaño , ó fué una transacción , la ley no 
ha seguido [as doctrinas admitidas en jurisprudencia : en el primer 
caso , porque cuando un mayor de edad de su grado y Jfabiendas se 
conviene en percibir menos que aquello que podia pedir, rigorosamen­
te hablando no sufre daño, porque se entiende que dona la cantidad 
que deja de recibir; y en el segundo , si es una transacción, porque 
menos cabe la rescisión en ella, puesto qué no puede tener lugar la lesión 
ordinaria. 

6. Desde que el comprador haya reclamado la lesión en virtud del 
derecho que el artículo preinserto le concede, puede extenderse sin du­
da á otra cosa mas , que fué preciso otorgarle para llevar adelante los 
principios establecidos. El comprador que por causa de lesión no hu­
biera peícibido una porción mayor que la mitad del precio , se halla­
ba en el mismo caso respecto áésta que aquel que devolvió los bienes 

,al vendedor, y éste no le reintegró : y por consiguiente, á la manera 
que la ley de 6 de junio, art. 3.°, concedió al comprador, uo pagado, 
la acción á reclamar el precio y el 3 por 100 por via de rédito del ca­
pital, desde la devolución; asi túvola misma ley que permitir al per­
judicado en la convención que reclamase los réditos, que le hubieran 
correspondido, y de que no estuviera reintegrado al tiempo de tener 
eumplido efecto la avenencia. Estos son los réditos del 3 por 100-, no 
solo de la cantidad en que consistía la lesión , sino también de la perci­
bida ó al menos prometida en el convenio : pero con la diferencia, que 
solo cobraría éste desde el diá de la devolución de los bienes hasta el 
en que se avinieron; y los réditos de la porción en* que consistía el 
engaño, desde la devolución hasta que se efectuara el pago. 
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ARTICULO XII. 

Para el cobro de los intereses de que habla el articulo anterior ,' ser­
virá siempre dé base la cantidad en que consistió el precio de la 
venta.» 

1 . Pudiera dudarse erí virtud dala disposición del artículo II de la 
presente ley acerca de la cantidad que debería ser el tipo para la regu­
lación, no. solo de los intereses que manda se satisfagan, cuando inter­
viniese lesión en la avenencia celebrada entre comprador y vendedor, 
sino también para la evaluación de esta misma. El precio de una cosa 

-cualquiera varia según las circunstancias , y la mayor ó menor concur­
rencia de licitadores. Así, pues, como la enagenacion onerosa ha teni­
do tres épocas, la de la venta, la de la declaración de nulidad de ésta, 
y la del convenio entre los contrayentes respecto al modo y forma de 
reintegrar al comprador, que restituyó lo comprado, podría dudarse al­
guna vez sL|l precio debia ser el mismo que fué en la venta, ó el que 
tuvieran los oienes al tiempo de avenirse las partes. 

2. Los legisladores de 1833 que procuraron llevar adelante las ena-
genaciones hechas de 1820 hasta 1823, reparando las injusticias co­
metidas en 1824, no pudieron menos de fijar el tipo del valor pa­
ra deducir los intereses , en el que la razón y la justicia les señalaban 
como tal. Este artículo es claro y justo, y no puede ofrecer dificultad 
alguna. 

3. Por otra parte, como que la avenencia, cuando la habia habido 
entre comprador y vendedor, ó el sucesor de éste , debia apoyarse en 
lo dispuesto por la Cédula de marzo de 1824 , y como ésta ^si no esti­
mó legitimidad en el legislador que autorizó las enagenaciones, al me­
nos miró los contratos como celebrados de buena fé, y reconoció el pre­
cio dé la venta para el efecto de la restitución ; siempre resulta que la • 
convención tuvo que partir de la misma base, y por consiguiente, que 
la ley de 6 de junio de 1833 se veía obligada á declarar en todos los 
casos que el capital productivo de los intereses habia de ser el mismo 
que sirvió para la venta. 

ARTICULO XIII. 

«Quedan ensp fuerza y vigor las ejeeutórias sobre abono de mejo­
ras y deterioros.» 

1 . La disposición del presente artículo es una consecuencia nece-
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sariaSSel sistema adoptado por osta ley relativamente á la Cédula de l t 
de marzo de 1824. Aquella Cédula, si bien anuló las enagenaciones de 
1820 á 1823 , no llevó tan al extremo la inmoralidad de su proyecto, 
que no tomara en consideración que los tenedores de las fincas que 
restituía á la vinculación, habían podido adquirirlas por título oneroso. 
De' aqui, pues, la clasificación que hizo de títulos de adquirir en lu­
crativos y onerosos, y, por la diversidad en las prestaciones , la dife­
rente responsabilidad que impuso á los vinculistas que habian. enago-
nado, ó á los inmediatos sucesores en su caso. 

2. Acordada la Obligación de restituir el precio que habia interve­
nido en las compras , extendió sus disposiciones la Cédula mencionada., 
hasta el extremo del resarcimiento de daños y perjuicios, causados por 
culpa délos tenedores, y reintegro de mejoras necesarias, -útiles y vo­
luntarias , dictando las reglas que debian seguirse en las unas y en las 
otras , según que la adquisición habia procedido de'título oneroso ó 
lucrativo. 

3. Durante esta jurisprudencia , precisamente tuvieron que pre­
sentarse dificultades, tanto en el resarcimiento de daños , como en la 
clasificación y regulación del valor de las mejoras; y mas de una vez, 
para resolverlas., hubo de acudirse a los tribunales, los que decidieron 
acerca de la obligación de reintegrar ó no reintegrar. Con tales antece­
dentes, la ley de 6 de junio no podia menos de hacerse cargo de las 
cuestiones que cabrían promoverse sobre la validez ó nulidad de las 
sentencias fundadas en la Cédula de marzo de 1824, la que al parecer 
se declaraba por la nueva ley atentatoria á los derechos legítimamente ad­
quiridos por los compradores de bienes vinculados, ó .que por otro título 
hubiesen venido á ser sus dueños. 

4. No se separaron los autores de la ley de 6 de junio del princi­
pio que habian adoptado, consistente en la reparación posible de los 
daños"y perjuicios que contra justicia habia ocasionado la real Cédula; 
pero luciéronlo, manteniendo en cuanto fuese compatible el*sistema 
de vinculación. Para este efecto era indispensable no derogar la reso­
lución de 1824, y reconocer al mismo tiempo todas aquellas partes que, 
sostenidas , no redundaban inmediatamente en perjuicio de tercero. Tal 
concepto mereció justamente la declaración de un tribunal que causara 
ejecutoria ; porque oidas las partes jsobre los puntos de daños y mejoras, 
y vistas las pruebas que por las mismas se hubiesen alegado, el fallo 
definitivo , al menos legalmente, á nadie podia perjudicar. Por el con­
trarío, si se permitiera en el año de 1835' la repetición de daños ó me­
joras, no obstante ejecutoria, justamente se habría tachado & la ley 
dada en esta época de arbitraria é impolítica , puesto que sin la concur­
rencia de lina causa de interés público no respetaba los hechos con­
sumados. 
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«Quedan asimismo vigentes las sentencias ó fallos judiciales- en que 
se haya declarado que el comprador recobró su capital por medio de la 
retención.» 

1. El contexto literal de este artículo determina exactamente la ínti­
ma relación que tiene con el precedente. La palabra asimismo une los 
dos artículos en cuanto á su propósito y determinación ; de modo , que 
á la manera que el decimotercio declara en su fuerza y vigor las ejecu­
torias ganadas sobre abono de mejoras y deterioros, el presente da lar-
misma'fuerza á-las sentencias declaratorias del reintegro del capital ó 
precio en virtud de retenciones. 

2. ¿Pero qué sentencias son las de que habla el artículo? ¿Son las 
consentidas por Iaspart.es , ó las que por el transcurso del tiempo se han 
declarado pasadas en autoridad de cosa juzgada ? De sentencias y fallos 
judiciales hace mérito la ley, y sentencias y fallos son todos desde que 
se pronuncian ; pero no son unos mismos los efectos en todas las ins­
tancias ni en todos los tiempos. 

3. El objeto de la ley, tanto cuando trata do la reparación de daños 
Ó reintegro de mejoras, como cuando se ocupa de la restitución del 
precio que fué de la venta , es el de conseguir que cada "uno de los que 
intervinieron en el contrato , vuelva al aprovechamiento del capital quo 
antes poseia. Partiendo de esta base , ha creido satisfecho su objeto, 
cuando un tribunal, con conocimiento- de causa, ha declarado que debe 
ó no reintegrarse, y que el comprador lo está de su capital con los 
frutos percibidos en virtud de la retención de las fincas. ¿ Mas, cuándo 
se toca este convencimiento moral en virtud de una sentencia ? Induda­
blemente, cuando ha recaído aquella contra la que la ley no concede 
recurso de ningun género, en razón á estar la misma ley persuadida de 
que lo qué determina es lo justo ; ó cuando , aunque la sentencia no 
sea de este género , ha sido consentida por las partes. 

4 . Asi, pues, las sentencias y fallos judiciales que declaró vigentes 
el art. 14 , fueron sin duda los que por cualquiera de los .medios legales 
causaban ejecutoria. 

ARTICULO XIV. 

http://Iaspart.es
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ARTICULO XV. 

«Sin embargo, tendrá derecho el dieho comprador á reclamar de los 
respectivos poseedores de los bienes los intereses devengados hasta el 
dia de la devolución , rebatiendo el importe de los prorateos de ca­
da año.» 

1. Proponiéndose la ley equilibrar á los compradores de bienes vin­
culados , y á los poseedores de éstos que fueron restituidos en virtud 
de la Cédula de 11 de marzo de 1824 , estableció como base que la de­
volución de las fincas y la restitución del precio debían haberse efectua­
do al misino tiempo, porque, no siendo asi, el que habia retenido en su 
poder lo ageno , llevaba en su favor los productos de lo que conservaba 
indebidamente; y para reparar este perjuicio en los casos ya consuma­
dos, fijó el 3 por 100 como premio del tiempo en que el poseedor del 
mayorazgo habia disfrutado del dinero que constituía el preeio de la finca. 

2. Habia mas: el reintegro podia hacerse sucesivamente por medio 
de los frutos ó rentas , como lo dispuso el art. 4 . " déla real Cédula de 
11 de marzo de 1824 , en cuyo caso el comprador era de peor condi­
ción que el vendedor: porque en tanto que éste conservaba el precio, y 
aprovechaba sus productos , y recobraba cada año una porción equiva­
lente al importe de las rentas que producía lo retenido, el comprador 
nada disfrutaba de heeho. Verdad es que percibía los productos de lo com­
prado ; mas nada adquiría con esto en realidad , descontándose todo su 
valor de lo que se le debía, y formándosele su capital do lo que solo 
eran sus rentas.. 

3 . A primera vista no pareeen exactas las ideas emitidas en el pár­
rafo precedente, pero son en la realidad verdades matemáticamente de­
mostrables. Vendida una finca de mayorazgo en 100 ,000 reales , y rete­
nida con arreglo á la Cédula, para reintegrarse el comprador del precio 
que dio por ella; si supongamos produce una renta de 3 , 000 reales, 
quiere decir que éste nada percibe, sino que cobra 3 , 0 0 0 reales cada 
año , y disminuye su crédito contra el vendedor por esta cantidad , en 
términos que á los 33 años y poco mas feneció su acción; y después 
de todo este tiempo vino á conseguir únicamente quedarse con lo suyo, 
que entre tanto no le ha producido nada. 

4 . El vendedor, por el contrario , cada un ,año percibe un 3 por 
100 de su propia finca, puesto que percibir es pagar con ello una deuda 
de que no se puede librar: y ademas hace suyos también los productos 
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ARTICULO XVI. 

«El comprador que hubiese devuelto los bienes , en concepto ele ha­
berse reintegrado ya del precio de la venta por medio de la retención de 
ellos, y aprovechamiento de sus productos , tiene derecho a reclamar los 
intereses de su capital por los años transcurridos para su total realiza-

do los 100,000 rs. que conserva como precio , de lo que, aunque no se 
le habia devuelto en cuanto á la material tenencia, sí lo habia-sido en 
el dominio, puesto que para él estaba produciendo. 

S. Para evitar esta notoria desigualdad , era preciso que ya que la 
linca producía para pagar la deuda del vendedor , el capital entregado 
por el comprador produjese para él mientras no fuese reintegrado. Como 
el precio consiste en dinero, y éste no ofrece frutos naturales, positivos 
y ciertos, fué precísala tasación de estos por un cálculo, y la ley lijó el 
3 por 100. 

0. Mas el precepto que obligara al vendedor al pago del rédito por 
el total del precio, hasta el dia en que se hiciera el reintegro completo, 
hubiera sido injusto , supuesto que cada un año se disminuía la deuda 
por razón de los frutos que ofrecíala finca, y por lo mismo bajaba su­
cesivamente el capital redituable. El medio de evitar este perjuicio debió 
ser que los réditos del 3 por 100 se graduasen siempre -por la deuda 
existente; es decir, que cada año se hiciese una liquidación , bajando 
del precio el importe ó valor de las rentas ó frutos de los bienes rete­
nidos en prenda pretoria, y que el rédito devengado se estimara por el 
residuo que apareciese á favor del comprador. Esta es cabalmente la 
doctrina del artículo de que tratamos, aunque expresada con alguna 
oscuridad, pues cuando el comprador se reintegra por medio de las 
rentas ó frutos que percibe por la retención, no hay hay día de la devo­
lución, sino que estos son tantaj, cuantas sean las rentas que aquel 
embolse hasta completar el reintegro. 

7. Como los compradores en virtud de la Cédula de 11 de marzo no 
tenían mas derecho que el de recobrar el capital, y para esto podían los 
poseedores del vínculo escoger el medio de la retención, en lo que su­
frían aquellos el perjuicio que dejamos expuesto; los legisladores de 
1833 dieron á la ley de 6 de junio efecto retroactivo , ordenando que 
si por sentencia ó fallo judicial se habia declarado readquirido el capi­
tal por la percepción de frutos ó rentas, el comprador, no obs­
tante, pudiera reclamar el interés del 3 por 100 , rebatiendo por es­
cala' descendente los productos anuales del capital. 
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1. El caso' de que se ocupa el artículo que acabamos de insertar, 
era una consecuencia necesaria de la disposición de la real Cédula de 
11 de marzo de 1824; porque, limitándose la acción que está concedida al 
comprador al. reintegro del precio de los bienes enmprados, natural 
era que luego qué se reintegrara por el aprovechamiento de estos , los 
devolviera al poseedor de la vinculación, con el perjuicio de haber ca­
recido de los productos^de su capital por todo el tiempo que habia 
tardado en reintegrarse. En tal estado , la ley de 6 de junio, si quería 
llenar cumplidamente su propósito de reparar, en cuanto fuese compa­
tible con las circunstancias , los agravios que habia irrogado la Cédula 
reaccionaria , no podia menos de extender la obligación de pagar el ré­
dito á los poseedores de bienes devueltos con el solo reintegro del ca­
pital ó precio , por medio de los frutos ó rentas. En este punto adoptó 
el mismo sistema de reparación, que habia sancionado en el artículo 15, 
porque es uno mismo el caso en la esencia, no obstante que las causas 
accidentales de darse por reintegrado el precio sean diferentes. 

2. Avanzando un paso más el artículo 16 , descendió á determinar 
qué personas debían de quedar obligadas á pagar el rédito debido por 
los años que tardó en efectuarse el reintegro del precio. Cautos fueron 
los autores de la ley en esta parte ; porque efectivamente desde que se 
devolvieron los bienes, hasta la época en que se autorizó al comprador, 
pudieron muy bien pasar aquellos por diferentes manos , y hasta mu­
dar de condición : y como que ni entraba ni podia entrar en los planes 
de los cuerpos colegisladores de 1835 la extinción de las vinculaciones, 
tuvieron que caminar en sus preceptos con la vista fija en las leyes que 
tratan de los mayorazgos. 

3. • Sabido es que los sucesores de esta clase de bienes no eran res­
ponsables al pago de aquellas cantidades que sus antecesores adeuda­
ban por un compromiso general; porque, en la realidad, á quien suce­
dían era al fundador y no al último poseedor. Deducíase de esta doc­
trina, que, como la responsabilidad á la devolución del precio y réditos 
era producto de un hecho personal del poseedor, cual lo fué la con­
vención ó contrato de venta, el sucesor en los bienes vinculados no 
tenia que ser responsable á la satisfacción de unos réditos , que ni de­
bia. por un hecho propio-, ni procedían de los bienes que acabara de 
adquirir. 

4. Al lado de estos principios de derecho constituido alzaban su voz 

clon, hecha en cada uno la deducción correspondiente por la parle del 
capital ya percibida. Son responsables á este abono el poseedor ó po­
seedores que han disfrutado los bienes después de la devolución, y 
también sus herederos.» 
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las reglas de justicia natural y social; y la tendencia de las ideas de Ja 
época protegía la causa de los compradores, contra unas doctrinas, que, 
s i t ien eran consecuencia legítima de los principios fundamentales de 
las vinculaciones, no debian ser aplicables al caso presente, por la 
concurrencia de circunstancias especiales que en el mismo se encon­
traban. 

5. En efecto, el sucesor en un vínculo no había de responder de* 
las deudas de sus antecesores. Mas esta regla de derecho consideraba 
al poseedor del vínculo ó mayorazgo como persona particular ; y cuan­
do se trata de deudas procedentes de la enagenacion de los bienes vin­
culados y posteriormente devueltos , hay una notable diferencia , por­
que en este caso no contrajo en un concepto indiferente, sino come-
poseedor del mayorazgo; así como también reclamó en este sentido 
la devolución de los bienes, cuando la Cédula de 11 de marzo anuló 
las enagenaciones hechas, faltando a las reglas mas sagradas de 
justicia. 

6. Por otra parle, el sucesor en el vínculo , admitiendo el antece­
dente que decretaba la devolución de los bienes vendidos ala condición 
de-vinculados, debia por lo mismo no repugnar el consiguiente, que 
consiste en la restitución de lo que se habia dado como precio del do­
minio transferido cuando la venta, y en el abono de los intereses que 
se devengaron, por no restituir el capital al mismo tiempo que se devol­
vían, los bienes. 

7. Finalmente , la ley de 6 de junio obligó al pago de los intere­
ses á los poseedores que disfrutaron de bienes después de la devolu­
ción. No creemos que pueda dudarse de la justicia de esta determina­
ción. Ellos percibieron las utilidades consiguientes á haberse reconsti­
tuido la vinculación, antes de estar cumplidamente reintegrado el com­
prador de sus fincas. Si éste hubiera tenido derecho en virtud de la 
Cédula para retenerlas hasta reembolsar su capital é intereses, claro 
es que los que debieran poseer el mayorazgo con arreglo-a los llama­
mientos , después de el vendedor, hubieran tenido que esper-ar á que 
aquel estuviera reintegrado , y en el entretanto nada habrían percibido. 
Por lo mismo , pues, si por no gozar al tiempo de la devolución el 
derecho de cobrar intereses , se vieron obligados los compradores á 
devolver las fincas, creado aquel con efecto retroactivo , deben es­
tar obligados al reintegro los poseedores de la vinculación , ó lo que 
os lo mismo, deben restituir lo que se declara adquirido indebi­
damente. 

8. Recae esta misma obligación sobre los herederos de los poseedo-
ros ;Spor la sencilla razón de que la responsabilidad que pesaba sobre 
sus antecesores, procedía de la tenencia de- unos frutos que estaban 
en cierto modo afectos al pago de los intereses. Si la finca ó fincas 
vendidas y devueltas hubieran de responder únicamente de los redi-
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tos, en este caso los sucesores en la vinculación debían ser los so­
los responsables al pago; mas como aquellos réditos son una com­
pensación de los productos ó frutos de la finca , se infiere que de­
berá ser legítimamente obligado aquel que los percibió, ó en su de­
fecto sus herederos , quienes hubieran recibido de menos en la heren­
cia la cantidad á que ascendían, si los hubiera satisfecho en tiempo 
oportuno. 

O. La responsabilidad al pago de los intereses debe ser gradual y 
proporcionada al tiempo de la posesión de cada uno de los poseedo­
res ; y en los mismos términos transfieren éstos la obligación á los 
herederos respectivos. En efecto, los réditos de cada año van dismi­
nuyendo , en proporción que se va reintegrando el comprador del 
precio que no se le ha restituido; y como éste compensa á la per­
cepción de frutos, cada poseedor ó sus herederos tendrán que res­
ponder por el interés correspondiente al año ó años que disfrutaron 
de la cantidad que en cada uno de ellos se solventara, y sólo por su 
tiempo. 

10. Esta doctrina está justificada por el principio de retroacción. Si 
la Cédula de 11 de marzo de 1824 hubiera impuesto á los poseedores 
de los bienes vinculados restituidos la obligación de pagar el rédito del 
3 por 100 del capital que no hubieran devuelto , y por el tiempo que 
tardaran en hacerlo, claro es que cada uno de los que hubieran en­
trado sucesivamente en la posesión, debiera haber pagado la cantidad 
que se devengara durante ía suya. Ahora bien : puesto que no se ha­
bía mandado así , pero que los autores de la ley de 6 de junio creye­
ron justo y oportuno reparar este defecto, ¿ qué marcha debian adoptar 
para conseguirlo? Claro es que la de imponer la responsabilidad á aque­
llos mismos que la hubieran tenido , si en la época en que debió man­
darse se hubiera efectivamente mandado. 

ARTICULO XVII. 

« S Í los bienes hubiesen pasado á terceros poseedores en concepto de 
libres, con la competente real facultad, la reclamación del comprador se 
dirigirá contra la finca ó bienes subrogados , si los hubiese, ó contra los 
del vinculo que fueron reparados ó mejorados con el producto de les que 
se enagenaron; en defecto de uno y otro, coqfra los bienes libres del 
que los desmembró y sus herederos, ó contra los restantes bienes de la 
vinculación que se considerarán libres para este efecto.» 

I . Haciéndose cargo la ley de 6 de junio de cuantas variaciones pu-
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dieran haber ocurrido en la materia de que se ocupa desde 1824 hasta 
su discusión, halló muy posible que los mismos bienes que habían sido 
enagenados en los años desde 1820 hasta 1823 , en usó de la libertad 
que en agüella época concedía la ley, restituidos en virtud de la Cédu­
la de 11 de marzo , hubieran sido nuevamente enagenados con real li­
cencia en el tiempo intermedio hasta 1835. 

2. En tal caso, es evidente que no podían tener debida aplicación 
las reglas anteriormente expuestas para hacer efectivo el reintegro-;, y 
de aquí la imperiosa necesidad de establecer el medio, de que los com­
pradores deberían valerse. 

3. Las enagenaciones de bienes vinculados hechas con licencia real, 
comunmente consistían en permutas por otros bienes, que se suponían 
de mayor ventaja para el vínculo , ó en ventas , para atender con su 
precio á la reparación de fincas deterioradas ó ruinosas, ó para mejo­
rar alguna de ellas y hacerla mas productiva. Solo cuando el que pre­
tendía la licencia real proponía y justificaba alguna de . estas causas, 
era cuando podia concederse justamente aquella. 

4. Pero, no obstante que solo en tales casos debiera accederse á 
las pretensiones del poseedor del vínculo, acontecía también que la 
influencia de éstos para con el monarca ó personas que lo rodeasen, 
obtuviese la concesión de licencia para enagenar, bajo otros varios pre­
textos, que hacian desaparecer algunos bienes del inventario de los vin­
culados, sin que vinieran á reemplazarlos otros. Y también era muy co­
mún que , otorgada la licencia con fundamento justo, hecha la enage­
nacion , el poseedor no se ocupase de comprar aquellos bienes que ha­
bia ofrecido incorporar en el vínculo, y sí cuidara de satisfacer con 
su importe sus deudas , ó de invertirlo en otras atenciones mas ó menos 
necesarias. 

5. Conocedores los autores de la ley de 6 de junio de la posibili­
dad de que aconteciera cuanto dejamos expuesto , extendieron su pre­
visión á poner remedio á todas las situaciones posibles: y al-efec­
to graduaron éstas por la sucesiva responsabilidad que debian tener 
los bienes, ó lo que es lo mismo , dieron á los compradores acciones 
sucesivas. . * 

6. Enagenadas las fincas después de la devolución , ó lo habrían 
sido por una permuta , en cuyo caso preciso era que existiesen las sub­
rogadas; ó se habrían vendido para mejorar, y entonces las mejoras he­
chas representarían el capital separado de la vinculación; ó si la venta, 
por último,. tuvo el objeto de comprar con su importe otros bienes, 
estos serian el equivalente de los segregados. Así parecía a primera 
vista. Pero como ya hemos dicho que el producto de lo cnagenado po­
dia destinarse de hecho á un objeto que no admitiera subrogación, era 
indispensable prevenir el caso en que no se conociera equivalente con­
tra el que reclamar. 
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7. En esta diversidad de circunstancias no pudieron reducirse 1 os 
extremos de la reclamación del compradora una regla invariable y úni­
ca , sino que fué preciso acordar que la acción se acomodara á las 
situaciones. Permutados los bienes vinculados, aquellos que se dieron 
en su lugar se consideran los mismos, según derecho; y por consi­
guiente la reclamación del comprador pudo dirigirse contra ellos , así 
como lo hiciera en primer lugar contra los primitivos , por los que se 
han subrogado. 

8. Si la enagenacion fué para reparar ó mejorar los bienes ya 
vinculados, como que el producto de aquella se empleó en los reparos 
ó mejoras, las lincas en que estas se hicieron deben responder 
al comprador que dio su dinero para hacerlas, porque son su equi­
valente. 

9. Si no existe algo representante de la cantidad que se reclama, 
ó porque no hubo subrogación, ó porque el importe de la venta no se 
invirtió en la adquisición de otros bienes que reemplazasen á los enage-
nados, la acción que la ley concediera ú los compradores debió ser 
disyuntiva y de libre elección por parte de estos ; puesto que habían 
de dirigir sus reclamaciones contra los demás bienes vinculados, ó con­
tra los libres, de aquel que hizo Ja enagenacion, en virtud de las leyes 
vigentes desde 1820 4 2 3 inclusive. 

10. Es necesario convenir en que la acción de que provee la ley á 
los compradores en estos casos, no está en aparente conformidad con 
los principios generales que fijaba la doctrina legal en el ramo de vin­
culaciones.-. La fuente de donde nace el derecho que asiste al compra­
dor, es el contrato celebrado con el vendedor de los bienes , que al 
tiempo ¿n que se celebró eran libres y estaban en el comercio de los 
hombres : este es un hecho innegable. Ahora bien : todas las acciones 
procedentes de contrato son puramente personales, de modo que úni­
camente pueden entablarse contra la persona contrayente y sus here­
deros ; y siguiendo esta doctrina común, el derecho de reclamar que 
la ley de junio trataba de conceder á los compradores, debia limitarse 
solo al vendedor ó á los suyos. 

1 1 . ' En efecto, hacer responsable^ á los demás bienes vinculados, 
era equivalente á gravar á los sucesores con los-efectos do un contra­
to no celebrado por ellos , ni que por concepto alguno legal les obli­
gaba , puesto que al heredar el vínculo, no heredaron al que antes le 
poseía: fué, en una palabra, obligar hasta los no nacidos, á cum­
plir empeños procedentes de una persona de quien no eran repre­
sentantes. 

12. La exactitud de estas reflexiones, adenxis de patentizarse á 
la simple inspección de las reglas de derecho , está paladinamente 
confesada en el artículo 19 , de que después nos haremos cargo, 
puesto que concede á los actuales poseedores el derecho de repe-
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ARTICULO XVIII. 

«En el caso de que la finca ó bienes hayan recobrado su libertad por 
caducidad del vinculo, la reclamación del comprador quedará expedi­
ta , no solo contra los bienes libres del último poseedor ó sus herederos, 
sino también contra los demás bienes que eran del tímenlo , aun cuando 
hubiesen pasado al fondo de mostrencos.» 

1. El último extremo á que se pudiera llegar, tratando del* rein­
tegro del capital ó intereses que tienen que abonarse al que fué com­
prador de un vínculo , es el de que éste dejara de existir. La ley, des­
cendiendo hasta ese caso, presenta la hipótesis de que los bienes vin­
culados recobraran su primitivo estado de libertad, con motivo de haber 
caducado el vínculo á que estaban afectos. -

2. Si la acción del comprador para pedir el reintegro fuera pura­
mente personal, ó los legisladores la hubieran mirado bajo este aspecto,, 
es indudable que si ya no existia aquel poseedor con quien contrajo, 
ningún recurso le quedaba á qué acudir para recobrar lo que tan jus­
tamente se le debia haber satisfecho; pero ya hemos visto que no ha 

tir contra los vendedores lo que por ellos hubieran pagado ,. si el precio 
de la venta le invirtieron en provecho propio , y no de la vinculación, 
único caso en que es definitiva la reclamación contra el poseedor 
de está. 

13. Sin embargo , los autores de la ley de 6 de junio., á la par 
que tuvieron presentes las doctrinas expuestas, advirtieron también 
los gravísimos perjuicios que los compradores habian sufrido en virtud 
de la Cédula de 11 de marzo, harto parcial en favor de las vincula­
ciones, y de los que tanto entonces como después las poseyeron. No se 
olvidaron de quo las enagenaciones fueron legítimas , y que nunca hu­
bo derecho para anularlas en el Gobierno : de modo que los sucesores 
de los que enagenaron , no hubieran disfrutado de las fincas vendidas, 
si una ley arbitraria no viniera á rescindir las ventas. Fundados en es­
tos antecedentes , creyeron justo que , ya que gozaban de las ventajas 
procedentes de la Cédula , debieran también estar á sus cargas , al me­
nos relativamente á los compradores desposeídos; sin perjuicio de re ­
clamar contra sus antecesores, por lo que estos aprovecharan á conse­
cuencia de tan fatal reacción. Caso era éste, como todos aquellos 
en que son necesarias las transacciones, que no podia decidirse tan 
solo por las reglas comunas , y que no podia dejar do infringirlas , si se 
habia de satisfacer á otra regla mas alta, y se habian de reparar algu­
nos de los males producidos por el desacuerdo de 182+. 
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ARTICULO XIX. 

KA los actuales poseedores de fincas ó de bienes de los víncu­
los , contra quienes se dirijan las reclamaciones á que dieren lugar los 
artículos anteriores, les queda á salvo su derecho para repetir contra los 
bienes libres del poseedor que vendió, si este- consumió el precio, ó le in­
virtió en su provecho, y no en beneficio de la vinculación.» 

\. Constituidos los bienes vinculados en responsabilidad por el capi­
tal é intereses que se concedieron al comprador que habia devuelto lo 
comprado, era indispensable decidir, si en caso de ser eriagenados al­
gunos de aquellos , poseyéndose ya el vínculo por un tercero , ó de que 
este pagara el importe de lo vendido , tenia ó debia' tener derecho á 
repetir del causante ó sus herederos la cantidad que habia desembolsa­
do, ó que se tomara de los bienes vinculados. 

2. Las diversas circustancias que en estos casos podian concurrir, 
hicieron necesaria una distinción. El vendedor de los bienes vincula­
dos pudo muy bien no perjudicar al vínculo, no obstante la enagena­
cion , porque invirtiera el todo ó parte de la cantidad percibida en re ­
parar el resto de bienes amayorazgados , en hacer mejoras necesarias, 
útiles ó voluntarias, ó de otro cualquiera modo que redundase en 
provecho del vínculo ; y también, por el contrario , acaso la consu­
miera sin ventaja de aquel, ó talvez en cosas puramente de su persona 
ó familia. 

3. Cuando era posible que las cosas se presentaran bajo estos dife­
rentes aspectos, no habia de ser prudente ni justo que para todos ellos se 
adoptara Una misma medida legal. En efecto, aunque el poseedor que 
hizo ó permitió la venta de bienes, pudiera alegar que él no habia ven-

merecido semejante consideración por las causas que dejamos expues­
tas , y por lo mismo se le conserva el derecho de reclamar, bien sea-
contra los bienes libres del último poseedor ó sus herederos, ó bien 
contra los demás bienes vinculados, no obstante que se incluyan en 
los fondos de mostrencos Con arreglo a las órdenes vigentes en es­
te ramo. 

3. La declaración legal en ese último punto nada de nuevo esta­
blece , porque todas aquellas cosas que pasan á mostrencos , cualquie­
ra que sea la causa ocasional,' siempre llevan sobre sí la obligación de 
responder á todas las obligaciones á que estén afectas. Así es que , lo 
mismo que los bienes vinculados están sujetos al pago del capital é 
intereses al comprador, cuando bajo esta condición pasan á nuevos 
poseedores , así también están obligados pasando á mostrencos. 
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ARTICULO XX. 

«Las disposiciones de esta ley serán aplicables á los que en la mis­
ma época redimieron censos , cuyos capitales pertenecían á vincidacio-
nes, para que sean reintegrados, si ya no lo hubiesen sido , del capital 
con que redimieron , y de los réditos, desde que por haberse reputado 
insubsistentes las redenciones, se le volvieron á exigir los censos. 

1. Para comprender con exactitud la disposición del artículo prece­
dente, será lo mas oportuno presentar el caso de que habla, y aplicar 
á éste cada una de las determinaciones de la ley respecto al reintegro 
que dispone. 

2. Dada una vinculación que tuviera á su favor un censo , ya fuese 
enfitéutico, ya reservativo, ya consignativo, pudo en la época que 
transcurrió desde 1820 á 1823, comprarse por el poseedor de las fin­
cas acensuadas al poseedor del vínculo la libertad de éstas, que es lo 
que se llama redención., Para efectuarlo, tuvo que darse al tenedor del 
mayorazgo una cantidad correspondiente á la clase de censo que fuera. 
Vino la Cédula de H de marzo de 1824, y anuló las enagenaciones 
hechas durante la época constitucional. Si los poseedores de los vín­
culos ó mayorazgos hubieran cumplido con los compradores de los cen­
sos , devolviéndoles el capital recibido, desde entonces habrían co--. 
menzado á cobrar el canon ó pensión, como lo habian hecho antes de 
la redención. Mas los unos lo hicieron así, y los otros dejaron de 
cobrar la pensión, para que con ella fuesen los censualistas reinte­
grándose del capital desembolsado; á la manera que los vendedores 

Uido ni percibido el precio , y por consiguiente que no estaba obligado 
á responder de contratos celebrados por su antecesor, este descargo no 
debia admitirse como legítimo , toda vez que el precio irabiera sido 
¡nvertido- en utilidad del vínculo , porque entonces , en la realidad , se 
hallaba en posesión de é l ; y si podía repetir contra los bienes libres del 
antecesor, conservaría el aumento ó mejora de la vinculación, y por 
otra parte una cantidad que reintegrara la desembolsada, lo cual fuera 
notoriamente injusto. 

4. Esta doctrina que la ley aceptó:, y fué sancionada en ella , está 
en completa armonía con otras disposiciones de derecho , que á pesar 
de reconocer un vicio en el origen de una negociación•., la declaran 
firme y valedera, toda vez quo se convierte en beneficio del que podia 
reclamar, la nulidad ó rescisión. Así se vé dispuesto que los contratos 
celebrados por hijos de familia , no pueden invalidarse, si lo que en 
ellos intervino, se convirtió en utilidad del padre. 
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de fincas las dejaban en poder de los compradores , para que con ; 

las rentas ó frutos cubriesen el precio que habian entregado, y no .se¡ 
les restituía. 

3. De lo expuesto se infiere, que los derechos de los que redimier-
ron censos, y de que habla el artículo que examinamos, son en realidad 
de dos clases: el uno de escepcion, y el otro de acción. Por el primero 
tendría lugar para oponerse el censualista al pago del canon, toda vez 
que el poseedor del vínculo quisiese, obligarle á que lo efectuara , sin 
entregarle antes el capital que habia dado por la libertad de las fincas. 
En esta parte hay una aparente diferencia entre el comprador y el re ­
dentor del censo ; puesto que el primero se opone á la acción del po­
seedor conservando lo adquirido , como lo es la finca, y el segundo 
oponiéndose á pagar, pero sin retener, porque lo que había adquirido 
era un derecho negativo. 

4. El segundo recurso, el que llamamos de acción, tiene lugar 
cuando el censualista debe satisfacer las pensiones por creerse reinte­
grado del capital en virtud de la retención; mas solicita que el po­
seedor del vínculo le abone los intereses del 3 por 100 por todo el 
tiempo que tardó en reintegrarse, previo el descuento ó proratéo que 
todos los años debió hacerse. Este caso diíicilmente podrá haber tenido 
lugar, porque el tiempo intermedio desde H de marzo de 1824 hast­
ía 6 de junio de 183o , no es bastante para que la retención de pen­
siones haya sido suficiente para cubrir el capital _ del censo. La razón 
es que siendo el rédito mayor que en estos,—se paga el de 3 por 100,— 
claro está que para cubrirse con sus sumas el capital impuesto , se nece­
sitaría el transcurso de mas de treinta y tres años. 

o. Las disposiciones de esta ley (dice el art. 20) son aplicables á los 
que en la misma época-redimieron censos; pero esta doctrinS tan gene­
ral y absoluta , no es exacta sino cuando haya términos hábiles: es 
decir , cuando lo que en ella se expresa de los compradores de fincas 
vinculadas , admita igualdad de circunstancias por parte de los censua­
listas , lo cual no sucede en muchos casos. El art. 2,°, v. g. , ordena 
que los compradores de bienes vinculados que no hayan llegado á des­
prenderse de ellos, queden asegurados en su pleno dominio : y ¿po­
drá decirse otro tanto respecto á aquellos que compraron los censos? 
¿ No eran estos dueños en pleno dominio de las fincas afectas al mismo, 
si era consignativo ? ¿ No lo eran también en el reservativo? El que 
redime un censo acaba con é l , puesto que extingue la acción del que 
le cobraba: de modo que no gana y hace suya una cosa, sino que 
contrihuye á que otro la pierda; y por consiguiente nada tenia que 
devolver, ni nada que conservar al publicarse la ley de 6 de junio, á 
no ser que digamos por analogía y ampliación que gana la liberación do 
su finca. 

6. No obstante que la ley citada no sea aplicable á los censúa-
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listas según expresa el contexto literal, se atenderá á su espíritu 
ji se ejecutará del modo que sea posible y equivalente. Así es que, 
siendo su propósito en el caso de que trata el párrafo anterior, ó 
sea el artículo 3 . ° , que los que no habían cumplido- en junio de 
1833 con lo que ordenábala Cédula de 11 de marzo, no tuvieran 
ya obligación de cumplirlo'; el hecho negativo de no tener que pagar 
la pensión el que redimió el censo, es el equivalente, á quedar asegu­
rado en el pleno dominio, que se dice tratando de los compradores de 
bienes vinculados. 

7. Otra observación semejante puede hacerse respecto á la doctrina 
expuesta en el artículo 17. Trátase en éste de las fincas ó personas 
contra quienes se ha de dirigir la reclamación por el comprador; y se 
establece , que si las fincas hubieran pasado á terceros poseedores en 
concepto de libres , repitiera aquel contra las que se hubiesen subroga­
do en su lugar. Sin mas que recordar la naturaleza de los censos, y lo 
que constituye la materia de las redenciones, se observará que en e s -
las no es posible acontezca lo que refiere el artículo 1 7 , en los casos 
de compra y venta. La materia de la redención se compone del capi­
tal que se redime como parte positiva, y del derecho de cobrar el 
rédito: el capital, desde que pasa á poder del poseedor, se con­
funde, y no puede pasar á otro, en ningún concepto, porque aun­
que se dé una cantidad igual, estaño es la misma en el sistema 
legal, puesto que ol dinero es un género , y en este no cabe indivi­
dualidad. 

8. ' Concluiremos ¿ pues, en esta materia, dejando sentado , que en 
la aplicación de lo que la ley dispone en cuanto á compradores que re­
dimieron censos, ha de atenderse & .su espíritu , y no al texto literal 
de la misma. La aplicación por otra parte no ofrece dificultad ninguna 
en ese sentido. 

ARTICULO XXI. 

«fin las obligaciones con hipoteca especial, y en las demás enajena­
ciones hechas en la citada época por titulo oneroso, se observarán para 
el resarcimiento las mismas reglas que con respecto á los compradores 
quedan establecidas en los precedentes artículos.» 

i. Constante la ley en su principió capital de reintegración, la hi ­
zo general á todos los que habían sufrido algún perjuicio real y efectivo 
por efecto de la Cédula de 1824 : ella creyó con mucha razón que el 
sistema de desagravio que se proponía, no debia reconocer escepciones; 
y por tanto concluye sus artículos con una medida absoluta , haciendo 
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extensivas las reglas de reintegro establecidas para los compradores á 
todos los casos de enagenacion por título oneroso. 

2. Pero al mismo tiempo que generaliza sus disposiciones á toda 
enagenacion, marcha sin salirse de la senda trazada en pos del resarci­
miento , que es el que se propuso, rechazando la idea de derogación de 
la Cédula de 1824. 

3¿ Todos aquellos que habían adquirido bienes de vinculación por 
enagenaciones hechas desde 1820 hasta 1.° de octubre de 1823, queda­
ron expuestos á los funestos resultados de la Cédula que las anulaba, y 
con especialidad los adquirentes por título oneroso. El que habia presta­
do una cantidad al poseedor de un vínculo, recibiendo en hipoteca- bie­
nes pertenecientes al mismo, no podia desde marzo de 1824 en adelan­
te reclamar contra los bienes hipotecados, para que con el producto 
de su venta se le reintegrase de la suma que desembolsara : al que se 
prometió dote en bienes vinculados , claro es que si se le entregó, tuvo 
que devolverlos al poseedor del vínculo después de la reacción de 1824, 
ó si no los tenia aún en su poder, no pudo reclamarlos, porque no pe­
dían salir del patrimonio vincular. En estos puntos y en otros semejan­
tes las adquisiciones eran onerosas, y la ley de 6 de junio no pudo me­
nos de establecer medios de resarcimiento. 

4. Aprobadas las reglas que debían guardarse para el reintegro del 
precio de las compras , dado caso que hubieran sido devueltos los bie­
nes , y no recobrado el precio , se creyó que las demás enagenaciones 
estaban en el caso de seguir la misma marcha ; y de aquí la razón d« 
mandar que en todas las de título oneroso se observaran las propias re­
glas respecto al resarcimiento , que eos relación á los compradores 
quedaban establecidas. 

5 . Cuando esta regla general quiera reducirse á la práctica , des­
de luego resaltarán á la vista obstáculos que impidan el cumplimiento 
absoluto de ella , porque la-falta de identidad entre la. enagenacion de 
que se trate, y la de compra y venta , colocará á las cosas en diversa 
situación: mas para semejantes enagenaciones, repetimos que ha da 
atenderse al espíritu de la ley y no á sus palabras; y por tanto, que la 
ejecución de la regla tendrá que atemperarse á las circunstancias espe­
ciales del caso. 

EPILOGO. 

1 Tal fué la ley de reparación dictada en 1835 : tal el primer reme­
dio á que se acudió después del cambio ocurrido un año antes, y por 
el que quedaron condenadas las reacciones de 1824. 
' 2. Ño se volvia, como hemos dicho repetidas veces ., al sistema de_ 
la desvinculacion ; pero conservando los mayorazgos por una idea polít:-
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ca , queríase enmendar el desacuerdo de la Cámara, y templar los males 
y las injusticias del poder absoluto. 

3. Por eso no se trató de legislar sobre todas las egresiones, de 
1823 , sino solamente sobre las que habian sido' de causa onerosa. En 
estas la injusticia había sido mayor: ellas fueron el único objeto de 
la ley. 

4- ¿Qué juicio nos merecerán sus disposiciones? ¿Cómo diremos que 
han llenado él importante objeto que se proponía ? 

5. Esta ley puede ser considerada política y judicialmente : como 
acto de gobierno, y como acto de jurisprudencia , de justicia privada. 
En uno y en otro sentido merece por lo general nuestra aprobación. 
Del primero , sin embargo , nada hemos hablado , nada hemos querido 
hablar: no somos aquí publicistas. Del segundo, nuestros comenta­
rios hacen ver qué, si no está completamente exenta de lunares, son 
éstos siempre leves y mupho menores que .en las leyes de 1820 y 1821. 
La diferencia es inmensa, ya en el sistema general, ya en el orden de 
redacción. 

6. Después de esta ley , la cuestión de reparación no estaba aún con­
cluida, necesitándose otra evidentemente para las egresiones por título 
gratuito. Pero vino la revolución de 1836: vino otro sistema de reac­
ción; y no hubo ya que pensaren nuevas transacciones. La obra de 
1824 "traía'"su consecuencia natural, ya que no fuese su consecuencia 
necesaria. 
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Gfecret» d e 38Í d e a g o s t o d e 1 8 3 6 . 

— <F • 

Deseando proporcionar desde luego á la nación las grandes ventajas 
que deben resultarle de la desamortización de toda clase de vinculacio­
nes, he venido, á nombre de mi augusta hija la Reina doña Isabel II, en 
decretar lo que sigue : 

ARTICULO I. 

Se restablece en toda su fuerza y vigor el decreto de las Cortes 
de 27 de setiembre de 1820, publicado en las mismas como ley en {{de 
•octubre del mismo año , por el que quedaron, suprimidas las vinculacio­
nes de toda especie, y restituidos á la clase de absolutamente libres los 
bienes de cualquiera naturales; que las compongan. 

1. Se ha visto ya en las leyes precedentes , y en los comentarios que 
nos hemos permitido acerca de ellas, cual habia sido la historia de las 
vinculaciones en nuestra sociedad, desde que las ideas reformadoras os­
tentaron su poder en las Cortes de 1820. Suprimidas de un golpe po 
hombres que se creian llamados & regenerar el país en un solo dia 
sin dejar nada que hacer á los que viniesen en pos de ellos, fueron res­
tauradas de un modo reaccionario por el Monarca, que se juzgaba 
obligado á. destruir todas las obras de la filosofía , y á quien importaba 
poco herir santos y respetables intereses , con tal que anonadara hast a 

en sus últimos extremos los efectos de la revolución. La ley de 9 de j u ­
nio de 183o, do que nos hemos ocupado últimamente, procuró remediar 
algunos de los males producidos por la Cédula de 1821, y de seguro 
remedió los mas escandalosos : pero ni á aquella ley, ni á ninguna 
otra que se hubiese dictado bajo el sistema político del Estatuto Real, 
se podía pedir que llevase su audacia basta igualarse con la de 1820 

17 
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destruyendo el sistema vincular establecido por tantos siglos, y enlazado 
con su propia existencia. 

2. Debe en efecto recordarse que bajo aquella forma de gobierno se 
había tratado de resucitar nuestra abatida aristocracia, haciéndola en­
trar en la Cámara de Proceres, y dándola una notable participación en 
la autoridad legislativa. Ahora bien: esa aristocracia requería como con­
dición de existencia la vinculación , sin la cual ni aun puede en estos 
tiempos concebirse; y hacia imposible por tanto (al menos en su uni­
versalidad) la idea desamortizado™ de las Cortes constitucionales. Deci­
didos á tener Proceres hereditarios, no»cabia que se pensase en arreba­
tar á su descendencia privilegiada lo que era en realidad el fundamento 
de su privilegio. 

3 . Pero vino la revolución de 1836. El Estatuto Real cedió su puesto 
ala Constitución de 1812, y los hombres de 1820 volvieron á encon­
trarse en el poder. No solo habia desaparecido la necesidad política de 
la vinculación; no solo volvían á ser posibles las doctrinas de la ley de 
H de octubre; sino que hasta la tendencia natural del trastorno, y 
las circunstancias personales de sus directores , impelían & extenderlo 
á esta materia, en una nación como la española, donde es raro 
lo que no se hace en el dia por espíritu de partido y de pasión.—Un 
decreto de 30 de agosto declaró nuevamente en vigor la antigua ley 
de 1820. 

4. ¿Pudo hacer esto el gobierno? ¿pudo válidamente autorizarlo el mi­
nistro constitucional de Gracia y Justicia? ¿pudo tenor efecto y ejecución, 
causar legítimos derechos, producir eficaces consecuencias , en un p'ais 
regido por instituciones parlamentarias, como lo ha estado desdo 1S3 í 
nuestra monarquía? 

5. Hé aquí la cuestión que se suscitó inmediatamente , y que con 
justicia pudo suscitarse. Nosotros no queremos reproducirla ahora, 
por lo menos con toda la extensión, con todo el desarrollo, que en 
aquellas circunstancias le convenían; pero deseosos de hacer completo 
este comentario , nos permitiremos siquiera indicar ligeramente, y co­
piar algunas de las razones que por ambas partes se alegaban en defon-
sa de la respectiva opinión (1). 

6. «No promovemos (decían unos) la cuestión de la oportunidad del 
decreto de 30 de agosto, ni censuramos al Ministerio que lo dictó; pe­
ro observamos y sostenemos, sí , que la ley de desvinculacion no está 
restablecida legalmente , y por tanto , que no es ley vigente en el dia. 
Las leyes no pueden restablecerse sino por los mismos medios con que 
se forman ó establecen. En los gobiernos representativos, las Cortes 
con la Corona tienen la facultad de hacer leyes, así como la Coronu 

(I) Puede 'verse -esta cuestión extensamente (ralada en la Crónica Jurídica, 
número del mes de agosto de 1839. 



A LAS L E Y E S D E D E S V I N C U L A R O N . 1 3 1 

sola en los absolutos. Preciso es ó negar estos principios., ó convenir 
en que la ley en cuestión no: puede llamarse ley vigente. Esta (la de. 
H de octubre) con todas las del sistema constitucional, fueron abolió 
das por un decreto que, atendida su época, tiene fuerza de ley. Las Cor­
tes no se ocuparon en la de 9 de junio de 3 o , sino de indemnizar-
á los compradores de bienes vinculados que no lo estaban-. Publicóse-
después la Constitución de 1812 ; pero- ella, lo- mismo que el. anterior 
sistema, exigíala concurrencia del Congreso con el Rey para- los a c ­
tos legislativos. Así, el Ministerio que, olvidándolo, publicó el decreto-
del restablecimiento, se excedió de sus facultades legítimas. 

7/ «Verdad es que sé dio de ello parte á las Cortes en la primer l e ­
gislatura, pero las Cortes solo dijeron que quedaban enteradas. No san­
cionaron, pues, el restablecimiento de la antigua ley ; no dieron al der-. 
creto de 30 de agosto un valor de que legalmente carecía. La situación 
quedó igual, y lo que era en su origen ilegítimo no'convaleció por 
aquel paso.» 

8. Conviniendo otros con estas doctrinas, abstractamente considerad 
das , encontraban motivos especiales eii el caso en cuestión para pres­
cindir de ellas, y concedían fuerza y valor al decreto que vamos exa­
minando. 

9. «Con arreglo álos principios constitucionales (décian) ¿quién:pue.T 
de dudar que no esté restablecida legalmente la ley de desvincularon? 
¿Quién puede pretender que tenga fuerza la resolución de 30 de agosto? 
—Pero cabe lijar la cuestión de otra manera, y esa otra manera nos pa­
rece á nosotros mas propia y mas exacta. 

1.0. «El decreto de que nos ocupamos no es una ley regular de tiem­
pos pacíficos y comunes : es un hecho de revolución ; es un acto de la 
dictadura que siempre acompaña á éstas. Si esa dictadura es un bien ó 
un mal, nos parece en el instante cuestión ociosa: es indispensable, 
es necesaria, no se hace sin ella revolución ninguna. Condenad, si que­
réis, las revoluciones; pero si tenéis que admitirlas, no os es posi-r 
ble repeler esos actos arbitrarios, ilegales , y con todo útilísimos 
á veces, necesarios siempre, que las acompañan. En tales circuns­
tancias no hay mas que el poder de hecho; la legalidad con sus tu­
telares formas vendrán después: no son posibles en aquel instante 
mismo. 

11 . «Supuesta esa doctrina , ó por mejor decir , supuesta esa obser­
vación de lo que sucede, la dictadura y sus actos pueden ser legítimos 
á los ojos de la razón, respetables á los de los legisladores que ven­
gan después. Cuando todo Otro poder es imposible; cuando ni lehay 
ni puede haberlo , en medio de esas tristes sacudidas á que se van por 
desgracia acostumbrando las naciones , la legitimidad de lo que decreta 
el poder de hecho no puede ser contestada por los mismos argumentos 
con que se contestada en tiempos comunes. Aún ante la severidad de 
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la razón para , todo lo que -puedo preguntarse para apreciar tales gol­
pes revolucionarios está reducido ú esta simple cuestión: ¿era necesa­
rio , era conveniente lo que se hizo ? Y si la conciencia lo declaraba en 
efecto necesario ó conveniente , la razón misma, en la santidad de 
su fuero íntimo, debería aprobarlo y reconocerlo por bien hecho. 

\% «Y esto decimos del fuero de la razón ; porque en la discusión 
públicái en el fuero de.la sociedad, no es posible suscitar algunas de es­
tas cuestiones , pues que no hay poder legítimo que las decida. Yo pue­
do creer que fué ó no necesario el decreto de 30 de agosto, y juzgar, 
en consecuencia sobre los méritos ó responsabilidad moral de quien le 
dictara: pero ¿cómo se ha de tratar esta cuestión práctica y pública­
mente; y si.se trata,: cómo se ha de decidir? ¿Quién es, por ventura, el 
juez para fallarla, en la discordancia de los que disputen ? 

13.. «Par eso es necesario convenir en que todos los actos dictato­
riales, decretados al hacerse una revolución , son obligatorios en la 
sociedad que permito á esa revolución que triunfe y se establezca; salvo 
á las asambleas legislativas, ó á los que posteriormente ejerzan de . un 
modo legal este poder , el modiíioarlos , derogarlos , ó. apreciarlos , . s e ­
gún lo requieran la razan y las circunstancias. Lo cual si es así, la va­
lidez del decreto do 30 de agosto , y" por consiguiente el restableci­
miento de la ley do 11 de octubre > son hechos que no pueden ponerse 
en «tuda.» 

ir. 

1 í. Estas eran las opiniones que se combatían , estas las razones 
en que se fundaban. ¿Guál era mas acertada y mejor? ¿ Cuál se apo­
yaba en mas sólidos principios? ¿ Cuál merecía por sí mas legítimamen­
te el asentimiento público? Hé aquí una cuestión que para la actual 
jurisprudencia no Ofrece utilidad, alguna , después de la ley de 19 
de agosto de 1841, de cuyo examen nos hemos de ocupar próxi­
mamente. 

15. Pero si hoy tenemos resuelto el debate, y os inútil detenernos 
en profundizar mas los argumentos con que se le discutía, no ha su­
cedido así por espacio de cinco años. Durante todo ose tiempo la si­
tuación fué verdaderamente de duda ; y los interesados en los antiguos 
bienes de vinculación , y los letrados á quienes se consultaba sobre su 
naturaleza, y los tribunales mismos á cuya decisión se llevaban estas 
cuestiones, todos dudábamos, todos vacilábamos, todos nos sontíamos 
impotentes para decidirlas. Si habia consideraciones morales de gran 
peso por un lado, también por el otro se levantaba la ley constitucio­
nal exigiendo cumplimiento y obedienoia. El resultado era un malestar 
social, un malestar en lo mas íntimo y mas grave que tienen las na­
ciones, cuales la condición y la sucesión de los bienes , que afectaba 
de una manera bien triste la vida pública de nuestro pais. En algunas 

http://si.se
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ARTICULO II. 

uQuedan asimismo restablecidas las aclaraciones relativas ti la des-
vinculación, hechas por las Cortes en lo y 10 de mayo de 1821 , y en 
,10 de junio del mismo año.» 

1. Esta parte ó artículo del decreto de restablecimiento no podia 
ofrecer por sí dificultad alguna, y era una consecuencia de la restau­
ración de la ley capital. Los decretos de mayo de 1821, aunque promo­
vidos por causas y asuntos especiales, comprendían aclaraciones gene­
rales para la desvinculacíon; y todavía era mas evidente ese Carácter 
en la ley do 19 de junio de aquel año, dictada expresamente para faci­
litar la división de los vínculos. Todo ello, pues, formaba un conjunto, 
un verdadero iodo con la ley matriz do II de octubre. Restablecida 
ésta, hubiera debido entenderse que aquellas otras lo estaban , aún 
cuando no se hubiese hecho de ellas particular y específica mención. 
Sin embargo , mejor y mas útil seria que se dijese; porque los. precep-

sucesiones se"habían celebrado, compromisos, esperando una resolución 
legislativa; eri otras, se habia litigado sobre la subsistencia ó iusubsis-
tencia de las vinculaciones/ Los juzgados de primera instancia y las Auw 
diencias mismas fallaban sin unidad y de distinta suerte estos pleitos: 
el Tribunal Supremo de la nación no se atrevía á tener una doctrina 
íija y segura en el hecho de los mayorazgos: en las Cortes , por 
último, se levantaban diversas opiniones, y oíase á diputados de 
gran mérito y autoridad sostener su existencia, mientras que otros, 
igualmente distinguidos, pugnaban con el mayor empeño por demos­
trar que la ley de LS20 se hallaba completamente restaurada. 
• 16. Las consecuencias de esta situación durante cinco años, desde 
agosto de 1836 á igual mes do 1841 , no es necesario que las pondere­
mos. Esa .'inseguridad , ya en la naturaleza de los bienes , ya en el o r ­
den de las sucesiones:, eran sin duda uno de los mayores males que 
sociedad alguna pud.iese experimentar en el orden civil. ; Así, se eleva­
ba ¡unánime y general un clamor para que se le pusiese término ; asi, 
se pedia de los gobiernos y de las Cortes una ley qué decidiera .el de­
bate; así, se criticaba con tanta acerbidad %omo justicia el tiempo per­
dido siii trabajar para olla, por escusas que so juzgaban fútiles y de 
poco valor. 

17. Pero todas las incertidumbros acaban alguna vez. La Cuestión so 
resolvió por fin , como hemos dicho,.por la ley de 1841 , y su artícu­
lo 1.° declaró de un modo terminante: que la ley de 11 de. octubre esta­
ba válidamente restablecida por el decreto de 30 de agosto. 
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tos de los legisladores no pierden minea por ser ciaros-y oxpíícitos , an­
tes bien producen mejores y mas benéficos resultados.—No tendríamos 
nosotros que escribir estos comentarios, ó al menos muchos de ellos, 
si se supiese siempre lo que habían querido decir, en cada caso y-para 
cada caso, los autores de las leyes de desvinculacion. 

ARTICULO IH. 

uLa ley restablecida por este decreto principiará á regir desde-ta fe­
cha del mismo.» 

1. Inútil podrá parecer á primera vista la disposición tíe este artí­
culo 3.° Los principios generales, reconocidos por todo el mundo,, en-
seííau que las leyes no pueden tenor efecto retroactivo, ni obligar sino 
desde su promulgación. Las antiguas, pues, sobre vinculaciones r las 
de 1820 , que desde 1823 estaban derogadas , no podían principiar 
á regir, ahora que se establecían, sino desdo el punto de su. res­
tablecimiento. Nacían nuevamente, y nuevamente comenzarían á obrar. 

2. Este era sin duda el precepto de la razón y de la ciencia; y al 
considerarlo, parece como hemos dicho, que debía ser inútil la consig­
nación especial de axiomas tan generales. Pero hay casos en que la ra­
zón y la ciencia no bastan para la claridad de los negocios; porque 
los antecedentes y las pasiones ofuscan la primera, y ponen en du­
da la segunda. En ellos es necesario ser completamente explícitos, 
Y debe agradecerse á los legisladores que no dejen nada que decidir, 
de cuanto pudiera dar ocasión á dudas aun lijeras y voluntarias. 

3. Eso podia suceder en el restablecimiento de las leyes de desvin­
culacion, como se advertirá considerando un momento la historia de sns 
variaciones. 

4. Recordemos la conducta seguida por el gobierno del Monarca en 
1823. Faltando entonces á cuanto inspiraba siquiera el buen sentido, 
no solo se derogaron aquellas leyes , sino que se anularon sus efectos, 
que se tuvieron por no dadas, que se quiso arrancar de en medio de 
los tiempos su memoria. Lanzóse á la nación en esa tristísima via, 
desconociendo lo que habia sido, y negando la existencia de los go­
biernos que de hecho y de derecho habian regido por cierto tiempo los 
destinos del pais. 

5. Semejantes desórdenes traen en pos de sí sus naturales conse­
cuencias. La reacción sucede naturalmente á las exageraciones y á los 
escándalos. El desconocimiento de una legitimidad lleva al desconoci­
miento de la contraria. Una anulación produce siempre otras anulacio­
nes en sentido opuesto. El abismo conduce al abismo. 

0. No diremos , pues, que era natural y que era justo; pero diré-
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Tilos si que no hubiera podido extrañarse, el que al hacerse la revolución 
de 1836, y al creerse oportuno restablecer las leyes de desvinculacion, 
hubiesen querido algunas personas darlas efecto retroactivo, suponerlas, 
vigentes todo el tiempo que habian estado derogadas, y pagar, en una 
palabra, la anulación de 1823 con otra anulación semejante. Este siste­
mo se concibe, aunque no se apruebe. Este sistema se ha llevado do 
hecho á ejecución en mas de uno de los puntos de nuestro gobierno. No 
hubiera podido extrañarse, repetirnos, que también se hubiera aplicado ¡i 
lo actual. 

7. Mas el ministerio tuvo aquí la sensatez-de rechazar.esa idea, y 
para imposibilitarla de todos modos, insertó muy acertadamente el ar­
tículo de que nos ocupamos. Con éste ya no pudo ser el decreto de 30 
de agosto una ley de anulación , como sin él hubiera podido serlo ; y 
descartada esa via de pasiones, entró en los caracteres comunes do la 
legislación racional. Podrá discutirse si obraban ó no obraban con acier­
to los que de nuevo suprimían los vínculos : podrá discutirse si tenían 
ó no facultades para mandarlo ; pero no cabrá la acusaeion de reaccio­
naria y anuladora contra la decisión que tomaron, como ha cabido 
contra otros actos de la época. 

8. Ya que las leyes de desvinculacion habian de restaurarse , el ar­
tículo que nos ocupa merecía la oprobacion de todos los hombres 
sensatos. 

ARTICULO IV. 

«Se reserva á las próximas Corles determinar lo conveniente so­
bre las desmembraciones que tuoieron los mayorazgos, mientras estuvo 
vigente la ley de 27 de setiembre de 1820, por donaciones graciosas ó 
remuneratorias , ó por cualquiera otro titulo traslativo de dominio legal­
mente adquirido.» 

1. No queremos prolongar esto comentarlo deteniéndonos en expli­
car lo que no necesita explicación. La ley de 9 de junio de 1833 habia 
tratado de transigir los intereses'opuestos, á que diera lugar tanta varia­
ción en punto á vinculaciones: procedía en eso con arreglo al espíritu 
del EstaLuto, bajo cuyo imperio fué dictada. Ahora, en 1836 , reinaba 
un espíritu diverso , y la transacción hecha se tenia por insuficiente. El 
ministro reservaba á las Cortes lo que según las nuevas circunstancias 
se hubiese do hacer. 
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ARTICULO V. 

«Los convenios y transacciones celebrados entre los interesados á 
consecuencia de lo dispuesto en la ley.de 9 de junio de 1835 , tendrán 
cumplido efecto.» 

I. Esto artículo no correspondía ciertamente al decreto de que 
nos ocupamos , porque no tiene relación alguna con su objeto ni 
con sus demás disposiciones. No hubo, empero, ningún mal en que - se 
recordase la santidad de los compromisos fundados en Una ley, y en 
que se conservase á ésta lodo el alto carácter que evidentemente la 
correspondía. 

http://ley.de
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VIH. 

Eje y «lo IO «le a g o s t o d e 1 8 4 1 . 

INTRODUCCIÓN. 

1. El decreto de 30 de agosto de 1836 , que hemos examinado, pro­
metía una nueva ley sobre la misma materia de los vínculos, reservan­
do, como reservaba, á las Cortes el decidir acerca de las desmembra­
ciones que aquellos tuvieron, por donaciones graciosas ó remunerato­
rias , ó por cualquier otro título traslativo de dominio, mientras rigió 
la ley de 11 de octubre (1). Lo hecho con este fin por la de 9 de ju ­
nio de 1835 no se estimaba ya por bastante, extendida la esfera de la 
revolución, y restablecido el Código de 1812; y si no se osaba decretar 
díctatorialmente medidas que pudiesen herir tanto interés como se cru­
zaba en este punto, anunciábase al menos como indispensable y segu­
ra una resolución legislativa, que no fuese tan mesurada como la de 
las Cortes del Estatuto , y que estuviese mas en armonía con el afán de 
desvincular pronto, que, como ya hemos visto, ha agitado varias veces 
á nuestros gobernantes. • 

2. Tratando de llevar á cabo la misma idea , y poniendo en ejecu­
ción la oferta del ministerio, dedicáronse las Cortes constituyentes, 
primeras después de aquella revolución , á formar y elevar á la sanción 
regia un proyecto de ley que llenara los objetos y condiciones ofreci­
dos. Discutiéronlo largamente , y llegaron, en fin, á terminarle , presen­
tándolo á S. M. Pero esto sucedió hacia el fin de la legislatura, cuando 
los cambios ministeriales de 1837 ; y semejantes cambios no pudieron 
menos de influir en el éxito de lo que poco antes se miraba como 
concluido del todo. El Gabinete del Sr. Bardají no resolvió cosa 
alguna sobre la sanción del tal proyecto de ley; y el presidido por el 
señor Conde de Ofalia , después de haberle discutido con mucho dete­
nimiento , se decidió á negarla, ofreciendo presentar otro en su lugar. 

3. Habia, pues, los antecedentes que acaban de indicarse para que 

(i; Art. 4.=» 
1 8 
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se determinara esta cuestión de un modo definitivo; pero liabia aún 
o'tro mas poderoso., cual es el que hemos referido en los comentarios 
al decreto de 1836. La duda y la disputa existentes acerca de su valor 
ó su legalidad, agitaban penosamente los ánimos, complicábanlos de­
rechos de las familias , y requerían sin pérdida de tiempo una solución 
que solo podia dar la legislatura. Al fin, aunque el decreto de 30 de 
agosto hubiese prometido una ley para determinar lo conveniente sobre 
las antiguas desmembraciones ; aunque al negarse la sanción, del pro­
yecto ordenado en 1837 con ese propósito, se hubiese vuelto á pro­
meter lo mismo que en aquella fecha; siempre habría sido posible el 
que no fuera un gran mal pensarlo posteriormente mejor, y dejar tales 
promesas sin el mas mínimo cumplimiento. ¡ Cuánto no ofrecen todas 
las revoluciones en sus primeras horas, que después, con mas seguro 
aviso, se abstienen de cumplir ! ¡ Cuántas leyes no anuncian los gobier­
nos á los cuerpos parlamentarios , que después se guardan- de presen­
tar! Pero esa duda y esa disputa acerca de la restauración de la ley 
de 11 de octubre , no podían• continuar durando en ninguna sociedad 
medianamente organizada. Era indispensable que la nación tuviera una 
regla en punto tan capital; que se supiese por último si existían aún 
las vinculaciones., ó si pertenecían á la clase de libres todos los bienes 
del reino. En este particular no podia haber mejor idea: lejos de ello, 
cada instante que pasaba producía males é inconvenientes , porque 
daba lugar á que se abriesen nuevas sucesiones, y cada una de 
ellas podia ser un.litigio para lo presente , y un germen de litigios pa­
ra lo futuro. 

4 . 'Como -quiera que sea , la legislatura de 1841.se propuso terminar 
estas cuestiones. Ella quiso á la vez llenar la promesa del ministerio de 
30 de agosto de 1836 , sustituir con otra mejor acordada la ley que se 
desgració en 1837 , y decidir sobre todo la gravísima cuestión de la va­
lidez del restablecimiento, sobre la cual hemos hablado extensamente, 
ttízolo en efecto así por esta ley de 17 de agosto , en cuyo examen va­
mos á ocuparnos, 

K. Pudiera pedírsenos en este instante un juicio general y político 
acerca de-su mérito , y preguntársenos si había llenado dignamente los 
propósitos ó que se dirigió. Si creyésemos oportuno entrar en seme­
jante contienda, el autor do estos comentarios no podría olvidar que 
habiendo tenido la honra de ser individúo del Congreso en los momen­
tos en que.se discutía esta ley, se permitió presentar una série.de en­
miendas acerca de, sus disposiciones, que verdaderamente variaban su 
carácter, y la despojaban del espíritu tal vez reaccionario que creyó descu­
brir en algunos desús artículos ( i ) . Pero nos hemos propuesto desde el 

(1) Humos creído oportuno en esta edición dar por un apéndice las enmiendas 
que aquí citamos, las cuales no llegaron á aprobarse. Esto completará la idea que 
Kn'onccs sosteníamos en el punto, de las vinculaciones. 

http://1841.se
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ARTICULO I. 

Las leyes y declaraciones de la anterior época constitucional sobre su­
presión de mayorazgos y otras vinculaciones, que están válidamente en 
observancia desde 30 de agosto de 1836, en que fueron restablecidas, 
continuarán en vigor solo en la Península é islas adyacentes.» 

I . 

. 1. Este artículo 1." en cuyo examen nos ocupamos ahora, está desti­
nado á resolver la duda que en nuestro anterior comentario hemos ex­
puesto acerca do- la restauración de la ley de 11 de octubre. Decididos 
los legisladores de 1841 por la validez del decreto de 30 de agosto ; no 
queriendo aún algunos de ellos confesar que hubiese disputas sobre esa 
validez, conocían, sin embargo, en su interior que era indispensable 
declararla de una manera solemne, y que este debia ser el primer obje­
to y el primer propósito de su nueva obra. luciéronlo, pues , con una 
fórmula diestra, y terminaron la cuestión de un modo indirecto ; pero 
decisivo. No quisieron decir : se declara que las leyes de la anterior épo­
ca constitucional sobré supresión de mayorazgos están válidamente en 
observancia desde 30 de agosto de 1830. Hubiera sido esto reconocer 
la justicia de la duda, en que , como ya hemos visto , no quería conve­
nirse ; hubiera sido también dar cierto aire de retroactividad á su ley, 
de la cual era justo que quisieran salvarla. Desecharon , pues, la for­
ma directa, y escogieron la incidente: no proclamaron una declaración) 

principio de estas observaciones , no hacerlas de ninguna suerte políti­
cas , sino puramente, forenses; y permaneciendo cada vez mas en esa 
idea, queremos abstenernos de recuerdos y de alusiones , que nos dis­
traerían de nuestro propósito, para lanzarnos en una carrera vedada. So­
lamente al examinar en su pormenor algunas disposiciones, indicaremos, 
como lo hemos hecho antes de ahora, si no nos parecen muy arregla­
das á los buenos principios de legislación, si no atienden como debie­
ran á los intereses mas respetables de aquellos entre los que debían de­
cidir , ó si por último se dejan arrastrar de la fuerza reaccionaria , que 
hemos visto dominar tan frecuentemente en estos últimos años á nues­
tra pobre sociedad española. En cuanto al todo de la ley que resultó 
del debate de la legislatura, ó mejor dicho , porque apenas hubo do-
bate, de los trabajos de la comisión, manifestaremos únicamente que 
es superior en sumo grado al proyecto del ministerio , y que mejoró 
de una manera notoria casi todas las resoluciones que podían'dar lugar 
á controversia. 
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y la hicieron, sin embargo , cuanto era indispensable. Las leyes, dije­
ron , de la anterior época constitucional sobre supresión de mayoraz­
gos, que están válidamente en observancia desde el 30 de agosto de 1836, 
en que fueron restablecidas, continuarán en vigor, etc. Así creyeron evitar 
ia confesión de duda que hemos indicado antes, y obtener cuanto pu­
diera desearse de la declaración mas franca y explícita. 

2. Por lo que hace al sentido del artículo en que nos hallamos, ó 
al menos de la parte que llevamos examinada de é l , no puede ofre­
cerse ninguna dificultad. Nadie duda cuáles sean las leyes y declara­
ciones que se reconocen por restablecidas. Ellas no son otras que las 
que hemos insertado en nuestro comentario, procurando estudiar su 
espíritu ó inteligencia. 

3. Encuéntrase en este artículo una palabra sobre la que nos pare­
ce oportuno llamar por un instante la atención. Al decirse que están en 
observanoia desde 30 de agosto de 1836 las leyes que cita de la ante­
rior época constitucional, se usa de un adverbio que no creemos pues­
to por acaso , y que de seguro no quisieran las Cortes ver sustituido por 
otro. Este adverbio es la espresion válidamente, 

4. Usando de ella , y no poniendo otra que en su lugar pudo caber, 
reconocieron las Cortes el principio constitucional en que se fundaban 
los impugnadores de aquella restauración. No fué, pues, legal, no se 
han atrevido las Curtes á decir que lo fuese, el acto del ministerio que 
restableció unas leyes abolidas. Entre legal y válido hay diferencias 
considerables: la primera idea es mucho mas severa, mucho mas es­
tricta que la segunda. Las circunstancias y los acontecimientos pueden 
conferir la validez á lo que no es legal, cuando esto segundo no necesita 
de circunstancias algunas para que deba ejecutarse. Hubiera sido un 
error notorio el decir que las leyes constitucionales sobre supresión de 
mayorazgos estaban legalmente restablecidas por un acto del ministe­
rio : el artículo constitucional estaba ahí para desmentir semejante au­
dacia. Otra cosa era la validez, como vamos diciendo , y como hemos 
explicado con un poco mas de extensión en nuestro comentario al decreto 
de 30 de agosto. Ella viene á veces á sustituir á la legalidad, y la suple 
con la aprobación de todo el mundo. En estos tiempos de revoluciones, 
sobretodo, no hay un espectáculo que pueda llamarse mas común. 

5. Empleó, pues, el artículo de que tratamos la palabra que era 
propia. Dijo lo que debia decir, lo que era indispensable para su pro-̂  
pósito; y no atropello ningún prinoipio, y no quebrantó ninguna ley cons­
titucional , por reforzar las opiniones que venia á defender. 

II, 

6. La última parte de este artículo, la parte que comprende su 
precepto ó mandato directo, exije también una ligera detención. 
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ARTICULO II. 

«Es válido, y tendrá cumplido efecto todo lo que se hizo en virtud 
y conformidad de dichas leyes y declaraciones,' desde que se expidieron 
hasta i." de octubre de 1823. Serán respetados y serán efectivos los 
derechos que en aquel periodo se adquirieron por lo establecido en las 
mismas , del modo que se expresará en los artículos siguientes.» 

1. Hé aquí uno de los artículos fundamentales de esta ley, y que, con 
perdón sea dicho de sus autores, nos parece muy inexactamente re­
dactado. En él se principia diciendo que es válido y que se llevará á 
ejecución todo lo que se hizo por virtud de las leyes desvinculadoras; 

7. Las leyes y declaraciones de que vamos hablando, continuarán en 
vigor, según su letra explícita , solo en la península é islas adyacentes. 

8. La restauración, pues , de 30 de agosto de 1830 no continuará 
en vigor en nuestras posesiones transatlánticas: sus efectos no segui­
rán como entre nosotros , ni en las Antillas ni en las Filipinas. 

9. Esta es una novedad importante. Las leyes de 1820 y 1821 fue­
ron hechas para toda la monarquía española, y en toda la monarquía 
española tuvieron entero cumplimiento. La restauración de 1836 tam­
bién tuvo un carácter universal. No sabemos ciertamente si dejaría de 
comunicarse á los dominios ultramarinos, y si por esta razón no habrá 
tenido resultado en nuestras colonias. Pero de cualquier modo que su­
cediese , siempre es notable la disposición que vamos refiriendo , y que 
por lo que á nosotros {oca aprobamos con completa sinceridad. Las cir­
cunstancias sociales de aquellos países son demasiado distintas de las 
que nos rodean á nosotros , para que se pretenda seguir gobernándo­
nos con unas mismas é idénticas leyes. Muchas pueden y deben segu­
ramente ser comunes; pero mil casos y mil objetos habrá también , que 
no consientan esa identidad de legislación. Ignoramos de todo punto 
si nuestras leyes desvinculadoras producirían buenos ó malos efectos en 
América; pero, sabemos sí que por el hecho de darse una ley para 
nuestro continente, no se debe inferir su extensión al continente ame­
ricano. Si es buena para aquellos países, que expresamente se dicte pa­
ra ellos. Hé aquí lo que hemos visto en este artículo y lo que deci­
didamente aprobamos. 

10. Por lo demás , como nuestro comentario tiene por objeto prin­
cipal el foro de Europa, no queremos detenernos á examinar algunas 
suposiciones que hacen nacer esas últimas palabras del artículo. 
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y á renglón seguido , y sin que haya siquiera un período intermedio, 
se indica ya que los derechos que produjo aquella legislación no se ha­
rán efectivos, cuales eran en sí y por la regla de la ley común, sino 
únicamente de la manera escepcional que va á declararse en los s i ­
guientes artículos. Vése, pues, ya en esto indudable contradicción den­
tro del mismo que nos ocupa ahora; pero esa contradicción se aumen­
tará y subirá de todo punto cuando examinemos lo restante de la ley 
y,veamos cuáles son esos derechos que han de llevarse á cabo. No; 
habrá de" decirse entonces con completa seguridad, no es válido ni tiene 
cumplido efecto , según la ley de 19 de agosto , todo lo que se hizo 
con arreglo á las citadas, en la precedente época. Es una incorrección, 
es una inexactitud el usar de semejantes absolutas expresiones. Dere­
chos hay procedentes de aquel origen , cuya realización se niega , sin 
embargo, en los artículos que hemos de ver mas adelante. ¿Cómo, 
pues, decir que es válido loque no se hade ejecutar, que tendrá 
cumplido efecto lo que no se efectuará de modo alguno ? 

2. Los legisladores de 1841 no estuvieron felices al escoger las pa­
labras de que vamos hablando. Si quisieron decir que fué válido y le­
gítimo en su tiempo todo lo que se practicó por las leyes de 1820, cla­
ro está que debieron servirse de otras expresiones, verdadera y justa­
mente aplicables al objeto que se proponían. Si quisieron indicar que 
los efectos de aquellas leyes volverían por lo general á ser realizables, 
salvas las escopciones que se hiciesen en ésta, parócenos también que 
debieron de valerse de palabras universales y absolutas, que debieron 
desechar la palabra todo, inductiva de un notorio error , y que debie­
ron, por último, indicar desde luego que habia escepciones, consignán­
dolo en el primer período , y al mismo tiempo que establecían el prin­
cipio. Esta hubiera sido la redacción exacta y conveniente del artículo 
en que nos ocupamos. 

3. Por lo domas, cualesquiera que sean los defectos que justamente 
se puedan oponer á la usada por la ley, su verdadera inteligencia no 
puede ser dudosa , ni dar lugar á debates y contradicciones. La se­
gunda do las hipótesis que un momento hace proponíamos, es la ver­
dadera, la incuestionable, la segura. Lo que se ha querido en esto 
artículo , no consiste evidentemente en otra cosa que en proclamar 
como principio, no universal, pero sí general, la validez de los actos 
producidos por las leyes constitucionales, salvo en cierto número de 
casos ó de hechos, en que otras leyes de justicia, de política ó de 
conveniencia, exigieran su postergación y repulsa. Lo que se hizo en­
tonces, ha querido decir esta ley, volverá á efectuarse y se llevará á. 
cabo , menos en las circunstancias que indicaré mas adelante, y bajo la 
forma que también indicaré. 

4. Si se nos pregunta ahora por la justicia do esta disposición, 
comprendida exacta y legítimamente, diremos que no puede ser im-
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pugnada como expresión primitiva y general, y que su mérito ó demé­
rito; su acierto ó equivocación dependerá solo de las reglas con que 
se realice y lleve á cabo el principio. Que los hechos fundados en las 
leyes constitucionales fueron válidos por su naturaleza; que los dere­
chos que allí nacieron , fueron verdaderamente reales y exigibles; que 
una legislación justa y reparadora debia tomarlos en cuenta, y hacer­
los valer, y llevarlos á cabo, en cuanto no fuesen contradichos por otras 
razones ú otros derechos de mas importancia; todas estas son verdades 
notorias y evidentes para nosotros, y que no sabemos se haya atrevido 
á impugnar ninguna persona, que merezca los dictados de imparcial y 
entendida. La dificultad estaba en la designación de esas escepciones 
que habian de acompañar- al principio adoptado. Recuérdese la historia 
de la desvincularon desde sus primeros tiempos, y se verá si eran 
difíciles é importantes. La anulación reaccionaría de 4823 habia dado 
margen á todos estos conflictos , creando derechos contra derechos, y 
levantando acciones contra acciones. No bastaban ya los principios ge­
nerales,: que dicen- ser válido lo que es legal, porque las leyes , en una 
ridicula y. vergonzosa confusión , estaban contra las leyes mismas. Asi 
se vio que las Cortes del Estatuto, en la de 9 de junio de 1835 que 
hemos examinado, huyeron de resolver todas las dificultades , y transi­
gieron muchas cuestiones, y dejaron dormir otras, como si esto fuese 
también una especie de transacción. 

S. Más audaces eii su propósito, mas libres^en su movimiento y en 
su marcha, mas necesitadas de resolverlo todo por su situación política, 
las de 1841 debian atreverse a m a s , y empeñarse en mas que aque­
llas otras. Sin embargo , desde este artículo, fundamento de la ley, vé-
seles adoptar el sistema de ¡a transacción. La validez de las antiguas 
leyes constitucionales no se asemejará a la validez del derecho común, 
pues .que va á recibir sus. especiales reglas, y á_ tener sus importantes 
escepciones. Los artículos siguientes son los que, poniéndonos de ma­
nifiesto esas escepciones y esas reglas , nos harán juzgar con conoci­
miento de causa del verdadero mérito de la ley que nos ocupa en es­
tos instantes. El artículo 2." es completamente vago por su natura­
leza, y depende en todo de los que han de subseguirle. 

• * . ~ p|Sft 
ARTICULO 111. •% J w -

KLOS bienes vincúlanos correspondientes d la mitad de que pudieron 
disponer los poseedores, cuyo dominio transfirieron á otros por cual­
quier titulo legitimo, ya oneroso, ya lucrativo , . se devolverán á los qu 



14V COMENTARIO 

1. Desde que variadas las circunstancias políticas que hablan do­
minado la nación por espacio de algunos años, se trataron de reparar los 
males causados en esta materia por el decreto de 1.° de octubre de 
1823 y la Cédula de 24 de marzo de 1824 , lo primero que llamó jus­
tamente la atención de todos , fueron los derechos de aquellas perso­
nas que por título oneroso habian adquirido bienes de vinculación , y 
que posteriormente se veian privados de su disfrute sin indemnizacio­
nes de ningún género. Los demás intereses heridos por la revuelta, los 
de los adquirentes por herencias ó por títulos lucrativos, eran tam­
bién, sin ninguna duda , respetables ; pero bastaba con el sentido c o ­
mún para conocer que no tenian ninguna comparación con aquellos 
otros que heñios citado. El que por donación, ó por legado, ó por 
institución de heredero, recibió alguna de aquellas fincas , habia sufrido 
un mal y experimentado seguramente un perjuicio'al perderla; pero 
este perjuicio habia sido infinitamente mayor, cuando lejos de adqui­
rirse la finca por alguna de aquellas causas , se habia adquirido de he­
cho por compra ó por permuta , entregando por ella valores que no se 
veian reintegrados. Lo duro y acerbo de esta injusticia no podía cierta­
mente compararse con ninguna otra. 

2. Nació de aquí, como hemos visto en los comentarios anteriores, 
que las Cortes de 1835 se propusieron exclusivamente la reparación que 
exigian estos contratos por título oneroso. Pero también hemos visto 
ya que las de 1841 habian. de extenderse al arreglo definitivo d e j a s 
demás adquisiciones, resolviendo lo conveniente para las que se debie­
ron á título lucrativo ó á causa de sucesión. 

3. En este artículo 3.°, cuya inteligencia'por lo demás es clara y 
no ofrece ninguna duda, se igualan completamente las adquisiciones 
lucrativas con las onerosas. Una y otra clase de adquirentes son rein­
tegrados con completa uniformidad en los derechos que les conce­
dió la ley de 11 de octubre: una y otra clase deben recobrar ínte­
gramente los bienes que poseyeron , siempre que se cumplan las* dos 
condiciones que establece este artículo, y que no son otras sino 
que la antigua traslación de dominio se hubiese verificado con los 
requisitos y formalidades legales, y que no se haya verificado el rein­
tegro del valor ó equivalencia tal como estaba dispuesto por la ley de 9 
de junio. 

4. La necesidad de señalar estas condiciones y su justicia en el 
caso do que nos ocupamos , no puede de ningún modo ponerse en 
duda. Si la antigua adquisición no se habia hecho completamente en 

los adquirieron, ó a sus herederos en su caso, si la traslación se his» 
con los requisitos y formalidades prevenidas en las citadas leyes y de­
claraciones, y los adquirentes no han recibido ya su valor ó equivalencia.» 
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forma legal, claro era en principio que no podia producir legítimos de­
rechos, y mas claro todavía que no debiera causarlos en una materia, 
en que podrían encontrarse otros opuestos tan dignos de consideración. 
Mas que nunca en estos casos , en los cuales por atender á unos in­
tereses podrían herirse y damnificarse otros, era indispensable el ad­
quirir una certidumbre de que los primeros estaban revestidos de com­
pleta fuerza legal. 

5. Tal'vez aún no era absolutamente necesario el especificar esta 
condición; nada se perdía, sin embargo, porque la consignase la ley , y 
reforzase de este modo las inspiraciones del buen sentido y los princi­
pios comunes de la justicia. 

6. Por lo que hace á la segunda condición, no es menos evidente 
su conveniencia. La ley de 1841 no debia proponerse por objeto una 
lujosa y voluntaria perturbación do la sociedad. Su propósito debia sel­
la reparación de antiguos males causados; no otra cosa. Si ella debia 
arrancar los bienes vinculados, para devolverlos á los que los adquirie­
ran en 1822, esto no podia ser legítimamente impulsado ni por afecto, 
ni por odio, ni por deseo de que unas personas los gozasen y otras carecie­
sen de ellos. Tratábase solo de la reparación de un mal, de la realización 
de un derecho desconocido ó vulnerado. De donde se infiere por conse­
cuencia legítima que, cuando habia habido completa reintegración del va­
lor de la finca comprada, la ley no podia disponer que se devolviera, sin 
faltar á su carácter , y sin inmiscuirse en lo que ya no la correspondía-

7. Son, pues, dignos de aprobación , bajo el supuesto de lo que pre­
ceptúa este artículo , las dos condiciones con que concluye. Pero en 
cuanto al precepto mismo , á la devolución de los bienes adquiridos 
por título lucrativo ú oneroso, cabia bien , en rectos principios de po­
lítica y legislación, no estar completamente de acuerdo con sus auto­
res. La igualación de ambas clases de títulos no nos parecía necesaria; 
decimos más, nos parecía errónea, en una materia como la presente. 
Considérese solo que estos derechos podrían verse en pugna con otros 
derechos , y se advertirá que no era justo confundir como iguales los 
del donatario y los del comprador. Que los de ese último pudiesen 
vencer á los del otro comprador do tiempos posteriores, es una cosa 
que comprendemos ; poro que los de éste fuesen también vencidos por 
los del donatario, nos parece ciertamente extraño en una ley que qüe-
ria transigir, y'que como de transacción se anunciaba. x 

8. Alguna otra cuestión pudiera suscitarse sobro la justicia de 
este artículo, mas la dejaremos para los siguientes, con los cuales se en­
laza de un modo muy directo. Limitándonos ahora á lo únicamente 
respectivo á su inteligencia, repetiremos que lo encontramos claro y 
terminante ; y que, cualquiera que sea el juicio que se forme sobre sus 
preceptos, no creemos que pueda haber duda ni disputa acerca de lo 
en que consisten. 
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ARTICULO IV. 

«Si los que á virtud de esta ley deben recobrar bienes amayoraz-. 
gados que por titulo lucrativo adquirieron desde i l de octubre de, 1820 
hasta i." del mismo mes de 1823 , ó entrar en posesión de ellos , hu­
biesen recibido con posterioridad á este último dia algunas cantidades 
por via de dote ú otra causa cualquiera, con arreglo á las respectivas 
fundaciones, ó en virtud de pactos celebrados entre los poseedores an­
teriores y sus inmediatos , quedan obligados al abono de la mitad de la 
suma en que consistan, debiendo recibirla en cuenta de lo que les cor­
responda. 

Las pensiones alimenticias dadas al inmediato sucesor y á los her­
manos del poseedor en virtud de la fundación, no están compren­
didas en la disposición de este artículo. 

I. 

1. Vemos ya en este artículo 4." que la ley no puede atenerse á 
la mera enunciación de principios ó reglas generales, y que tiene 
que descender á pormenores; poro estos pormenores era necesario re­
solverlos , y no se puede por tanto censurar á los que han querido de­
jarlos fuera de duda , sobre todo cuando la resolución que preferían 
habia de ser tan extraña como en nuestro caso. Por este medio in­
dicamos ya que no merece nuestra aprobación lo dispuesto en el 
artículo. 

2. Su precepto , á decir verdad, es claro, y no presenta dificultad 
alguna. Habrá habido indudablemente mil personas que hayan recibí-
do de los mayorazgos existentes de 1823 mas ó menos gruesas canti­
dades, bien por razón de dotes, bien por alguna otra causa legítima 
con arreglo á la legislación de la época. Entre esas, habrá habido tam-. 
bien infinitas, que cuando la desvinculacion de 1820 adquirirían dere­
chos , y percibirían porciones de bienes, de los que fueran antes, y 
después volvieron á ser amayorazgados. Incuestionable es que esas 
dotes, ó esas cantidades cualesquiera, las recibieron porque el vínculo 
se habia vuelto á organizar: que si hubiese continuado disuelto, y 
libres y repartidas las fincas que lo formaban , claro es que las tales 
personas no habian de haber recibido por uno y otro lado , como si 
el mayorazgo existiese y no existiese. Ahora, pues, que se deshace 
de nuevo y que se recobran las adquisiciones de la época constitu­
cional , era preciso tener en cuenta esos acontecimientos ocur­
ridos después, so pena de faltar á las mas vulgares inspiraciones de 
la justicia. 
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3. Lo que esta requería sin duda , era que so imputase á cada uno 
de los que habían percibido semejantes sumas, sacadas de la vincula­
ción , su total y verdadero importe. De lo contrario, es evidente que 
reportaban un beneficio , sin fundamento alguno respetable. ¿ Hubiera-
seles dado acaso la suma en cuestión, si hubiesen continuado pose­
yendo lo que les fué adjudicado en los tres años de la época constitu­
cional ? Es indudable que no, que no habrían percibido tales cantida­
des por virtud de una fundación que ya estaría sin efecto. Pues bien, 
dirá cualquiera, sin mas inspiración que la del buen sentido : su­
puesto que ahora se restaura el hecho de la desvinculacion con sus le­
gítimas consecuencias , es menester que éstas no se escatimen sin ne­
cesidad ni razón alguna. Supuesto que el vinculista devuelve á su her­
mana lo que le correspondiera por la sucesión de 1 8 2 1 , ' menester es 
también que su hermana le devuelva ó abone la dote entregada en 
1828. Délo contrario hay desigualdad, es decir, hay injusticia. Ella 
gana por ambas partes , recobrando los beneficios déla desvinculacion, 
y conservando los que le produjo el mayorazgo. 

4 . Son tan claras y evidentes estas razones , que no podemos com­
prender cómo no convencieron sino á medias á la comisión y al Con­
greso de 1841. Preocupólos sin duda la idea de transacción que do­
minaba en esta ley; y creyendo obrar con arreglo á ella , se limitaron 
á disponer que se imputasen ó abonasen la mitad de esas sumas á 
que nos hemos referido. No se advirtió que el empeño de transigir es 
muy justo cuando hay contrarios derechos y encontrados intereses; 
pero que no tiene ni justicia , ni conveniencia , ni recomendación al­
guna , cuando todo el derecho está por un lado , y por el otro no hay 
razón valedera que exponer. Esto sucedía en el caso del artículo pre­
sente , y las Cortes, lejos de limitai'se á la escasa reintegración de una 
mitad , debieron resolver la de todas las cantidades percibidas en razón 
de los motivos que se expresan, por los que iban á ser reintegrados en 
la parte de los antiguos vínculos que les otorgaran las leyes constitu­
cionales. 

II. 

8. La segunda parte ó segunda disposición de este artículo merece 
por el contrario completa aprobación. Las pensiones alimenticias no eran 
capitales que se entregaban para fundar en ellos un caudal ó dedu­
cir una renta; eran la renta misma, eran lo destinado para el sus­
tento : eran frutos correspondientes á la persona á quien se entrega­
ban. Así, no era posible compensarlos con las fincas ó capitales de 
cuya devolución se trataba ahora. De la misma suerte que el vinculis­
ta que habia de devolver éstos no estaba obligado á hacer reintegra­
ción alguna de frutos, d é l a misma, no debía autorizársele para pedir 
que se compensara con aquellos frutos lo que por virtud de esta ley, y 



148 COMENTARIO 

ARTICULO V. 

«Recobrarán su fuerza, y se harán también efectivos los contratos 
que celebraron los referidos poseedores desde 11 de octubre de 1820 
hasta i." de igual mes de 1823, cora respecto á la enagenacion, hipoteca 
ú obligación de la mitad de los bienes de que podían disponer.» 

1. Este artículo 5.° es uno de los que mas claramente manifiestan el 
diferente espíritu de esta ley respecto á la de 9 de junio de 1835. Por aque­
lla se trataron de remediar los males causados en el desconocimiento y 
anulación de ciertas obligaciones; por ésta se igualan todas, absolutamente 
todas, y se las considera bajo el mismo punto de vista. La ley de 9 de j u ­
nio se habia propuesto verdaderamente una transacción: la de 19 de agos­
to, aunque animada frecuentemente de esa idea , propende, sin embar­
go , en muchos de sus artículos á la plena restauración de todos los 
efectos de las leyes constitucionales. Aquella era, por decirlo así , mas 
práctica ; esta tiene muchas veces la pretensión de ser mas doctrinal. 
Allí se procuró , ó dar fuerza , ó indemnizar cuando menos, en los casos 
de los contratos que lo fueron por título oneroso ; aquí, después de 
haber restaurado las enagenaciones , tanto onerosas como lucrativas, se 
dice en este artículo 5.° que recobrarán su fuerza, y se harán también 
efectivos todos los contratos que se celebraron, respecto á enagenacion, 
hipoteca ú obligación de la mitad de los bienes de que podia dispo­
nerse. No solo, pues, las enagenaciones formales, sino los convenios 
de enagenar, sino las hipotecas, sino cualquiera acuerdo , en fin, que 
se hubiese hecho respecto á tales fincas, todo queda restaurado por 
este artículo 5." de la ley de agosto. 

2. Es necesario observar, sin embargo, que semejante restauración 
está sometida á las condiciones generales de la posibilidad, y de los 
términos hábiles para su realización y cumplimiento. Reviven, por 
ejemplo , las hipotecas impuestas sobre la mitad disponible de los bie­
nes que fueron vinculados; pero reviven sometidas á las condiciones 
normales de toda carga hipotecaria. De aquí es que si la deuda que 
aquellas hipotecas garantían se satisfizo ch el tiempo que transcurrió 

las déla anterioi- época se veía precisado ú entregar. Es notoria la di­
ferencia entre este caso y el caso anterior, entre los alimentos y las 
demás cantidades de que hemos hablado; porque lo es la diversidad 
de capitales y de réditos , ó de bienes y de frutos. Por eso aprobamos 
la no completa imputación de los alimentos, al mismo tiempo que re ­
probamos la no completa imputación de las dotes y de cualesquiera otra 
entrega de la misma especie. 
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ARTICULO VI. 

«Se entregarán á los herederos testamentarios ó legítimos de los mis­
mos poseedores, y á los legatarios, los bienes que respectivamente les cor­
respondieran de la mencionada mitad, si dichos poseedores fallecieron antes 
del i.° de octubre de 1823.» 

I. 

1. Los artículos anteriores, á escepcion del 4.° que era genérico, 
habian hablado especialmente de las adquisiciones de bienes vincula­
d o s , , y de los derechos obtenidos en ellos por contratos que sus po­
seedores otorgaran. Este artículo 6.° aborda ya directamente la otra 
parte de la cuestión, y trata de las sucesiones abiertas respecto á tales 
lincas , en la época constitucional. 

2. La disposición del artículo es clara, y no admite duda. Si existen 
los herederos testamentarios ó legítimos de los poseedores fallecidos en 
aquella fecha, la ley manda que perciban hoy lo que entonces recibie­
ron ó debieron recibir. 

antes del 19 de agosto de 1841 , la hipoteca renace muerta, ó por 
mejor decir , verdaderamente no renace. Iguales dificultades puede ha­
ber en la ejecución de otros contratos celebrados veinte años ha , y que 
en el dia son imposibles de llevarse á cabo. La variación causada por 
los tiempos y las circunstancias no puede menos de tenerse en cuenta, 
y de surtir sus efectos, á pesar del texto explícito de la ley. Mas bien 
que otra cosa, debe estimarse que ésta proclama un principio , y se­
ñala una regla general, para que se ejecute en todos los casos posi­
bles ; salvo el no realizarla, cuando acontecimientos poderosos escu­
sen ó impidan su realización. Las leyes no mandan nunca lo imposible 
ni lo absurdo , y es necesario entenderlas siempre con sinceridad y 
buena fé. El precepto del artículo en que nos ocupamos se dirige á le­
vantar todos los obstáculos, que , por razón ó por parte del vínculo, 
hayan impedido desde 1823 hasta 1841 , el cumplimiento de las obli­
gaciones que expresa. No lo serán ya , según sus palabras, ni la re-
vinculacion de 1823 , ni las ocurrencias que posteriormente hayan su­
cedido en el mayorazgo. Todas estas las salva , ó por mejor decir, las 
anula el precepto legal. Pero lo que haya sucedido por otra parte , y 
las circunstancias que hubiesen sobrevenido en el espacio de diez y 
ocho años, esas seria absurdo desconocerlas , y de seguro no las des­
conoce la ley. Repetimos , pues, que la condición deque haya tér­
minos hábiles según los principios genérales del derecho, es una cláu­
sula necesaria y subentendida en el artículo que acabamos de exa­
minar. 
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3. Decimos si existen los herederos ó los legatarios; porque, si 
ellos han fallecido también, si son otras físicamente las personas que 
los representan, el derecho establecido por esta ley puede ser distinto, 
como veremos en algunos artículos posteriores. Esto de que tratamos 
ahora establece solo la reintegración de los mismos en quienes recayó el 
legado ó la herencia , durante los tres años regidos por la ley de las 
Cortes. Respecto á ellos el precepto es , como acaba de verse, que les 
sean entregados los bienes, que respectivamente les correspondieran de la 
mencionada mitad. 

4. En la práctica , este articuló comprende dos distintos casos, ca­
da uno de los cuales reclama diferentes operaciones. Las herencias de 
que se trata pudieron , por uno de ellos, haberse liquidado y reparti­
do en aquella época, percibiendo cada uno de los interesados lo que 
de las mismas les correspondía. En esta hipótesis, claro está que no 
hay que hacer otra cosa sino devolver á cada cual las fincas en cu­
ya posesión habia entrado, y que le fueron arrebatadas por los decre­
tos de d 823 y 1824. Si las posee el mismo vinculista á quien se en­
tregaron por ellos , éste será el que deba hacer desde luego la restitu­
ción : si por cualesquiera circunstancias han pasado á poder de otras 
personas, éstas deberán entregarlas sin escusa ni dilación alguna. La 
ley , ni en este, ni en ningún otro artículo, reconoce medio de defensa 
para eximirse de esta devolución. El derecho de los que hereda­
ron ó fueron legatarios en la época de 20 á 2 3 , e s , según ella, ab­
soluto „ y no está limitado ni subordinado por ningún otro derecho. 
La entrega de los bienes es indispensable en este caso por cualquiera 
que los posea, y fuese cual fuese el título ó la razón con que los posea. 

5. Otro caso puede haber comprendido en el presente artículo. La 
herencia ó el legado se causó, en la época constitucional, por haber fa­
llecido en la misma el poseedor de los bienes; pero la sucesión no llegó 
á liquidarse, ó porque faltó tiempo, ó porque surgieron obstáculos 
que la embarazaran. En semejante supuesto, no hay fincas determinadas 
que devolver, porque no hubo fincas que determinadamente se adqui­
rieran ; pero el derecho de los herederos y legatarios no es por eso 
menos real ni menos terminante. La sucesión no liquidada entonces 
debe liquidarse ahora , y los que entonces la debieron percibir, ahora 
deben también percibirla. Diferéncianse estos dos casos en que por el 
uno hay acciones directas contra determinados bienes para su restitu­
ción á los herederos ó legatarios, cuando por el otro se está mas atra­
sado bajo todos aspectos, y es necesario pedir la liquidación de la he­
rencia , que debió verificarse quince años antes. 

6. Pero tanto en uno como en otro caso, la disposición de. la ley 
es clara, y no ofrece la menor duda. Siempre que existan los herederos 
ó legatarios de aquellos poseedores que fallecieron antes de 1.° de octu­
bre de 1823, su derecho está reconocido , y las disposiciones do la ley 
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ARTICULO VII. 

«Las disposiciones de los artículos que anteceden son aplicables á la 
otra mitad de los bienes vincidados reservada á los inmediatos suceso­
res, si adquirieron el derecho á disponer de ella por fallecimiento del 
anterior poseedor , ocurrido antes del i." de octubre de 1823.» 

1. Tienen presente nuestros lectores que al desvinculárselos anti­
guos bienes de mayorazgos por la ley de 11 de octubre de 1820, se 
concedió á los que eran actuales poseedores la libre disposición en vida 
y por testamento de la mitad de sus bienes, y se reservó y otorgó á 
los inmediatos igual derecho respecto á la otra mitad. Adquiriendo 
ellos el ejercicio de este derecho desde el punto en que su antecesor 
fallecía, claro es que lo tuvieron y pudieron usar de él todos aquellos 
para quienes se verificó esa última circunstancia antes del 1.° de octu­
bre de 1823. Desde el dia en que murió su antecesor hasta esa fecha 

de H de octubre han de ejecutarse completamente respecto á ellos. Ya 
hemos dicho que en otros artículos se verá lo que ha de hacerse cuan- . 
do hubieren fallecido esos herederos ó legatarios. 

II. 

7. Comprendida bien la naturaleza, y conocido el alcance de este 
artículo podrá preguntársenos sinos parece justo, justo para una lev-
de transacción, el derecho tan absoluto que establece. En efecto , esa 
entrega forzosa , no solo á los herederos legítimos, sino á cualquier 
heredero testamentario, sino á cualquier legatario, aun de todos los bie­
nes que recibió ó pudo recibir entonces, sin atender á las manos en 
cuyo poder se encuentran , sin tener' presentes las circunstancias pos­
teriores que pueden haber ocurrido, los actos onerosos que respecto 
á ellos, ó en consideración de ellos, pueden haber pasado : ese dere­
cho, decimos', tan absoluto y tan general, so prestaba al formarse esta 
ley , y se presta aún, no solo á la censura de la buena política , sino 
también á la de los rectos y severos principios de la ciencia de la legis­
lación. No nos detendremos, sin embargo , á profundizar esta materia, 
ya porque basta con lijeras indicaciones para la situación en que nos 
encontramos, ya porque hallaremos mas adelante algún artículo que se 
prestará preferentemente á esta tarea. Bástanos , repetimos ahora , con 
la "presente insinuación , y continuemos el examen de las domas dis­
posiciones que forman este código especial. 
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que acabamos de citar, los antiguos inmediatos, ya poseedores de 
esa mitad del que fué vínculo , pudieron disponer respecto á todos sus 
bienes, ora por contratos , ora por disposiciones testamentarias. Aque­
llas fincas eran ya libres bajo todos aspectos : hallábanse plenamente en 
el derecho común, y su disposición entraba por consiguiente bajo las 
reglas y en las facultades generales. 

2. Supuestos estos principios, no puede dudarse que se verifica­
rían efectivamente contratos de mil géneros, traslaciones de propie­
dad , hipotecas, sucesiones, e t c . , respecto á esa masa de bienes que 
fueron primitivamente de los vínculos , y que quedaron para la segunda 
mitad en su primera división. . . « • 

3. Pero estas fincas corrieron la misma suerte que las respectivas á 
la otra primera mitad, de que disponían los poseedores. La obra de 
estos y la de los inmediatos cayeron ambas bajo el anatema común , y 
los vínculos se recompusieron íntegramente con todo lo que por cual­
quier causa habia salido de ellos. Así, la ley de 1841 tenia necesidad 
de hacer mención de las egresiones por la segunda mitad, disponien­
do acerca de ellas lo mismo que habia dispuesto para las precedentes. 
No habia razón ninguna ni para distinguir el uno del otro caso, ni pa­
ra dejar una duda en la ley , omitiendo el hacer referencia de éste en 
que nos ocupamos ahora. El derecho debia ser el mismo para los dos; 
y eso e s , y no otra cosa , lo que se ha establecido. 

4 . Este artículo e s , pues, un artículo de pura referencia, cuyo 
juicio y cuya aplicación depende en un todo del juicio y la aplicación 
de aquellos otros, á los cuales se refiere. 

5. Hay, sin embargo, en el actual una expresión que no parece bien 
pensada, porque puede dar motivo á disentir acerca de cuáles sean 
esos otros. Las disposiciones, dice, de los artículos que anteceden son 
aplicables, etc. ¿ Y porqué, preguntamos nosotros , limitarse al pare­
cer aquí á los cuatro ó seis artículos de que hemos hablado , y no ex­
tender la aplicación, como era natural, á todos los de la ley? Por 
ventura ¿no serán aplicables á la segunda mitad de bienes las disposi­
ciones de los artículos posteriores ? Indudablemente que lo son, sin 
que sea necesario para convencerse de ello mas que la simple lectura del 
primero que se presente á nuestros ojos. Tómese el 8.°, el 9..°, el 10.°, 
cualquiera, y se verá que sus preceptos han de ser aplicables á ambas mi­
tades. Nos parece, pues, que hubiera sido mas oportuno, para no dar lugar 
á ninguna cavilación^ el suprimir en el 7." las palabras que hemos nota­
do, poniendo en su lugar los artículos deestaley, ú otras equivalentes. 

6. Nunca se pierde nada por poner el mayor esmero en la re­
dacción de disposiciones tan interesantes, ni está de más el salir al en­
cuentro de la mala fó, que busca sus argumentos con una destreza sin 
igual, hasta en la expresión que parece mas inocente y mas incapaz do 
producirlos. 
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«Los que en virtud de esta ley deben recobrar bienes de que fueron 
privados por lo dispuesto en el real decreto de i." de octubre de 1823 , y 
Cédula de 11 de marzo de 1824, ó entrar en posesión de los que con 
arreglo á la ley de i i de octubre de 1820 les correspondieron, no tie­
nen acción para reclamarlos frutos y rentas de los mismos bienes, pro­
ducidos desde \.<> de octubre de 1823 hasta la publicación de esta ley,» 

I. 

1. Habíamos venido hasta aquí aplicando francamente y sin dificul­
tad el principio consignado en el artículo 2 . ° , de ser válido., y haber 
de llevarse á cumplido efecto , lo que se hizo por virtud de las leyes 
desvinculadoras durante la época de 1820 á 1823. Aquí comenzamos ya 
á ver modificarse esa máxima , y adoptarse medios, que, si no son tan 
conformes á la estrechez de un derecho rigoroso , lo son sin duda mu­
cho mas á las inspiraciones del buen sentido y de la recta razón. Y 
aún no decimos bien, indicando que el sumo derecho podría exigir 
otras resoluciones; es la verdad que había en este caso derechos con­
tra derechos, todos evidentes, todos atendibles, todos dignos de gran 
consideración. Por una parte, no cabia duda en que los frutos debie­
sen seguir á la propiedad ; mas por otra tampoco se podia desconocer 
que los poseedores de 1823 á 18H lo habian sido en virtud de leyes 
formales, cuyos efectos hubiera sido tan necio como ridículo el querer 
anular en nuestro caso. 

2. Vióse, pues, la ley de 18H en la necesidad de resolver este 
punto ; y forzoso fué que lo resolviera ségun vemos en este ar­
tículo 8.°, si no habia de abdicar todas las pretensiones de justicia y 
conciliación de que aspiraba á rodearse. El extremo á que podia llegar 
en favor de los antiguos adquirentes no era otro que el de mandarles de­
volver sus fincas : demasiado se hacia ya en ciertos casos, privando de 
ellas á los que las poseían por no menos legítimos derechos, corrobora­
dos con la circunstancia tan capital de la posesión. Pero extender la 
devolución á los frutos , haciendo que los devolvieran los que los ha­
bian percibido y consumido por virtud do una ley, hubiera merecido 
sin duda la calificación de una imprudencia y un esceso. Al poseedor 
de buena fé le concede el derecho común la completa aprobación de los 
frutos que percibe: ¿cómo, pues, habia de negársela, ésta, á poseedo­
res tan recomendables cuales son aquellos de que tratamos? Cierto es 
que los verdaderos dueños sufrían con tal resolución, viendo altamente 
menoscabados sus intereses; pero esas eran consecuencias de la íor-

ARTICULO VIH. 
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menta política , que no liabia de pasar sin dejarnos larga huella de per­
juicios, y del irremediable desacierto de 1823 , cuyos resultados ya pu­
dieron predecirse desdo el momento en que se le conoció. 

II. 

3. Es de advertir que cuando examinamos este art. 8.°, nos parece 
justo llamar la atención de nuestros lectores, sobre la generalidad con 
que está concebido. Su resolución comprende á todas las clases de ad-
quirentes antiguos que deben ser reintegrados en la actualidad. Lo mis­
mo habla con los herederos ó legatarios, que con los donatarios, que 
con los compradores. Cualquiera que fuese el título por cuya razón ha 
de devolverse la finca , su importancia os igual respecto al punto de 
frutos ó de rentas. 

4. Esta generalidad, esta uniformidad, esta absoluta disposición se 
presentan quizá á primera vista como poco convenientes ; diciéndonos 
la razón, que debia ser el primer argumento en leyes de esta clase, 
que no merecen en verdad una misma calificación y una propia balanza 
las diferentes adquisiciones.que quedan referidas. Pero si se profundiza 
un poco en el examen de esta misma idea, y si, descontentos con la 
igualdad, se quieren formar series y establecer gradaciones entre los 
antiguos títulos de adquirir, para juzgar diversamente acerca délos 
frutos, pronto se echará de ver que se adopta un camino errado, y se 
quiere una cosa verdaderamente imposible. Las combinaciones serian 
infinitas ; y la ley , no pudiendo prevenirlas todas, daria lugar á extra­
ños y muy considerables errores. , 

5. Por otra parte, es necesario no perder de vista que antes de dic­
tarse esta ley del 19 de agosto , lo habia sido , y con un intervalo de 
seis años, la que hicieron las Cortes del Estatuto en 9 de junio de 
1833. Recordaráse bien que aquella tenía por objeto el reintegrar las 
adquisiciones hechas por título oneroso; y no necesitamos repetir aquí 
que semejante reintegración era tan amplía y completa como pudo j a ­
más apetecerse. Verdad es, como hallaremos mas adelante, que ésta de 
1841 deroga la de 1835 en aquellos puntos en que no estén conformes; 
pero en este artículo de que tratamos no hay en primer lugar des­
acuerdo con ninguno de aquella otra ley, y en segundo , el plazo de 
seis años habrá sido bastante para que se la ejecute por donde quiera, 
y no quedarán ya sino actos terminados que deben respetarse según el 
tenor de todo derecho.. , 

0. Infiérese de cuanto va dicho , así la claridad y la sencillez co­
mo la justicia del artículo que nos ocupa. Que cuando no haya ha­
bido , ó no haya podido haber reintegro por los antiguos bienes vincu­
lados ,'cuya egresión se verificó de 1820 á 1823 , vuelvan éstos ahora 
al poder de las personas que entonces los adquirieron, ya lo hemos 
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vislo determinado en los artículos precedentes: pero no se infiera do 
aquí que ha de poderse reclamar otra cosa que los bienes mismos; no 
se pidan frutos, no se reclamen rentas , porque la ley absolutamente lo 
prohibe. Ella no ha querido ser injusta, no ha querido reducir á la 
desesperación ti los que sin culpa suya , y por solo el mandato de otra 
ley, han poseído en estos diez y siete años. Razón ha tenido en que­
rerlo asi, y todos los hombres imparciales le prestarán el tributo de su 
aprobación. 

ARTICULO IX. 

«¿os poseedores en i i de octubre de 1820 que fallecieron desde, 
i.o de octubre de 1823 hasta 30 de agosto de 1836, no transfirie­
ron derecho alguno para suceder en los bienes que se reputaban du­
rante este último periodo como vinculados.» 

1. Seguimos en este artículo las cscepciones indicadas en el an­
terior; seguimos separándonos del principio sentado en el art. 2." so­
bre los efectos de cuánto era legítima consecuencia de las leyes des-
vinculadoras. No solo así: la desviación de que vamos á ocuparnos es 
de suma importancia ; por nuestra parte, creemos también que es de 
suma justicia. 

2. Los que siendo poseedores de bienes vinculados en la época de 
11 de octubre de 1820, hubiesen fallecido entre aquella fecha y la de 
19 de agosto de 1841 , pueden dividirse natural y racionalmente en 
tres secciones , correspondientes á otros tantos períodos. Compondrán 
la primera aquellos cuya muerte acaeció durante el vigor de las le­
yes constitucionales, es decir, desde el mismo 11 de octubre hasta el 
1.° de igual mes de 1823. Pertenecerán á la segunda los fallecidos 
desde esta fecha hasta 30 de agosto de 1836. Y formarán la tercera, 
por último, los que se cuenten en este último plazo , desde dicho 30 
de agosto hasta la promulgación de la ley que nos ocupa. 

3. Ahora bien : ¿debia producir los mismos efectos, debia surtir las 
mismas consecuencias el fallecimiento de cualquiera de estos poseedo­
res? ¿Habian de causarse los mismos derechos entre sus herederos de 
cualquiera clase ? 

4. Todos ellos estaban en disfrute de sus mayorazgos cuando la 
ley de 1820 puso fin á estos: todos ellos fueron declarados dueños ab­
solutos de la mitad de los bienes, y usufructuarios de la otra mitad: 
respecto á todos ellos estableció esa ley de 1820 que se abriera una 
sucesión, por su óbito , en nada conforme á la de los antiguos bienes 
vinculados. ' Sin embargo , la razón encuentra inmediatamente entre 
ellos una diferencia muy considerable. Cuando murieron los primeros, 
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era ley de hecho, que no solo de derecho, la desvineulacion : cuando 
murieron los segundos , estaban de hecho restablecidos los vínculos por 
los decretos de 1823. y 1824: cuando fallecieron los últimos, la situa­
ción de hecho consistía en la vacilación y la duda, como hemos mani­
festado en algunos comentarios anteriores. 

5. Semejantes circunstancias no podían menos de ser atendidas por 
el legislador, cuando trataba de arreglar este p u n t o E n buen hora 
que igualase la tercera con la primera serie, el tercero con el primer 
período: esto debia ser una consecuencia del principio establecido en 
el art. i." de la ley , donde se declaró la restauración de las antiguas 
leyes constitucionales por el decreto de 30 de agosto. Pero la segunda 
serie y el segundo período se hallaban en un caso .muy diverso. No 
hemos dicho bien poco hace, cuando hemos asegurado que en el inter­
valo de 1823 á 1836 el mayorazgo existia de hecho: es menester de­
cir que existia de derecho , que existia legítimamente. El poder su­
premo de la nación , cifrado en aquellos tiempos en la monarquía pu­
ra , pudo seguramente restaurarlos , y el que después consistió en la 
Corona con las Cortes del Estatuto, pudo también reconocerlos. 

6. La consecuencia de esta situación fué que no pudieron abrirse su­
cesiones respecto á los bienes desvinculados de 1820, puesto que se 
habian vuelto á vincular en 1823. ¿Pero qué debia hacerse ahora, 
cuando trataban de restaurarse los derechos antiguos , y quería llevarse 
á cabo cuánto debió nacer de la ley de 11 de octubre ? Si habian de 
tener cumplido efecto todos los derechos que se adquirieron en la 
época de los tres años, necesitábase sin duda volver atrás sobre las 
trasmisiones de vínculos verificados en los trece siguientes ,.y dividir y 
repartir aquellas fincas, como si la muerte del poseedor se hubiera veri­
ficado antes de 1823. 

7. Semejante consecuencia de un solo principio , por mas favor con 
que éste se mirara, no se podía sostener, atendidos los hechos con im­
parcialidad. El deseo de restaurar acciones concedidas por la legislación 
desvinculadora , no podia llevarse á tal extremo que se perdiesen de 
Vista otros principios del derecho común, y solemnísimos actos consu-^ 
mados bajo la inspiración de éstos y de las .leyes vigentes. Critíquese 
en buen hora con mas ó menos acerbidad el despojo que de algunos de­
rechos se causó por el decreto de 1." de octubre de 1823, y la Cédula 
de 1824 ; pero sin trastornar todas las ideas, no podrá hacerse jamás 
que no fuesen vinculados los bienes, que por la ley y por el hecho lo 
eran, en el momento de abrirse la sucesión de quien los habia poseído. 

8. Fundándose en estas razones, y separándose del vigor de los 
principios que antes habia sentado ó indicado, extendió la ley este ar­
tículo 9.° Según él, para la trasmisión de derechos hereditarios, res­
pecto á bienes vinculares,, es necesario atenderá la situación legal y 
deshecho en que se encontraban cuando la muerte del poseedor. Si 
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ARTICULO X. 

(¡Los que desde H de octubre de 1820 hasta 1.° del mismo mes 
de 1823 sucedieron en bienes que habían sido, vinculados, y fallecieron 
desde este último dia hasta el 30 de agosto de 1836 , no trasmitieron 
por sucesión testada ni intestada derecho de suceder en los bienes-que á 
su fallecimiento estaban considerados como vinculados. Esto no se en­
tiende con los herederos de los que habían adquirido bienes vinculados 
por compra ó cualquiera otro contrato, durante el citado periodo des­
de 11 de octubre de 1820 á i." del mismo mes de 1823.» 

I. 

1 . ' Hé aquí uno de los artículos mas importantes de esta ley. Pocos 
habrá que hayan dado mas lugar á reclamaciones muy justas; pocos 
también que hayan causado mas beneficio. 

2. Su inteligencia es clara á todas luces: sus motivos merecen 
evidentemente gran consideración : su justicia comparativa puede sufrir 
grandes contradicciones. 

3. Vimos ya en el art. 3." que las personas que heredaron, ó ad­
quirieron por cualquiera otra causa legítima, bienes de vinculación du­
rante la época constitucional, han sido restauradas por esta ley en la 
posesión de lo que fué suyo, ó á que tuvieron derecho. Este particular 
quedó deslindado desde aquel artículo. .Los adquirentes mismos, caso 
de existir ahora , recobran íntegramente todo lo que les correspondía. 
¿Pero y sí los adquirentes han fallecido? ¿ Y si murieron , bien desde 
1820 á 1823, bien desde 1823 á 1836? ¿Qué deberá verificarse en es-

sucedió ésta mientras regían las leyes constitucionales, débese reco­
nocer por válido todo derecho que de esas leyes emanara ; y cual­
quiera que sea el estado de la sucesión, hánse de restituir las cosas 
al correspondiente á una sucesión libre. Si por el contrario, era 
ley la vinculación-á la época del fallecimiento, cualesquiera derechos 
antiguos quedaban anulados, y el vínculo se trasmitía con arreglo á la 
voluntad de sus fundadores. 

9. Desigual condición por cierto para los hijos ó herederos for­
zosos de los vínculistas , . cuyo bien ó cuyo mal pendía solo de , que 
éstos hubiesen fallecido un poco antes ó un poco después ; pero 
regla necesaria de adoptar, cuando habíamos variado de institucio­
nes con tan deplorable frecuencia, subordinando así. las reglas del 
derecho común á las exigencias de la ley política. 
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te caso? ¿ Es menester que la ley lo disponga , ó basta con las pres­
cripciones del derecho común? 

4. El derecho común no ofrecería la menor duda. Donde fallece 
u na persona y queda un derecho vacante, la ley llama inmediatamen­
te á su heredero y se lo entrega. Nada importaría, pues, en el sistema 
general de nuestra legislación , que aquellos adquirentes de que vamos 
hablando viviesen ó hubiesen fallecido. Sus herederos, legítimos ó volun­
tarios, testamentarios ó forzosos, se levantarían sin pérdida dé momen­
to á ocupar su lugar y representar su persona. 

8. Sin embargo, la ley del 19 de agosto ha vacilado ante estas con­
secuencias del derecho común. La ley ha visto que pudo haber mu­
chas personas adquirentes por herencia de bienes vinculados en la 
época constitucional, las cuales al morir en los trece años siguientes 
creian restablecidos los vínculos de un modo «perpetuo , y no pensaban 
de seguro en trasmitir al heredero que elegían unos, derechos que re­
putaban por siempre jamás anulados. A la ley, ó por mejor decir al 
Gobierno y á las Cortes, se presentaron irrefragables testimonios justi­
ficativos del hecho que acabamos de indicar. Mostráronse instituciones 
de herederos, las cuales no tenían explicación para ninguna persona 
imparcial ni sensata, sino en la absoluta creencia de que sus efec­
tos no se habian de extender á derechos algunos sobre bienes vinculares. 

6. Y esta creencia de que hablamos, y que en algunos casos, como 
hemos dicho, se mostraba evidente, no podia ni debia presumirse que 
estuviese limitada á ciertos individuos particulares, sino que por el 
contrario, se debia entender absoluta y general. La ley vigente en 
aquella época era la existencia de los vínculos; y prescindiendo de si 
esta ley se encontraba apoyada en suficiente número de hechos so­
ciales que garantizasen su estabilidad, nunca debe presumirse que los 
testadores lleven en sus preceptos segundas miras contrarias al dereclio 
del país. La presunción legítima no era otra en nuestro caso sino que 
los que habian fallecido desde 1823 á 1836 limitaban su intención de 
conceder herencia á la de aquellos bienes que disfrutaban á la sazón , ó 
que podían corresponderles por las leyes comunes de España; y esta 
presunción, muy respetable siempre para los legisladores, adquiría mas 
fuerza con los hechos que hemos indicado , y que se presentaban á su 
vista, reclamando se tuvieran presentes para este fallo definitivo. 

7. Véase, pues, cómo las Cortes de 1841 se vieron llevadas á pres­
cindir del gran axioma de derecho común que iguala al heredero con 
su antecesor, y les atribuye la misma personalidad. Dominadas por los 
inconvenientes que hemos indicado, adoptaron fácilmente el artículo 
que nos ocupa, y tal vez tocaron los límites de otro escollo , y dieron 
lugar á censuras no destituidas cíe fundamento. La precipitación con 
que so aceptó este artículo , que en su origen fué una enmienda, pue­
de solo explicar el hecho mismo de haberle aceptado. 



A L A S L E Y E S D E DESY1NCULAC10M. 159 

8. De cualquier modo que sea , la inteligencia del precepto es cla­
ra , y no ofrece motivo á discusiones, como voluntariamente no quie­
ran suscitarse. 

II. 

• 9. Distingue el artíeulo entre los que, habiendo sido herederos de 
bienes antes vinculados, han fallecido á su vez en las tres épocas que 
notamos en el comentario anterior. De estas tres categorías, la primera 
y tercera están igualadas según el espíritu constante de esta ley. Los 
herederos de tales fincas que fallecieron de 20 á 23 , ó de 36 á 41, 
traspasaron á los suyos los derechos que les asistían en los bienes de 
sus respectivas herencias. No así los que murieron en los trece años 
de la segunda serie. Estos no transfirieron derecho alguno, ni por su­
cesión testada, ni por sucesión intestada. Su acción espiró con ellos, 
y nadie puede ejercitarla actualmente. Si ellos vivieran, podrían 
reclamar lo que la ley les dio : fallecidos , ni sus sucesores legítimos, 
ni sus sucesores extraños están autorizados para representar sus per­
sonas. 

10. ¿Es esto justo, es esto equitativo, en tan absoluta generalidad 
como está dispuesto? A nuestro juicio, evidentemente no lo es. Que no 
se hubieran trasmitido semejantes derechos á los herederos volunta­
rios de cualquier persona, lo concebiríamos bien por las razones que 
se han expresado antes , y lo aprobaríamos sinceramente y sin la me­
nor dificultad. Pero que á los herederos legítimos y necesarios se les 
confunda también en esa misma prohibición, ni concebimos el motivo, 
ni podemos aprobar el precepto. 

11. ¿ Qué es lo que estamos viendo en el dia á consecuencia de este 
artículo de la ley ? Yése por ejemplo que , fallecido un vinculista en 
1822, y divididos sus bienes en aquella época entre sus tres hijos, re­
cogidos después todos por el primogénito en 1823 , hoy le reclama el 
segundo los que á él le correspondieron, y tiene que entregarlos por­
que vive, mientras que los hijos del tercero , muerto en 1830 , no tie­
nen acción para reclamar nada , y quedan sin percibir lo que fué de 
su padre , y que su padre obtendría si viviese. 

12. Este hecho común, esta desigualdad dentro de la familia, esta 
diferencia entre los tíos y los sobrinos, tan contraria al espíritu de 
nuestra legislación, esta falta de aptitud en el hijo para representar la 
persona de su padre, no puede merecer nuestro asentimiento. Tanto 
menos lo merecerá, cuanto que, según hemos dicho antes , nojalcanza 
á semejantes casos el motivo de presunción de que hemos hecho mé­
rito. En la sucesión testada y voluntaria ha lugar á considerar tales 
presunciones; en la sucesión intestada y legítima no puede legalmente 
procederse á su investigación. El padre no tiene que pensar qué sea 
lo que deje á su hijo ; la ley le obliga á dejárselo todo , con una leve 
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oscepcion, que en nada varía el estado de las cosas. Extender, pues, 
aquellos motivos Ü estas otras herencias, es darles-una aplicación arbi­
traria , que no se funda en ningún principio racional. 

13. Hubiéramos, pues, distinguido nosotros con mucho cuidado, y 
con indecible esmero, entre los sucesores voluntarios y los necesarios, 
de los que hubiesen fallecido en el período de 23 á 36. A los herede­
ros por sucesión testada y libre no les hubiéramos concedido el dere­
cho de'representar ¡i sus causantes; más habríamos dado sí esta per­
sonalidad á los que hubiesen sido necesarios. Creemos que de esta 
suerte se habría atendido mejor á lo que por todas partes exige la jus­
ticia , desatendiendo también en mucho menor escala las reglas del de^ 
recho*comun, que siempre son diguas de respeto y consideración. Pe ­
ro la ley ha igualado las sucesiones testadas é intestadas con palabras 
claras y terminantes; y si puede discutirse su justicia, no creemos 
que quepa debate sobre su inteligencia. 

III. 

-14. La segunda parto del artículo contieno por el contrario un 
precepto, que esta en oposición con el que acabamos de examinar. 
Esto no se entiendo, dice, con los herederos de los que habían adqui­
rido bienes vinculados por compra ó cualquiera Otro contrato, durante 
el período de 1820 á 1823. 

15. Tenemos, pues, que la ley que había dado iguales derechos en 
sus primeros artículos á los adquirentes por contrato y á los adqui-
rentes por sucesión, los diferencia ya en éste que nos ocupa ahora, re­
conociendo la personalidad de los herederos en el primer caso, y ne­
gándola resueltamente en el segundo. El sucesor del que heredó bienes 
que fueron vinculados , no puede reclamarlos hoy: el sucesor de aquel 
á quien fueron donados iguales bienes por contrato entre vivos, puedo 
reclamarlos , y los obtendrá sin dificultad alguna. 

16. Si se nos preguntase ahora lo qué juzgamos acerca de esa diver­
sidad de derecho, y si tenemos por justa esta diferencia que ha esta­
blecido la ley entre ambos medios de adquirir, ó entre las personas 
que debieron al uno y al otro su posesión de bienes ex-vinculados, 
responderemos con confianza que no todo nos parece acierto en esta 
medida, y que en nuestro concepto la distinción se debía haber funda­
do en otras bases. Siempre volvemos , por lo que á nosotros toca, á 
separar en nuestro ánimo el adquirente por título lucrativo del adqui-
rente por título oneroso. No nos convenceremos jamás de que un do" 
mttario haya podido ponerse, en una ley de esta naturaleza, aliado de 
un comprador. No admitiremos nunca que sean iguales los derechos de 
quien solo' debió los bienes del mayorazgo á la prodigalidad del que los 
poseía , y de quien los adquirió en una venta solemne, satisfaciendo su 



A L A S L E Y E S D E . DESYLNCl'LACION". 161 
importe. ¿ Cómo nos ha de parecer injusto que el hijo , heredero ne r 
cesario del que sucedió en bienes de vínculo en 1821, se vea privado 
de la herencia de su padre; y que entre tanto el heredero libre de un 
donatario, á quien se regalaron Otros por la misma fecha, pueda re ­
clamarlos válidamente , y haya de ser puesto en su goce sin dificultad 
ni contradicción ? Pues hé aquí hasta donde llegan las disposiciones de 
este artículo, que, redactado lijeramente y sin la consideración necesa­
ria, está muy lejos de llenar la feliz y justísima idea que lo inspiró. 
Contemplado bajo el aspecto político y el propósito de transacción que 
debia animar esta ley, encontramos que peca por uno y otro extremo, 
concediendo derecho á quien no los debiera tener, y negándolos por 
el contrario á otros que debieran estar dotados de ellos. Triste conse­
cuencia de la precipitación , que todo lo esteriliza, y por cuyo mal 
influjo se desvirtúan aún los pensamientos que parecen á primera vista 
mas acertados. 

ARTICULO XI. 

«Se declaran válidas y subsistentes las enagenaciones de bienes vin­
culados que se hayan hecho desde i." de octubre de 1823 hasta 30 de 
agosto de 1836, en virtud de facultad real y con las formalidades 
•prescribías por derecho. El producto de las ventas que no se haya em­
pleado en mejora ó beneficio de la vinculación, se imputará al vendedor 
en la parte de estaque le corresponda como libre.» 

I. 

1. La primera parte de este artículo era en verdad innecesaria. Re­
conocido que de hecho y de derecho subsistieron las vinculaciones 
desde 1823 hasta 1836 , no era necesario declarar que habian de ser 
válidas las enagenaciones de cualquiera de sus fincas que se hubiesen 
verificado con arreglo á su.antiguo derecho especial. ¿Qué razón po­
dia haber, por ventura, para que no lo fuesen ? Lejos de oponerse á 
ello las leyes desvinculadoras, debian celebrar un acto que entraba ple­
namente en su espíritu. Y sobre todo en aquella fecha regía la antigua 
legislación vincular; y ningún. motivo podría señalarse para que en 
este punto fuesen desconocidos sus preceptos. 

2. No cumple ahora á nuestro propósito ol entrar en explicaciones 
acerca de los medios de enagenacion, á que se refiere el artículo de 
que vamos hablando. Todo esto es ageno de nuestro comentario a c ­
tual, que no se dirige á esclarecer nuestra legislación antigua, sino tan 
solo las leyes de desvinculacion. Bástenos tener presente que las reales 
Cédulas , indispensables para enagenai' tales bienes vinculados, única-
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mente se concedían con el.fin explícito deque los productos de aque­
llas enagenaciones se habían de invertir en mejora y beneficio de los 
mayorazgos. Decimos esto, para que se comprenda bien la segunda 
parte de este art. 11, en la que se "previene que, cuando no se haya 
llenado esa condición, es decir, cuando el producto de las ventas se 
haya aplicado á otros objetos , los tales productos se tendrán en 
cuenta, y serán imputados al vinculista, como parte dé su mitad libre. 

3. Esta disposición sí que no puede tacharse de escusada, como 
tampoco puede tacharse de injusta. Pretender ahora , cuando se trata 
de desvincular, que se cumpliesen exactamente las condiciones de las 
Cédulas de enagenacion, y que se aplicase para aumentar los vínculos 
aquello propio que de los vínculos se extraía, fuera sin duda obrar contra 
los principios que sé estaban proclamando , y contra el propósito á que 
la nueva legislación se encaminaba. No estamos ya en el caso de que 
los mayorazgos se beneficien ó se mejoren. Alas puesto que el vinculista 
habia enagenado parte de ellos, y percibido y aprovechádose de su valor, 
razón es que este valor se le imputara en la parte cuya libre y completa 
disposición le dejaba la ley, y no se rebajase de aquella otra que ésta re­
servaba á los sucesores inmediatos. 

II. 

•4. Lo que acabamos de decir, repitiendo el precepto del artículo, 
son principios llenos de justicia, á cuya enunciación no se presenta ni 
ocurre ninguna dificultad. Todo parece claro, sencillo, incuestionable, 
incapaz de ser contrarestado por ningún otro derecho. Sin embargo, (\ 
poco que se observe , veráse surgir una facilísima dificultad, que debe 
encontrarse con mucha frecuencia en la práctica. Los artículos ante­
riores de esta ley han dispuesto en diferentes casos la devolución de 
bienes vinculares á los que habían adquirido derechos en la época de 
1820 á 1823. Claro está, por lo tanto, que es posible el caso de que 
esos bienes que deben devolverse sean los mismos enagenados después 
eon facultad réál, en los trece años de 23 á 36. Nace , pues, una di­
ficultad en semejante suposición, porque existen dos encontrados de­
rechos, tan respetable el uno como el otro. Lo tiene sin duda el adqui-
rente antiguo, pues que la ley ha querido restablecer el valor délos 
hechos por los cuales adquirió; y lo tiene también el segundo adqui-
rente , cuyo título no solo está reconocido por el artículo que exami­
namos , sino que goza ademas de la circunstancia de verse ayudado por 
una constante y larga posesión. 

5. Semejante dificultad no podía escaparse á la previsión de los 
legisladores, quienes trataron de resolverla en el artículo siguiente. 
Yeamos como lo hicieron. 
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ARTICULO XII. 

«Se exceptúan de lo dispuesto en el articulo anterior las enagena-
ciones de aquellos bienes que especifica y determinadamente pueden re­
cobrar otros interesados en virtud de esta ley. Si estos los hubiesen ad­
quirido por titulo oneroso, los recobrarán, indemnizándose al com­
prador posterior de los otros bienes existentes en las vinculaciones ; y 
si el título hubiese sido lucrativo, los retendrán los que con facultad 
real los hayan adquirido, indemnizándose al que debiera recobrarlos de 
los demás bienes de las vinculaciones.» 

I. 

1. Lo primero que tenemos que observar al ocuparnos en el exa­
men de esta disposición , son las palabras específica y determinadamen­
te de que usa con estudio la primera parte del artículo. Entiéndese se­
gún ellas que para contrarestar las enagenaciones hechas con Cédula 
real en los trece años, no ¿asta cualquiera derecho respecto á los vín­
culos cuyos bienes egresaron por tales enagenaciones. Pudo abrirse 
una sucesión por muerte de un mayorazguista antes de 1.° de oclu-t 
bre de 1823 : pueden revivir en el dia todos aquellos derechos; y sin 
embargo, si la partición no se hizo, y las fincas no se adjudicaron,, 
ninguno de los que á ellas tenían derecho podrá reclamar contra las 
ventas realizadas posteriormente en virtud de Cédula del monarca. El 
artículo no quiere que derechos vagos, inciertos , por decirlo así, y 
vacilantes entre diferentes fincas, tengan valor contra un derecho real, 
cual es el admitido posteriormente por la compra. Para levantarse con­
tra éste y medirse con él : , es indispensable que pertenezca el antiguo 
á su misma naturaleza: que sea fijo, que sea definido , que sea real en 
la finca de que se trata. Si solamente existia conlra los bienes del mayo­
razgo, los demás bienes del mismo mayorazgo lo asegurarán y garantiza­
rán. El partícipe en la herencia indivisa recibirá bienes que no hayan 
salido de ese modo del poder del vinculista: aquel á quien se prometió 
que se entregaría ó vendería alguna finca del mayorazgo, sin especificar­
la , tendrá todas las restantes para ejercer respecto á ellas el derecho 
que le conviniese. Por lo que hace á la enagenada, decimos, con facul­
tad real, es necesario que específica é individualmente pueda reclamarse, 
para que en efecto se admita dicha reclamación. 

2. Esto es lo que dispone la ley; y sin duda alguna es esto mismo 
lo que inspira la razón mas severa. Aún podría decirse que no habia 
necesidad de preceptuarlo; siendo imposible de hecho que se reclamen 
de un tercero especiales é individuales bienes, sin que haya para con 
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ellos una verdadera acción real. Bueno e s , sin embargo , que no dete­
niéndose en esta consideración ¡ haya establecido el artículo la regla 
que acaba de examinarse; porque no nos cansáremos nunca de repe­
tir que vale mas el que las leyes pequen por explícitas , que el que de­
jen abierta una posibilidad á contestaciones y litigios. 

II. 

3. Pero avancemos mas en nuestro análisis, y veamos qué es lo 
que hade hacerse cuando pugnen entre sí derechos ciertos por am­
bos lados; y existan sobre una finca del antiguo derecho real, de 
quien la adquiriera en 1822 , y el nuevo derecho, real también, 
de quien posteriormente la hubo adquirido por compra en virtud de 
Cédula. 

4. Si se han comprendido bien las ideas que estamos exponiendo 
como doctrina nuestra propia en todo este comentario, se advertirá sin 
duda que en nuestro concepto debia darse la ventaja al último ad-
quirente, y preferir su derecho al derecho del antiguo. Nos fundamos 
para esta creencia en el alto respeto que nos merécela posesión , muy 
superior en nuestro juicio al que se debe á la mera prioridad : nos fun­
damos en que siempre es mayor reconocidamente el daño de la pérdi-
dida que el bien de la ganancia; y nos fundamos, por último, en que 
el período de las enagenaciones por Cédula ha sido de trece años, 
cuando el de las enagenaciones anteriores apenas llegó á tres. 

5. Pero no era nuestra opinión la que habia de resolver estas cues­
tiones en el Parlamento , así como no es tampoco la que ha de juzgar­
las en el tribunal. Lo que nos cumple sobre todo, es conocerla dispo­
sición de la ley, y hacernos bien cargo del precepto que ella ha esta­
blecido. 

6. En esté punto la ley ha hecho una distinción , que hubiéramos 
deseado ver adoptada en algunos otros. Separándose de considerar bajo 
un mismo aspecto todas las antiguas adquisiciones, cualquiera que 
fuese la causa de que trajeran origen, ha dividido aquí las que lo traían 
de título oneroso, de aquellas otras que solamente lo derivaban de títu­
lo lucrativo. El derecho establecido respecto á las unas y á las otras 
ha sido diferente: mayor la importancia de las primeras, y menos res­
petable la de las segundas. Y por lo que á nosotros toca, supuesto 
que no hubiese de adoptarse nuestra opinión, preferimos sin duda la 
de la ley á cualquiera otra mas universal y absoluta que pudiera adop­
tarse. 

7. El adquirente por título oneroso de una finca de mayorazgo du­
rante la época constitucional es preferido al que adquirió después la 
misma finca por compra, en virtud de una real Cédula. La ley le dá 
ol derecho de reclamarla, y el poseedor no lo tiene para impedir esta 
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reclamación. Pero como este poseedor gozaba de un derecho legítimo, 
como su compra se habia verificado bajo la garantía de la legislación 
vigente , era imposible que, al despojársele de lo"que adquiriera, no se 
le concediese un medio de reintegro é indemnización, que dejara in­
tacto su interés. Obligación suya será el entregar á quien se presenta 
con mejor derecho la finca que legítimamente habia poseído; pero de­
recho tendrá él asimismo para reclamar que se le indemnice , y se le 
indemnizará en efecto, con todas las demás fincas de la vinculación á 
que la primitiva correspondiera. 

8. Esta decisión de la ley no es en rigor otra cosa que la aplica­
ción al caso actual de las doctrinas comunes del saneamiento. Por re­
gla general de nuestro derecho y de todos los derechos del mundo, el 
que enagena bienes de su pertenencia ó propiedad está obligado á ha­
cer segura la enagenacion, y á indemnizar á su contratante, si por 
cualquier circunstancia llega aquella á desvanecerse ó iludirse. Sin em­
bargo, es de advertir, al tratarse de éste artículo, que no se previene 
en él la mera devolución del precio como en el saneamiento común, 
sino una indemnización con los otros bienes vinculares. Esto puede dar 
motivo á disputas; porque el vinculista pretenderá tal vez que cumple 
con entregar otra finca en vez de la disputada, mientras que el segun­
do comprador de ésta, que se vé obligado á entregarla al primero, pre­
tenderá por su parte que se le abone en metálico lo que haya de cons­
tituir la indemnización. 

9. Si se nos presentara semejante Caso, nuestro dictamen no podría 
menos de ser por el reintegro en especies. Nos fundamos para esto, pri­
meramente, en que la ley, si se la considera bien, no lo rechaza; por­
que una cosa es que se indemnice con los bienes existentes de la vin­
culación, y otra cosa seria que se hubieran de entregar estos mismos 
bienes en pago. Con los bienes de la vinculación se indemniza cuando 
esos bienes se enagenan, y sirve su precio para el abono: con los bie­
nes de la vinculación se indemniza, sacándolos á subasta, procurándo­
les compradores, y aplicando el resultado á la indemnización. No quiere 
decir, pues, necesariamente la frase de la ley que se haya de dar finca 
por finca, y que el que perdió el predio que comprara, haya de recibir 
por necesidad otro predio del mismo mayorazgo. 

10. Esto sería por otra parle injusto y tiránico á todas luces. Cuan­
do el comprador adquirió la primera finca, la que le plugo hacer suya 
ó incorporar en su patrimonio, hízOlo con plena libertad, con entero 
consentimiento, porque lo tuvo á bien, y acomodó.á sus intereses. 
¿Quién nos garantizará de que exista otra finca en el mayorazgo con 
tan iguales é idénticas condiciones, que pueda ponerse en lugar de la 
primera , de modo que no difiera un punto en la voluntad del compra­
dor? Pues si esto no es así; si no hay finca que equivalga á finca, si no 
hay motivo para obligar á que se guste de una como se gustaba de la 
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otra, la indemnización no puede hacerse por regla general de ese 
modo. Podrá verificarse' así cuando convengan en ello los interesados, 
porque no hay ley ni razón ninguna que lo prohiba; mas en el mo­
mento en que ese acuerdo no se verifique, tan luego como la persona 

" que ha de ser indemnizada reclame el serlo por la forma y bajo la ley 
común, no cabe duda en que se le habrá de abonar en metálico lo que 
haya de dársele por indemnización. Los bienes del vínculo servirán 
para este fin, como sirven siempre los bienes de los deudores para el 
reintegro de los créditos á que estos son responsables. 

11. Otra dificultad puedo ocurrir en el caso que vamos examinando, 
dificultad que la ley no ha previsto, y que tal vez daría ocasión á lar­
gos y embarazosos pleitos. Supongamos que el vínculo de donde egre­
saron los bienes que deben indemnizarse, por haber sido reclamados con 
derecho por antiguos adquirentes , que este vínculo , decimos, no tiene 
ya otras fincas para hacer el abono ó la reintegración. O no tuvo nunca 
mas, ó han salido también las restantes del poder de sus poseedores, 
por consecuencias legítimas de la época de 1820 á 1823. La persona á 
quien se debe indemnizar busca esos otros bienes vinculados de que 
habla la ley, y los busca en vano, porque no los encuentra, porque no 
existen. ¿ Le quedará todavía algún derecho para procurarse la indem­
nización apetecida? ¿Habrá todavía algo ó alguien contra quien pueda 
repetir á efecto de reintegrarse? 

•12. Mas claro aún, para poner evidente nuestra idea. Si el vincu-r 
lista que vendió, en virtud de la Cédula real, tiene bienes libres , pro­
pios, délos cuales pueda disponer, ¿serán estos.bienes responsables á 
esa indemnización, que debieran hacer los que no existen del mayo­
razgo? 

13. La ley, volvemos á repetir, no ha dicho una palabra sobre ello; 
y de seguro, si llegase el caso de litigarse, no faltarían razones , ni por 
uno ni por otro lado, con qué sostener la una y la otra opinión. Consi­
deraciones tomadas del derecho común podrían servir abundantemente 
para la apología del uno y del otro sistema. 

14. Siguiendo el que invariablemente hemos observado, vamos á 
decir nosotros nuestro parecer, y á exponer brevemente las razones que 
nos mueven á sostenerlo. Decimos, pues, que, en nuestro juicio, el 
caso de que se trata puede ofrecer dos variaciones; cada una de las cua­
les producirá diferente derecho. En la una condenaríamos á los bienes 
libres del vinculista á la indemnización, mientras que en la otra los ab­
solveríamos completamente de esta carga. 

la . Todos saben que las Cédulas para enagenar bienes de.mayoraz­
gos no se concedían nunca sin el motivo y la condición expresa de que 
los productos de la enagenacion se habian de emplear íntegramente en 
la mejora de los mismos. Esta era una base constante y reconocida en 
la antigua legislación vincular, de laque nunca se separáronla Cámara 
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ni el Ministerio. Podrían los poseedores tratar de eludirla, como se elu­
den tantas otras cosas; pero el principio era permanente, indisputable, 
y todos los que desearon enagenar se sometieron á él, y todos los que 
adquirieron de tales bienes supieron que los adquirían por esa causa. 

16. • Ahora bien, decimos nosotros, ó el beneficio y mejora que so 
habian dé hacer en el mayorazgo, y para el cual se efectuaba la enage­
nacion, se llevó á cabo, como prevenía la Cédula , ó no se llevó , que­
dando y refundiéndose la utilidad en la persona del vinculista. Si lo 
primero, es decir, si este no se aprovechó del precio de la venta, sino 
que lo invirtió en interés del mayorazgo, no concebimos por qué razón 
sus bienes libres hayan de ser responsables á las vicisitudes, á las va­
riaciones, á las cargas de este. Dicho vinculista fue entonces un mero 
administrador, un mero usufructuario; y rio hay motivo para confundir 
los bienes que bajo esa cualidad tenia, con los que como libres y por 
diferente concepto gozaba. La' repetición para indemnizarse se limitará 
contra los bienes del vínculo; y si estos no bastan, sufrirá el comprador 
la triste suerte que puede caber á todos los que celebran un contrato, 
cuando la persona Con quien lo contrajeron decae de su posición, y se 
encuentra insolvente y sin recursos. 

17. Pero si hubiese sucedido el segundo caso, es decir, si el vincu­
lista no'hübiese aplicado como debiera el preciódela compra; si lo hu­
biese guardado para sí, é invertido en su utilidad, sostenemos que todos 
sus bienes libres estarán'responsables al abonó, y que, cuándo la indem­
nización no pueda hacerse'cóh los vinculados, :Sie dirigirá'justa y natural­
mente contra aquellos. A"vista de la realidaddelhecho, nada importará 
una ficción clara y descubierta en toda luz; y la regla de nuestra juris­
prudencia 'que hace responsables de toda cantidad á los qué la han 
aplicado en su beneficio, encontrará aquí un caso terminante, cuya de­
cisión sin duda le corresponde. 

18. Tal es, por lo menos, la Opinión que nos parece mas conforme 
alas reglasgenerales dé nuestro derecho, y mas fundada también en 
algunas expresiones de esta ley. Recuérdese el fináldel art. 11, anterior 
•al que examinamos, y se concebirá que si el producto de las ventas , que 
no Se haya empleado en mejora ó beneficio de la vinculación, se ha de 
imputar al vendedor como libre, natural es que sus bienes libres respon­
dan también para indemnizar ó reintegrar tales productos, cuando la 
vinculación no haya sido la beneficiada con ellos. 

III. 

19. Cuanto hemos dicho hasta aqui se. aplica al caso en que la prime­
ra adquisición, la de 1820 á 1823, hubiese sido hecha por título onero­
so ; pero nuestros lectores advierten que también pudo proceder de títu­
lo lucrativo, el cual en casi todos los artículos de esta ley está igualado 
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con el primero. Igualación es esa que nosotros hemos constantemente 
desaprobado, pero que no nos ha sido posible desconocer, reducidos 
como nos vemos al papel de simples comentadores. Aquí, sin embargo, 
no se verifica del mismo modo, y , según dijimos ya mas arriba, se 
ha tenido presente, y se ha consagrado una distinción, que el buen 
sentido propone desde luego cuando se trata de estas materias, con e' 
espíritu que debia animar á la ley que ocupa. 

20. En la pugna, pues, de dos adquisiciones, la una por virtud de 
las antiguas leyes constitucionales, y la otra por virtud de Cédula real, 
cederá la primera, á pesar del tiempo, cuando proceda de una causa 
lucrativa. Así, el legatario, el donatario, el heredero que lo hubiesen 
sido de 20 á 23 , no podrán reclamar válidamente las fincas del legado, 
déla donación ó de la herencia, cuando estas se hubiesen enagenadp 
después , á virtud de la Cédula ordinaria. La ley ha creído mas atendible 
el derecho de quien dio su precio justo por semejantes bienes, que el 
de aquel otro é quien un mero beneficio legal se los habia proporciona­
do. El comprador retendrá-las fincas, y se indemnizará al que en otro 
caso debiera recobrarlas, con los domas bienes de las vinculaciones. 

21. Precediéndose así, puede sin duda llegar un momento en que 
sea imaginaria esa indemnización. Ya hemos presentado anteriormente 
casos semejantes, en los que, acabado completamente el vínculo, ó no 
existiendo ninguno de los bienes que lo constituyeron, era imposible el 
verificar reintegros ó abonos con otras fincas que no fuesen la-disputa­
da. Pero este es un peligro inevitable, cuya triste posibilidad no pue­
de impedir ninguna ley , y que ha de recaer sin ¡remedio sobre alguna 
persona. Todo lo que podia hacer el artículo era elegir esa persona so­
bre la cual recayese , según decidiera la prioridad del derecho, en,:fa­
vor del adquirente primitivo ó del comprador posterior. Hízolo en favor 
de este; y por tanto echó las eventualidades á cargo del otro. En lo 
cual repetimos por última vez que nos parece haber acertado, mucho 
más que cuando confundía en otros artículos diferentes títulos; y ha­
berse hecho mas digna de la aprobación de todos los hombres entendir 
dos é imparciales, que la pedían, no disposiciones de sumo derecho, 
sino un arreglo de transacción, para terminar con los menos males posi­
bles este tan difícil como interesante negocio. 



A L A S L E Y E S DE DESYIKCULAC10N. 169 

- ARTICULO XIII. 

c También se declaran válidas y subsistentes las adquisiciones que 
hayan hecho'las vinculaciones , con permuta, subrogación ú otro titulo 
y los bienes asi adquiridos se considerarán en el mismo caso que los 
demás que las componían. » 

1 . De la misma suerte que pudieron enagenárse por virtud de real 
Cédula bienes vinculados, de la misma pudieron también permutarse ó 
subrogarse lincas, respectivamente á las antiguas vinculaciones. Todo 
ello se hacia en virtud de una jurisprudencia particular, con el fin con­
fesado y explícito de que los mayorazgos recibiesen fomento y mejora: 
la legislación autorizaba esta idea, y la práctica no lo ponía en olvido , á 
veces con sencillez, á veces con segunda intención. De cualquier modo 
el hecho de las subrogaciones y las permutas era igual por su natura-
leza al hecho de las ventas por Cédulas reales; y cuando se reconocía 
que los mayorazgos habían existido no solo de fado, sino también de 
jure , no cabia de ninguna manera poner en discusión si las permutas, 
que se hubiesen hecho con arreglo á las leyes, habían de tener ó no 
cabal y entero cumplimiento. 

2. Nada, pues, tendremos que decir ni contra la primera, ni contra 
la segunda parte de este artículo. En aquella se consagra la validez de 
un hecho que no se podría desconocer sin contradecir todos los antece­
dentes que quedan sentados; en esta otra se saca una consecuencia 
evidentemente justa y racional , y que podrá tener en la práctica nu­
merosas aplicaciones. 

3. En efecto, si las permutas y subrogaciones de bienes fueron le­
gítimas, no puede dudarse que los adquiridos entrarán en cuanto sea po­
sible en el lugar de los enagenados. La división por ejemplo , que con 
estos hubiera de hacerse, se verificará de los otros y con los otros; y 
los que tenian derecho á partes alícuotas ó cantidades procedentes de los 
mayorazgos, recibirán en satisfacción las nuevas fincas que ahora cons­
tituyen su dotación. 

4. Una dificultad puede ocurrir á algunos al tratarse de esta materia, 
porque la ley no ha sido aquí tan explícita como en el artículo prece­
dente. Supongamos, dirán, que los bienes del mayorazgo que se permu­
taron eran de aquella clase que habia pasado en la época de 20 á 23 al 
dominio de extrañas y particulares personas. Habían sido entonces ven­
didos, habían sido donados, habíanse repartido por herencia. ¿Qué su­
cederá, pues, respecto á ellos en el caso aciual? ¿Podrán ejercer su de­
recho , reclamándolos, los primitivos adquirentes, ó se reconocerá- como 
superior el de la permuta, para mantenerla á pesar de tales circunstanciasV 
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ARTICULO XIV. 

«Los contratos y transacciones que se hayan celebrado en conse-
euencia de la ley de 9 de junio de 1835 , las ejecutorias dictadas en su 
virtud, y lo que se haya practicado en cumplimiento de la misma , se 
guardará y cumplirá en todas sus partes.» 

i. Cuando lleguemos al artículo último de esta ley, encontraremos 
explícitamente establecido que queda derogada la de 9 de junio de 1835 
en todo lo que fuere contraria á sus disposiciones. Sin embargo, en este 
artículo que examinamos ahora, se previene también de un modo ter­
minante que sean guardados y cumplidos todos los efectos que hubiese 
tenido hasta la fecha, esa misma ley de 9 de junio. Sean estos efectos 

B. Verdaderamente la ley no resuelve semejante dificultad en este 
articulo; pero comprobando, ó por mejor decir, combinando las dispo­
siciones del anterior con las del derecbo común, no debe caber duda 
en lo que debería practicarse , si tales hipótesis-se presentaran. 

6. Recordando que la permuta y la venta son consideradas de la 
misma suerte por nuestra legislación, no podría haber dificultad en-re­
solver por las reglas del comentario precedente los casos que acabamos 
de indicar en este comentario. 

7. Permutáronse bienes de una vinculación; y esos bienes se en­
cuentra ahora que pertenecían por diversos títulos de la época consti­
tucional á personas diversas del vinculista. Pues bien: nosotros pre­
guntaremos sin detenernos un solo instante: ¿les correspondía por título 
«neroso , ó solamente por título lucrativo? ¿Habian dado por ellos su 
precio ó contraído alguna obligación, ó bien los debian solo á la libe­
ralidad, á la fortuna, al acaso? Si lo primero, semejantes personas tie­
nen el derecho indudable de reclamar las mismas fincas cuyo dominio 
Jes perteneció: la ley se lo ha conservado íntegro é indispensable. Pero 
si es lo segundo, aquel derecho se ha modificado, y lo que habia de ser 
restitución se convierte en indemnizaciones. 

8 . De donde se infiere que la permuta, subsistente bajo todos as­
pectos en el segundo caso, no puede estarlo en el primero ; como vi­
mos en el artículo anterior que no podia serlo la venta por Cédula. A la 
reclamación del primitivo adquirente en virtud de título oneroso no 
puede oponer ninguna buena defensa el adquirente por permuta: sus 
derechos según la ley común no son otros que los de comprador, y es 
forzoso que cedan cuando estos ceden. Desposeído, pues, de la finca, 
vése reducido á reclamar á su vez la indemnización competente, más 
fácil sin duda en éste que en ningún otro caso. 
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ARTICULO XV. 

«Los poseedores de las fincas vinculadas y los dueños de las que de- . 
han entregarse en cumplimiento de esta ley , podrán reclamarse mutua­
mente con arreglo á derecho, los desperfectos ó mejoras délas mismas 
desde i." de octubre de 1823 hasta la promulgación de esta ley.» 

I. 

í . Nada es mas justo teóricamente considerado, ¿que la disposición 
de este artículo 15. Parecería una arbitrariedad horrorosa, un acto de 
tiranía atroz, el que se hubiesen prohibido las reclamaciones de des­
perfectos ó mejoras, en las entregas de los bienes que hayan de hacerse 
por virtud de esta ley. El que ha invertido sus capitales en una finca 
que creia ser suya,' para beneficiarla y hacerla valer más, ¿por qué ha de 
entregar esta finca, sin ninguna deduocion, al que se le Reclama ahora 
en virtud del restablecimiento de las leyes constitucionales? ¿ Qué razón 
puede haber para que éste reclamante se enriquezca con los capitales ó 
con el trabajo, que otro, legítimo dueño también, aplicó á la finca de que 
le posesionó la ley de 1824? 

2. Lo mismo que decimos de las mejoras, decimos también de los 
desperfectos. Obligación era de todo vinculista conservar sus bienes 
en buen estado, y no dejarlos decrecer por incuria y abandono. Si pues 
alguno dejó que así sucediera, faltando á lo que la fundación le prescri­
bía, tampoco hay motivo para que deje de satisfacer la cantidad opor-

contratos y transacciones, sean ejecutorias, sea cualquier cosa, en lin, 
esta ley quiere que todo lo que se lia hecho, todo lo que se ha deter­
minado en virtud de aquella otra, tenga su entero y debido cumpli­
miento. Esa otra no deberá ya regir en adelante en cuanto esté discorde 
con la actual; porque desde el 19 de agosto de 4841 la que lleva esta fe­
cha es la regla superior y definitiva en materia de vinculaciones. Pero si 
en todo lo que no estuviese terminado se habia de atender antes que 
nada á su disposición, también es disposición suya que los negocios 
conclusos de cualquiera suerte por la ley de los Estamentos, se tengan 
definitivamente por tales, y no vuelvan á abrirse ni á someterse á duda 
ni á litigio. 

2. De mas está el decir cuan arreglado nos parece á los buenos prin­
cipios de legislación el precepto de este artículo, acerca del cual solo 
nos permitiremos la ligera crítica de no creerle bien colocado en el lu­
gar que ocupa en esta ley. 
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tuna, ni para que prive al que recobra* la linca de una parte de lo que 
era suyo. 

3. Así, pues, los principios que han inspirado este artículo no pue-
den ser contestados ni reducidos á cuestión: es una disposición equi­
tativa, si jamás la hubo en nuestras leyes. Y sin embargo, este artículo 
debe ser el que produzca mas pleitos, y el que cause mayores contien­
das en la restitución de los bienes de mayorazgo. Su redacción necesa­
riamente vaga, y la dificultad de aplicar sus expresiones a j o s hechos 
vulgares que ocurren en la práctica común, han de dar margen á infi­
nitos pleitos, tan empeñados como difíciles. 

7. Hemos dicho que son vagas las palabras de este artículo, y no 
creemos que se nos contradiga, cuando se lije la atención en las dos 
capitales: mejoras y desperfectos. Estas lo. son hasta el extremo por su 
naturaleza misma. ¿Qué son mejoras? ¿Qué son desperfectos? ¿Dónde 
está el límite en que principian á separarse aquellas de las impensas ne­
cesarias? ¿Dónde está el límite en que estos principian á separarse tam­
bién del decaimiento inculpable y natural ? 

8. El artículo puede haber creído que obviaba muchas dificultades 
con esa expresión de «con arreglo á derecho» que ha intercalado; pero 
no consideró que nuestro derecho sobre este punto es vacilante, es in­
cierto , es quizá también erróneo é inexacto en algunas ocasiones. Con 
nuestro derecho á la vista se puede disputar largamente sobre si en 
ciertos casos hay mejoras ó no hay mejoras. 

9. Un solo ejemplo hemos de poner, porque lo hemos visto .discu­
tido por talentos apreciables. ¿Cabe verdadera mejora en una finca rús­
tica, cuando no se la ha hecho variar de naturaleza , cuando no se ha 
creado en ella nada nuevo, cuando solamente á fuerza de cuidado, de 
capital y de labor, se la ha hecho ó valer más ó producir más? 

10. Profesores de mucho mérito han sostenido la opinión de que en 
semejantes casos no hay verdadera mejora, en el sentido legal de esta 
palabra. Las impensas, ó necesarias , ó útiles, que allí se han empleado 
no merecen todavía aquel nombre, cuando no han hecho una variación 
esencial en la naturaleza de la finca, cuando de una tierra calma no han 
hecho por ejemplo un arbolado. Algunos textos de las leyes de Partida 
dan margen, en su juicio., á semejante inteligencia. 

11. Otros, por el contrarío, sostienen la opuesta opinión, y creen ver 
mejoras donde quiera que, por aumento de labor ó aplicación de capi­
tales, se alzan los valores ó los productos. Según ellos, abonar una tierra 
es mejorarla, hacer de mejor calidad un plantío es mejorarlo. Y á decir 
verdad esta opinión no solo nos parece mas conforme con las ciencias 
económicas, creación de nuestro tiempo, sino que no la encontramos 
de ninguna suerte contraria á las leyes de Partida, que citan y en que 
se apoyan los defensores del dictamen adverso. 

12. Pero por lo que citábamos principalmente este caso* era para 
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hacer ver la facilidad y fecundidad de disputas á que dá margen y que 
encierra el artículo. Desde el momento en que se han pronunciado las 
palabras «mejoras y desperfectos» nace inmediatamente la cuestión de 
si se ha hecho más, ó se ha dejado de hacer lo que se debia: y en se­
guida de ésta , esa otra cuestión que hemos indicado , á saber, si lo he­
cho constituía mejora, si lo dejado de hacer constituía desperfecto real. 
Y con esto vienen á mezclarse las alzas y bajas de precio ó de produc­
tos , que se deben á la acción de los tiempos, y todo lo demás, que, 
siendo obra de la naturaleza, no debe servir de cargo ni de beneficio 
para ningún poseedor. 

13. ¿Qué se inferirá de todo lo dicho? ¿Por ventura, que el artículo 
no debió ponerse, y que la ley ha obrado con imprudencia, consignando 
lo que reconocemos como un principio justo ? No sacaremos nosotros 
una consecuencia tan avanzada. Las dificultades de ejecución, y la posi­
bilidad de contiendas judiciales, no pueden ser siempre obstáculos para 
que dejen de consignarse disposiciones llenas de razón. Los pleitos son 
seguramente un mal; pero mayor mal seria el que por evitarlos dejara 
de administrarse la justicia. Para los casos vagos, dudosos é inciertos 
está la razón de los tribunales, que los han de decidir. La ley hace lo 
que puede, estableciendo en estos casos los principios; y si el artículo 
de que tratamos ha dejado mas dificultades de las que convenia, la culpa 
no es tanto suya cuanto de nuestro derecho Común, que no ha definido 
convenientemente muchas de sus palabras. Una ley; especial no puede 
hacer otra cosa que referirse á él, y marchar en el sendero ordinario 
de la jurisprudencia. 

14. El abono de las mejoras, una vez decidido que las haya, puede 
dar lugar á esta importantísima cuestión : ¿se ha de abonar al mejorante 
lo que éste invirtió en la finca, ó se le ha de abonar el exceso do valor 
que la finca tiene, respecto á lo que valia antes de verificarse el bene­
ficio? La diferencia puede ser muy grande entre una y otra cantidad; 
porque, aunque supongamos lo mas común el que á grandes gastos se 
siguen grandes mejoras, al fin es posible que una pequeña suma empleada 
con conocimiento, beneficie'grandemente la finca , y que una conside­
rable cantidad, torpemente aplicada, aumente poca cosa su valor. 

15. En la decisión abstracta de esta dificultad, ni el mejorante ni 
el que ha de satisfacer la mejora están constantemente interesados por 
uno ni por otro extremo. Ocasiones habrá en que al mejorante acomo­
daría recibir lo que empleó en el predio; y otras ocasiones, por el con­
trario, en que le estuviera mejor que le abonasen lo que éste vale de 
más. Y lo mismo sucede con el que ha de hacer el abono, porque he­
mos indicado los dos casos posibles de que con poco se haya aumentado 
mucho el valor de- la finca, y de que con mucho apenas haya tenido al­
gún crecimiento. 
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16. La cuestión, empero, debe decidirse de una manera general y 
absoluta; y nosotros la decidiremos siempre opinando que lo que hay 
que satisfacer no es lo invertido para la mejora, sino la mejora propia. 
Así es , en primer lugar, como habla la ley, y esto mismo es por otra 
parte lo que aconseja y preceptúa la razón. 

•17. La ley, en efecto, dice que podrán reclamarse las mejoras; y es­
ta palabra no indica seguramente los gastos hechos con el fin de benefi­
ciar, sino los beneficios mismos que se han causado. De lo contrario, 
el poseedor que invirtió gruesas cantidades sin obtener ningún bien para 
su finca, podría reclamarlas del que viene á recoger ésta en virtud de 
las leyes. ¿Y por qué razón habia el segundo de abonar unas sumas, cu­
yo equivalente no debia percibir? Si él no iba á hacerse mas rico, re­
cobrando otra cosa que lo que en tiempos antiguos le correspondió, ¿por 
qué habia de satisfacer los resultados de un hecho para él enteramente 
imaginario? El mejorante que gastó su dinero sin fruto, ó con un fruto 
escaso y mezquino, fue mejorante desgraciado, cuya desgracia no se ha 
de hacer que la indemnice otro, que nada tuvo que ver con aquellos 
hechos. 

18. Pero se dirá que tampoco es justo que, cuando aplicó cortas su­
mas á la mejora, haya de percibir más que lo aplicado, porque ésta re­
sultó cuantiosa y pujante. En esta idea no convenimos nosotros de nin­
guna suerte. En primer lugar, cuando con poco se consigue mucho, 
no debe naturalmente atribuirse sino á un conocimiento de las circuns-
tancias, y á un tino práctico, que poseen verdadero valor. El hombre 
hábil é instruido tiene derecho para gozar los frutos de su inteligencia. 
Y aun cuando quisiésemos decir que solo fue fortuna, es necesario te­
ner presente que esa clase de fortuna entra por mucho en todas nues­
tras relaciones sociales; y que mala y tiránica seria, la l ey , que, lejos 
de tenerla en cuenta, quisiera contrastarla en sus disposiciones. 

19. En segundo lugar , es necesario tener presente hasta dónde se 
extienden los racionales y legítimos derechos, de la persona que va á 
recobrar la finca mejorada. Estos derechos son á percibir aquello que'se 
poseyó en la época antigua, con los cambios ó mejoras naturales. Pero 
toda mejora, todo beneficio, que se deban á la. obra de los hombres, 
están fuera de la acción del que recobra su propiedad. A eso no tiene 
derecho, porque eso no era suyo: para percibirlo es menester que lo pa­
gue; y debe pagarlo en lo que valga, sin preguntar al poseedor de quien 
lo recibe, cuánto le costó. 

20. Creemos que estas observaciones son suficientes para resolver la 
cuestión que propusimos mas arriba. Resolvérnosla así, no consultando 
para ello ni el interés de los que entregan las fincas, ni el interés de 
los que las recobran. Los unos y los otros pueden salir ó beneficiados 
ó perjudicados por nuestra idea. Solamente creemos que es justa; y 
por eso la enunciamos con completa confianza. 
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III. 

2 Í . Fáltanos para concluir el comentario de este artículo decir al­
gunas palabras sobre el modo y forma en que deberá solicitarse su eje­
cución, cuando por desgracia se hiciese necesario acudir para ella al 
poder de la justicia. 

22. En cuanto alas demandas de desperfectos, no puede ofrecerse 
dificultad alguna. Recibida la finca de que se trata por el que tiene 
derecho á su recobro en virtud de esta ley, se está en el caso de de­
mandar á quien la entregó, para que practique en ella las obras nece­
sarias, á fin de que resulte en buen estado, ó abone las sumas que pe­
ricialmente se estimaren indispensables para aquel fin. Este juicio era 
bien ordinario, y ocurría con harta frecuencia en nuestras antiguas cos­
tumbres ; porque era muy raro que se verificase una sucesión de vínculo, 
sin que hubiese alguna finca desmejorada, cuyos desperfectos reclama­
se el nuevo poseedor. Lo mismo, pues, que se verificaba entonces, se 
habrá de verificar ahora; sin mas diferencia, sino que aquellos deman­
dados eran unas testamentarías, y los demandados de hoy serán perso­
nas reales y existentes; que entonces solia no haber gran interés en re­
sistir estas demandas, y que ahora se disputará seguramente hasta el 
último extremo posible, si en efecto hay el perjuicio ó desmejoramiento 
alegado. 

23. Las cuestiones sobre mejoras no tienen precedentes en materia 
de mayorazgos, porque las practicadas antiguamente en estos, cedían 
por derecho, por costumbre, ó por necesidad á la misma vincnlacion. 
Pero los tienen sí en el movimiento y circulación délos bienes libres, 
y ellos servirán para dirigir la práctica que ha de seguirse en los casos 
que se presentaren. 

24. Por decontado, la cuestión de mejoras puede proponerse de dos 
modos; como demanda y como excepción. Si aquel que debe entregar 
una finca de esta clase, la entrega en efecto, porque repugna conser­
varla un instante solo; no por eso pierde su derecho á reclamar las me­
joras, y bien puede seguidamente demandarlas al nuevo poseedor. 
Aquí, este litigio se presenta bajo la forma de una acción directamen­
te ejercida. Pero el caso mas común no puede menos de ser el con­
trario. El que ha de recobrar la finca por virtud de esta ley, se presen­
tará á pedirla á sn poseedor; y entonces este poseedor le contestará «abó­
name á la vez las mejoras.» Y en hacerlo así, usará indudablemente de 
su derecho, porque lo tenemos para contra-demandar por reconven­
ción á los que directamente nos demandan; y los tribunales harán jus­
ticia á este medio oportunamente empleado, escuchando lo que se ale­
gare sobre é l , recibiendo las pruebas que se presentaren, y fallando de­
finitivamente en su dia con arreglo á los méritos del proceso. 
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ARTICULO XVI. , 

«Los viudos y viudas, poseedores de vínculos ó mayorazgos, sea la 
que quiera la época en que se hubiesen casado , no tendrán derecho á 
otras consignaciones alimenticias que las que resulten de promesas y 
convenios celebrados con arreglo á derecho , en capitulaciones matrimo­
niales , ó en otros instrumentos legalmente otorgados, y esto con la dis­
minución que se expresará en el art. 18.» 

1. En medio del trastorno general que en diferentes sentidos aca­
baban de sufrir, y aun estaban sufriendo los mayorazgos, no podia 
parecer inconducente que echara la ley una ojeada sobre las viudeda­
des que solían darse por los mismos, y que fijara el derecho que se 
habia de observar en esta materia. Las viudedades en efecto eran cosa 
de suma importancia en nuestra antigua práctica vincular; y ya se hu­
biesen tratado y convenido en las capitulaciones, que de ordinario 
precedían al matrimonio, ya se hubiese pensado en ellas únicamente 
después de aquel acto, siempre puede afirmarse que eran de los obje­
tos mas comunes y mas constantemente reproducidos en este género 
de negocios. Por supuesto que no tendremos necesidad de decir la 
condición indispensable para que tales viudedades se llevasen á .efecto, 
consistente como es notorio en la obtención de una real Cédula. . 

2. En el dia, disolviéndose los mayorazgos, y experimentando tan 
diversa fortuna sus bienes, no hubiera tenido nada de particular que 
se levantasen encontradas pretensiones sobre este punto. Por eso la 
ley, deseosa de evitarlas, ha fijado aquí por regla la que se presenta 
como natural y razonable á los ojos del buen sentido. Las viudedades 
serén, dice, lo que en el tiempo conveniente se hubiese pactado.que 
sean: si nada, nada; si al¿o, el algo que se acordó. Así se reGere 
este importante hecho al momento de donde, trae su origen, y en que 
funda su legítima existencia. Las esperanzas y los derechos que se ad­
quirieren en la ocasión del enlace, son los que se realizan por el fa­
llecimiento del vinculista; y nadie se encuentra ni beneficiado ni per­
judicado, porque nadie contó con más ni con menos cuando debió ha­
cer su cálculo para el contrato del matrimonio. 

3. Esto, sin embargo, no es otra cosa que una regla general: en 
los dos artículos siguientes veremos cómo puede tener excepciones, y 
cómo de hecho la ley las ha señalado consiguientes al espíritu que la 
anima. 
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# ARTICULO XVII. 

«Los dichos poseedores, y ensu casólos sucesores inmediatos, aun te­
niendo herederos forzosos, podrán consignar á sus mujeres ó maridos por 
escritura pública ó por testamento, y en concepto de viudedad, hasta la 
cuarta parte de la renta de la mitad de los bienes, cuya libre disposición 
kan adquirido.i) 

1. La disposición del artículo precedente era relativa, como se echaba 
de ver, á la obligación del mayorazgo en sí propio: así, aquella viudedad 
de que allí se hablaba, debian satisfacerla la mitad de ios bienes reser­
vados al sucesor, y de que no podia disponer el difunto vinculista. Pero 
éste habia tenido otra mitad de los bienes enteramente á su disposición 
y bajo su mano: la ley de 1820 y el decreto restaurador de 1836 le ha­
bian concedido este derecho.- Natural fué ocurrirse si seria oportuno con­
cedérselo también, para que dejase una parte de su importe, como con­
signación de viudedad á su cónyuge. 

2. Desde luego, no cabia duda en que de cierta porción de estos 
bienes tenia su poseedor, cuando falleciera , el derecho de disposición 

.mortis causa. Toda persona, aunque deje herederos forzosos, puede le­
gar á quién guste el tercio ó el quinto, de sus bienes, según que setuí 
aquellos ascendientes ó descendientes legítimos. Algo, pues, era evi­
dente, sin duda, que estaban facultados por el derecho común los anti­
guos poseedores de mayorazgo, para consignar á sus esposas, por viu­
dedad, do esa parte de bienes que la ley habia dejado á su libre y com­
pleta disposición. 

3. El artículo, sin embargo, quiso extender aún esta facultad , y 
escribió la disposición, en cuyo examen nos ocupamos ahora. Según 
ella, sin tener en cuenta si caben ó no caben en el quinto de los bie­
nes, pueden los poseedores de antiguos vínculos, y sus sucesores á su 
vez, consignar para viudedad de sus esposas ó maridos basta la cuarta 
parte de la renta de dicha mitad de bienes, cuya libre disposición ad­
quirieron. 

4. Este es un beneficio dispensado á los cónyuges de los vinculistas, 
como se habian dispensado otros-á los mismos vinculistas y á sus des­
cendientes. Lá ley ha considerado, lo uno, que podia haber esposas 
sin viudedad ; y lo otro , que en medio de los favores que liberalmente 
dispensaba, no debia quedar tan soló olvidado el compañero ó compa­
ñera de los últimos poseedores de lo que fué.vínculo. Verdad es que se 
desviaba del derecho común, y que podia perjudicar á la situación que 
él concede á los descendientes; pero debia. tener, y tuvo á la vista, 
que si se causaba alguna disminución én Ja legítima de éstos , mucho 
mas aumento había:causado en ella misma, entregándoles los bienes del 

23 
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ARTICULO XVIII. 

uLas consignaciones de viudedad en virtud de facultad competente 
concedida desde i." de octubre de 1823, y antes del 30 de agosto de 1836, 
tendrán su debido cumplimiento, siendo responsables á él los bienes que 
existían en las vinculaciones al tiempo de concederse la facultad, menos 
los que deban entregarse á otros interesados en virtud de esta ley ; pero 
cuando haya esta disminución se disminuirá proporcionalmente la can­
tidad consignada.» 

i. No debia ocurrir la menor duda sobre que las consignaciones de 
viudedad verificadas por Cédula , en los trece años de 23 á 36, hubiesen 
de tener entero cumplimiento. Puesto que en aquel período 'existieron 
legalmente ios mayorazgos , sujetos á su antigua legislación, claro estaba 
que ésta habia de surtir sus efectos, y que no habia de poder prescin-
dirse sin injusticia de cuanto entonces se habia legítimamente verificado. 
A la manera, pues, que la ley de 1820, primera y capital en esta materia, 
reconoció las viudedades y pensiones existentes hasta la supresión , y 
respetó los derechos de los que en ellas estaban interesados; así, y del 
mismo modo , esta ley de 1841 debia respetar también la obra de los 
trece años en cuestión, y los intereses creados en tan largo período. El 
artículo, pues, tenia obligación do decir, so pena de faltar al espíritu 
constante que animaba ó sus autores, tenia obligación de decir, repe­
timos, que se cumplieran las Cédulas de viudedad legítimamente otor­
gadas á que nos vamos refiriendo. 

2» Mas no bastaba, sin duda, con esta simple declaración: era tam­
bién necesario expresar cuáles bienes habian de ser responsables á las 
viudedades mencionadas; y lo era, por lo mismo que una gran parte do 
los mayorazgos se habia de disolver en virtud de esta ley, dejando de 
gozarla sus poseedores, y trasladándose á otras personas, que ninguna 
relación tenian con las viudas consignatarias. Si no se hubiese mandado 
devolver fincas algunas, si solo se hubiesen suprimido las vinculaciones 
para en adelante, entonces hubiera estado de más el dar regla sobre 
este punto, siempre que se quisieran sostener las de la ley de 11 de 
octubre. Estas variaciones, estas reacciones, estos trastornos que se han 
verificado, y á que se quería dar fin, aunque verificándolos por última 

vinculo, que por la legislación antigua nunca hubieran llegado á recibir. 
Añádese á ésto que no se faculta para legar Ja propiedad de la cuarta 
parte de tales bienes , sino la renta de esa cuarta parte. Trátase , pues, 
únicamente de la constitución de un usufructo, de una servidumbre; 
y cuando esto es así , y median tales circunstancias, no puede haber 
motivo alguno para criticar justamente la disposición legal. 
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Vez en la ley de 19 de agosto, eran lo que obligaba á que se entrase en 
explicaciones y declaraciones, que en aquel otro caso hubieran sido 
inútiles. 

3. Veamos, pues, lo que dispone la ley. Según esta, han de ser 
responsables al cumplimiento de las viudedades de que tratamos, por 
regla general, los bienes que existían en la vinculación, cuando la fa­
cultad real fue otorgada. Esceptúa, sin embargo, de esta obligación y 
este precepto á las (incas que se hubiesen de devolver por razón de los 
artículos anteriores. 

4. Tanto la regla como la excepción son conformes al espíritu que 
anima toda esta disposición legal. Seguramente cuantos.bienes pertene­
cían al vínculo deben sufrir una carga que legítimamente se impuso 
sobre él; mas no habría motivo alguno para que también la llevasen 
aquellos otros que la ley estima no haber correspondido al mayorazgo, 
y por lo mismo los devuelve á los que en una época anterior los habian 
adquirido. Mal podia pesar sobre ellos una responsabilidad propia de la 
entidad completa del vínculo, cuando la idea que nos domina es la de 
separarlos de este como cosa que no le correspondo. 

5. Mas haciéndose esa excepción, era preciso evitar que quedasen 
desproporciones muy pronunciadas entre el importe restante de los resi­
duos de la vinculación y las viudedades cargadas sobre ellos. Sabido eg 
que para la designación y consignación de estos, se tenia siempre pre­
sente el producto total de los vínculos, despachándose en su conse­
cuencia la Cédula aprobatoria. Infiérese de aquí, que como al concederse 
las de que tratamos se habian tenido por bienes de la vinculación es­
tos que ya no lo eran, resultaba ahora un desnivel entre la renta del 
que fue vinculista y la viudedad que sobre ella estaba señalada. Era, 
pues, obligación de la ley reducir en la misma proporción la viudedad, 
en que habia reducido lo que fuera vínculo; y hé aquí lo que encon­
tramos en las últimas palabras de este artículo 18, donde dice: cuando 
haya esta disminución se disminuirá proporcionalmente la cantidad con­
signada. 

6. No tiene la menor duda el que algunas personas padecerán en sus 
intereses y en sus derechos, por resultas de esta declaración. Casos 
habrá en que se disminuya en una parte muy considerable, tal vez en 
s.u mayor parte, lo que los cónyuges supervivientes se creyeron con 
derecho á percibir, en virtud de títulos tan solemnes como lo eran las 
reales Cédulas; pero esto no os otra cosa que una de las pérdidas infi­
nitas, que han hecho sufrir las continuas reacciones en esta materia de 
mayorazgos. En la cuestión de que se trata no habia recurso para evi­
tar que sucediese, toda vez que se habia adoptado el principio de la 
devolución á los adquirentes do la época constitucional. Ni estos habian 
de quedar responsables á las viudedades posteriores á sus títulos, ni las 
lincas que quedaban en poder del vinculista habian do. reportar sobre sí 
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ARTICULO XIX. 

«Lo mismo se entendei'á con respecto alas consignaciones de alimentos 
que los actuales poseedores deben pagar á los sucesores inmediatos, ú otras 
personas, con arreglo á las fundaciones, pactos ó fallos de los tribunales.» 

1. El artículo capital, respecto á pensiones alimenticias, es sin duda 
alguna el décimo de la ley de t i de octubre de 1820: allí es donde so 
establece el derecho de los inmediatos y demás parientes que deben 
percibirlas, donde se fijan sus cuotas ó.cantidades, y donde se dispone 
también la clase y extensión de la responsabilidad que ha de pesar so­
bre las fincas del antiguo vínculo, para la consignación y pago de tales 
alimentos. También fue allí, ó por mejor decir en su comentario, donde 
siguiendo nosotros paso á paso las disposiciones do la ley, tratamos de 
juzgarlas con la franqueza que nos distingue, y de interpretarlas y en­
tenderlas con arreglo al espíritu que la anima. Aquí, en este art. 19, 
ni encontramos ninguna variación fundamental a lo que en aqnel otro 
se dispone, ni tenemos por consiguiente que reiterar nuestra explicación 
extendiéndonos sobre esta materia. Solo trata, y solo debia tratarla ley 
de 19 de agosto de un caso que no pudo ocurrir cuando la de 1820, 
del mismo en que acabamos do ocuparnos con motivo de las viude­
dades. 

2. Así, esto art. 19 es una continuación y secuela del 18. El 18 ha­
bia establecido que la viudedad consignada en los trece años de 23 á 36 
se rebajase, en proporción de las fincas que perdiera el mayorazgo por 
las devoluciones ahora decretadas. Este 19 dispone lo mismo, respecti­
vamente A los alimentos. El inmediato sucesor, que comenzó á serlo en 
aquel período, seguirá percibiendo lo que principió á percibir entonces, 
si los bienes del antiguo mayorazgo no se desparraman y disuelven por 
adquisiciones de la anterior época constitucional: cuando se enagenen 
ahora en virtud del restablecimiento de las leyes de desvinculacion , la 
de 1820 en su art. 10 dispondrá lo que haya de verificarse. Pero si le­
jos de suceder así, se trata de un mayorazgo que ya se disolvió en 1821, 
que se reorganizó en 182 í , y que por virtud de esta reorganización pa-

el gravamen de las otras; era, pues, necesario que ¡as viudas sufriesen 
su parte de desgracia, que sin duda podría ser menor, y remediarse 
no poco en muchas ocasiones, como los poseedores hicieran uso de la 
facultad que se les habia concedido en el art. 17, y les señalaran la 
cuarta parte íntegra de la renta de esos bienes que les habian quedada. 
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ARTICULO XX. 

«.Quedan derogadas, en cuanto sean contrarias á esta ley, ¡a de 9 de 
junio de 183S, y cualesquiera otras órdenes ó decretos.» 

1. Nada tenemos que decir sobre esta disposición, tan natural, que 
ni aun era necesaria. 

gaba Lalos alimentos á sus inmediatos sucesores; si se trata, decimos, 
de semejante vinculó/en el que el inmediato lo principió á ser desde 
1823 á 1836, y al que vienen ahora á desposeer de varias fincas los ad­
quirentes de la anterior época constitucional; entóneos, como so redu­
cirían las viudedades, así también so reducen los alimentos de inme­
diación , disminuyéndose en la cantidad proporcionada á las fincas de­
vueltas. 

3i Téngase, pues, presente, y concíbase bien que este artículo no 
deroga ni modifica al 10 de la ley de 11 de octubre. Aquel establece 
el derecho ordinario y capital en punto á pensiones alimenticias; este 
habla solo del caso en que un inmediato, sucesor lo haya principiado á 
ser durante el tiempo de la recomposición; facticia y reaccionaria del 
vínculo. En este supuesto., si los bienes vinculares no tienen que de­
volverse por virtud de esta ley, la de octubre tendrá todavía completa 
aplicación; pero si tienen que devolverse bienes, la cuota alimenticia se 
rebajará en la misma proporción en que aquellos se devuelvan. Justa y 
equitativa medida, más justa y equitativa indudablemente que la de 
aquel otro artículo, deque es necesario complemento. 
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CONCLUSIÓN. 

1. Terminamos aquí el comentario á las leyes de desvinculacion 
promulgadas en nuestra España desde octubre de -1820 hasta agosto de 
1841. Recorriéndolas una después de otra, examinando minuciosamente 
todos sus artículos y disposiciones, procurando comprenderlos y ex­
plicarlos por el espíritu general que ha animado á cada una, creemos 
haber llenado el propósito que anunciamos desde el principio , de escri­
bir una monografía tan completa como nos fuese dable, sobre este pun­
to importantísimo de la legislación contemporánea. Nuestros lectores 
juzgarán si lo hemos hecho con acierto, y si nuestro trabajo ha de 
servir de alguna utilidad en medio de tantas diferencias y de tantos l i­
tigios, como no pueden menos de producir la dificultad de la situación 
y la oposición de los intereses. 

2. Si ahora, después que hemos examinado toda ía legislación de 
esta materia, se nos quisiese preguntar nuestro juicio acerca de la to­
talidad de la misma; ahora con mas razón que nunca, cuando nuestro 
juicio queda comprobado con tantas observaciones, podríamos declarar­
nos en justa y merecida censura contra el procedimiento que han se­
guido nuestros cuerpos soberanos para la resolución de ésto problema 
social. No solo los buenos principios políticos, sino aun las mismas re­
glas usuales de legislación, se han visto frecuentemente desatendidos ú 
olvidados; y, á cambio de conseguir pronto el fin que se apetecía, no 
se ha reparado en lo que era indispensable para conseguirlo bien. 

3. Prescindiendo de estas consideraciones, y viniendo ya á la parte 
de ejecución de las leyes, no seria menos lo que tendríamos que criti­
car, sobre todo en las do la época pasada. Parece inconcebible el extre­
mo de mala y confusa redacción, á que se llevaron materias tan sen­
cillas; y solo se puede comprender, cuando se examinan los diarios de 
aquellas Corles , y se considera la entorliliada y singular discusión de 
que fué producto la primitiva ley. 

4. Todo lo contrario ha sucedido con la última; la cual fué larga­
mente debatida, estudiada y modificada en el seno de la comisión , su­
friendo apenas una discusión ligerísima en el debate público. De aquí 
procede su verdadero mérito, á pesar de los defectos que le quedan se­
ñalados, y de otros que bajo el aspecto político quizá pudieran seña­
lársele. 

ü. Pero no queremos olvidar el propósito que anunciamos desde el 
principio, y á^que hemos procurado ser fieles en todo el curso do este 
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Comentario. Dijimos que lo íbamos á emprender, no en el concepto de 
publicistas, sino meramente en el do jurisconsultos; y no seria razón que 
después de haber tenido presente esta idea en todo nuestro trabajo, fué­
semos á olvidarla y á faltar á ella fundamentalmente , cuando hemos lle­
gado al término de la Obra. Como quiera que sea, las leyes están dicta­
das, las cuestiones están resueltas por el poder legislativo. Con mas ó 
menos acierto, con mayor ó menor perfección, el debate parece termi­
nado; y por lo que á nosotros toca, lo que deseamos es que no vuelva 
á abrirse. Demasiados males ha causado en esta materia el cambio con­
tinuo en que hemos vivido por tanto tiempo, para que no se apetezca ya 
que acabe de una vez la historia de tales reacciones. Si quedan todavía 
algunas serías dificultades 5, la jurisprudencia las irá"; allanando, y dándo­
les la mas conveniente solución. Por fortuna , también, no se trata de 
un deredio perpetuo que haya de regir indefinidamente: trátase de una 
situación temporal y transitoria; pasada la cual, estos Comentarios y 
estas leyes habrán quedado inútiles, porque los intereses y los derechos 
sobre que recaen se habrán completamente desvanecido. Cuando el mal 
es por su naturaleza pasagero, bien puede la sociedad resignarse á él 
por evitar otros males mayores. . 

FIN. 

•'-••jí.jí̂  



CUESTIÓN POLÍTICA 

DE 

LOS MAYORAZGOS m. 

Pedimos perdón á nuestros lectores, si les parece por ventura que 
nos detenemos con sobrada frecuencia en el punto de los mayorazgos. 
No quisiéramos de ninguna suerte que fuesen para ellos pesados ó mo­
nótonos nuestros escritos; y falta será del ingenio, pero nunca del pro­
pósito ni de la voluntad, si no los hacemos tan agradables y variados 
como permite la gran extensión de las materias jurídicas. Son el Dere­
cho y la Jurisprudencia asuntos demasiado abundantes para este género 
de publicaciones: hay en ellos todavía sin tocar vastos capítulos, que 
están aguardando ansiosamente la luz y el análisis de nuestra época. 

Motivos', pues, de importancia deben llamarnos de nuevo á esta 
cuestión de los vínculos, cuando por tercera vez nos dedicamos hoy á su 
examen. Tratárnosla primero en el antiguo Boletín de Jurisprudencia, 
número del 8 do junio de 1836; y volvimos á renovarla en la Crónica 
jurídica del lo' de agosto.- Sin embargo, recordarán nuestros lectores 
que en esta segunda solo nos ocupamos del actual estado de la legisla­
ción, estado de duda é iucertidumbre , por mas que en contrario haya 
querido sostenerse; y si elevan su memoria hasta el primer artículo, el 
de 1836, recordarán también que, aunque tratamos entonces la cuestión 

(') Este articuló se publicó en 1S-Í0 E s , p u e s , anterior á la ley de D de agosto 
de 1841 , la c u a l , con sus Co:nt*nlá:ios, queda inserta en esla olira. 
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á fondo, y examinamos con alguna detención la teoría de los mayorazgos, 
siempre hubimos.de someternos, y siempre dominó nuestro juicio una 
consideración política que pertenecía á la ley fundamental, y que no 
encontrándose ahora con el mismo carácter, no tiene igual fuerza, ni 
puede decidir del propio modo la dispula en estos momentos. 

. No nos proponemos, por consiguiente, repetir lo dicho en una y otra 
ocasión. Nó vamos á probar que la situación de las vinculaciones es 
dudosa, y que se necesita hacer algunasleyes sobre ella: vamos á ana­
lizar la materia mas detenidamente; vamos á examinar esas leyes cuáles 
deban ser. Y exentos de la necesidad en que nos constituía otra forma 
de gobierno, separado el dato político que nos sujetaba en 1836 , nos 
proponemos, verificarlo con una amplitud que entonces no era posible, 
penetrando mas íntimamente en las entrañas del debate, y examinando 
todas las incidencias que hasta ahora han dado motivo á discusiones.— 
Vése, pues, como este artículo no será repetición de los precedentes, 
y como corresponderá á una de las exigencias de nuestro estado. 

Esta exigencia, esta necesidad es clara, evidente, notoria. La pro­
longación de la incertidumbre y de la duda, en puntos tan capitales como 
el derecho de sucesión, como la condición libre ó vinculada de los. bie­
nes, es uno de los mayores malos, de los mayores contrasentidos, en 
una. sociedad civilizada. Forzoso es, y. de la mayor urgencia, que se 
decida clara y terminantemente e^a cuestión; y no solo que acaben los 
recelos, no solo que se conozca umversalmente la realidad, sino que 
esta realidad y el derecho que para ella se escriba sean los mas conformes 
á la índole y naturaleza de nuestro estado social, político y ciyil, que 
sean los mas convenientes á la prosperidad material y moral de la 
nación á que pertenecemos. Forzoso es que tengamos ley, y la mejor 
ley posible en nuestras circunstancias. Forzoso es que se ponga término 
á esta contienda, y que se la ponga como lo reclaman la justicia y el 
ínteres público; para que la nación, sometiéndose al fallo sin dificultad, 
obtenga desde luego las ventajas que se promete de sus disposiciones. 

¿.Debe.conservarse la institución de los mayorazgos? ¿Debe, por el 
contrario, abolirse, como perjudicial á los verdaderos intereses del pais? 
¿Debe promulgarse una.abolición general, eximiendo, empero, de ella 
cierto número de vinculaciones, ó las vinculaciones de cierta clase, ó 
las vinculaciones de cierta cuota? 

Hó aquí las cuestiones capitales, fundamentales, en este punto; las 
cuestiones que no son de un momento, de una transición; las cuestio­
nes cuyo resultado se debe escribir en las leyes, como una regla gene­
ral, como una norma constante para la condición y trasmisión de los 
bienes raices. 

Estas cuestiones, no lo hubieran sido en ningún punto de Europa tres 
siglos hace. No se tenia idea en aquellos tiempos de que el interés gene­
ral pudiese ser afectado en mal ó en bien por lá existencia do las vin-
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culauiones. La política apenas principiaba á dejar entrever algunas de sus 
mas sencillas ideas: la economía civil no habia aun despuntado en su 
nacimiento. Los hábitos y tradiciones feudales, el orgullo del nombre, y 
una especie particular de instinto monárquico, que se tenía indudable­
mente , aunque inexplicado y oscuro, ahogaban cualquier inspiración de 
la naturaleza, que viniese á reclamar para los hijos segundo-génitos una 
porción de bienes igual á la de sus hermanos mayores. 

Mas lo contrario precisamente habría acontecido á fines del siglo úl­
timo y principios del actual. Todas las circunstancias que acaban de in­
dicarse, habíanse trocado completamente hacia este tiempo. Los hábitos 
y las ideas antiguos eran sustituidos por una razón severa y abstracta: la 
democracia inundaba ya sin obstáculo el continente europeo. Si en 1500 
no hubieran sido cuestiones las que hemos apuntado arriba, porque la 
idea de la vinculación dominaba.sola y sin estorbo; tampoco en 1800 lo 
hubieran sido á su vez, dominando también absolutamente la doctrina 
opuesta, y sublevando todas las opiniones la idea de la amortización. 
En 1500 no se habría comprendido la aversión á los mayorazgos; en 
1800 no se habría comprendido que con imparcialidad y sin interés pu­
dieran defenderse. La política estaba sojuzgada por la noción de la igual­
dad: la economía por el dogma de la ilimitada división del terreno. 

Una reacción tan fuerte, un cambio tan capital en las ideas funda­
mentales de la sociedad humana, habian de producir sin duda otra nueva 
reacción, otro nuevo, si bien mas moderado cambio, hacia lo que se 
habia creido anteriormente. Ley es de nuestra naturaleza que cuando 
avanzamos con gran ímpetu, y corremos gran espacio, de una tirada y en 
una dirección, volvamos después atrás, procurando acercarnos al centro 
que indudablemente hemos traspasado. El empuje demasiado fuerte lo 
vence todo, hasta llegar á cierto límite; pero después, el mas pequeño 
obstáculo le sirve de principio de retroceso. 

En esa situación, en ese estado nos encontramos en el dia, respecto 
á las vinculaciones. La política de la igualdad, la economía de la división, 
el instinto de la democracia, llevaron tan allá sus pretensiones en este 
punto, que la razón y el buen sentido no pudieron menos de reclamar 
en dirección contraria, de deshacer parte de lo andado, de volver á un 
mas detenido examen acerca de lo que se creía condenado sin recurso. 
Los excesos en todos los sistemas producen al cabo la insurrección contra 
sus doctrinas absolutas. 

Tal es, volvemos á repetir, la situación de nuestro siglo, y en esa 
particularidad es en lo que consiste su excelencia. Antes de él no se 
habian visto males y desventajas sino por un lado: en él ya tenemos 
ejemplos de mas de una especie, ya tenemos escarmientos de mas de un 
género. Estamos prevenidos contra las máximas universales, y no nos 
dejamos fascinar por teorías que no hayan sido aplicadas. Caminamos sin 
confianza, sin ilusiones, con un recelo permanente. Navegamos, lie-
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vando delante de los ojos una carta sembrada de bajíos, salpicada de 
señales de naufragios. Y esto podrá ser triste para la imaginación, y 
podrá acibararnos los goces de la travesía, pero nos da sin duda mas fun­
dadas esperanzas de arribar sanos y salvos al puerto de nuestro destino. 

Contrayendo tales ideas á la cuestión que actualmente nos ocupa, las 
encontraremos también en ésta de exacta y completa verdad. Hay sin 
disputa personas que deciden acerca de los mayorazgos con la misma 
audacia y la misma absoluta sencillez con que se decidía por lo común 
cuarenta años hace; porque las hay indudablemente , que ni en conoci­
mientos económicos ni en ideas políticas han adelantado un paso desde 
aquella época. Pero esto no es lo general en las personas ilustradas. Al» 
condenación absoluta han sucedido sentimientos mas cautos, mas mode­
rados, mas prudentes. La institución de los mayorazgos no se mira ya 
como una locura ó un absurdo, según en otro tiempo se miraba: concé­
dese que no.los proscribe la economía del modo con que se afirmaba antes: 
concédese que en ciertos sistemas políticos son, no solamente útiles, sino 
necesarios. Y estos sistemas políticos que los suponen, no son tampoco 
sistemas absurdos, ni se ven condenados sin discusión por los modernos 
publicistas. 

Así, es llegada una ocasión oportuna de discutir fría é imparcial-
mente esas instituciones, que antes se han juzgado, mas bien que por 
razón, por puros y encontrados afectos. Así, el debate que mas arriba 
formulamos puede ser una cuestión leal y sincera, en la que hayan de-
atenderse los argumentos de cada opinión, sin preocupaciones ni into­
lerancia. Así, los tres partidos posibles en esta controversia, á saber: la 
conservación absoluta, la abolición absoluta, y la abolición y conserva­
ción parciales, están en el caso de presentar confiadamente sus títulos 
para que la conciencia publícalos juzgue, para que la razón suprema 
del Estado decida y determine sobre ellos.—Nosotros, humildes escrito­
res, que nos proponemos ilustrar estos debates de legislación, que de­
seamos para nuestro país las resoluciones que mas contribuyan á su bien­
estar; nosotros expondremos con franqueza la opinión quo sencillamente 
tenemos formada. 

En nuestro juicio, la cuestión de los mayorazgos puede examinarse de 
tres modos, ó bajo tres aspectos ; porque tres son las consideraciones 
que caben acerca de su influencia ó resultados.—Estos aspectos son el 
económico, el político, y el moral, que procuraremos recorrer sucesiva­
mente. 

Bajo la consideración económica, primera que hemos indicado , los 
mayorazgos, por lo menos los que consisten en tierras, son indudable­
mente un mal. No creemos nosotros, como se ha creído otras veces, 
que no hay nada bueno fuera de la pequeña cultura, y que las grandes 
posesiones son en su esencia contrarias á los adelantos de la labor: pa-
récenos que se exagera cuando así se pretende, y conocemos países en 
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nuestro suelo donde la agricultura no podrá nunca realizarse en tan pe­
queña proporción como en otras regiones. La falta de aguas, general 
en la Península, será siempre un obstáculo, sobre todo en nuestras 
provincias del sur, para la división que algunos han apetecido tan afa­
nosamente. ' • • • 

El mal económico de los mayorazgos no consiste, pues, en la conser­
vación de grandes propiedades. No consiste tampoco en la unidad é in­
divisibilidad do la herencia, en la trasmisión á uno solo de los hijos de 
todo el caudal raiz que correspondía al padre ó antecesor. Esto se veri-
tica en diferentes paises, y no causa de ninguna suerte daño de aquella 
naturaleza: esto se ha de verificar en donde quiera, ó por leyes ó por 
costumbres, cuando las lotes ó heredades toquen el término natural 
de su división: esto lo tenemos en nuestras provincias septentrionales 
por uso, en las nuevas poblaciones de Andalucía por fuero y legislación 
especial. En donde no hay esto, como sucede en Francia, la extremada 
división de las propiedades es uno de los mayores obstáculos á los ade­
lantos do la agricultura misma, y á la prosperidad del pais, que se habia 
pensado favorecer por ese medio. 

No es este, pues, el mal económico de los mayorazgos. Su verda­
dero mal consiste en la amortización. El vínculo que impide la enagena­
cion de las tierras, es el que opone una invencible dificultad á que estas 
se hallen en las manos que las harían producir mas fructíferamente. Ese 
vínculo es el que causa el "mal de que nos ocupamos ahora. 

Lejos de nosotros el usar de exajeraciones, para aumentar la idea ó 
importancia de estos males. Sabemos que á pesar de la amortización, 
que á pesar de los mayorazgos, prospera la agricultura, y se perfeccio­
na el cultivo en algunos países. Inglaterra nos presentará siempre un 
ejemplo irrecusable de que la influencia de la amortización no puede 
ahogar todos los gérmenes dé progreso. Inglaterra será siempre un obs­
táculo, una dificultad, que no salvarán los que exajeren, como se ha 
acostumbrado antes de ahora, el mal influjo de la amortización. Pero 
no nos dejemos tampoco seducir de una apariencia contraria, y no ha­
gamos de ésta un mérito y un bien, porque no sea un mal tan terrible 
como se ha dicho. Con los conocimientos que se han aplicado y se apli­
can en Inglaterra á la agricultura, con los capitales que se consagran á 
ella, tan numerosos, tan inmensos , no era posible que la amortización 
impidiera su desarrollo. Los arrendamientos, también, concebidos en un 
excelente sistema, atenúan los males de la inmensa propiedad; y falta ver, 
con todo, si destruida que fuese la amortización, no se elevaría aun más, 
y nos parecería mas admirable, lo que en su estado presente vemos ya 
como alto y distinguido.—Las dificultades que de continuo ofrece aque­
lla legislación sobre cereales, manifiestan que todavía hay que hacer 
algo en Inglaterra, para poner en orden y en nivel completo, econó­
mica ó socialmente, el cultivo del país. 
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Pero nosotros no tenemos las circunstancias favorables de aquel 
Estado: carecemos de sus conocimientos teóricos y de aplicación: ca­
recemos de esa masa prodigiosa de capitales anojados en provecho 
de la agricultura. Ninguna do las ventajas directas ni colaterales 
que allí se encuentran, podemos lisonjearnos de gozar en la Penín­
sula. Solo en el mal nos parecemos; con la diferencia de que allí está 
contrarrestado , atenuado, vencido, mientras aqui está exajerado, y su­
bido á su mayor altura. 

No se desconozca, pues, que la amortización es un mal de fatales con­
secuencias. No desechemos un principio, en el que caben modificacio­
nes, pero que es sin duda esencialmente cierto. No neguemos lo que la 
ciencia ha establecido como un axioma: que el cultivo del propietario 
es mejor que el del colono ; que la tierra libre corre á las manos que 
la hacen ser mas productiva, mientras que la tierra vinculada se halla 
expuesta á mil accidentes, todos desastrosos para la producción. Y no 
olvidemos por ultimo que si esto es exacto en todas partes, mas exac­
to y mas verdadero es donde los conocimientos están en un atraso sor­
prendente, y los capitales en una escasez asombrosa. 

La cuestión, pues, económica de los mayorazgos, de la tierra vincu­
lada y amortizada, se resuelve fácilmente por lo que llevamos expuesto. 
No deberá decirse que con los mayorazgos sea imposible el buen culti­
vo; pero podrá decirse que son un obstáculo que lo dificultan. No de_ 
bérá decirse que ellos matan la producción; pero se podrá decir que la 
obstruyen, que la retrasan, que la menguan. No deberá decirse que 
con ellos no puede absolutamente haber bien; pero se podrá decir eco­
nómicamente hablando que sin duda alguna ellos son un mal. 

Ahora bien: los males económicos son verdaderos males, y seria in­
sensato el legislador que no los tuviese en cuenta. No pretendemos que 
sean los únicos, ni aun los mayores; pero claro es que algo son, y que 
no deben despreciarse. 

Vengamos al segundo aspecto de la cuestión, á las consideraciones 
políticas. 

Cuando en junio de 1836 examinábamos por primera vez esta mate­
ria, nos encontrábamos ligados por el sistema de gobierno establecido 
en nuestras leyes. El Estatuto real reconocía la existencia de cuerpos 
aristocráticos, y les asignaba un lugar en la soberanía de la nación. 
La Cámara ó Estamento de los Proceres contaba como elemento here­
ditario la Grandeza, y como elemento en que reclutarse, ó por decirlo 
así, de candidatura, la Nobleza titulada. No nos tocaba á nosotros dis­
cutir si esta disposición era ó no conveniente : bastábanos observar que 
estaba escrita, y debíamos tomarla por base de nuestras investigaciones-

Pero si habia de haber esa aristocracia, la cuestión política de los 
mayorazgos estaba para nosotros en el mismo instante resuelta.—«Ima~ 
ginar, decíamos, una Grandeza sin vinculaciones es un absurdo. Des-
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truido el derecho de primogenitura en la sucesión de los bienes, seria 
ridículo conservarlo en la de los títulos que á ellos están agregados. La 
Nobleza, la Grandeza exigen como condición una renta cuantiosa. Deci­
mos la Nobleza, no aquella que meramente lo es de farsa , sino la que 
puede ser un poder político, porque puede serlo social, porque puede 
marchar rodeada del prestigio que da la opulencia entre los hombres. 
Acabad con los mayorazgos, dividid los bienes, y á la primera genera­
ción la mitad de nuestros grandes son como unos meros propietarios de 
provincia; á la tercera, serán muy pocos los que puedan hacerse llevar 
en un mal coche. Sus títulos, si se les dejaban, serian tan insignifican­
tes y tan risibles como los de muchos príncipes italianos.» 

Hemos querido transcribir nuestra opinión de ahora cuatro años, por 
mas que hayan variado las circunstancias, porque no estamos arrepen­
tidos de haberla escrito. Nosotros pugnábamos francamente, cuando 
era dado á meros escritores, por la consolidación de aquel gobierno, 
capaz en nuestro juicio de haber asegurado la felicidad de España. Par­
tidarios de la doctrina que no prefiere abstractamente ninguna forma, 
que se vale de todos los medios cuando son suficientes á producir el 
bien, que no rechaza elemento alguno de gobernación de cuantos se 
presentan á la vista en cada caso especial, en Cada situación do las so­
ciedades; creíamos que era posible hacer entrar un principio do aris­
tocracia en la nueva organización de la soberanía española, y defen­
dimos su derecho, y reclamamos para ella las necesarias condiciones. 
No nos hacíamos de seguro ilusión sobre los destinos que por último le 
habian de caber: la aristocracia está herida de muerte en el mundo todo: 
la democracia es una inundación siempre t creciente; y la suerte de la 
una y de la otra no se trocarán por lo que escriban las leyes de cual­
quier pais. Mas en el progreso, hacia el bien ó hacia el mal, que ar­
rastra á las sociedades, no está fijada la hora en que han de verificarse 
esos inmensos' cambios; y si hay un peligro en quererla retardar más de 
lo que permite la marcha de los acontecimientos, lo hay todavía mucho 
mayor en querer que se adelante con agitaciones desordenadas. 

Nosotros creíamos, volvemos á decir, que el elemento aristocrático 
debia tener lugar por algún tiempo en la dirección de la sociedad es­
pañola; y como somos siempre sincerasen nuestras opiniones, procu­
rábamos que tuviese fuerza ese elemento que sosteníamos. Ni la políti­
ca ni la legislación han sido jamás una comedia para nosotros: siempre 
hemos entrado francamente en la verdad de todas las ideas. Hemos que­
rido constantemente la monarquía muy monárquica, el pueblo muy libre, 
la aristocracia, cuando la hubo, robusta y poderosa. Por eso no propo­
níamos que sus mayorazgos fuesen de censos, ni de rentas del Estado, 
sino de bienes raices, de grandes y verdaderas fincas. Lo primero ha­
bría podido significar riqueza; pero solo lo segundo es lo que puede ser­
vir de base al poder social. 
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Pasó sin embargo brevísimamente aquel proyecto, aquella situación: 
pasaron aquellas ideas. Las leyes habian hecho cuanto debían hacer para 
asegurarlas: cumplieron también muchos hombres por su parte; pero 
faltaron otros, y la obra principiada vino por el suelo. No escribimos 
la historia, referimos solo un hecho consumado. 

Desde aquel punto cambió completamente la cuestión política. El 
Estatuto real suponía los mayorazgos, instituyendo la Cámara de Proce­
res: la Constitución de 1812 no los suponía sino muy indirectamente, 
y de ningún modo la legislación nacida bajo su dominio. El decreto 
de 30 de agosto, que bien puede considerarse como un comentario de 
la revolución do aquel mes, restableció la ley de 1820 que los su­
primiera. 

Datan de este decreto las dudas é incerlidumbres que hemos indica­
do en nuestro artículo del 15 de setiembre, y que no nos proponemos 
repetir ahora. Decidiendo solo por la autoridad del poder ejecutivo un 
punto tan grave del orden social, se ha suscitado la peligrosa y no bien 
resuelta cuestión de si los mayorazgos subsisten aun legalmente, ó si 
están desvinculadas y son libres todas las propiedades raices del reino. 

Pero vengamos por último á la Constitución de 1837, y examinemos 
si su letra dispone algo acerca de este punto, sí su espíritu exige noto­
riamente, bien la conservación, bien la supresión de las vinculaciones. 

La Constitución calla, calla absolutamente sobre ellas: nada que las 
exija, nada que las suponga; se encuentra en la estudiada concisión de 
sus artículos. -

Nada dice la Constitución acerca de la Nobleza. En este punto ha 
sido mas silenciosa que las Cartas de una nación vecina, donde, si bien 
por causas especiales, consagróse solemnemente esa institución en un 
artículo constitucional, garantizando á la vez la existencia de la moderna 
y de la antigua. 

Nada dice la Constitución acerca de la Grandeza. En este punto ha 
sido mas silenciosa que la Constitución de 1812, que por incidencia 
ciertamente al tratar delconsejo de Estado, mas al cabo en realidad, 
reconocía y consagraba conslitucionalmente la permanencia de la digni­
dad de grandes. 

La cámara privilegiada ó conservadora que reconoce la Constitución 
nada tiene de cuerpo aristocrático. Diferente en todo de la de los Pro­
ceres, éntrase en ella por la elección combinada del pueblo y del Rey, 
y son únicas condiciones de elegibilidad la edad de cuarenta años y la 
renta de treinta mil reales (1). Desigualdad, sin duda, y privilegio polí­
tico, pero que está muy lejos de ser un privilegio aristocrático, muy le­
jos de exigir vinculaciones para su afianzamiento. Desde que se pido 

(I) Téngase presente la feclia ríe esle art iculo. 
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renta sola, y no calidad do origen, la aristocracia está prescindida, y el 
mayorazgo no es una condición. 

Tenemos, pues, bajo cualquier aspecto que se la considere, que la 
Constitución no exije, no supone los mayorazgos. Lo menos que pode­
mos decir es que le son indiferentes. Aun en este caso faltan ya las 
razones, que, en apoyo de la conservación de algunos de ellos, dábamos 
en junio de 1836. 

Pero al examinar, como es nuestro ánimo, el aspecto político de tal 
institución, no podemos limitarnos á estas consideraciones, por decirlo 
así, superficiales. La Constitución, si bien ha decidido la cuestión do 
gobierno, no ha puesto término á todas las cuestiones de la sociedad. 
Ha hablado solo lo necesario para aquel; ha callado en una infinidad de 
hechos y necesidades, que podían serle indiferentes. Hemos visto ya que 
nada dice sobre la Nobleza; y la cuestión de la Nobleza, cuestión de opi­
nión y de capricho, pero de importancia reaten las ideas de muchas 
personas, subsiste y subsistirá por largo tiempo todavía. Del mismo mo­
do, pues, cuando nadaba escrito acerca de los mayorazgos, bien pue­
de sostenerse que nos ha dejado en libertad, para que examinemos las 
razones políticas que quepan en su favor ó en su contra. 

Esto, décimos, puede sostenerse; porque contra ello no hay texto al­
guno explícito, no hay artículo formal que lo contradiga. A los que así 
opinaren, no se podrá convencer con ningún argumento concluyente, 
porque no hay decisión formal en contra del sistema que proclaman. 

Sin embargo, para hablar de buena fé, como siempre acostumbramos 
hacerlo, para decir nuestra opinión con lisura y verdad, para no ocul­
tar lo que pensamos en el fondo de nuestra conciencia, debemos decir 
sinceramente que, en nuestro concepto, el espíritu déla Constituciones 
contrario á la subsistencia de las vinculaciones; que la doctrina que le 
sirvió de base, que las creencias políticas que presidieron á su nacimiento, 
que la idea natural que de ella se deduce, son precisamente contrarias 
á la doctrina y á la idea filosófica que admite en la sociedad la aristocra­
cia, ya que no le conceda un lugar en la soberanía.—Tal es nuestra 
verdadera convicción, de la que no esperamos que se nos convierta y 
arranque, y la cual sostendríamos con razones de bastante importan-
cía, si fuese necesario entrar en una disputa sobre ella. 

Pero semejante disputa no es necesaria para nuestro propósito. Que­
remos convenir en que la Constitución, ni por su letra ni por su espíritu, 
ha prejuzgado la cuestión política de las vinculaciones : queremos que 
esta se considere íntegra, que se resuelva en vista y atención del por­
venir, que se proponga y falle con entera libertad, sin atender a la orga­
nización de nuestro Senado. Conocemos bien que este es la parte flaca 
del sistema de 1837, como de todos los sistemas actuales; y concebimos 
que hombres amantes de la libertad y del gobierno parlamentario no 
quieran resignarse definitivamente á lo que no tiene, ó no les parece te-
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ner, posibilidad de gran duración. Sus ojos pueden volverse como á. una 
esperanza hacia otro sistema; y en la expectativa de este, no querer des­
truir lo que. miran como un elemento que algún dia deberá aprove­
charse. 

Aceptamos sin dificultad ese nuevo, terreno; porque no hay que ha­
cemos ilusiones, es una cuestión que necesariamente ha de venir, y en 
que necesariamente hemos de dividirnos. Cuando pase la agitación na­
tural á la guerra con todas sus consecuencias necesarias; cuando se 
piense de veras en la formación de un gobierno estable; las opiniones 
que yacen en silencio han de levantar justamente su cabeza, y han de 
reclamar la adopción de sus doctrinas. Entonces se verá cuan heterogé­
neos son algunos partidos que ahora se consideran como simples: en­
tonces se verá que si la necesidad de orden, ó el peligro imaginado de la 
libertad, han unido durante cierto tiempo á determinadas personas , no 
por eso han abdicado estas los pensamientos que individualmente las 
distinguían, ni se han confundido en las ideas hasta identificarse las 
unas con las' otras. 

Entonces, volvemos á decir, levantarán su frente el sistema y partido 
aristocráticos, reclamando por las ideas que creen oportunas, y lo harán 
con tanta mas facilidad, cuanto que no puede menos de convenirse por 
todos en que la organización del Senado es sumamente defectuosa.— 
Pues.bien, añadimos nosotros; si esa discusión ha de venir algún dia, 
y con ella la.de los mayorazgos, aceptemos ésta independientemente de 
nuestra Constitución actual, y tratémosla en el orden político, con la li­
bertad de que no puede despojarse á la ciencia ni á sus alumnos ( l ) . 

No olvidemos, empero, en este instante que debemos limitarnos á 
nuestro pais, y que sus circunstancias actuales, y ñolas de otro, han de 
ser las que decidan la cuestión. Pongámonos francamente en la España 
de 1840J considerando las ideas que la dominan, suponiendo la tendencia 
de la civilización actual, recordando los trastornos que hemos sufrido, 
las leyes que hemos visto holladas; y después de todas estas suposicio­
nes, entremos resueltamente en los grandes debates políticos de la arisr 
tocrácia, y de los mayorazgos, que son su condición. 

Diráse, en primer lugar, que la una y que los otros son necesarios 
para el sostenimiento de la monarquía: que la una y los otros crean un 
elemento de conservación y estabilidad, que, difundido por todo el Es­
tado, sirve maravillosamente para el equilibrio y firmeza de la máquina 
monárquica. Diráse que una porción de familias, en las que, con el 
caudal y la independencia, sean hereditarios los sentimientos de honor, 
patriotismo y amor al gobierno, al que las unan vínculos estrechos y 
fuertes, no podrán monos de formar un elemento conservador de ¡n-* 

(2) Esto que decíamos bajo la Constitución de 1837, lo podemos decir ba jó la de. 
1843. Ya en 1840 previamos la reforma que se hi?o cinco años después , y nos opo­
níamos en este punto á ella. ' 
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mensa ímporlancia. Diráse, que mayorazgo la monarquía, necesita para 
existir y durar del apoyo de instituciones análogas á ella, sin las que se­
ria en la sociedad una excepción al principio, y después un imposible. 
Es incontestable, se añadirá, que ni el trono puede subsistir sin las 
grandes fortunas, ni estás sin las medianas, organizado todo análoga­
mente, para que apoyándose cada eslabón de esta cadena en el inme­
diato, abarque el Estado entero, y no se derribe al primer soplo cada 
una de sus partes. Así únicamente podrá haber un núcleo nacional, un 
centró de gravitación política armónicamente organizado, que impida los 
grandes sacudimientos, y prevenga las subversiones sociales. 

Nos parece que no hemos disminuido la fuerza de los argumentos 
que recomiendan el sistema de la vinculación. Hemos copiado muchas 
frases, hemos conservado enteramente la idea de un artículo anónimo 
que se insertó en ei primitivo Boletín de Jurisprudencia (núm. i i ) , y 
que, de paso sea dicho, es el mejor trozo que conocemos en defensa de 
nuestros mayorazgos. Mas á pesar de esas razones, nuestra convicción 
persiste en el sistema opuesto, y no podemos adherirnos á las doctrinas 
que acabamos de mencionar. 

Bellas son y plausibles sin duda estas doctrinas; pero hay otra cosa 
que es*superior á la belleza en este punto, á saber, la posibilidad. So­
mos libres verdaderamente para echar de méiibs las instituciones que 
mueren en un pais, así como podemos entusiasmarnos ó por la edad 
media ó por la antigüedad, y llorar por no haber nacido en los siglos 
de Venecia ó'de Roma. Pero todo esto es inútil y excusado, cuando se 
trata de organizar las sociedades según las ideas y condiciones de nues­
tro tiempo; lo pasado no cenacc; loque naturalmente muere os imposi­
ble de contener. Trabajaremos en vano si lo intentamos, y quizá nues­
tros esfuerzos servirán solo para hacer mas dolorosa la caida. 

Esto su'cedo con la aristocracia, con los mayorazgos, Con la monar­
quía feudal, que es la íntimamente enlazada con ellos. La obra que se 
principió bajo los Reyes Católicos va teniendo su cumplimiento en estos 
instantes. Tal ha sido !a marcha moral de la Europa, marcha desigual 
en los distintos Estadcs, marcha mas' ó menos apresurada, pero no me­
nos real en todos los pueblos. No es España seguramente la nación 
mas atrasada en ella. 

Todo es democrático en nuestro pais: todo se inclinaba á serlo des­
de tiempos bien antiguos; pero desde el advenimiento de la casa de 
Borbon al trono, todo se aseguró, se confirmó en esta via. ¿Qué ha sido 
desde entonces la antigua aristocracia española? ¿Cuál ha sido la insti­
tución que ha tratado de conservar su espíritu y su índole? Todos, la 
nación entera, han sido aristocracia, y de consiguiente i a aristocracia ha 
sido una sombra, no ha sido nada. 
. Pero hablemos especialmente de los mayorazgos; y en su historia 
encontraremos este mismo germen. El mayorazgo no fue nunca el de-
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II) Hablamos de la corona de Castilla. 

recho común de la sociedad, española. El mayorazgo se introdujo entre 
nuestros mayores como excepción, como privilegio: para fundarle fue 
necesaria una facultad real. Únicamente consistiendo en las cuotas do 
mejora, es como se concedió por derecho la facultad de fundarle: la 
legítima.no pudo ser vinculada, la legítima fue siempre repartida de­
mocráticamente, á iguales porciones (1). Mas esa misma excepción de 
las mejoras fue ya vencida en el reinado de Carlos III, y el privilegio 
se fue estrechando, y el derecho común extendiéndose en la so­
ciedad'. . 

¿Cómo ha de ponérsele límites en el día, después de los grandes 
acontecimientos de este siglo, después de la guerra do la Independen­
cia, después de la invasión de las ideas filosóficas, después de 
1820 y 1823, después de la nueva lucha desuecesion, y del tras­
torno de 1836, y de la Constitución de 1837? Nosotros, lo volvemos i 
decir, juzgamos que es imposible. Entendemos que'el torrente de la 
domocracia no puede ser contrastado, que no hay fuerza humana capaz 
de contenerle, después de tan absoluta victoria. La dilación que quería­
mos en 1836 nos parece imposible después; y el último esfuerzo aristo­
crático , el último uso do las pocas fuerzas que nos quedaban de aque­
lla clase, ha sido para nosotros el corto reinado del Estatuto real. 

Y no se diga por esto que condenamos á muerte á la monarquía. No: 
la monarquía vive, porque su destino no está unido indisolublemente al 
de la aristocracia. La monarquía es un nombre muy vago, una 'institu­
ción de inmensa elasticidad; y eso carácter, esa condición son los que la 
preservan, para fortuna de los pueblos. ¿En qué se parecen, por ventura, 
las monarquías antiguas, las de la edad media, y las de los tiempos mo­
dernos? Reyes hubo en Persépolis, reyes en Menfis, reyes en Esparta. 
Monarquía era la de Diocleciano, monarquías las de Atila y Alarico, 
Monarquías son hoy la de Rusia, la de Inglaterra y la de Francia: ¿en 
qué so parecen, por ventura? ¿Acaso en las facultades de los príncipes? 
¿Acaso en los apoyos en que se sostienen? 

Indudablemente, con la aristocracia que concluye se desvanece la 
monarquía feudal, que tenia en aquella su fundamento y condición; que­
da, empero, otro género de monarquía, cual Ja consienten y la sostie­
nen las nuevas exigencias sociales. Otros elementos ha de haber, en lu­
gar del desvanecido;.otros sostenes, en lugar del que se quebranta y so 
hunde. No es del caso examinar ahora cuáles sean, ni discutir si pro­
ducirán una' situación mas benéfica ó más gloriosa que la pasada. Bás­
tanos saber que se nos escapa esta , y que aquella la sucede: bástanos 
aprovechar cuanto sea posible los nuevos elementos, que poco á poco se 
nos irán presentando. Lo que no tiene duda es que fenece el privilegio, 
y que se levanta el derecho común: no nos empeñemos en contradecir 
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esta ley necesaria de nuestra época, sino trabajemos por aprovechar, 
resignándonos, su indispensable dominio. 

Por eso, cuando tornamos nuestras miradas á la constitución de 
nuestro pais,y descubrimos en ella una institución á todas luces defectuo­
sa, la del Senado, no nos proponemos en nuestro interior reformarla por 
medio de un establecimiento aristocrático, no acudimos á las vinculacio­
nes como á un plantel que pueda servirnos, para tales miras. La obser-r 
vancia de los hechos que se verifican en toda Europa haaoabado de fijar 
nuestras ideas en este punto: nosotros creemos con Royer-Colard que 
la aristocracia no puede ser creada por las leyes, y no juzgamos tam­
poco que pueda ya nacer de la conquista. 

Ahora bien: si la aristocracia es imposible, si la Constitución no la 
reconoce, si seria vano é inútil quererla reformar en este sentido, si 
pasó su época, y murió por ahora para no volver, ¿cuál puede serla 
causa, cuál la utilidad política de los mayorazgos? 

En una época necesariamente de derecho común, ¿cuál puede ser 
ej motivo de éste privilegio? 

En un siglo de igualdad, ¿sobre qué ha de fundarse una desigual-* 
dad, que nada exije,'que nada recomienda? 

La opinión pública no consentirá esa desviación de lo : que piden 
las necesidades sociales: malograránse los esfuerzos que se hicieren para 
conseguirla; y en vez de resultados útiles, si se lograra, tendríamos solo 
desorden y perturbación. 

En nuestro concepto, pues, la cuestión política de los mayorazgos 
también se decide actualmente contra ellos; ora consideremos la ley 
que en estos momentos nos r i je , ora consideremos la situación de la 
sociedad, la marcha délas naciones, las consecuencias imprescindibles 
de nuestro estado. 

Pero dijimos también al principio que habia en la cuestión de los 
mayorazgos un aspecto mora!, bajo él qué convenia asimismo conside-i 
rarla. Además de las razones económicas y de las razones políticas, el. 
legislador no puede menos de atender á sentimientos que son de la si­
tuación , y á consideraciones que valen algo para el sosiego , para el 
bienestar, para el orden de las sociedades. 

La institución de los mayorazgos no pugnaba con ninguna idea 
moral y conservadora, no chocaba con sentimiento alguno de justicia, 
en los siglos en que nació y se consolidó, por las nociones generalmente 
esparcidas, por los principios en que se fundaba la educación de aque-
la-época, por las costumbres de familia establecidas y guardadas en­
tonces, por las creencias que animaban la sociedad, y formaban el espíri­
tu de los pueblos. La unión doméstica era un lazo fuerte que no se rompía 
entre los hermanos: la supremacía del mayor era una idea hondamente 
grabada en el espíritu de todos: las relaciones de dependencia, poruña 
parte, de amparo y ayuda por otra., estaban fijas de un modo indestruc-
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tibie en les hombres de aquel tiempo. Si el mayorazgo correspondía al 
primogénito, por la ley, la autoridad le correspondía por las ideas. 
Creíanle sus hermanos superior, y naturalmente le respetaban: creíase 
él en la obligación de protejerlos y auxiliarlos, y naturalmente era su am­
paro y su escudo. Las relaciones de la familia eran santas, estrechas; ó 
por mejor decir, habia familia verdaderamente. Nada tenia de inmoral, 
nada de extraño, que la cabeza y jefe de ésta llevara la administración, 
el goce de su patrimonio. 

¿Háse conservado, por ventura, esta organización? ¿Es ese el estado 
de nuestra sociedad? 

Pero no es esta sola la diferencia. Mil otras instituciones sociales se 
habian arreglado por el mismo principio; y coexistiendo con los mayo­
razgos, justificaban y moralizaban la subsistencia de estos. Si la vincu­
lación era un privilegio de la primogenitura noble, los hermanos meno­
res del privilegiado tenían otros privilegios, otra indemnización, á su 
Vez. Para el primero, sin duda, el mayorazgo; mas para los segundos 
estaban las togas, estaban las dignidades eclesiásticas, estaban los co­
legios mayores, estaban todos los grados del ejército y la marina, y por 
último hasta los conventos. Teníase un orden social entero, fundado so­
bre privilegios recíprocos, unos de ley, otros de costumbre. Los que 
no gozaban del preferente veian, sin embargo, que se les reservaban 
otros que también eran efectivos é importantes. No percibían los bienes 
paternos; mas á la sombra y bajo el amparo del hermano mayor, ocupa 
ban á su vez altos destinos, pingües rentas, consideraciones sociales; 
que, unidas á lo que se llamaba consideración y lustre de la familia, 
idea poderosa eh aquel tiempo y bajo aquella educación, realzaba sus 
respectivas situaciones, creaba, cuando no la igualdad, un estado tole­
rable y consentido, y no presentaba á la sociedad entera como ley y 
norma común el escandaloso espectáculo de la opulencia del hermano 
mayor, y el abandono y la miseria de los hermanos menores. 

¿Se han conservado tampoco estas instituciones, estas costumbres? 
¿Podrían subsistir tales privilegios? ¿Cabe ya esa compensación, único 
argumento contra la injusticia de los vínculos? 

La sociedad está trastornada enteramente, y cuanto acabamos de 
referir ha concluido para no volver. Los privilegios de costumbre han 
ido expirando poco a poco, y ya no hay ningunos de ley. Se han cerrado 
los colegios mayores, y las altas.plazas de la magistratura no se darán 
Ordinariamente sino á letrados de distinción. Loa puestos eminentes dé 
la fuerza armada no pueden ser ya reservados para los hijos de las ca­
sas antiguas; si brillan en' ellos algunos nombres históricos, mas son 
todavía los nombres plebeyos que actualmente los ocupan. Las piezas 
eclesiásticas han concluido; y hasta los mismos conventos, donde prin­
cipalmente se albergaban y refugiaban las hijas de'nuestros infanzones, 
ó se han cerrado, ó se cerrarán muy en breve. ¿Podéis impedir esta 
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revolución? ¿Podéis restaurar lo que ese gran novador que llamamos 
tiempo ha herido de muerte? Pues si no podéis, tampoco tenéis fuerza 
para restaurar los mayorazgos. Todo ello componía un sistema, obra 
de muchos siglos, fábrica de aluvión, construida por las necesidaoles 
humanas, en que cada pieza era tal vez una injusticia, pero en que 
todas juntas servían para algún fin, y constituían ciertamente una si­
tuación social, que fue llevadera. Pero destruida la mayor parle, derri­
bados los contrapesos de loque subsiste, minado ya esto poco por ese 
gran poder del siglo que llamamos las ideas y la opinión , es imposible 
sostenerlo, y ha de verificarse la completa ruina, momentos antes, ó 
momentos después. 

Hablábamos de la moralidad de los mayorazgos, y decíamos que en 
aquellos tiempos que hemos descrito, cuando habia todo lo domas que 
hemos mencionado, esa moralidad no podia ofrecer ni impugnación, ni 
aun sospechas. Pero hoy que nos faltan tales adherentes, la conciencia 
humana no se resigna á una desigualdad, para la que no ve motivos 
terminantes. La desigualdad es precisamente la idea que mas nos hiere 
en el momento actual, el principio mas antipático á nuestros instintos. 
Yahemos dicho antes que el derecho común es hoy la ley del universo: 
todo loque se separe de él nos parece inconcebible, escandaloso; es 
un ataque á la moral, como la comprendemos en nuestra época. 

Véase, pues, cómo asimismo por este concepto no se recomiendan 
los mayorazgos: véase como también les son contrarias las ideas de la 
razón universal, cual lo eran las ideas económicas de la ciencia, cuales 
lo son las políticas de nuestro tiempo. 

Y no se diga que estas son preocupaciones de la multitud y de la 
ignorancia, y que los hombros ilustrados deben sobreponerse á ellas, y 
combatirlas con decisión. Cierto es que no debe el filósofo humillar su 
frente á cualquier aura pasagera, ni lisongear los caprichos de la multi­
tud, que vienen y van como las nubes de mayo ; mas tampoco debe des­
preciar los hechos que se presentan con un carácter universal y perma­
nente, los que no son efecto de una impremeditada reacción, los que, 
preparándose por espacio de siglos, van verificándose poco á poco en 
la sucesión de los tiempos y de las instituciones humanas. No conviene 
ceder alo que es accidental y pasagero; pero es una locura resistir á 
lo universal y necesario. El examen do las tendencias sociales es impor­
tantísimo: quien lo descuide;, so verá siempre sorprendido por los 
acontecimientos; quien lo desprecie, se verá hollado por su fuerza irre­
sistible. 

Aquel delirio do igualdad que invadió la sociedad francesa en los 
últimos años del pasado siglo, delirio ora, y como tal había de disiparse 
brevemente. Esa igualdad absoluta, como se entendía entonces, es un 
imposible, y los imposibles no viven, no duran. Pero bajo ese delirio ó 
esa exageración estaba la idea de la igualdad racional, del derecho co-
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mun, de la conclusión de la antiguo aristocracia, y esta idea es posible y 
realizable, y se está realizando y se realizará todavía más. Habrá sin 
duda desigualdades sociales en lo sucesivo; pero no habrá aristocracia, 
cosas que son muy diferentes. 

Infiérese de todo que la época de las vinculaciones ha pasado. Con­
cluida está la utilidad política que prestaron otras veces; y actualmente, 
en vez de ofrecer apoyos y facilidades, solo ofrecerían obstáculos y difi­
cultad. Inarmónica y desacorde seria ya esa institución con todas las 
necesidades y condiciones de la época; y si bien no hay duda en que 
podrá arrastrarse trabajosamente aun por algún tiempo, tampoco nos la 
cabe en que va ya herida de muerte para no convalecer, y para desplo­
marse á los primeros empujes que el derecho y los intereses particula­
res le dirijan. 

Es menester no hacernos ilusiones. Se verifica una revolución muy 
grande en la sociedad europea; y aun aquellos á quienes no complazca 
su cumplimiento, no pueden ni negar ni impedir su realización. Les 
Rois sc en vont, decia el respetable Mr. Lainé al considerar la revolu­
ción de julio. Nosotros no decimos tanto: creemos con seguridad que la 
monarquía esta firme, pero creemos también que se ha ido la aristo­
cracia , que se ha trastornado la sociedad, que se han alterado las 
condiciones de la misma monarquía. Prepáranse novedades para el por­
venir, que nosotros no distinguimos bien, pero que sentimos íntima­
mente que se preparan. Nuevo Colon la generación actual, navega por 
una mar que no conoce, en busca también de una tierra desconocida. 
Nuestra firme convicción es que habernos de encontrarla. 

Entre tanto queda visto cómo resolvemos las tres cuestiones que al 
principio fueron propuestas, las cuestiones fundamentales de este de­
bate. Las hemos examinado sin pasión, porque no somos de los que abs­
tractamente se enamoran de una teoría de gobierno; sin hostilidad, por­
que no nos anima ninguna contra esa institución aristocrática, útil y ne­
cesaria durante tantos siglos en las sociedades modernas. Aun debemos 
confesar que si fuésemos partidarios de algunas formas políticas por sí 
mismas, las aristocráticas serian sin duda el objeto do nuestra preferen­
cia. Las hemos examinado prescindiendo de nuestro particular interés, 
que consistiría en la subsistencia de las vinculaciones, pues que á algu­
na teníamos derecho, tardío, pero imperimible. Las hemos examinado 
con buena fé y con Conciencia, exponiendo las razones de una opinión 
que cada dia fortifican las acontecimientos de toda Europa. 

No: decimos, pues. No debe conservarse la institución de los mayo­
razgos: grandes y pequeños, á todos les ha llegado su hora. La moral, 
¡apolítica, la economía lo exigen indudablemente. No los conoce, no 
los confiesa por suyos la nueva sociedad. 

Pero establecido este principio, ábrense inmediatamente una por­
ción de cuestiones. ¿Cómo se ha de verificar la abolición? ¿Cuándo y 
por qué pasos sc ha de verificar la transmisión de lo vinculado ¡i libre? 
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¿Cómo se han de resolver las dudas á que la legislación actual' ha dado 
motivo? ¿Cómo se han de resarcir los perjuicios de 1824? ¿De qué modo 
se han de terminar todas estas contiendas, para que sean los menos posibles 
los intereses lastimados? ¿Cuál es, en fin, y en una palabra, la ley que 
deberá presentarse á las Cortos para la conclusión de ¡tantos y tan en­
contrados puntos? 

Difíciles son de resolver todos ellos: difícil, si no imposible, el pro­
poner una buena ley para desatarlos en justicia, en principios de dere­
cho. Ello, sin embargo, es preciso hacerla; y mientras mas se tarde en 
la obra, 1 mayor ha de ser la dificultad. Ya se ha perdido mucho tiempo 
en vacilaciones é indecisión: el momento urge, y no es de personas 
prudentes el dormirse en tales circunstancias. . 

(1840.) 
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Agsérasiiee IS. 

ENMIENDAS PROPUESTAS POR EL SR.. PACHECO, INDIVIDUO DEL. CONGRESO DE IOS 

DIPUTADOS , EN LA SESIÓN DEL 8 DE JULIO DE Í841, Á LA QUE FUE DESPÜKS 

LEY DEL 19 DE AGOSTO. 

Después del artículo 1.°, que será el del proyecto de la Comisión: 
Art. 2." Respecto á las sucesiones verificadas y derechos adquiri­

dos en los bienes de mayorazgo, desde 11 de octubre de 1820 hasta el 
dia de la promulgación de esta ley, se observaron las reglas siguientes: 

1 . a Las sucesiones verificadas desde 11 de octubre de 1820 hasta 
1." de octubre de 1823 deberán ser regidas por la ley de aquella fe­
cha, y darán acción á los que en virtud de ella adquirieron derechos, 
para reclamarlos, siempre que con posterioridad no se haya verificado 
otra sucesión en los bienes de aquellos vínculos. 

2 . a Las sucesiones verificadas desde 1.° de octubre de 1823 hasta 
30 de agosto de 1830 seguirán rigiéndose por el antiguo derecho espa­
ñol respectivo á vinculaciones. 

3.n Las sucesiones verificadas desde 30 de agosto de 1836 permane­
cerán regidas por la ley de 11 de octubre de 1820, restaurada en aque­
lla fecha. 

Art. 3.° En su consecuencia, losbienes divididos, ó que debieron di­
vidirse, desde 11 de octubre de 1820 hasta 1.° de octubre de 1823, y 
en los cuales no so haya verificado después otra sucesión, se devol­
verán á las personas que los adquirieron legítimamente en aquella épo­
ca. Pero se declara que si estas hubiesen fallecido después de 1." de 
octubre de 1823 no transfirieron por sucesión testada á otros herederos, 
que á los legítimos el derecho do suceder en. los bienes que á su falle­
cimiento se reputaban vinculados. 

En la penúltima línea del art. í.° se suprimirán las palabras «la mi­
tad de» 

Art. 5.° El tercero de la Comisión. 
Art. 6.° El quinto de la Comisión. 
Art. 7.° El sexto de la Comisión. 
Art. 8.° El sétimo de la Comisión. 
Art. 9 . c El ectavo da la Comisión. 
Art. 10. El undécimo de la Comisión. 

26 
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Art. 11. Cuando se haya enagenado una misma linca, como libre 
durante la época de 1810 á 1823, ó desdo 30 de agosto do 1830 hasta 
el presente, y en virtud de facultad real desde 1823 á 1836, siéndolo 
en ambas ocasiones por título oneroso, se conservará y respetará la ena­
genacion, cuyo adquirente esté en posesión de la finca, indemnizándose 
al otro á costa de los bienes de la persona que se la enagenara. Si una 
de las adquisiciones hubiese sido por título oneroso, y por título lucra­
tivo la otra, so llevará á efecto la primera, haya sido anterior "ó poste­
rior, y se indemnizará, como queda dicho, al agraciado con la segunda. 

Seguirán con la numeración del 12 al 19 los artículos del 13 al 20 
del proyecto de la Comisión. 

Esta enmienda ó esta serie de enmiendas no fue admitida. 
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